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INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

Acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Le-
gislativos, relativo al trámite de las iniciativas con proyecto de decreto y de las
proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del miércoles
15 de diciembre de 2010. Aprobado, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules intervienen los diputados:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ADUANERA - LEY FEDERAL DE DERECHOS - LEY DE COMERCIO
EXTERIOR

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma la fracción VII del artículo 61, inciso e), de la fracción II y la
fracción IV del artículo 106, y la fracción III del artículo 182 de la Ley Aduanera;
los artículos 8, 11, 13, 14, 16, 17 y 18 A, primero y segundo párrafo y se derogan
los artículos 9, 10 y 18 B de la Ley Federal de Derechos, y se reforma el artículo
71, fracción II de la Ley de Comercio Exterior, presentada por senadores de los
grupos parlamentarios de los partidos Acción Nacional, de la Revolución Demo-
crática y Revolucionario Institucional. Se turna a las Comisiones Unidas de Ha-
cienda y Crédito Público y de Economía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ADUANERA - LEY FEDERAL PARA LA ADMINISTRACION 
Y ENAJENACION DE BIENES DEL SECTOR PUBLICO

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Aduanera y
de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Pú-
blico, presentada por el senador Jorge Legorreta Ordorica . Se turna a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES - LEY ORGANICA
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION - LEY ORGANICA DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL - LEY ORGANICA DE LA
PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA - 
LEY FEDERAL DE LA DEFENSORIA PUBLICA

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que expide la Ley Federal de Justicia para Adolescentes, se adiciona la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se reforma la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, se adiciona la Ley Orgánica de la Procuraduría Ge-
neral de la República y se reforma la Ley Federal de Defensoría Pública. Se turna
a la Comisión de Justicia, con opinión de la Comisión de Atención a Grupos Vul-
nerables y de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES - 
CODIGO CIVIL FEDERAL - LEY FEDERAL DE COMPETENCIA
ECONOMICA - LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR -
LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION - 
LEY GENERAL DE EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA
PROTECCION AL AMBIENTE  - LEY DE PROTECCION Y
DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona los Códigos Federal de Procedimientos Civiles, y Ci-
vil Federal, así como las Leyes Federal de Competencia Económica, Federal de
Protección al Consumidor, Orgánica del Poder Judicial de la Federación, General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y de Protección y Defensa
al Usuario de Servicios Financieros. Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia
y de Economía, con opinión de las Comisiones de Medio Ambiente, Recursos Na-
turales y de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

COMPAÑIA MEXICANA DE AVIACION

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto por el que se garantizan los derechos de los usuarios de Compañía Mexica-
na de Aviación y sus filiales, en relación con la venta de boletos anterior al inicio
del proceso de quiebra. Se turna a las Comisiones Unidas de Comunicaciones y de
Transportes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES - 
LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Penal Federal de
Procedimientos Penales y de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada.
Se turna a la Comisión de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE JUSTICIA DEL
DISTRITO FEDERAL

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que expide la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Dis-
trito Federal. Se turna a la Comisión de Justicia con opinión de la Comisión del
Distrito Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite para los efectos de la fracción
E) del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Se tur-
na a la Comisión de Desarrollo Rural. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY PARA EL APROVECHAMIENTO DE ENERGIAS RENOVABLES Y EL
FINANCIAMIENTO DE LA TRANSICION ENERGETICA

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite para los efectos de la fracción
E del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que reforma los
artículos 3, fracción III; 10; 11, fracción III; 14 y 26 de la Ley para el Aprovecha-
miento de Energías Renovables y el Financiamiento de la Transición Energética.
Se turna a la Comisión de Energía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Juan José Guerra Abud  realiza comentarios.. . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL - 
LEY DE ASISTENCIA SOCIAL

Se recibe de la diputada Yolanda de la Torre Valdez  iniciativa con proyecto de de-
creto reforma los artículos 31 de la Ley General de Desarrollo Social y 12 de la
Ley de Asistencia Social, con el fin de abatir la desnutrición y la pobreza alimen-
taria, así como establecer servicios de orientación nutricional a la población de es-
casos recursos y a población de zonas marginadas. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Desarrollo Social y Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGISTRO DE ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL

Primera lectura del dictamen de la Comisión de Justicia con proyecto de decreto
que reforma el artículo 139 del Código Penal Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL

Primera lectura del dictamen de la Comisión de Justicia con proyecto de decreto
que reforma los artículos 406, 407 y 412 del Código Penal Federal. . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

Primera lectura del dictamen de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácti-
cas parlamentarias con proyecto de decreto que expide el Reglamento de la Cá-
mara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN III

CAPITULO I - ARTICULOS 1o., 3o., 11, 15, 18, 29, 33, 89, 97, 102 Y 105
CONSTITUCIONALES

Primera lectura del dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constituciona-
les y de Derechos Humanos con proyecto de decreto que modifica la denomina-
ción del Capítulo I del Titulo Primero y reforma artículos 1o., 3o., 11, 15, 18, 29,
33, 89, 97, 102 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL PARA LA INCLUSION DE PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD

Primera lectura del dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables
con proyecto de decreto que expide la Ley General para la Inclusión de Personas
con Discapacidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS 
FUERZAS ARMADAS MEXICANAS

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Defensa Nacional con proyecto
de decreto que reforma el artículo 27 de la Ley del Instituto de Seguridad Social
para las Fuerzas Armadas Mexicanas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión se concede la palabra a los diputados:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Miguel Alvarez Santamaría . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bernardo Margarito Téllez Juárez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Alberto di Costanzo Armenta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan Enrique Ibarra Pedroza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera suficientemente discutido y es aprobado en lo general y en lo parti-
cular. Pasa al Ejecutivo para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE ASCENSOS Y RECOMPENSAS DEL EJERCITO Y FUERZA AEREA
MEXICANOS

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Defensa Nacional con proyecto
de decreto que adiciona la fracción XII al artículo 2 de la Ley de Ascensos y Re-
compensas del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión intervienen los diputados:

Lorena Corona Valdés . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Emilio Serrano Jiménez  realiza comentarios. . . . . . . 

Adriana Fuentes Cortés . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera suficientemente discutido y es aprobado en lo general y en lo parti-
cular. Se devuelve a la Cámara de Senadores para los efectos de la fracción E) del
artículo 72 constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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VOLUMEN IV

LEY GENERAL DE EQUILIBRIO ECOLOGICO Y DE LA PROTECCION AL
AMBIENTE - LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO AD-
MINISTRATIVO

Segunda lectura del dictamen de las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales y de Justicia, con proyecto de decreto que reforma y adicionan el
artículo 180 de la Ley General de Equilibrio Ecológico y de la Protección al Am-
biente; y reforma la fracción I del artículo 8o. de la Ley Federal de Procedimien-
to Contencioso Administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Alejandro Carabias Icaza  fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

A discusión del dictamen participan los diputados:

María Araceli Vázquez Camacho . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Humberto Benitez Treviño . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agustín Torres Ibarrola . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido es aprobado. Pasa al Ejecutivo para sus efectos consti-
tucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural con proyecto de
decreto que reforma los párrafos primero, segundo y tercero del artículo 25 de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin discusión se pide realizar la votación respectiva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRABAJOS LEGISLATIVOS

El Presidente informa sobre los trabajos a realizarse en la última sesión del pre-
sente período de sesiones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules realizan comentarios los diputados:

Juan Enrique Ibarra Pedroza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Humberto Benítez Treviño . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Realizada la votación del dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural con pro-
yecto de decreto que reforma los párrafos primero, segundo y tercero del artículo
25 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, es aprobado. Pasa a la Cámara de
Senadores para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE JUSTICIA DEL
DISTRITO FEDERAL

Se modifica el trámite a la minuta con proyecto de decreto que expide la Ley Or-
gánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. Se turna a las
Comisiones del Distrito Federal y de Justicia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRABAJOS LEGISLATIVOS

Respecto a los trabajos a realizarse en la última sesión del presente período de se-
siones, realiza comentarios el diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña.

PROGRAMA DE FORMACION Y DESARROLLO DE COROS JUVENILES

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos con pun-
to de acuerdo relativo a la proposición presentada el 25 de noviembre pasado, por
los que se exhorta a la SEP a establecer un programa de formación y desarrollo de
coros juveniles y a incrementar las plazas para profesores de educación musical en
secundaria. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE MICHOACAN

Dictamen de la Comisión de Justicia con punto de acuerdo relativo a la proposi-
ción presentada el 27 de abril pasado, por los que se exhorta a la Procuraduría Ge-
neral de la República a investigar las desapariciones y el fallecimiento de perio-
distas en Michoacán. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA DE APOYOS DIRECTOS AL CAMPO

Dictamen de la Comisión de Agricultura y Ganadería con punto de acuerdo rela-
tivo a la proposición presentada el 3 de noviembre pasado, por el que se exhorta a
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación,
defina y publique el procedimiento para la reasignación de los recursos derivados
de la disminución del padrón de beneficiarios del Programa de Apoyos Directos al
Campo por el programa de actualización de datos y expedientes de este.. . . . . . . 

BIOENERGETICOS

Dictamen de la Comisión de Agricultura y Ganadería con punto de acuerdo rela-
tivo a la proposición presentada el 13 de octubre pasado, por el que se exhorta a
los titulares de diversas dependencias del Gobierno Federal, realicen las gestiones
necesarias para que se promueva una mayor generación y utilización de los bioe-
nergéticos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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DERECHOS DE JORNALEROS AGRICOLAS

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 4 de noviembre pasado, por los que se exhorta
a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y al Instituto Mexicano del Seguro
Social a tutelar con energía lo dispuesto en la Ley para el Debido Respeto de los
Derechos de los Jornaleros Agrícolas, especialmente por lo que se refiere a los ni-
ños. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DERECHOS LABORALES EN PLANTELES 
EDUCATIVOS PARTICULARES

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 2 de febrero pasado, por el que se solicita a
los gobernadores que instruyan a sus respectivos secretarios del Trabajo o sus
equivalentes a fin de que hagan efectivos los derechos laborales consagrados en la
Constitución Federal y en la Ley Federal del Trabajo para el personal docente, ad-
ministrativo y de servicios de los planteles educativos particulares.. . . . . . . . . . . 

BANCO NACIONAL DE OBRAS Y SERVICIOS PUBLICOS

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 14 de septiembre pasado, por el que se ex-
horta al director general del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos  a res-
petar de manera irrestricta la libertad de asociación de los trabajadores de la banca
de desarrollo en la Federación Mexicana de Sindicatos del Sistema Financiero. . 

ESTADO DE SONORA

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 7 de octubre pasado, por el que se exhorta al
secretario de Gobernación, a Grupo México y al Sindicato Nacional de Trabaja-
dores Mineros Metalúrgicos, Siderúrgicos y Similares de la República Mexicana
a establecer una mesa de solución del conflicto minero de Cananea y Esqueda, So-
nora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 7 de abril pasado, por los que se exhorta al
consejero presidente del Instituto Federal Electoral a establecer una mesa de diá-
logo con la representación de los trabajadores para atender la problemática labo-
ral y los despidos en el instituto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRABAJO INFANTIL

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 7 de abril pasado, por el que se exhorta al Eje-
cutivo federal a instaurar de manera responsable más acciones dirigidas a todos los
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sectores laborales de riesgo donde se explota de manera regular a menores de
edad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SINDICATO INDEPENDIENTE NACIONAL DE LOS TRABAJADORES DE
LA SALUD

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 5 de noviembre de 2009, por el que se exhorta
a los secretarios de Salud de Michoacán, Durango, Hidalgo, Zacatecas, Chiapas,
Puebla, Guerrero, Guanajuato, Distrito Federal y Tabasco a respetar la toma de no-
ta otorgada al Sindicato Independiente Nacional de los Trabajadores de la Salud y
sus secciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DICTAMENES CON PUNTOS DE ACUERDO

Desde sus curules realizan comentarios respecto a la dispensa de lectura y vota-
ción en conjunto de todos los dictámenes publicados, los diputados:

Miguel Angel García Granados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Beatriz Elena Paredes Rangel . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan Enrique Ibarra Pedroza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente obsequia la petición. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE CAMPECHE

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 10 de noviembre de 2009, por el que se soli-
cita a la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos que realice los estudios per-
tinentes para reclasificar el municipio El Carmen, Campeche, y considerarlo en el
área geográfica “A”, en atención al efecto de la explotación petrolera en la eco-
nomía local y en el costo de la vida de las familias.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AVON COSMETICS

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 1 de diciembre de 2009, por el que se exhor-
ta a la Secretaría de Trabajo y Previsión Social a constituir una mesa de diálogo
entre las denominadas “representantes” al servicio de Avon Cosmetics, SA de CV,
y esta empresa para que les sea reconocida su calidad de trabajadoras, con respe-
to de sus derechos laborales, y se les afilie sin distingo en el régimen obligatorio
del Instituto Mexicano del Seguro Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CONDICIONES LABORALES REPARTIDORES Y MENSAJEROS

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 15 de diciembre de 2009, por los que se ex-
horta a las autoridades del trabajo federales y a las locales a tomar las medidas
conducentes a asegurar que todo repartidor, mensajero o similar cuya herramien-
ta principal de trabajo sea una motocicleta tenga condiciones laborales dignas y
protección social que les permita afrontar los riesgos inherentes a su empleo. . . . 

DISPOSICIONES LABORALES A BORDO DE BUQUES 
Y DE PLATAFORMAS

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 28 de abril pasado, por el que se exhorta a los
titulares de la Secretarías de Trabajo y Previsión Social, y de Comunicaciones y
Transportes a implantar acciones coordinadas de inspección para constatar el in-
cumplimiento de las disposiciones laborales a bordo de buques y de plataformas.

PRESTACIONES DE LEY A TRABAJADORES

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 29 de abril pasado, a fin de exhortar al ayun-
tamiento de Santa Catarina, Nuevo León, a realizar las acciones necesarias para
proporcionar a sus trabajadores las prestaciones de ley, establecidas en los artícu-
los 115 y 123 constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DISCRIMINACION LABORAL

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 8 de diciembre pasado, por el que se exhorta
a las autoridades laborales de los ámbitos federal y local a instaurar acciones y
procedimientos a efecto de prevenir la discriminación en el acceso laboral de las
personas mayores de 40 años. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE QUINTANA ROO

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 15 de diciembre de 2009, por el que se ex-
horta a la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos a trasladar a partir de 2011
diversos municipios turísticos de Quintana Roo del área geográfica C a la A. . . . 

DERECHOS DE LAS MUJERES TRABAJADORAS CON RESPECTO A LA
MATERNIDAD

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 6 de octubre de 2009, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal a ratificar el Convenio 186 de la Organización Internacional del
Trabajo, sobre la protección de la maternidad.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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TRABAJADORES CON RESPONSABILIDADES FAMILIARES

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social con punto de acuerdo re-
lativo a la proposición presentada el 6 de octubre de 2009, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal a firmar el Convenio 156 de la Organización Internacional del
Trabajo, sobre trabajadores con responsabilidades familiares .. . . . . . . . . . . . . . . 

MORTALIDAD MATERNA

Dictamen de la Comisión de Salud con punto de acuerdo relativo a la proposición
presentada el 6 de octubre pasado, por los que se exhorta al Ejecutivo federal a for-
talecer la campaña mediática de información gubernamental sobre la estrategia
Embarazo Saludable y Prevención Médica en favor del Embarazo para reducir el
índice de mortalidad materna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CANCER DE MAMA

Dictamen de la Comisión de Salud con punto de acuerdo relativo a diversas pro-
posiciones, por el que se exhorta al sector salud a alentar a la población sobre la
prevención oportuna del cáncer de mama. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ADULTOS MAYORES

Dictamen de la Comisión de Salud con punto de acuerdo relativo a la proposición
presentada el 23 de septiembre pasado, por el que se exhorta a la Secretaría de Sa-
lud a intensificar las acciones de vigilancia y control del cumplimiento de la Nor-
ma Oficial Mexicana NOM-167-SSA1-1997, en materia de adultos mayores. . . . 

ATENCION PREVENTIVA EN INSTITUCIONES DE SALUD

Dictamen de la Comisión de Salud con punto de acuerdo relativo a la proposición
presentada el 7 de octubre pasado, a fin de que por la Secretaría de Salud las ins-
tituciones del ramo realicen acciones para lograr la universalidad de los servicios
de salud en México. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRODUCTOS CHATARRA EN TIENDAS Y COOPERATIVAS DE CENTROS
ESCOLARES

Dictamen de la Comisión de Salud con punto de acuerdo relativo a la proposición
presentada el 28 de abril pasado, por el que se solicita a la Comisión Nacional pa-
ra el Desarrollo de los Pueblos Indígenas y a la Secretaría de Educación Pública
que informen sobre las acciones que están emprendiendo a fin de combatir la des-
nutrición infantil en relación con los productos chatarra que se expenden en las
tiendas y cooperativas de los centros escolares en las comunidades indígenas. . . 

RECETAS MEDICAS

Dictamen de la Comisión de Salud con punto de acuerdo relativo a proposiciones,
por los que se exhorta a la Secretaría de Salud a realizar un acuerdo modificatorio
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del similar por el que se determinan los lineamientos a que estarán sujetas la ven-
ta y dispensación de antibióticos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueban en conjunto los anteriores 26 dictámenes. Comuníquense. . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE ACTIVIDADES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION.. . . . . . . . . . . . . 

LISTA DE ASISTENCIA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CORRESPON-
DIENTE A LA PRESENTE SESION. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento para la Transparencia y el Ac-
ceso a la Información Pública de la H. Cámara de Diputados, se publican las vo-
taciones de los siguientes dictámenes:

De la Comisión de Defensa Nacional, con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 27 de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Me-
xicanas (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Defensa Nacional, con proyecto de decreto que adiciona la
fracción XII al artículo 2 de la Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y
Fuerza Aérea Mexicanos (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de Justi-
cia, con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 180 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y reforma la fracción
I del artículo 8o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo
(en lo general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de decreto que reforma los pá-
rrafos primero a tercero del artículo 25 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable
(en lo general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
Jorge Carlos Ramírez Marín

ASISTENCIA

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de esta Pre-
sidencia el resultado del cómputo de asistencia de los ciu-
dadanos diputados.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Se informa a la Presidencia que existen registrados
previamente 307 diputadas y diputados, por tanto, hay quó-
rum, señor presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
(12:16 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se le dispensa la lec-
tura al orden del día.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si se le dispensa la
lectura al orden del día. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo.

Mayoría por la afirmativa, señor presidente. Se dispensa la
lectura.

«Primer periodo de sesiones ordinarias.— Segundo año de
ejercicio.— LXI Legislatura.

Orden del día 

Martes 14 de diciembre de 2010.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Proposiciones de acuerdo de los órganos de gobierno

De la Junta de Coordinación Política.

De la Conferencia para la Dirección y Programación de
los Trabajos Legislativos

Relativo al trámite de las iniciativas con proyecto de decre-
to y de las proposiciones con punto de acuerdo, registradas
en el Orden del Día del miércoles 15 de diciembre de 2010.
(Votación)

Oficios de la Cámara de Senadores

Con el que remite Iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma la fracción VII del artículo 61, inciso e) de la frac-
ción II y la fracción IV del artículo 106 y la fracción III del
artículo 182 de la Ley Aduanera; los artículos 8, 11, 13, 14,
16, 17 y 18 A, primero y segundo párrafo y se derogan los
artículos 9, 10 y 18B de la Ley Federal de Derechos; y se
reforma el artículo 71, fracción II de la Ley de Comercio
Exterior, presentada por los Senadores Humberto Andrade
Quezada, Rubén Camarillo Ortega, Rafael Díaz Ochoa,
Martha Sosa Govea, Jesús Garibay García, Rosalinda Ló-
pez Hernández, Rubén Velázquez López, Francisco Herre-
ra León, Carlos Jiménez Macías y Antelmo Alvarado Gar-
cía. (Turno a Comisión)

Con el que remite iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley
Aduanera y de la Ley Federal para la Administración y En-
ajenación de Bienes del Sector Público, presentada por el
Sen. Jorge Legorreta Ordorica, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a Comi-
sión)

Minutas

Con proyecto de decreto por el que se expide la Ley Fede-
ral de Justicia para Adolescentes, se adiciona la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial de la Federación, se reforma la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, se adiciona
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repúbli-
ca y se reforma la Ley Federal de Defensoría Pública. (Tur-
no a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona el Código
Federal de Procedimientos Civiles, el Código Civil Federal,
la Ley Federal de Competencia Económica, la Ley Federal
de Protección al Consumidor, la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación, la Ley General de Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente y la Ley de Protec-
ción y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. (Turno
a Comisión)
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Con proyecto de decreto por el que se Garantizan los Dere-
chos de los Usuarios de Compañía Mexicana de Aviación y
sus Filiales, en relación con la venta de Boletos anterior al
inicio del Proceso de Quiebra. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones del Código Penal Federal, del Código Fede-
ral de Procedimientos Penales y de la Ley Federal contra la
Delincuencia Organizada. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que expide la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal (Tur-
no a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, re-
mitida para los efectos de la fracción E del artículo 72
Constitucional. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma los artículos 3, frac-
ción III; 10; 11, fracción III; 14 y 26, de la Ley para el
Aprovechamiento de Energías Renovables y el Financia-
miento de la Transición Energética, remitida para los efec-
tos de la fracción E del artículo 72 Constitucional. (Turno a
Comisión)

Iniciativas

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a car-
go del diputado Julio César Godoy Toscano. del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. (Só-
lo turno a Comisión)

Que reforma los artículos 31 de la Ley General de Desa-
rrollo Social y 12 de la Ley de Asistencia Social, a cargo de
la diputada Yolanda de la Torre Valdez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Sólo
turno a Comisión)

Dictámen de primera lectura

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 139 del Código Penal Federal.

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 406, 407 y 412 del Código Penal Fede-
ral.

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con proyecto de decreto que expide el Regla-
mento de la Cámara de Diputados.

De las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Derechos Humanos, con proyecto de decreto que modifica
la denominación del Capítulo I del Título Primero y refor-
ma diversos artículos de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
proyecto de decreto que expide la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad.

Dictámenes a discusión

De la Comisión de Defensa Nacional, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 27 de la Ley del Instituto de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

De la Comisión de Defensa Nacional, con proyecto de de-
creto que adiciona una fracción XII al artículo 2 de la Ley
de Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuerza Aérea
Mexicanos.

De las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos
Naturales y de Justicia, con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona el artículo 180 de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente y reforma la
fracción I del artículo 8o. de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo.

De la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de de-
creto que reforma los párrafos primero, segundo y tercero
del artículo 25 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto, por el
que se adiciona un párrafo al artículo 376 de la Ley Gene-
ral de Salud y reforma los artículos Primero y Tercero Tran-
sitorios y se adicionan los artículos Cuarto y Quinto al De-
creto que reforma el artículo 376 de la Ley General de
Salud, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24
de febrero de 2005.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con puntos de acuerdo, por los que se exhorta a la SEP,
establezca un Programa de Formación y Desarrollo de Co-
ros Juveniles y a incrementar la creación de plazas para
profesores de educación musical en la educación secunda-
ria.



De la Comisión de Justicia, con puntos de acuerdo, por los
que se exhorta a la Procuraduría General de la República,
investigue las desapariciones y el fallecimiento de perio-
distas en el estado de Michoacán.

De la Comisión de Agricultura y Ganadería, con puntos de
acuerdo, por los que se exhorta a la SAGARPA, defina y
publique el procedimiento para la reasignación de los re-
cursos derivados de la disminución del padrón de benefi-
ciarios del Procampo, como resultado del programa de ac-
tualización de datos y expedientes del mismo.

De la Comisión de Agricultura y Ganadería, con puntos de
acuerdo, por los que se exhorta a los titulares de diversas
dependencias del Gobierno Federal, realicen las gestiones
necesarias para que se promueva una mayor generación y
utilización de los Bioenergéticos.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con puntos
de acuerdo por los que se exhorta a la Secretaría de Traba-
jo y Previsión Social y al IMSS, tutelen con energía lo man-
datado por la Ley para el debido respeto de los Derechos de
los Jornaleros Agrícolas, especialmente, tratándose de las
niñas y niños.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto
de acuerdo por el se solicita a los Gobernadores que ins-
truyan a sus respectivos Secretarios del Trabajo y Previ-
sión Social o sus equivalentes a fin de que hagan efectivos
los derechos laborales consagrados en la Constitución Fe-
deral y en la Ley Federal del Trabajo para el personal do-
cente, administrativo y de servicios de los planteles edu-
cativos particulares.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto
de acuerdo, por el que se exhorta al Director General de
Banobras a respetar de manera irrestricta la libertad de
asociación de los trabajadores de la Banca de Desarrollo
en la Federación Mexicana de Sindicatos del Sistema Fi-
nanciero.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto de
acuerdo, por el que se exhorta al Secretario de Goberna-
ción, a la Empresa Grupo México y al Sindicato Nacional
de Trabajadores Mineros Metalúrgicos, Siderúrgicos y Si-
milares de la República Mexicana, al establecimiento de
una mesa de solución del conflicto minero.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con puntos
de acuerdo, por los que se exhorta al Consejero Presidente

del IFE a establecer una mesa de diálogo con la representa-
ción de los trabajadores para atender la problemática labo-
ral y los despidos en el Instituto.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto de
acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal para que
instrumente de manera responsable más acciones dirigidas
a todos los sectores laborales de riesgo, donde se explota de
manera regular a menores de edad.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a los Secretarios de Salud de
las entidades federativas de Michoacán, Durango, Hidalgo,
Zacatecas, Chiapas, Puebla, Guerrero, Guanajuato, Distrito
Federal y Tabasco, respeten la toma de nota otorgada al
Sindicato Independiente Nacional de los Trabajadores de la
Salud y a sus secciones.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto de
acuerdo, por el que se solicita a la Comisión Nacional de
los Salarios Mínimos, realice los estudios pertinentes para
reclasificar en el año 2011 a la Ciudad El Carmen, Campe-
che en el Área Geográfica “A”.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto de
acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de Trabajo y
Previsión Social, a constituir una mesa de diálogo entre las
denominadas “representantes” al servicio de Avon Cosme-
tics, S. A. de C. V. y ésta empresa, a efecto de que les sea
reconocida su calidad de trabajadores.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con puntos
de acuerdo, por los que se exhorta a las autoridades del Tra-
bajo Federales y Locales a tomar las medidas conducentes
para asegurar que todo empleado que se desempeñe como
repartidor, mensajero o similar, y cuya herramienta princi-
pal de trabajo sea una motocicleta, tenga condiciones dig-
nas de trabajo.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con puntos
de acuerdo, por los que se exhorta a los titulares de la Se-
cretaría de Trabajo y Previsión Social y de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes a implantar acciones coor-
dinadas de inspección para constatar el incumplimiento de
las disposiciones laborales a bordo de buques y platafor-
mas.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con puntos
de acuerdo, para exhortar al ayuntamiento de Santa Catari-
na, Nuevo León a realizar las acciones necesarias para que
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a sus trabajadores les sean proporcionadas las prestaciones
de Ley, establecidas en los artículos 115 y 123 Constitucio-
nales.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto de
acuerdo, por el que se exhorta a las autoridades laborales de
los ámbitos federal y local, a instrumentar acciones y los
procedimientos necesarios, a efecto de prevenir la discrimi-
nación en el acceso laboral de las personas mayores de 40
años.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto de
acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión Nacional de
los Salarios Mínimos para que a partir del 2011 traslade di-
versos municipios turísticos del estado de Quintana Roo del
área geográfica “C” al área geográfica “A” en materia de
Salarios Mínimos.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto de
acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal a ratifi-
car el Convenio 186 de la Organización Internacional del
Trabajo, sobre la protección de la maternidad.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con punto de
acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal a firmar
el Convenio 156 de la Organización Internacional del Tra-
bajo sobre Trabajadores con Responsabilidades Familiares.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo, por los
que se exhorta al Ejecutivo a Fortalecer la Campaña Me-
diática de Información del Gobierno Federal sobre la estra-
tegia embarazo saludable y prevención médica a favor del
embarazo.

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo, por el que
se exhorta al Sector Salud a alentar a la población para la
prevención oportuna del cáncer de mama.

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo, por el que
se exhorta a la Secretaría de Salud intensificar las acciones
de vigilancia y control del cumplimiento de la Norma Ofi-
cial Mexicana NOM-167-SSA1-1997, en materia de adul-
tos mayores.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo, para que
a través de la Secretaría de Salud, las instituciones del ra-
mo realicen acciones para que se logre la universidad de los
servicios de salud en México.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo, por los
que se exhorta a la Secretaría de Salud a realizar un acuer-
do modificatorio al acuerdo “por el que se determinan los
lineamientos a los que estará sujeta la venta y dispensación
de antibióticos”.

Dictámenes negativos de iniciativas

De las Comisiones Unidas de Comunicaciones, de Trans-
portes y de Trabajo y Previsión Social, con puntos de acuer-
do, por los que se desecha la Iniciativa con proyecto de de-
creto que deroga diversas disposiciones de la Ley de Vías
Generales de Comunicación, de la Ley Reglamentaria del
Servicio Ferroviario, de la Ley de Aviación Civil, de la Ley
de Aeropuertos y de la Ley Federal de Telecomunicaciones.

De las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Seguridad Pública, con puntos de acuerdo, por los que se
desecha la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona el artículo 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y diversas disposiciones de la Ley
Federal de Seguridad Privada y de la Ley General que Es-
tablece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de
Seguridad Pública.

De las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Seguridad Pública, con puntos de acuerdo, por los que se
desecha la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona el artículo 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y diversas disposiciones de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

De las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Seguridad Pública, con puntos de acuerdo, por los que se
desecha la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona el artículo 21 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y diversas disposiciones de la Ley
Federal de Seguridad Privada y de la Ley General que Es-
tablece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de
Seguridad Pública.

De la Comisión de Justicia, con puntos de acuerdo, por los
que desecha la Iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 11 de la Ley Orgánica de la Procuraduría
General de la República.

De la Comisión de Justicia, con puntos de acuerdo, por los
que se desecha la Iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 141, Apartado B, fracción IX del Código
Federal de Procedimientos Penales.



De la Comisión de Agricultura y Ganadería, con punto de
acuerdo, por el que se desecha la Iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Promoción y Desarrollo de los Bioenergéticos.

De la Comisión de Agricultura y Ganadería, con punto de
acuerdo, por el que se desecha la Iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Promoción y Desarrollo de los Bioenergéticos.

De las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería y de
Economía, con punto de acuerdo, por el que se desecha la
Minuta con proyecto de decreto que expide la Ley de Des-
arrollo Integral y Sustentable de la Cafeticultura.

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se solicita al titular de Pe-
mex, incluya dentro de las obras de beneficio mutuo, la
construcción de un puente que sustituya al de “La Unidad”,
que comunica a Ciudad del Carmen, Campeche, con la Pe-
nínsula de Yucatán, a cargo del diputado Óscar Román Ro-
sas González, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Procura-
duría de Justicia del estado de Quintana Roo, al Poder Ju-
dicial del estado y al Instituto Quintanarroense de la Mujer,
brinden atención a las diversas violencias que han padeci-
do Jimena Foucher y sus hijos, a cargo de la diputada Leti-
cia Quezada Contreras, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
Nacional de Salarios Mínimos, para que fije el salario mí-
nimo en torno al costo real de la canasta básica, satisfa-
ciendo con ello las necesidades normales de la vida en el
orden material, social y cultural de la clase trabajadora, a
cargo de la diputada Leticia Quezada Contreras, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, para que a través de la Semarnat, garantice el pleno
ejercicio de los recursos federales asignados en el Anexo 34
del Ramo 16 Medio Ambiente y Recursos Naturales, del
PEF 2010, suscrito por diputados integrantes de la Comi-
sión de Medio Ambiente y Recursos Naturales. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, expida el Reglamento de la Ley General de Personas
con Discapacidad, a cargo de la diputada Rosario Ortiz Ye-
ladaqui, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, para que a través de la Sagarpa, diseñe y opere la am-
pliación, con cobertura nacional, del Proyecto Estratégico
de Agricultura Protegida, a cargo del diputado José María
Valencia Barajas, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo para que en el proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal
2011, se consideren mayores recursos para la realización e
instrumentación de medidas y acciones tendientes a captar,
almacenar e infiltrar agua de lluvia, y así propiciar la recar-
ga de los mantos freáticos, para su disponibilidad superfi-
cial y subterránea de largo plazo, hacia su aplicación en el
desarrollo rural sustentable, mediante su uso y aprovecha-
miento en las diversas regiones de los estados de la federa-
ción, particularmente en el estado de Oaxaca, a cargo de la
diputada Margarita Liborio Arrazola, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, para que a través de la Sedesol, modifique las reglas
de operación de los Programas Sociales enfocados al desa-
rrollo de las capacidades básicas, a fin de que niñas y niños
que se encuentran en albergues y casas de hogar, cuenten
con el apoyo necesario para garantizar su acceso a la edu-
cación, alimentación y a los servicios de salud, a cargo del
diputado Tomás Gutiérrez Ramírez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral para que a través de la SEP, de la SHCP y de la Sede-
sol, realice un estudio analítico de los factores que inciden
en el fenómeno del “rezago educativo” de las personas jó-
venes y adultas, así como de sus causas y su impacto en el
desarrollo humano, social y económico, a cargo del diputa-
do Marcos Pérez Esquer, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Consejo Na-
cional de Seguridad Pública para que por conducto del Se-
cretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, remita un informe detallado que contenga los re-
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sultados y acciones reportados hasta la fecha por las insti-
tuciones, autoridades y demás actores involucrados en el
Acuerdo Nacional por la Seguridad, la Justicia y la Legali-
dad, a cargo del diputado Sergio González Hernández, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sectur, in-
cluya al municipio de Puerto Vallarta, Jalisco, en el Progra-
ma Pueblos Mágicos, a cargo del diputado Rafael Yerena
Zambrano, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, a fin de que se deje sin efecto el Convenio de Cola-
boración entre el IPN y el organismo promotor de medios
audiovisuales, a cargo del diputado Fernando Espino Aré-
valo, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Director Ge-
neral del INAH, preserve y vigile la Zona Arqueológica de
Cholula, a fin de resguardar sus monumentos arqueológi-
cos, artísticos e históricos, y apegarse a los artículos 42 y
43 de la Ley Federal Sobre Monumentos y Zonas Arqueo-
lógicos, Artísticos e Históricos y, en su caso, aplicar las
sanciones conducentes, a cargo del diputado Juan Pablo Ji-
ménez Concha, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SRA, de-
signe un delegado especial para la atención y solución de-
finitiva a los conflictos agrarios más graves que existen en
el estado de Morelos, a cargo del diputado José Manuel
Agüero Tovar, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Congreso del
Estado de Oaxaca, reponga el procedimiento en los nom-
bramientos de Secretarios de Despacho del Gobierno Esta-
tal que no cumplan con lo dispuesto en su Ley Orgánica;
asimismo, se exhorta al Poder Ejecutivo del Estado, para
que genere certidumbre en el nombramiento de su gabinete
a partir del pleno respeto y apego a la Constitución y a las
leyes de la entidad, a cargo del diputado Héctor Pablo Ra-
mírez Puga Leyva, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se crea una Comisión Plu-
ral que investigue los presuntos nexos del gobierno de fac-

to con los grupos criminales del país, en especial con el nar-
co, a cargo del diputado José Gerardo Rodolfo Fernández
Noroña, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.
(Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, para que a través de la SSP, suspenda la construcción
de un Penal Federal en Campeche, hasta que se determine
no sólo su factibilidad sino los efectos que tendría en la zo-
na y de acuerdo a la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública, se determine la participación de la co-
munidad y las instituciones académicas, en coadyuvancia
de los procesos de evaluación de las políticas de prevención
del delito, con las instituciones de Seguridad Pública de la
Federación del estado de Campeche y sus municipios, a
cargo de la diputada Nelly del Carmen Márquez Zapata, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares
de la SCT y de la SFP, tomen acciones inmediatas respecto
al descenso de categoría de la aviación civil en México por
parte de la Administración Federal de Aviación de Estados
Unidos de América, a cargo del diputado Eric Luis Rubio
Barthell, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se solicita la comparecen-
cia del titular de la Sedena, ante esta Soberanía, a fin de que
explique su intención de imponer un estado de excepción
en ciertas zonas del país, así como el grado de intervención
del Gobierno de los Estados Unidos de América, en mate-
ria de seguridad nacional, a cargo de la diputada Leticia
Quezada Contreras, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat
y a los gobiernos de los estados de Tlaxcala y Puebla, ha-
gan pública la investigación referente a la contaminación
de los ríos Atoyac, Zaguapán y Alseseca, así como las me-
didas que están llevando a cabo por ser éste un problema de
salubridad general, suscrita por diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los Grupos
Parlamentarios de esta Soberanía, apoyen la propuesta de
cancelación de la Alianza por la Calidad Educativa, a cargo
del diputado Ramón Jiménez López, del Grupo Parlamen-



tario del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente
Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sedesol,
modifique las reglas de operación del programa para el
desarrollo de zonas prioritarias a fin de considerar un rubro
de desarrollo comunitario que contemple recursos destina-
dos a la construcción de espacios de convivencia y esparci-
miento para las familias, a cargo de la diputada Gloria Tri-
nidad Luna Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, instruya a la representación de nuestro país ante la
Asamblea General de las Naciones Unidas, a efecto de que
respalde la resolución a la solicitud presentada por Cuba
sobre la necesidad de poner fin al bloqueo comercial, eco-
nómico y financiero impuesto por los Estados Unidos de
Norteamérica contra dicho país, suscrito por diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se solicita a la SHCP, in-
formación sobre el estado que guardan las instituciones que
comprenden las Sociedades Nacionales de Crédito, a cargo
del diputado David Penchyna Grub, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Congreso del
estado de Yucatán, establezca el delito de trata de personas
dentro de su legislación penal, conforme a lo previsto en la
Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, así co-
mo expedir una Ley para prevenir dicho delito, a cargo de
la diputada Rosa Adriana Díaz Lizama, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Urgente Resolu-
ción)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
Reguladora de Energía, resuelva la improcedencia del con-
cepto de cobro correspondiente a la contratación de los ins-
trumentos financieros de cobertura hecha por Gas Natural
de Juárez, S. A. de C. V., a cargo de la diputada María An-
tonieta Pérez Reyes, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo para que la Presidencia de la Mesa
Directiva de esta Soberanía, presente a la brevedad Contro-
versia Constitucional ante la SCJN, en contra del Decreto
del Ejecutivo Federal que extinguió el Organismo Descen-

tralizado Luz y Fuerza del Centro, a cargo del diputado Ra-
món Jiménez López, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobernador
del estado de Chiapas, cese la represión en contra de diri-
gentes sociales de diversas organizaciones, asimismo, libe-
re al C. Caralampio Gómez Hernández, detenido el 16 de
junio de 2010, a cargo de la diputada Teresa Guadalupe Re-
yes Sahagún, del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaria
de Salud y al Gobierno del estado de Puebla, supervisen y,
en su caso, investiguen la atención deficiente y carencias de
equipo e infraestructura del Hospital Regional Maximino
Ávila Camacho de Teziutlán, Puebla; así como la debida
aplicación de los recursos destinados para su funciona-
miento, a cargo de la diputada Alba Leonila Méndez He-
rrera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular del
Ejecutivo del estado de Yucatán, a las autoridades de salud
y al titular de la PGJ de esa entidad, investiguen el deceso
de recién nacidos en el Hospital San Carlos de Tizimín, Yu-
catán, a cargo del diputado Daniel Gabriel Ávila Ruiz, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se solicita la comparecen-
cia de los titulares de la SEP y de la Secretaría de Educa-
ción del GDF, para que expliquen la reducción de los re-
cursos asignados para la educación básica en el Distrito
Federal, suscrita por diversos diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP y al
Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, implementen un
programa de capacitación a los maestros en las diferentes
secundarias del país con población indígena, a efecto de
aprender el dialecto de la región y combatir la falta de edu-
cadores en estos planteles, a cargo de la diputada Alba Le-
onila Méndez Herrera, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SHCP, pa-
ra que evalúe la posibilidad de elaborar un Programa de
Rescate Financiero Estatal y Municipal, a cargo del diputa-
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do Juan José Cuevas García, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo para que el fomento, cultivo y ex-
portación de la piña, forme parte de los objetivos de la Co-
misión Especial de Citricultura, a cargo del diputado Rafael
Rodríguez González, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los organis-
mos nacionales y estatales que otorgan financiamiento pa-
ra vivienda, eviten autorizar créditos y/o subsidios para ad-
quisición, construcción, ampliación o remodelación, si se
encuentran ubicadas en alguna zona de riesgo, a cargo del
diputado Martín Rico Jiménez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo relativo a la desaparición de meno-
res en el Estado de México, a cargo de la diputada Lizbeth
García Coronado, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Congreso del
estado de Colima, para que suprima el cobro del Derecho
de Alumbrado Público a los habitantes de sus municipios, a
cargo del diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo para crear una Comisión Especial
Sobre la Lucha Contra la Corrupción, a cargo del diputado
Juan José Cuevas García, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo para crear una comisión especial que
dé seguimiento al sistema Mexibús Ciudad Azteca-Tecá-
mac, en el Estado de México, a cargo de la diputada Liz-
beth García Coronado, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares
del GDF y de la Delegación Tlalpan, para que den una so-
lución pacífica a las invasiones e irregularidades en materia
de vivienda y uso de suelo en la zona conocida como “Me-
sa los Hornos”, perteneciente a la Delegación Tlalpan, a
cargo del diputado César Daniel González Madruga, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral y a los ejecutivos de los estados, formalicen la obli-
gatoriedad de que todas las dependencias de gobierno, con-
sideren a las artesanías de producción nacional, como único
bien a obsequiarse a visitantes nacionales o extranjeros, asi-
mismo, se exhorta a la SFP, verifique el cumplimiento de la
misma, a cargo del diputado Martín García Avilés, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Grupo de
Trabajo conformado para dar seguimiento a los conflictos
suscitados en la región Triqui de Oaxaca de Juárez y sobre
el incremento de la violencia en el estado de Guerrero, lle-
ven a cabo acciones efectivas en contra de la violencia ge-
nerada en la zona y conduzcan a garantizar la seguridad e
integridad física de los habitantes del municipio de San
Juan Copala, suscrito por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
Nacional de Vivienda, para que instrumente las acciones
necesarias a fin de que los organismos de la administración
pública que integran el Sistema Nacional de Vivienda, den-
tro de los programas de cofinanciamiento con las entidades
financieras privadas, impulsen convenios y mecanismos
para apoyar a las personas que están reportadas de manera
injusta en el Buró de Crédito, para que puedan acceder a un
crédito hipotecario, a cargo del diputado Pedro Peralta Ri-
vas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a las Institu-
ciones públicas responsables de otorgar el servicio de guar-
dería y estancias infantiles, para que cuenten con las insta-
laciones y áreas físicas que garanticen un servicio de
calidad y libre de riesgo para la población infantil, a cargo
del diputado Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez,
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo para que en el proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal
2011, se consideren mayores recursos para el IFAI, a efec-
to de que cumpla con las atribuciones establecidas en la
Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión
de los Particulares, a cargo del diputado Jaime Fernando
Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo. (Turno a Comisión)



Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno
Federal, para que a través de la Sectur y de la Comisión Fe-
deral de Competencia, establezca una fecha perentoria de
30 días naturales para que se publique su Reglamento res-
pectivo, a cargo del diputado Baltazar Martínez Montema-
yor, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares
de la Secretaría de Salud, del IMSS, del ISSSTE, de los
Servicios Médicos de la Sedena, Semar y de Pemex, im-
plementen en el Sistema Nacional de Salud, un programa
nacional de atención integral de pacientes con insuficiencia
renal crónica, a cargo del diputado Heladio Gerardo Verver
y Vargas Ramírez, Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral someta a consideración de la Cámara de Senadores, el
retiro de la declaración interpretativa hecha al párrafo pri-
mero del artículo 4° de la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos, al proceder al depósito de instrumento de
adhesión el 24 de marzo de 1981, a cargo del diputado Gre-
gorio Hurtado Leija, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
Secretaría de Salud, intervenga para que se corrijan las gra-
ves irregularidades que existen en el Hospital Juárez de
México; asimismo, a la ASF y a la SFP, inicien una inves-
tigación sobre el desempeño de la actual administración del
citado hospital, a cargo de la diputada Magdalena Torres
Abarca, Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo relativo a expresar al Gobierno de
Chile nuestros parabienes por el rescate de los 33 mineros
de la mina San José; asimismo, para que se exhorte a la
CNDH, hasta el rescate de los restos mortales de los 63 mi-
neros que aún están en los socavones de la mina Pasta de
Conchos, en Coahuila, a cargo del diputado Ramón Jimé-
nez López, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Junta de
Coordinación Política de esta Soberanía, libere los recursos
necesarios para que se incrementen los sueldos del personal
contratado por honorarios, incluidos los asimilados a sala-
rios, a cargo de la diputada María Dina Herrera Soto, del

Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente Resolución).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, secretaria. Diputado Fernández Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Diputado presidente, no veo en el orden
del día mi solicitud de declarar interlocutor no válido al se-
cretario del Trabajo del gobierno usurpador, Javier Lozano.

Ya se dio la comparecencia casi clandestina de la secreta-
ria Kessel, que estuvo perdida allá en un salón, cerca de la
salida de la Cámara, pero la de Lozano no sólo no se dio,
sino que no se le ha dado trámite a estas alturas a mi soli-
citud. Mañana ya se acaba el periodo y quiero reiterar mi
exigencia de que se resuelva mi petición de declarar inter-
locutor no válido, se acepte o no por este pleno, al secreta-
rio Lozano.

Quiero también comentar, diputado presidente, quiero que
quede asentado en actas, como es importante, porque no
habrá hoy discusión de la agenda política, que es gravísimo
que se haya dado el décimo segundo aumento a la gasoli-
na, con un brutal impacto a la economía popular, que la tor-
tilla esté subiendo de 8 a 12 pesos, aunque el secretario de
Economía diga que no y que esté todo carísimo para la ma-
yoría de la población.

Creo que esta Legislatura, esta soberanía, tiene ya que to-
mar cartas en el asunto para proteger el poder adquisitivo
de la ciudadanía. Hay un malestar enorme, hay una necesi-
dad cada vez mayor, hay un deterioro de los niveles de vi-
da de la población y no podemos seguir permitiendo el au-
mento a los combustibles con un impacto brutal a la mayor
parte de la ropa,  de las mercaderías, y de los productos bá-
sicos de la gente ya que, como desmantelaron el sistema de
ferrocarriles mexicanos, todo se traslada por carretera, con
un impacto muy fuerte cuando hay aumento a los combus-
tibles. Quiero plantear esta situación y espero que even-
tualmente esta soberanía lo retome y se discuta, y sobre to-
do se tomen medidas de fondo para parar esta grave
agresión a la economía popular. Le agradezco, diputado
presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, señor diputado. Tomamos atenta nota y queda ins-
crito por supuesto en el Diario de los Debates en términos
de su solicitud. Diputado Mario di Costanzo.
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El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): También en ese mismo sentido me gustaría soli-
citarle información sobre cuatro temas.

El primero desde luego es cuál va a ser el mecanismo de
implementación de lo que aprobamos en el Presupuesto y
que tiene que ver con la seguridad social para los trabaja-
dores de Cámara. Creo que sería deseable que tuviéramos
un informe del Comité de Administración respecto del me-
canismo de implementación, como le decía, de lo que esta-
mos aprobando.

En segundo lugar, también si el Comité de Administración
ya tiene alguna respuesta de lo que está sucediendo con es-
ta empresa, Alfa Sol, y los trabajadores de limpieza de la
Cámara de Diputados.

Me preocupa y tengo que mencionarlo porque va a ser ab-
surdo que la Comisión de Hacienda termine el periodo en
sesión permanente. Nunca cerró y como al presidente de la
comisión le importa muy poco el trabajo legislativo, nos
vamos a quedar en sesión permanente.

Hay dos temas que me preocupan mucho y de los cuales no
hemos recibido información del Ejecutivo. Está el tema de
los Cetes, que son una fuente de lavado de dinero estas
nuevas disposiciones, y está el tema de que si todo está
bien por qué el Fondo Monetario Internacional hoy nos
presta una cantidad bestial de dinero.

Me parece que si la economía está tan bien como dicen, no
son necesarios estos créditos que cada día endeudan más a
los mexicanos y que en esta Cámara no podamos tener ni
tener la información ni discutirlo, presidente.

Hoy en la mañana se estaba anunciando este asunto del cré-
dito del Fondo Monetario Internacional y la verdad es que
es muy lamentable que aquí estemos perdiendo el tiempo
vilmente con puntos de acuerdo que nadie va a pelar, como
lo hemos visto a lo largo de todo el año, y estemos per-
diendo el tiempo en eso y no con lo importante que nos es-
tá pasando en los ojos, y de los cuales no nos dijo nada el
Ejecutivo, en los criterios de política económica, que es lo
que más me preocupa. ¿Por qué hacen las cosas dos sema-
nas después de que estamos aprobando el paquete econó-
mico?

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, señor diputado. Se consignan todas y cada una de
sus expresiones, no siendo ninguna de ellas materia de esta

Mesa Directiva las turno a los órganos de gobierno corres-
pondientes.

El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputado Escudero.

El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul): Sí,
gracias. Presidente, tengo en la mano el acuerdo de la Con-
ferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos
Legislativos; el tema que trataremos a las 4 de la tarde, el
desafuero.

El artículo tercero dice: Agotado el incidente —si lo hu-
biera— se procederá a dar lectura a una síntesis del dicta-
men de la Sección Instructora que contenga los puntos sus-
tanciales del mismo.

Creo, señor presidente, que en este tema debiera subir un
integrante de la Sección Instructora no a leer un extracto,
sino a fundar y a motivar el dictamen. Quisiera que usted
me indicara cuál sería el camino para proceder a esto. ¿Ha-
bría que tener otro acuerdo de la Conferencia? ¿O es un trá-
mite que usted podría conceder? Simplemente para que no
nos sorprenda llegado el momento.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Creo que en términos del Reglamento podría concederlo en
el momento, diputado Escudero. Gracias. Diputado Fer-
nández Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): En ese mismo sentido, diputado presiden-
te, una petición. Por lo menos en mi caso, pero parece que
en el de varios diputados, no hemos recibido el proyecto de
resolución de la Comisión Jurisdiccional.

Son 97 cuartillas, entonces tenemos que haberla revisado pa-
ra la discusión de la tarde. Le pido que dé las instrucciones
para que nos sea entregado el proyecto. Ya no pido las 40 mil
fojas de todo el expediente. Ya nos explicarán los integran-
tes cómo le hicieron, son lectores voraces. Ya nos explicarán
cómo le hicieron para leer todo en el tiempo en que han dic-
taminado, pero por lo menos sí el dictamen completo.

Porque, efectivamente, va a ser un extracto, se va a hacer
un posicionamiento, pero necesitamos conocer el docu-
mento completo y ya es tarde para leer esas 100 cuartillas.



El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Con toda razón. Fue publicado en el Diario Oficial, fue pu-
blicado en la Gaceta y hoy se publica nuevamente en la Ga-
ceta, pero en este momento ordeno a Servicios Parlamen-
tarios le haga llegan al diputado Fernández una Gaceta con
la publicación exacta. Con mucho gusto.

Quiero destacar, señores diputados, el honor de saludar en
este salón de sesiones, la presencia del excelentísimo señor
Zoran Stanoyevich, embajador de la República Serbia en
México, quien fue testigo de honor en la instalación del
Grupo de Amistad México-Serbia, presidido por nuestro
compañero diputado Ovidio Cortazar Ramos. Sea bienve-
nido, señor embajador, a la Cámara de Diputados. Hace-
mos votos porque las relaciones de nuestros pueblos se re-
fuercen.

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Continúe la Secretaría. Ponga a solicitud de la asamblea la
dispensa de la lectura del acta.

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si se dispensa la lec-
tura al acta de la sesión anterior, tomando en consideración
que ha sido publicada en la Gaceta Parlamentaria. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente. Se dispen-
sa la lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el lunes trece de diciembre de dos
mil diez, correspondiente al primer periodo de sesiones or-
dinarias del segundo año de ejercicio de la Sexagésima Pri-
mera Legislatura

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

En el Palacio Legislativo de San Lázaro en la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con la asistencia de 298 di-

putadas y diputados, a las 12 horas con 30 minutos del lu-
nes 13 de diciembre de 2010, el presidente declaró abierta
la sesión.

En sendas votaciones económicas se dispensó la lectura al
orden del día y del acta de la sesión anterior, las que se
aprobó de la misma manera. Desde su curul, realizó co-
mentarios con relación al orden del día el diputado José Ge-
rardo Rodolfo Fernández Noroña, del Partido del Trabajo.

Se dio cuenta con comunicación de la Mesa Directiva, con
la que se informa que se recibieron tres dictámenes de pro-
posición con puntos de acuerdo, en sentido negativo, que se
encuentran publicados en la Gaceta Parlamentaria, de las
Comisiones de Agricultura y Ganadería, de Salud, y de Tra-
bajo y Previsión Social. Se instruyó la publicación en el
Diario de los Debates y que se archiven los expedientes co-
mo asuntos totalmente concluidos.

Se recibieron de la Secretaría de Gobernación, contestacio-
nes a puntos de acuerdo aprobados por la Cámara de Dipu-
tados:

• Del Titular de la Unidad de Coordinación Ejecutiva de
la Secretaría de Educación Pública. Se remite a la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos,
para su conocimiento

• Del secretario del Consejo de Salubridad General. Se
remitió a la Comisión de Salud, para su conocimiento.

• Del coordinador general de Política Sectorial de la Se-
cretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación, que se encuentran publicadas en
la Gaceta Parlamentaria con el trámite correspondiente.
Se turnó a la Comisión de Economía, para su conoci-
miento.

Se recibieron iniciativas con proyecto de decreto de los di-
putados:

• María Cristina Díaz Salazar, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que adiciona un artículo 107 Bis a la
Ley General de Salud. Se turnó a la Comisión de Salud.

• Ezequiel Rétiz Gutiérrez, del Partido Acción Nacional,
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
del Código Federal de Procedimiento Penales, del Esta-
tuto Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo
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Integral de la Familia, de la Ley de Coordinación Fiscal,
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral y de la Ley que Establece las Normas Mínimas So-
bre Readaptación Social de Sentenciados, y abroga la
Ley para el Tratamiento de Menores Infractores, para el
Distrito Federal en Materia Común y para toda la Repú-
blica en Materia Federal. Se turnaron a las Comisiones
Unidas de Justicia. de Hacienda y Crédito Público, de
Gobernación, y de Seguridad Pública.

• Ezequiel Rétiz Gutiérrez, del Partido Acción Nacional,
que reforma los artículos 241 y 242, del Código Penal
Federal. Se turnó a la Comisión de Justicia.

• Rodolfo Lara Lagunas, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal del Trabajo, de la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamenta-
ria del Apartado B) del artículo ciento veintitrés de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y del Código Civil Federal. Se turnan a las Comisiones
Unidas de Trabajo y Previsión Social, de Seguridad So-
cial y de Justicia. 

• Miguel Ángel García Granados, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma el artículo 199-A de
la Ley Federal de Derechos. Se turnó a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público.

• Ivideliza Reyes Hernández, del Partido Acción Nacio-
nal, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Asentamientos Humanos. Se turnó a la
Comisión de Desarrollo Social.

• Jesús Ramírez Rangel, del Partido Acción Nacional,
que reforma el artículo ciento cincuenta y dos de la Ley
Aduanera. Se turnó a la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público.

• Teófilo Manuel García Corpus, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que expide la Ley General de Desa-
rrollo de los Pueblos y Comunidades Indígenas. Se tur-
nó a la Comisión de Asuntos Indígenas, con opinión de
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

• Rosalina Mazari Espín, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el artículo 99 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se tur-
nó a la Comisión de Puntos Constitucionales.

• Francisco Ramos Montaño, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el artículo 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se tur-
nó a la Comisión de Puntos Constitucionales.

• Francisco Ramos Montaño, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley de Vivienda; de la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores; y de la Ley General de
las Personas con Discapacidad. Se turnaron a las Comi-
siones Unidas de Vivienda y de Atención a Grupos Vul-
nerables. 

• Emilio Andrés Mendoza Kaplan, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma el artículo 45 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Se turnó a la Comisión de Régimen, Re-
glamentos y Prácticas Parlamentarias.

• Francisco Alberto Jiménez Merino, del Partido Revo-
lucionario Institucional, que expide la Ley que crea el
Instituto Nacional de Apoyo y Fomento al Microcrédito.
Se turnó a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

• Miguel Ángel García Granados, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma los artículos 52, 53 y
56 y se deroga el artículo 54 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. Se turnó a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales.

• Julio César Godoy Toscano, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma los artículos 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y 64 y 136 de la Ley del Seguro Social. Se turnaron a las
Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Se-
guridad Social.

• Rosario Brindis Álvarez, del Partido Verde Ecologista
de México, que reforma el artículo 51 de la Ley Federal
del Trabajo. Se turnó a la Comisión de Trabajo y Previ-
sión Social.

• Pablo Escudero Morales, del Partido Verde Ecologista
de México, que reforma y adiciona los artículos 4o., 6o.,
28 y 214 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado. Se turnó a la
Comisión de Seguridad Social.



• Juan Carlos Natale López, del Partido Verde Ecologis-
ta de México, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turnó a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales.

• Jorge Antonio Kahwagi Macari, de Nueva Alianza, que
reforma el artículo 17 de Ley para la Transparencia y
Ordenamiento de los Servicios Financieros. Se turnó a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público.

• Jorge Kahwagi Macari, de Nueva Alianza, que reforma
el artículo 39 de la Ley General de Turismo. Se turnó a
la Comisión de Turismo.

• Norma Sánchez Romero, del Partido Acción Nacional,
que reforma los artículos 17, 69-C, y 70-A de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo y 37 del Código
Fiscal de la Federación. Se turnaron a las Comisiones de
la Función Pública y de Hacienda y Crédito Público.

• Emilio Andrés Mendoza Kaplan, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma los artículos 28 y 31
de la Ley Agraria. Se turnó a la Comisión de Reforma
Agraria.

• Rosalina Mazari Espín, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el artículo treinta y uno de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales.

• Esthela Damián Peralta, del Partido de la Revolución
Democrática y suscrita por diputados de diversos grupos
parlamentarios, que reforma el artículo 18 y adiciona un
artículo 138 Bis a la Ley del Instituto de Seguridad So-
cial para las Fuerzas Armadas Mexicanas. Se turnó a la
Comisión de Defensa Nacional.

Se concedió el uso de la palabra para presentar iniciativas
con proyecto de decreto a los diputados:

• Pedro Vázquez González, del Partido del Trabajo, que
reforma el artículo 97 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Se turnó a la Comisión de
Puntos Constitucionales.

Se recibió del diputado Agustín Torres Ibarrola, del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se

turnó a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales.

• Gabriela Cuevas Barron, del Partido Acción Nacional,
que reforma el artículo 74 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turnó a la Comisión
de Puntos Constitucionales.

• Laura Elena Estrada Rodríguez, del Partido Acción
Nacional, que reforma y adiciona diversas disposiciones
de a la Ley General de Salud, de la Ley del Seguro So-
cial y de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado. Se turnaron a
las Comisiones Unidas de Salud y de Seguridad Social.

• Francisco Arturo Vega de Lamadrid, del Partido Ac-
ción Nacional, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turnó a las Comisiones Unidas de Puntos Constitu-
cionales, y de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias.

• Paz Gutiérrez Cortina, del Partido Acción Nacional,
que expide la Ley de Protección a la Salud Materna. Se
turnó a la Comisión de Salud, con opinión de la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública.

• Andrés Massieu Fernández, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el artículo 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se tur-
nó a la Comisión de Puntos Constitucionales.

• Sergio Arturo Torres Santos, del Partido Acción Na-
cional, que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos y de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca. Se turnó a las Comisiones Unidas de Defensa Nacio-
nal y de Gobernación.

Se recibió del diputado Rodolfo Lara Lagunas, del Partido
de la Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 237-A de la Ley del Seguro
Social. Se turnó a la Comisión de Seguridad Social, con
opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

• Alejandro Gertz Manero, Luis Antonio Martínez Ar-
mengol y Francisco Armando Meza Castro, de los Gru-
pos Parlamentarios de Convergencia, de los Partidos Re-
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volucionario Institucional y de la Revolución Democrá-
tica, respectivamente, que expide la Ley General de
Puertos. Se turnó a las Comisiones Unidas de Transpor-
tes y de Marina, con opinión de la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública.

• Víctor Manuel Báez Ceja, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones del Código de Comercio, de la Ley Gene-
ral de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Cré-
dito, de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de
los Servicios Financieros, de la Ley de Protección y De-
fensa a los Usuarios de Servicios Financieros, de la Ley
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de la
Ley Federal de Protección al Consumidor y que expide
la Ley Federal para Regular las Casas de Empeño Mer-
cantiles. Se turnó a las Comisiones Unidas de Economía
y de Hacienda y Crédito Público, con opinión  de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública.

Se reciben proposiciones con puntos de acuerdo de los di-
putados:

• Gabriela Cuevas Barron, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta al titular del Instituto de Verifica-
ción Administrativa del Distrito Federal, se coordine con
las delegaciones para que se ejecuten las verificaciones
necesarias a todos los establecimientos mercantiles de
bajo impacto que venden cerveza y se proceda con la
suspensión o clausura que se derive de su funciona-
miento; así como al jefe del gobierno del Distrito Fede-
ral, para que a través de la Secretaría de Desarrollo Ur-
bano y Vivienda, informe a esta soberanía el estado que
guarda el programa de Regularización de Usos de Suelo
de Establecimientos Mercantiles de Bajo Impacto Urba-
no. Se turnó a la Comisión del Distrito Federal.

• Juan José Cuevas García, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para que a tra-
vés de la Secretaría de Desarrollo Social, se modifiquen
las reglas de operación del programa de Estancias Infan-
tiles para Apoyar a Madres Trabajadoras, a fin de que la
baja de tal programa esté sujeta al inicio del próximo ci-
clo escolar al que deba ser inscrito el niño o la niña, y no
a la edad de tres años once meses. Se turnó a la Comi-
sión de Desarrollo Social.

• José Ignacio Seara Sierra, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta al titular de la Secretaría de Segu-
ridad Pública, para que a través de la Subsecretaría del

Sistema Penitenciario Federal y de la Dirección General
de Desarrollo Penitenciario, presente a esta soberanía un
informe sobre la viabilidad, estadística penitenciaria e
impacto social en que se fundamenta la probable cons-
trucción de un Centro Penitenciario Federal de Alta Se-
guridad en el estado de Campeche, así como a la Comi-
sión de Seguridad Pública, para que dé seguimiento a los
proyectos para la construcción de futuros centros fede-
rales de readaptación social. Se turnó a la Comisión de
Seguridad Pública.

• Rafael Rodríguez González, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, por el que se exhorta al Ejecutivo fede-
ral, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y al
Banco de México, para que disminuyan la tasa de inte-
rés de los créditos agropecuarios que otorgan FIRA y
Financiera Rural. Se turnó a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público.

• Gabriela Cuevas Barron, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta al jefe del gobierno del Distrito Fe-
deral, para que a través de su Secretaría de Finanzas y
del Sistema de Aguas del Distrito Federal, implante un
programa de suspensión y disminución de presión a los
deudores del servicio de agua potable. Se turnó a la Co-
misión del Distrito Federal.

• Carlos Oznerol Pacheco Castro, del Partido Revolu-
cionario Institucional, por el que se exhorta a la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de
Energía y a la Comisión Federal de Electricidad, consi-
deren la edificación de una subestación en Hopelchen y
otra en Candelaria estado de Campeche. Se turnó a la
Comisión de Energía.

• Carlos Oznerol Pacheco Castro, del Partido Revolu-
cionario Institucional, por el que se exhorta a la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público y a la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes, para que presupuesten y
programen recursos para la modernización del tramo ca-
rretero Campeche-Mérida, así como para la consolida-
ción del periférico de Campeche y recursos para la con-
servación y modernización de sus carreteras estatales.
Se turnó a la Comisión de Transportes.

• María de Jesús Aguirre Maldonado, del Partido Revo-
lucionario Institucional, por el que se exhorta a las de-
pendencias del gobierno federal, a que realicen las ac-
ciones pertinentes a fin de evitar que se cometan actos
de ilegalidad en contra de los connacionales que ingre-



san al país durante el invierno del presente año. Se turnó
a la Junta de Coordinación Política.

• Magdalena Torres Abarca, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se exhorta a los órganos e insti-
tuciones de gobierno, a que adquieran artesanías. Se tur-
nó a la Comisión de Economía.

• María Cristina Díaz Salazar, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, por el que se exhorta a los titulares de
la Secretaría de Salud y de la Comisión Federal para la
Protección contra Riesgos Sanitarios, para que tomen
medidas respecto de la publicidad de los productos lla-
mados “milagro”. Se turnó a la Comisión de Salud.

• Domingo Rodríguez Martell, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta al Tribunal Su-
perior Agrario, para que reubique el Tribunal Unitario
Agrario del Distrito 43 con sede en Tampico, Tamauli-
pas, a Ciudad Valles, San Luis Potosí. Se turnó a la Co-
misión de la Reforma Agraria.

• María de Jesús Aguirre Maldonado, del Partido Revo-
lucionario Institucional, por el que se exhorta al gobier-
no federal, para que cubra la totalidad de los gastos de
manutención de los reos federales que se encuentran en
centros penitenciarios estatales y a la Secretaría de Se-
guridad Pública, para que realice las acciones pertinen-
tes para cumplir con lo establecido en la Ley que Esta-
blece las Normas Mínimas sobre Readaptación de
Sentenciados. Se turnó a la Comisión de Seguridad Pú-
blica.

• Gabriela Cuevas Barron, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta al Instituto Nacional de Antropolo-
gía e Historia, para que realice la declaratoria del Pante-
ón Dolores como zona de monumentos históricos. Se
turnó a la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos.

• Juan José Cuevas García, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta al gobierno federal, para que a tra-
vés de la Secretaría de Turismo y del Comisión Nacio-
nal de Cultura, generen campañas de promoción turísti-
ca a nivel nacional e internacional sobre la gastronomía
mexicana. Se turnó a la Comisión de Turismo.

• Juan José Cuevas García, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta al gobierno federal, para que a tra-
vés de la Secretaria de Turismo, considere a la población

de San Sebastián del Oeste, Jalisco, dentro del Programa
de Pueblos Mágicos. Se turnó a la Comisión de Turismo.

• Diva Hadamira Gastélum Bajo, del Partido Revolucio-
nario Institucional, por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que a través de la Secretaría de Desarrollo
Social expida el reglamento de la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores. Se turnó a la Comi-
sión de Desarrollo Social.

• Diva Hadamira Gastélum Bajo, del Partido Revolucio-
nario Institucional, por el que se exhorta al titular del
Instituto Mexicano del Seguro Social, a que suspenda la
recisión de contratos de las guarderías denominadas
proveedores de servicios, hasta en tanto no precise los
criterios jurídicos, técnicos, de operatividad y certifica-
ción, por los cuales está ejecutando tal acto. Se turnó a
la Comisión de Seguridad Social.

• Malco Ramírez Martínez, del Partido Revolucionario
Institucional, para que la Secretaría de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, a tra-
vés de la Subsecretaría de Desarrollo Rural, a que emita
la declaratoria de contingencia climatológica para efec-
tos de las reglas de operación del Programa de Atención
a Contingencias Climatológicas, en virtud de los daños
por la sequía atípica, impredecible y no recurrente que
afectó a diversos municipios del estado de Puebla. Se
turnó a la Comisión de Agricultura y Ganadería.

• Elsa María Martínez Peña, Nueva Alianza, por el que
se exhorta al titular de la Secretaría de Educación Públi-
ca, respecto a los resultados y el diseño de la prueba
2009 del Programa Internacional para la Evaluación de
Estudiantes. Se turnó a la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos.

• María del Pilar Torre Canales, Nueva Alianza, por el
que se exhorta al titular de la Secretaría de Salud, para
que implemente una campaña de difusión preventiva de
la pre eclampsia y sus efectos en mujeres embarazadas.
Se turnó a la Comisión de Salud.

• Elsa María Martínez Peña, Nueva Alianza, por el que
se exhorta al Gobierno del Distrito Federal, incentive a
las empresas inmobiliarias a la utilización de plásticos
biodegradables en la propaganda de venta o renta de
bienes inmuebles. Se turnó a la Comisión del Distrito
Federal.
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• Cora Cecilia Pinedo Alonso, Nueva Alianza, por el que
se exhorta al titular de la Secretaría de Desarrollo Social,
atienda el problema de desnutrición en Nayarit, median-
te la canalización de recursos suficientes a través de los
programas sociales Oportunidades y el programa de
Apoyo Alimentario. Se turnó a la Comisión de Desarro-
llo Social.

• Guadalupe Eduardo Robles Medina, del Partido Ac-
ción Nacional, por el que se exhorta al gobernador de Si-
naloa, para que a través de la Secretaría de Salud y au-
toridades competentes, promueva las acciones
necesarias a fin de crear el primer banco de tejidos re-
gional para el noroeste del país, en Culiacán. Se turnó a
la Comisión de Salud.

• Hugo Héctor Martínez González, del Partido Revolu-
cionario Institucional, por el que se solicita al titular de
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, se revi-
sen y corrijan los señalamientos de la autopista Saltillo-
Monterrey, así como su intervención para que se regrese
a la tarifa original de peaje de dicha autopista, en tanto
se concluyen las actividades de reparación. Se turnó a la
Comisión de Transportes.

• Leobardo Soto Martínez, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se exhorta a la Comisión de Vi-
vienda, solicite la comparecencia del titular del Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res, por el presunto incumplimiento de la electrificación
pública en las Unidades Habitacionales la Guadalupana
y Santa Catarina de la ciudad de Puebla. Se turnó a la
Comisión de Vivienda.

• Rodrigo Reina Liceaga, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se exhorta a las Secretarías de
Salud del gobierno federal y de las entidades federati-
vas, implanten de manera permanente campañas de ca-
rácter preventivo, integral y estratégico a fin de abatir la
obesidad y el sobrepeso. Se turnó a la Comisión de Sa-
lud.

• Óscar Román Rosas González, del Partido Revolucio-
nario Institucional, por el que se exhorta al presidente de
la República, a que desista de su pretensión para cons-
truir un penal de máxima seguridad en el estado de Cam-
peche. Se turnó a la Comisión de Seguridad Pública.

• Salvador Caro Cabrera, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se crea un grupo plural de tra-

bajo que investigue las causas que han retrasado el abas-
to de agua en la zona conurbada de Guadalajara. Se tur-
nó a la Junta de Coordinación Política.

• Juan José Cuevas García, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta al Gobierno del estado de Jalisco,
para que lleve a cabo una campaña de promoción de la
riqueza cultural, artística y de los destinos de playa que
posee la entidad, para atraer a turistas nacionales y ex-
tranjeros. Se turnó a la Comisión de Turismo.

Se concedió el uso de la palabra para presentar proposicio-
nes con puntos de acuerdo a los diputados:

• César Augusto Santiago Ramírez, del Partido Revolu-
cionario Institucional, relativo a la conformación del sis-
tema de seguridad de la República. Se turnó a la Comi-
sión de Seguridad Pública.

Presidencia del diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva

• Diana González Soto, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, ga-
rantice las condiciones de seguridad necesarias para que
en México las organizaciones no gubernamentales ejer-
zan la promoción, difusión y defensa de los derechos hu-
manos. Se turnó a la Comisión de Seguridad Pública.

Se recibió del diputado Héctor Franco López, del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a que
publique los decretos de veda de los acuíferos denominados
“Cuatrociénegas-Ocampo” y “Cuatrociénegas”, en Coahui-
la. Se turnó a la Comisión de Recursos Hidráulicos.

• Cora Cecilia Pinedo Alonso, de Nueva Alianza, por el
que se exhorta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico y al Instituto Mexicano del Seguro Social, a que
apliquen las medidas necesarias para dar solución inte-
gral y definitiva al déficit en los seguros, problema que
coloca al Instituto Mexicano del Seguro Social en situa-
ción de inviabilidad financiera. Se turnó a las Comisio-
nes Unidas de Hacienda y Crédito Público, y de Seguri-
dad Social.

• Miguel Martínez Peñaloza, del Partido Acción Nacio-
nal, por el que se solicita a los gobiernos federal, estata-
les y municipales, la creación de fondos específicos pa-
ra dotar de una computadora a los jóvenes que cursan



estudios de nivel medio superior y superior en las es-
cuelas públicas del país. Se turnó a la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos. 

• Filemón Navarro Aguilar, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se crea una Comisión Especial
para el Seguimiento a las Sentencias Dictadas por la
Corte Interamericana de Derechos Humanos en los ca-
sos de Rosendo Radilla Pacheco, Inés Fernández Orte-
ga, Valentina Rosendo Cantú y del seguimiento al caso
Rodolfo Montiel Flores y Teodoro Cabrera García. Se
turnó a la Junta de Coordinación Política.

• Mary Telma Guajardo Villarreal, del Partido de la Re-
volución Democrática, por el que se exhorta a diversas
autoridades, para que investiguen y sancionen a los res-
ponsables de la muerte de seis trabajadoras de la empre-
sa Coppel y se repare, en la medida de lo posible, el da-
ño a los familiares de las víctimas. Se turnaron el primer
resolutivo a la Junta de Coordinación Política; el segun-
do a la Comisión de Trabajo y Previsión Social; el ter-
cero a la Comisión de Justicia; y el cuarto a la Comisión
de Derechos Humanos.

• Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez, del Partido
de la Revolución Democrática, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, al Instituto Mexicano del Seguro
Social, al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, a Petróleos Mexicanos, a la
Secretaría de Marina, a la Secretaría de Defensa Nacio-
nal y al Desarrollo Integral de la Familia, a que realicen
campañas de promoción para evitar el síndrome de
muerte súbita del lactante. Se turnó a la Comisión de Sa-
lud.

• Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez, del Partido
de la Revolución Democrática, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, para que en la estrategia Caravanas
de la Salud, implante caravanas específicas para atender
la salud de las mujeres y de los hombres, en especial pa-
ra la prevención y detección de cáncer de mama y de
próstata, respectivamente. Se turnó a la Comisión de Sa-
lud.

Se recibió del diputado Gerardo Sánchez García, del Parti-
do Revolucionario Institucional, proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al secretario de Comunica-
ciones y Transportes y al director general del Aeropuerto
Internacional de la Ciudad de México, restituyan los espa-
cios de trabajo, sus derechos y cesen las hostilidades a tra-

bajadores de la agrupación de taxistas permisionarios aso-
ciados, denominada Taxistas Agremiados para el Servicio
de Transportación Terrestre Sitio trescientos, AC. Se turnó
a la Comisión de Transportes.

Se recibió de la diputada María Dina Herrera Soto, del Par-
tido de la Revolución Democrática, proposición con punto
de acuerdo para que se declare al municipio de Indapara-
peo, Michoacán, como cuna militar de José María Morelos
y Pavón. Se turnó a la Comisión de Gobernación.

Se recibió de integrantes de la Comisión Especial de apoyo
a los festejos del bicentenario de la Independencia y el cen-
tenario de la Revolución, proposición con punto de acuer-
do por el que se propone la continuación de la Comisión
Especial de apoyo a los festejos del bicentenario de la In-
dependencia y el centenario de la Revolución, hasta el tér-
mino de la LXI Legislatura. Se turnó a la Junta de Coordi-
nación Política.

Presidencia del diputado
Amador Monroy Estrada

• María Sandra Ugalde Basaldúa, del Partido Acción Na-
cional, relativo a la realización anual del Parlamento de
las Personas Adultas Mayores. Se turnó a la Junta de Co-
ordinación Política.

• Emilio Serrano Jiménez, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se exhorta a la Procuraduría Ge-
neral de la República, a que ejerza la facultad de atrac-
ción de la denuncia AP/PGR/DDF/SPE-XXXI/3479/10-
08, de fecha 11 de octubre de 2010 y se investiguen los
hechos posibles constitutivos de delito resultantes del in-
cendio de la guardería ABC de Hermosillo, Sonora. Se
turnó a la Comisión de Justicia.

Se recibió de la diputada Oralia López Hernández, del Par-
tido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo re-
lativo a la construcción de un centro de rehabilitación in-
fantil Teletón en Tlaxcala. Se turnó a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables.

Se recibió del diputado Noé Fernando Garza Flores, del
Partido Revolucionario Institucional, proposición con pun-
to de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal,
rectifique y retome el Acuerdo con el Instituto Ciudadano
de Estudios sobre la Inseguridad, para que coordine las en-
cuestas nacionales sobre el tema. Se turnó a la Comisión de
Seguridad Pública.
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• Ruth Esperanza Lugo Martínez, del Partido Acción
Nacional, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, pa-
ra que a través de la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, lleve a cabo las acciones tendentes a
preservar el ambiente natural representativo del área
ecológica y el ecosistema de las superficies comprendi-
das en diversos cerros del municipio de Guanajuato. Se
turnó a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales.

Se recibió del diputado Omar Fayad Meneses, del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, a que libere los recursos asignados en el
fondo de pavimentación a los municipios que aún no los
han ejercido. Se turnó a la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público.

• Víctor Manuel Báez Ceja, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se solicita a la Auditoría Supe-
rior de la Federación, que lleve a cabo una auditoría es-
pecial en el Banco de México, para conocer las causas
del comportamiento de las diferentes variables incluidas
en el balance general de la institución, así como los fac-
tores que explican los resultados de su operación. Se tur-
nó a la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior
de la Federación.

• Olga Luz Espinosa Morales, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta al titular de la
Procuraduría General de la República, a que genere la
creación de una base de datos donde se incluya la infor-
mación de las niñas y niños sustraídos, raptados y desa-
parecidos, a nivel nacional. Se turnó a la Comisión de
Justicia.

• Mirna Lucrecia Camacho Pedrero, del Partido Acción
Nacional, a fin de que se modifique la normatividad ad-
ministrativa de la Cámara de Diputados y el Reglamen-
to Interno del Centro de Desarrollo Infantil “Antonia
Nava de Catalán”, con relación a los servicios del Cen-
tros de Desarrollo Infantil. Se turnó a la Junta de Coor-
dinación Política. 

Se recibió del diputado Alfonso Jesús Martínez Alcázar, del
Partido Acción Nacional, proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a la Secretaría de Educación Pú-
blica, instruya a las universidades del país, incluyan en sus
planes de estudio de la carrera de derecho, asignaturas rela-
cionadas con la implementación del sistema acusatorio y

para que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el ejercicio fiscal de 2011 se consideren re-
cursos para la implantación del sistema de justicia penal
acusatorio, establecidos en la Constitución, el 18 de junio
de 2008. Se turnó el primer resolutivo a la Comisión de
Educación Pública y Servicios Educativos; y el segundo a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

Se recibió del diputado Gerardo del Mazo Morales, de Nue-
va Alianza, proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a las Secretarías de Hacienda y Crédito Público, de
Economía y del Trabajo y Previsión Social para que apli-
quen todas las medidas necesarias para incidir positiva-
mente en la próxima determinación de los salarios mínimos
generales. Se turnó a la Comisión de Trabajo y Previsión
Social.

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

El presidente informó a la asamblea que se recibió de la
Sección Instructora, dictamen con las conclusiones relati-
vas al procedimiento y declaración de procedencia solicita-
do por el agente del Ministerio Público de la federación,
adscrito a la Unidad Especializada en Investigación de De-
litos contra la Salud de la Subprocuraduría de Investigación
Especializada en Delincuencia Organizada, en contra del
ciudadano Julio César Godoy Toscano, diputado federal a
la LXI Legislatura del Congreso de la Unión e instruye su
publicación en la Gaceta Parlamentaría y se haga de su co-
nocimiento de las partes de citación correspondientes, así
como el acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Pro-
gramación de los Trabajos Legislativos que rige la actua-
ción de la Cámara de Diputados como jurado de proceden-
cia para conocer el dictamen emitido por la Sección
Instructora en el expediente SI/001/2010 y acumulado, re-
lativo al procedimiento de declaración de procedencia soli-
citado en contra del ciudadano Julio César Godoy Toscano,
diputado federal a la LXI Legislatura del Congreso de la
Unión. Se sometió a discusión el acuerdo. Intervinieron en
contra los diputados: Jaime Fernando Cárdenas Gracia y
José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, ambos del Parti-
do del Trabajo. En votación económica se aprobó.

La Secretaría dio lectura al orden del día de la próxima se-
sión.

El presidente clausuró la sesión a las 15 horas con 40 mi-
nutos y citó para la próxima que tendrá lugar el martes 14
de diciembre de 2010, a las 11:00 horas.»



El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Ponga a discusión el acta. No hay oradores, así es que pón-
gala a votación.

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: No habiendo quien haga uso de la palabra, en vota-
ción económica se pregunta si se aprueba. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, secretaria. Aprobada el acta.

Dé lectura al acuerdo de la Conferencia para la Dirección
y Programación de los Trabajos Legislativos.

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES 
CON PUNTO DE ACUERDO

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Programa-
ción de los Trabajos Legislativos, relativo al trámite de las
iniciativas con proyecto de decreto y de las proposiciones
con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
miércoles 15 de diciembre de 2010

La Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 37 y 38 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, y al tenor de las si-
guientes 

Consideraciones 

I. Que la Conferencia para la Dirección y Programación
de los Trabajos Legislativos se integra con el presidente
de la Mesa Directiva y los coordinadores de los grupos
parlamentarios. 

II. Que en el actual periodo de sesiones, el pleno de la
Cámara de Diputados ha realizado sus trabajos de con-

formidad con el calendario de sesiones que elaboró este
órgano de gobierno en el marco de sus atribuciones, que
fue aprobado por el pleno en la sesión del 9 de septiem-
bre de 2010. 

III. Que los grupos parlamentarios han impulsado la pre-
sentación de iniciativas de ley o decreto y de proposi-
ciones con punto de acuerdo, en consonancia con sus
respectivas agendas legislativas, lo que sumado a las
responsabilidades legales de esta soberanía, incrementa-
ron considerablemente los asuntos propuestos para co-
nocimiento y resolución del pleno. 

IV. Que de acuerdo con el calendario citado, y en el mar-
co de lo establecido en el artículo 66 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, estará por ce-
lebrarse la clausura del actual periodo de sesiones y, por
tanto, un considerable número de iniciativas y de propo-
siciones con punto de acuerdo registradas en el orden del
día no podrán ser desahogadas ante el pleno, por lo cual
es conveniente determinar el curso y trámite de dichos
asuntos para evitar que queden como temas pendientes. 

V. Que ante esa circunstancia, la Conferencia, con el áni-
mo de que sean atendidas las iniciativas y las proposi-
ciones con punto de acuerdo inscritas y con ello se evi-
te su rezago, propone que la Mesa Directiva dé turno a
las comisiones correspondientes a todos estos asuntos
registrados en el orden del día, dejando a salvo la posi-
bilidad de que el proponente posponga para otra oportu-
nidad la presentación de su iniciativa o proposición. 

Por lo expuesto, la Conferencia para la Dirección y Progra-
mación de los Trabajos Legislativos somete a considera-
ción del pleno los siguientes 

Acuerdos 

Primero. Se solicita a la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados, a través de su Presidencia, que de conformidad
con las atribuciones que le confiere el artículo 23, numeral
1, inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, turne a las comisiones corres-
pondientes todas las iniciativas con proyecto de ley o de-
creto y las proposiciones con punto de acuerdo registradas
en el orden del día de la sesión del 15 de diciembre de 2010
que no alcancen a ser desahogadas en el pleno. 

Segundo. El diputado que tenga interés en retirar su inicia-
tiva con proyecto de ley o decreto o proposición con punto
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de acuerdo y que no se le dé el turno correspondiente a co-
misión contará con un plazo de hasta siete días hábiles, el
cual comenzará el día siguiente de la aprobación del pre-
sente acuerdo, debiendo solicitarlo por escrito a la Presi-
dencia de la Mesa Directiva. 

Trascurrido el lapso previsto en el párrafo anterior, la Pre-
sidencia de la Mesa Directiva publicará en la Gaceta Parla-
mentaria una relación en la que se señale el turno que se
dictó a cada iniciativa con proyecto de ley o decreto y pro-
posición con punto de acuerdo. 

Tercero. Para las solicitudes de cambio o ampliación de
turno, el plazo que señala la fracción I del artículo 36 de las
normas relativas al funcionamiento de las comisiones y de
los comités de la Cámara de Diputados, aprobadas por el
pleno en la sesión del 8 de diciembre de 2009, surtirá efec-
tos de la publicación de la lista de referencia.

Cuarto. El presente acuerdo entrará en vigor a partir de su
aprobación por el pleno de la Cámara de Diputados. Publí-
quese en la Gaceta Parlamentaria.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de 2010.— Di-
putado Jorge Carlos Ramírez Marín (rúbrica), Presidente; Diputado
Francisco José Rojas Gutiérrez (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional; Diputada Jose-
fina Vázquez Mota (rúbrica p.a.), Coordinadora del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional; Diputado Alejandro Encinas Rodrí-
guez (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática; Diputado Juan José Guerra Abud, Coordina-
dor del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México;
Diputado Pedro Vázquez González (rúbrica p.a.), Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; Diputado Pedro Jiménez
León (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario de Conver-
gencia; Diputado Reyes Tamez Guerra, Coordinador del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
No habiendo quien haga uso de la palabra, por favor pon-
ga a votación el acuerdo.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
En votación económica se pregunta si se aprueba. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa favor de
manifestarlo. Quienes estén por la negativa favor de mani-
festarlo.

Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Aprobado, comuníquese.

Tomen nota los señores diputados de que quienes no quie-
ran que su iniciativa sea turnada directamente a las comi-
siones, deberá comunicarlo a la Mesa Directiva antes de
que concluya la sesión de mañana.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Señor, diputado.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Gracias, presidente. Es que se trata de algunas ini-
ciativas, a nuestro juicio, muy importantes. Por ejemplo,
hay una que su servidor presentó, que tiene que ver con la
democracia interna de los partidos políticos.

El hecho de que no pueda presentarse ante el pleno, me da
muy mala impresión, presidente, sé que hay mucho rezago
y trabajo pendiente en este pleno, pero como esto afecta a
las cúpulas de los partidos y de los grupos parlamentarios,
me da la impresión de que no hay deseo de que este tipo de
iniciativas que ven por los derechos de los militantes y de
los ciudadanos, no sean expuestas abiertamente ante el
pleno, presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
No, diputado, no hay ninguna intención en ese sentido. De
hecho, la Mesa Directiva le va a proponer a la Junta de Co-
ordinación Política que el día de mañana, mañana que es
nuestra última sesión hasta este momento, se presente una
iniciativa por grupo parlamentario, la que los grupos con-
sideren más importante en algún momento de la sesión.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputado Fernández.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Muy puntual, perdón. Lo que pasa es que
ayer anuncié que había sido convocado por la Procuraduría
General de la República para ratificar la denuncia contra el
diputado César Nava. Creo que el diputado no estaba y hoy
que sí está, quiero volver a dar la información para que lo



sepa: el viernes iré a ratificar la denuncia contra él por en-
riquecimiento ilícito.

Ojalá también lo desaforen —desaforen, sí es verbo regu-
lar—, eventualmente. Muchas gracias, diputado presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Continúe la Secretaría con oficios de la Cámara de Sena-
dores.

LEY ADUANERA - LEY FEDERAL DE DERECHOS -
LEY DE COMERCIO EXTERIOR

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada en
esta fecha, los senadores Humberto Andrade Quezada, Ru-
bén Camarillo Ortega, Rafael Díaz Ochoa, Martha Sosa
Govea, Jesús Garibay García, Rosalinda López Hernández,
Rubén Velázquez López, Francisco Herrera León, Carlos
Jiménez Macías y Antelmo Alvarado García presentaron
iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la
Ley de Migración; y se reforman, derogan y adicionan di-
versas disposiciones de las Leyes General de Población,
Aduanera, y Federal de Derechos, del Código Penal Fede-
ral, así como del Código Federal de Procedimientos Pena-
les, y de las Leyes Federal contra la Delincuencia Organi-
zada, de la Policía Federal, de Asociaciones Religiosas y
Culto Público, de Inversión Extranjera, General de Turis-
mo, y de Comercio Exterior.

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa, que se anexa,
se turna a las Comisiones Unidas de Población y Desarro-
llo; de Gobernación; y de Estudios Legislativos, Segunda,
la parte relativa a la Ley de Migración, las reformas de la
Ley General de Población, del Código Penal Federal, del
Código Federal de Procedimientos Penales, de la Ley Fe-
deral contra la Delincuencia Organizada, de la Ley de la
Policía Federal, de la Ley de Asociaciones Religiosas y
Culto Público, de Ley de Inversión Extranjera, y de la Ley
General de Turismo.

Las reformas de las Leyes Aduanera, de Comercio Exterior,
y Federal de Derechos se turnan a la Cámara de Diputados.

Asimismo, adjunto una fe de erratas de la Comisión de Po-
blación y Desarrollo, para los efectos legislativos proce-
dentes.

México, DF, a 9 de diciembre de 2010.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), vicepresidente.»

«Los que suscriben, senadores Humberto Andrade Queza-
da, Rubén Camarillo Ortega, Rafael Díaz Ochoa y Martha
Sosa Govea, del GPPAN; Jesús Garibay García, Rosalinda
López Hernández y Rubén Velázquez López, del GPPRD;
y Francisco Herrera León, Carlos Jiménez Macías y Antel-
mo Alvarado García, del GPPRI, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, y 73, fracción XVI,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como 164, numerales 1 y 2, del Reglamento del Se-
nado de la República, someten a consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto, con base a la
siguiente:

Exposición de Motivos

Las disposiciones contenidas en el proyecto de Ley de Mi-
gración y de reforma a la Ley General de Población, más la
propuesta de la Ley de Refugiados y Protección Comple-
mentaria que actualmente se discute en el Congreso de la
Unión, constituyen los fundamentos jurídicos de la políti-
ca migratoria del Estado mexicano para el siglo XXI, la
cual en un contexto de mayor apertura de México a la glo-
balización y la integración regional, busca en términos
generales: (a) fortalecer la protección de los derechos y la
seguridad de los migrantes nacionales y extranjeros, reco-
nociéndolos como sujetos de derechos; (b) simplificar y or-
denar procedimientos para atender de mejor manera y en
forma expedita la elevada movilidad internacional de per-
sonas y en particular los diversos procesos migratorios que
concurren en el país; (c) contribuir al desarrollo económi-
co, social y cultural de nuestro país; (d) proporcionar inte-
gralidad y coherencia a la política y la gestión migratoria en
México como país de origen, tránsito, destino y retorno de
migrantes; (e) fortalecer y ampliar la tradición hospitalaria
y de refugio del país; (f) propiciar una mayor contribución
de la autoridad migratoria a la seguridad nacional, pública
y fronteriza; y (g) actualizar y armonizar el marco normati-
vo migratorio, con los instrumentos jurídicos internaciona-
les firmados y ratificados por México.
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De esta forma, la Ley de Migración norma la movilidad in-
ternacional de personas en su sentido más amplio, la inter-
nación y legal estancia de extranjeros en el país, el tránsito
y parte de la emigración y el retorno de migrantes. La Ley
General de Población norma la materia de población, la mi-
gración interna y parte de la emigración. En tanto, la Ley de
Refugio y Protección Complementaria norma las obliga-
ciones internacionales contraídas por México en materia de
protección humanitaria.

Contexto general

En los últimos años, los avances en tecnología y comunica-
ciones han acompañado la tendencia mundial a una mayor
libertad en el intercambio de bienes, servicios, información
y capitales; al tiempo de incidir en una mayor y más inten-
sa movilidad internacional de personas, sea por razones de
esparcimiento, trabajo, familiares, estudios, negocios, con
el objetivo de visitar o residir de manera temporal o per-
manente en países distintos a los de su nacimiento. Tan só-
lo en la última década se duplicó el número de visitantes
extranjeros que ingresan a nuestro país de manera docu-
mentada por sus fronteras aéreas, terrestres y marítimas
hasta alcanzar una cifra que supera los 21 millones de en-
tradas.

Como es sabido, México es un país de origen, tránsito, des-
tino y retorno de migrantes internacionales. Como país de
origen, México enfrenta los desafíos de una voluminosa
emigración hacia los Estados Unidos de América, cuyos
orígenes se remontan al último cuarto del siglo XIX pero
que se volvió masiva durante los últimos veinte años, has-
ta alcanzar aproximadamente 12 millones de personas, de
los cuales más de la mitad se encuentran sin documentos
migratorios que acrediten su legal estancia en el país del
norte. De esta manera, la diáspora mexicana sobrepasa li-
geramente los 30 millones, entre inmigrantes y personas de
ascendencia mexicana, y es ya una de las más numerosas
del mundo. Este cúmulo de emigrantes genera una migra-
ción de retorno voluntario que fluctúa en un rango de 200 a
300 mil eventos al año, por parte de aquellos que no dese-
an o no logran establecer su residencia definitiva en Esta-
dos Unidos de América, quienes regresan a invertir el capi-
tal ahorrado en aquel país o quienes desean pasar su retiro
en su país de origen. Adicionalmente, existe un importante
contingente de mexicanos indocumentados, que fluctúa en
alrededor de 500 mil eventos por año, que son detenidos y
repatriados por las autoridades migratorias estadouniden-
ses.

En tanto, la migración irregular de tránsito por México,
fundamentalmente centroamericana con destino final a los
Estados Unidos, se ha incrementado exponencialmente du-
rante los últimos 15 años, periodo en el cual alcanzó un
promedio de 150 mil eventos por año, la mayoría de los
cuales termina siendo retenido y regresado a su país de ori-
gen por las autoridades migratorias mexicanas o estadouni-
denses.

Como país de destino de inmigrantes, el volumen de ex-
tranjeros que han establecido su residencia en México es
relativamente reducido, se estiman en alrededor de medio
millón y representan una muy baja proporción respecto a la
población nacida en el país (0.5%), cifra mucho menor a la
registrada en países con niveles de desarrollo similares al
nuestro. Por su parte, en la frontera sur de México existe
una histórica y compleja vida transfronteriza y tienen lugar
alrededor de millón y medio de entradas registradas de ex-
tranjeros al año, la mayoría con estancias cortas en México
por motivos comerciales, paseo, visita y, en menor medida,
laborales. Los trabajadores fronterizos se estiman en un
rango de 40 mil a 80 mil personas y, por lo general, no es-
tablecen su residencia definitiva en México.

En este contexto es necesario definir una política migrato-
ria que considere las múltiples dimensiones y complejidad
del fenómeno migratorio en México, a través de: (a) reco-
nocer los aportes al desarrollo nacional de la emigración
mexicana e incorporar elementos para su protección y asis-
tencia durante sus viajes de ida y de retorno, así como du-
rante su estancia en el país de destino y su reinserción en la
sociedad mexicana cuando retornan; (b) reconocer las ten-
siones o problemas para el mercado de trabajo nacional que
podrían derivarse de una inmigración masiva, pero a la vez
facilitar los flujos de visitantes e inmigrantes que pueden
contribuir al desarrollo económico, social y cultural de
nuestro país, promoviendo una migración regulada y acor-
de con las necesidades del mercado de trabajo y el desarro-
llo nacional; (c) fundamentar la gestión migratoria en la sal-
vaguarda del Estado de Derecho, de la democracia y de los
derechos humanos, promoviendo la seguridad nacional y
pública y, al mismo tiempo, velando por la seguridad hu-
mana de los migrantes nacionales y extranjeros; (d) preve-
nir y controlar con determinación la migración indocumen-
tada, salvaguardando la integridad y los derechos humanos
de los migrantes; (e) combatir eficazmente el tráfico, la ex-
plotación de los migrantes y las redes criminales asociadas
a la migración; (f) fomentar la integración de las poblacio-
nes migrantes a la sociedad receptora y la cohesión social



y; (h) promover los principios de la tolerancia y de la no
discriminación.

La estrategia nacional de desarrollo se ha modificado sus-
tancialmente durante las últimas tres décadas con el propó-
sito de insertar a México en la dinámica de un mundo cada
vez más globalizado. Esta nueva estrategia de desarrollo se
caracteriza, entre otras cosas, por el inédito incremento del
comercio internacional de México, los crecientes flujos de
inversión extranjera directa, la afluencia de capitales trans-
nacionales, el incremento del flujo de turistas, etc. En este
sentido, se han reformado diversos marcos normativos y
suscrito tratados y convenciones internacionales; sin em-
bargo la normatividad nacional en materia migratoria no ha
sufrido modificaciones integrales durante los últimos 70
años, a pesar de que la dinámica del movimiento migrato-
rio en México ha experimentado profundas transformacio-
nes y obligó a algunas reformas específicas en las últimas
dos décadas.

La LGP, promulgada en 1974, que tiene como objeto regu-
lar los fenómenos que afectan a la población en cuanto a su
volumen, estructura, dinámica y distribución en el territorio
nacional, con el fin de lograr que participe justa y equitati-
vamente de los beneficios del desarrollo económico y so-
cial; representó un hito a nivel mundial por su acertada res-
puesta a la situación demográfica del México de aquella
época. Esta ley orientó los esfuerzos gubernamentales a que
las personas decidieran de manera responsable, informada
y libre el tamaño de su descendencia y su espaciamiento.
También propició, mediante procesos educativos y de co-
municación en población, una más sólida cultura demográ-
fica; y favoreció una mayor, más amplia e igualitaria parti-
cipación de la mujer en los procesos de desarrollo. Fue una
respuesta vanguardista a la dinámica de la población que se
distinguía por un acelerado crecimiento, el cual multiplica-
ba las demandas de los servicios de educación, salud, vi-
vienda y empleo, imponiendo enormes desafíos al desarro-
llo nacional.

Sin embargo, las disposiciones de esta ley en materia mi-
gratoria fueron retomadas de la Ley General de Población
de 1936 y 1947, lo que tuvo sentido en su momento, ya que
los cambios del movimiento internacional de personas no
habían sido tan profundos como lo son ahora. No obstante
que la Ley fue reformada en diversas oportunidades, sien-
do las más profundas las de 1990, 1996 y 2008, logrando
con esta última un gran avance en materia de protección a
los derechos de los migrantes con la despenalización de la
migración irregular en nuestro país, este marco jurídico re-

sulta limitado para atender de manera adecuada las dimen-
siones y particularidades de movimientos internacionales
de personas y procesos migratorios en México. Más aún
cuando nuestro país ha firmado y ratificado diferentes ins-
trumentos jurídicos internacionales que le imponen obliga-
ciones sobre todo en materia de protección a los derechos
de los migrantes, contribución al reforzamiento de la segu-
ridad hemisférica, fronteriza y regional, y atención especial
a grupos vulnerables dentro de los flujos migratorios. Tal es
el caso de instrumentos como la Declaración Universal de
los Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos; la Convención sobre la Condición de
los Extranjeros; la Convención Internacional para la Pro-
tección Internacional de Todos los Trabajadores Migrato-
rios y sus Familiares; la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos; la Convención sobre los Derechos del
Niño; la Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer; la Convención In-
ternacional sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación Racial; la Convención sobre el Estatuto de
los Apátridas; la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Proto-
colos para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Per-
sonas y contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra,
Mar y Aire; la Convención contra la Tortura y otros Tratos
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; y
los Lineamientos Regionales para la Atención de niños, ni-
ñas y adolescentes migrantes no acompañados en caso de
repatriación. En el proceso de negociación de estos instru-
mentos, México ha jugado un papel preponderante a partir
de una postura siempre favorable a la protección de los de-
rechos humanos de los migrantes. Sin embargo, a la fecha
un número considerable de disposiciones contenidas en es-
tos y otros instrumentos internacionales ratificados por
nuestro país, no han sido armonizados en la legislación na-
cional sino en instrumentos de menor jerarquía, como nor-
mas administrativas, acuerdos, oficios o circulares.

La modernización de la legislación migratoria resulta fun-
damental para facilitar los flujos de personas documentados
que complementan los esfuerzos de la población mexicana
en el impulso al desarrollo económico, social y cultural del
país, y compense de alguna forma los costos derivados de
la emigración mexicana. Por ello, es necesaria una política
migratoria que supere la disyuntiva entre puertas abiertas o
puertas cerradas y permita el ejercicio de una gestión mi-
gratoria de puertas hospitalarias, o de apertura con seguri-
dad, consistente con el fomento al desarrollo económico del
país y con el contexto internacional, al facilitar la llegada
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de visitantes e inmigrantes. Al mismo tiempo es preciso
fortalecer los mecanismos para detectar y proteger al país
de las posibles internaciones con propósitos lesivos a la se-
guridad nacional, pública o fronteriza. Esta orientación mi-
gratoria corresponde a la tradición humanitaria de México. 

La idea de elaborar una ley de migración surgió en 2005
con un esquema conceptual a través del estudio de las pro-
puestas que en esta materia se habían previamente elabora-
do por los Poderes Ejecutivo y Legislativo.

En octubre del mismo año, funcionarios de la Administra-
ción Pública Federal, Senadores, Diputados, académicos,
expertos en cuestiones migratorias y representantes de or-
ganismos de la sociedad civil, iniciaron un esfuerzo para la
consolidación de una política migratoria nacional. De dicho
esfuerzo surgió el texto denominado México frente al fenó-
meno migratorio. Este documento fue respaldado por am-
bas Cámaras del Congreso a través de puntos de acuerdo el
16 de febrero de 2006. 

El proyecto antes mencionado se retoma en 2008 y la Se-
cretaría de Gobernación inició los trabajos tendientes a la
elaboración de un anteproyecto de Ley de Migración.

Para la elaboración del articulado se tomaron en cuenta di-
versas iniciativas presentadas con anterioridad, como las de
la diputada Maricela Contreras Julián (PRD, 29/11/2007),
del diputado Jaime Fernández Saracho (PRI, 28/04/2005),
del Sen. Óscar Cruz López (PRD, 28/03/2006), del senador
Manuel Velasco Coello (PVEM, 20/10/2009), del senador
Carlos Jiménez Macías (PRI, 31/03/2009), del senador
Francisco Herrera León (PRI, 2/07/2008), del senador
Humberto Andrade Quezada (PAN, 30/04/2009) y del se-
nador Rubén Fernando Velázquez (PRD, 21/10/2008), en-
tre otras presentadas en la LIX, LX y LXI Legislaturas fe-
derales.

La iniciativa, con aval de grupo parlamentario, que contie-
ne el proyecto de decreto por el que se expide la Ley de Mi-
gración y Ley General de Protección a los Derechos de los
Migrantes, presentada por el PRD en el Senado, en octubre
del presente año.

Asimismo, se estudió la legislación comparada para anali-
zar la forma en que otros países regulan actualmente el fe-
nómeno migratorio. Resultaron especialmente relevantes
para esta ley la legislación de Argentina, España, Brasil,
Chile, Colombia, Venezuela, Uruguay, Costa Rica, Francia,
Canadá y de Estados Unidos de América.

Ya elaborado el primer proyecto de Ley de Migración, la
Secretaría de Gobernación convocó a las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal involucra-
das en la materia para discutir los diversos artículos conte-
nidos en el proyecto.

En esta dinámica de atención al rediseño de la normativi-
dad migratoria, un grupo de Senadoras y Senadores consti-
tuyó, a fines del mes de octubre del año en curso, una Me-
sa de Trabajo en Materia Migratoria, que incluyó la
participación de representantes de la Secretaría de Gober-
nación y de Secretarios Técnicos de los Grupos Parlamen-
tarios del PAN, PRI y PRD.

Los senadores integrantes de esta instancia de trabajo son
Humberto Andrade Quezada, Rubén Camarillo Ortega y
Martha Sosa Govea, por el GPPAN. Jesús Garibay García,
Rosalinda López Hernández, Rubén Velázquez López y Jo-
sé Luis García Zalvidea por el GPPRD y Carlos Jiménez
Macías, Francisco Herrera León y Antelmo Alvarado Gar-
cía por el GPPRI.

Una de las innovaciones que plantea la iniciativa que hoy
se presenta, es la definición de lo que debe entenderse por
política migratoria, partiendo de la premisa de que ésta de-
be tener su fundamento en los principios generales y demás
preceptos contenidos en la propia ley.

De esta forma, la política migratoria del Estado Mexicano
se define como el conjunto de decisiones estratégicas para
alcanzar objetivos determinados, que con fundamento en
los principios generales y demás preceptos contenidos en la
ley, se plasman en su reglamento, normas secundarias di-
versas, programas y acciones concretas para atender el fe-
nómeno migratorio de México de manera integral, como
país de origen, tránsito, destino y retorno de migrantes.

Por otra parte, reconociendo que la gran complejidad y los
retos que representa el fenómeno migratorio exigen a Mé-
xico contar con una política migratoria con visión de Esta-
do, se establece que el Poder Ejecutivo es el encargado de
determinar la política migratoria en su parte operativa, pe-
ro que para ello, debe tomar en cuenta las demandas y po-
sicionamientos de otros Poderes de la Unión, de los gobier-
nos de las entidades federativas y de la sociedad civil
organizada, tomando en cuenta la tradición humanitaria de
México y su compromiso indeclinable con los derechos hu-
manos, el desarrollo y la seguridad nacional, pública y
fronteriza.



Principios

Los principios en los que debe sustentarse la política mi-
gratoria del Estado mexicano, son los siguientes:

1. Enfoque integral acorde con la complejidad de la
movilidad internacional de personas, que atienda las di-
versas manifestaciones de migración en México como
país de origen, tránsito, destino y retorno de migrantes,
considerando sus causas estructurales y sus consecuen-
cias inmediatas y futuras.

2. Responsabilidad compartida con los gobiernos de
los diversos países y entre las instituciones nacionales y
extranjeras involucradas en el tema migratorio. 

3. Congruencia de manera que el Estado mexicano ga-
rantice la vigencia de los derechos que reclama para sus
connacionales en el exterior, en la admisión, ingreso,
permanencia, tránsito, deportación y retorno asistido de
extranjeros en su territorio. De esta forma se respalda la
fuerza moral en los reclamos que hace el país en foros
internacionales y en el plano nacional y multilateral pa-
ra favorecer la protección de los derechos de los mexi-
canos en el extranjero, independiente de su situación mi-
gratoria.

4. Respeto irrestricto de los derechos humanos de los
migrantes, nacionales y extranjeros, sin importar su si-
tuación migratoria, con especial atención a grupos vul-
nerables como menores de edad, mujeres, indígenas,
adolescentes y personas de la tercera edad, en todas las
etapas del procedimiento migratorio, así como a vícti-
mas de delitos.

5. Hospitalidad y solidaridad internacional, con las
personas que necesitan un nuevo lugar de residencia
temporal o permanente debido a condiciones extremas
en su país de origen que ponen en riesgo su vida o su
convivencia, de acuerdo con la tradición mexicana en
este sentido, los tratados y el derecho internacional.

6. Facilitación de la movilidad internacional de per-
sonas, salvaguardando el orden y la seguridad. Este
principio reconoce el aporte de los migrantes a las so-
ciedades de origen y destino. Al mismo tiempo, pugna
por fortalecer la contribución de la autoridad migratoria
a la seguridad pública y fronteriza, a la seguridad regio-
nal y al combate contra el crimen organizado, especial-

mente en el combate al tráfico o secuestro de migrantes,
y a la trata de personas en todas sus modalidades.

7. Complementariedad de los mercados laborales con
los países de la región, como fundamento para una ges-
tión adecuada de la migración laboral acorde a las nece-
sidades nacionales.

8. Equidad entre nacionales y extranjeros, como indi-
ca la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, especialmente en lo que respecta a la plena ob-
servancia de las garantías individuales, tanto para
nacionales como para extranjeros.

9. Reconocimiento a los derechos adquiridos de los
inmigrantes, en tanto que los extranjeros con arraigo o
vínculos familiares, laborales o de negocios en México
han generado una serie de derechos y compromisos a
partir de su convivencia cotidiana en el país, aún cuan-
do puedan haber incurrido en una situación migratoria
irregular por aspectos administrativos y siempre que el
extranjero haya cumplido con las leyes aplicables.

10. Unidad familiar e interés superior de la niña, ni-
ño y adolescente, como criterio prioritario de interna-
ción y estancia de extranjeros para la residencia tempo-
ral o permanente en México, junto con las necesidades
laborales y las causas humanitarias, en tanto que la uni-
dad familiar es un elemento sustantivo para la confor-
mación de un sano y productivo tejido social de las co-
munidades de extranjeros en el país.

11. Integración social y cultural entre nacionales y
extranjeros residentes en el país con base en el multi-
culturalismo y la libertad de elección y el pleno respeto
de las culturas y costumbres de sus comunidades de ori-
gen, siempre que no contravengan las leyes del país.

12. Facilitar el retorno al territorio nacional y la rein-
serción social de los emigrantes mexicanos y sus fa-
milias, a través de programas interinstitucionales y de
reforzar los vínculos entre las comunidades de origen y
destino de la emigración mexicana, en provecho del
bienestar familiar y del desarrollo regional y nacional.

Estructura del proyecto de la Ley de Migración

La propuesta se divide en ocho títulos y 21 capítulos.
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En el primer título de las Disposiciones Preliminares se in-
corporan el objeto de la Ley, la definición de la política del
Estado en materia migratoria y los principios rectores en
que debe fundamentarse. En tanto, el segundo título descri-
be los derechos y las obligaciones de los migrantes, así co-
mo la obligación del Estado Mexicano de garantizar igual-
dad de trato a los extranjeros con respecto a las nacionales
para el ejercicio de todos sus derechos, independientemen-
te de su situación migratoria, De esta forma, derechos fun-
damentales como el acceso a los servicios educativos y a la
salud, a la procuración e impartición de justicia, a la unidad
familiar, a la información o al reconocimiento de su perso-
nalidad jurídica se deben garantizar a los migrantes, sin im-
portar su situación migratoria. Además, para el caso de los
niños, niñas y adolescentes, se establece la obligación de la
autoridad de tomar en cuenta su edad y privilegiar su inte-
rés superior en todos los procedimientos.

El título tercero, “De las autoridades en materia migrato-
ria”, señala las atribuciones de la Secretaría de Goberna-
ción y de las autoridades auxiliares en el tema migratorio.
Lo anterior permite involucrar a todas las autoridades fede-
rales en la atención del tema migratorio y que exista clari-
dad sobre las funciones que cada una debe desempeñar, lo
que propiciará una mejor coordinación entre ellas para ha-
cer frente a los nuevos retos que representa el fenómeno
migratorio. Además, se establece la facultad de la Secreta-
ría de Gobernación de formular y dirigir la política migra-
toria del país, tomando en cuenta la opinión del resto de las
dependencias del gobierno federal involucradas en el tema,
de los demás Poderes de la Unión y de la sociedad civil or-
ganizada, con el fin de tomar decisiones con una visión in-
tegral y colegiada.

En la iniciativa se eleva a rango de ley al Instituto Nacional
de Migración, quien será la instancia encargada de instru-
mentar y ejecutar la política migratoria y se da sustento al
sistema de profesionalización y certificación de su personal
a través de un Centro de Evaluación y Control de Confian-
za, obligando a su personal a cursar y aprobar programas de
formación, capacitación y profesionalización para su ingre-
so y permanencia, debiendo actuar invariablemente bajo
los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profe-
sionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos de
los migrantes.

En el título cuarto, “Del movimiento internacional de per-
sonas y la estancia de extranjeros en territorio nacional”, se
establecen los requisitos que deben presentar extranjeros y
nacionales para ingresar en el país. Para el ingreso a Méxi-

co de extranjeros que requieren visa, se establece las con-
diciones para hacerlo directamente en los consulados de
México en el exterior o desde las oficinas del INM en el
país.

En el mismo título se refuerza la certeza jurídica sobre los
casos en que la autoridad migratoria puede negar el ingre-
so de un extranjero o su permanencia en el territorio nacio-
nal, para restringir la discrecionalidad de la autoridad mi-
gratoria. Especial atención se presta a los requerimientos
para la entrada y salida al país de menores de edad en áni-
mo de protegerlos de cualquier sustracción o robo, en cum-
plimiento de los compromisos internacionales adquiridos
por México.

De igual forma, se plantea una reforma sustancial al siste-
ma migratorio vigente, con el propósito de ordenar los flu-
jos migratorios e incentivar el ingreso de extranjeros que
pueden traer consigo inversión, generación de empleos y
fuentes de ingreso. A través de esta iniciativa, las más de
treinta calidades y características migratorias que actual-
mente contemplan la LGP, agrupadas en las calidades de
no-inmigrante, inmigrante e inmigrado, son sustituidas por
tres grandes grupos de condiciones de estancia: Visitante,
Residente Temporal y Residente Permanente, especifican-
do en cada caso si cuenta o no con permiso de trabajo, lo
que permite distinguir claramente la temporalidad y la acti-
vidad que vienen a desempeñar los extranjeros en México.

La condición de visitante se prevé otorgar a los extranjeros
que van a permanecer por estancias cortas en el país, ya sea
como turistas o personas de negocios; visitantes con permi-
so para recibir una remuneración en el país, por estancias
menores a 180 días; visitantes o trabajadores de las regio-
nes fronterizas; visitantes por razones humanitarias o para
realizar un procedimiento de adopción. Con las visas por
razones humanitarias se reconoce el derecho de los mi-
grantes a acceder a la justicia y a participar en el procedi-
miento respectivo hasta la reparación del daño, con lo cual
se buscan crear incentivos para denunciar y combatir a la
delincuencia que se aprovecha de la vulnerabilidad de los
migrantes; pero también, en casos excepcionales, las vícti-
mas, de permanecer en el país sin participar en el proceso,
pues la calidad de víctimas se reconoce independientemen-
te de que denuncien, identifiquen, se aprehenda o se haya
juzgado a su agresor.

La condición de residente temporal se podrá otorgar a los
extranjeros que deseen permanecer en el país por estancias
menores a 4 años y en esta categoría se incluye a los estu-



diantes, que podrán permanecer en México por el tiempo
que duren sus estudios. Los residentes temporales contarán
con permiso para recibir una remuneración en el país, suje-
to a una oferta de empleo y tendrán derecho a la unidad fa-
miliar para ingresar o reunificar a su cónyuge, concubina o
concubinario; así como a sus hijos o a los hijos del cónyu-
ge, concubina o concubinario, siempre y cuando sean me-
nores de edad y no hayan contraído matrimonio o se en-
cuentren bajo su tutela o custodia.

La condición de residente permanente se podrá otorgar a
los extranjeros que deseen residir indefinidamente en el te-
rritorio nacional por razones de asilo político, reconoci-
miento de la condición de refugiado y protección comple-
mentaria; por reunificación familiar; o por que hayan
transcurrido cuatro años desde que el extranjero cuente con
permiso de residencia temporal. También se define en la ley
y se otorga esta condición a los apátridas tanto de iure, co-
mo de facto, en congruencia con los compromisos interna-
cionales adquiridos por México en la materia, con lo cual
se fortalece la solidaridad internacional y la tradición hos-
pitalaria de nuestro país.

Además, con el propósito de incentivar el ingreso de ex-
tranjeros que pueden traer consigo beneficios económicos,
se podrá otorgar la residencia permanente a los extranjeros
que sean jubilados o pensionados y se incluye la posibili-
dad de que como parte de la política migratoria se esta-
blezca un sistema de puntos para que los extranjeros que
cumplan con los requisitos puedan adquirir la residencia
permanente de forma inmediata, tomando en cuenta las ca-
pacidades del solicitante, como por ejemplo, el nivel edu-
cativo; la experiencia laboral; las aptitudes en áreas rela-
cionadas con el desarrollo de la ciencia y la tecnología; los
reconocimientos internacionales, así como las aptitudes pa-
ra desarrollar las actividades que requiera el país, El resi-
dente permanente tiene derecho al trabajo, así como a la
unidad familiar en los mismos términos que el residente
temporal, pero además podrá ingresar o reunificar a sus pa-
dres y a sus hermanos, siempre y cuando éstos sean meno-
res de edad y no hayan contraído matrimonio o se encuen-
tren bajo su representación legal.

Asimismo, con el propósito de proteger el mercado laboral
nacional, de posibles embates de corto plazo ante una mi-
gración descontrolada, en la iniciativa se propone un siste-
ma de cuotas para que en el caso de trabajadores fronteri-
zos y residentes temporales, la Secretaría de Gobernación,
previa consulta con la Secretaría del Trabajo, pueda fijar un
número máximo de extranjeros para ingresar a trabajar al

país, ya sea en general, por actividad económica o por zo-
na de residencia, previendo a futuro alguna modificación en
las condiciones de oferta y demanda de empleo, especial-
mente en la frontera sur del país.

La admisión de extranjeros para residir en el país, se basa
en tres premisas económicas fundamentales:

a) La inmigración laboral autogenerada y no estimulada
por políticas específicas, sólo va a cubrir los espacios
que el mercado laboral de país receptor le permite en un
sistema de libre mercado y competencia, por lo que fun-
ciona como fuerza de trabajo complementaria;

b) La llegada voluntaria de trabajadores migrantes está
sujeta a la oferta o demanda del mercado laboral recep-
tor, excepto en condiciones de emergencia; y

c) Los inmigrantes constituyen un importante acelerador
de las economías locales en cuanto a productividad, in-
versión y expansión.

En el título quinto, la ley reconoce la protección que debe
dar el Estado mexicano a los migrantes que transitan por el
territorio nacional en situación migratoria irregular. En es-
te sentido, se hace énfasis en que la situación migratoria de
una persona no impide el ejercicio de todos sus derechos y
libertades, especialmente a ser tratado sin discriminación
alguna, el derecho a la información y al debido proceso, los
cuales se definen con claridad en la norma para garantizar
su cumplimiento efectivo y la obligación de la autoridad
migratoria de respetarlos. También se especifica que sola-
mente serán las autoridades competentes, en los casos ex-
presamente previstos por la Ley, quienes podrán realizar el
aseguramiento de los migrantes en situación migratoria
irregular.

Además, la Secretaría de Gobernación celebrará convenios
de colaboración con los tres órdenes de gobierno, la socie-
dad civil y los particulares, con el objeto de que participen
en el funcionamiento de los grupos de protección a mi-
grantes que se encuentren en territorio nacional. Con lo an-
terior, se da sustento legal a los grupos Beta y a los oficia-
les de protección a la infancia, que están desempeñando en
todo el país, ejemplares labores de rescate, asesoría, asis-
tencia, atención especial y trato humanitario a los migran-
tes mexicanos y extranjeros, especialmente a los niños, ni-
ñas y adolescentes migrantes no acompañados que transitan
por nuestro país y que están teniendo reconocimiento a ni-
vel internacional como una práctica positiva de protección.
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Otro elemento fundamental de la iniciativa que hoy se pre-
senta, es el reconocimiento a la labor humanitaria y de asis-
tencia a los migrantes que realiza la sociedad civil organi-
zada, por lo que se prohíbe expresamente que el instituto
realice visitas de verificación en estos lugares y se faculta a
la Secretaría de Gobernación a celebrar convenios para co-
adyuvar con estas organizaciones en sus actos humanitarios
en beneficio de los migrantes y con las autoridades de los
tres órdenes de gobierno para establecer acciones de coor-
dinación en materia de prevención, persecución y atención
a los migrantes víctimas de delito. Con ello se refuerza la
labor del Estado Mexicano para garantizar acciones con-
juntas que eviten la impunidad y combatan a la delincuen-
cia que afecta a los migrantes.

También en materia de protección a los migrantes que tran-
sitan por nuestro país, se establece la obligación de la Se-
cretaría de implementar acciones que permitan brindar una
atención adecuada a los migrantes que se encuentran en si-
tuaciones de mayor vulnerabilidad, como son las Niñas, ni-
ños y adolescentes migrantes no acompañados, las mujeres,
las víctimas de delitos, las personas con discapacidad y los
adultos mayores.

En el título sexto, “Procedimiento administrativo migrato-
rio”, se establecen los derechos de los migrantes que las au-
toridades deben salvaguardar en el ejercicio de las funcio-
nes de control, revisión y verificación migratoria, así como
en el alojamiento temporal en una estación migratoria y en
los procedimientos de aseguramiento y deportación, inclu-
yendo el respeto al debido proceso y la obligación de tomar
medidas para privilegiar la estancia en instituciones públi-
cas o privadas para menores de edad, mujeres embarazadas,
adultos mayores, personas con discapacidad o en especial
situación de vulnerabilidad.

Por otra parte, se establece un límite de 24 horas para emi-
tir el acuerdo de aseguramiento de los extranjeros en situa-
ción migratoria irregular o, en su caso, para resolver sobre
la regularización de su situación migratoria, a partir de que
el extranjero acredite el cumplimiento de los requisitos que
para tal efecto establezcan la Ley y su reglamento. Además,
se señala un límite de 15 días hábiles para que la autoridad
migratoria resuelva la situación legal de los extranjeros ase-
gurados en las estaciones migratorias y sólo se señalan su-
puestos específicos para exceder de este plazo por causas
no imputables a la autoridad migratoria. Asimismo, se esta-
blecen los requisitos que deben cumplir las estaciones mi-
gratorias, se regulan los procedimientos de deportación y
retorno asistido a su país de origen a los extranjeros en si-

tuación migratoria irregular y los derechos que deben res-
petarse durante los mismos y se faculta a la Secretaría de
Gobernación, en coordinación con la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores, para suscribir acuerdos interinstitucionales
con dependencias y órganos de otros países y con organis-
mos internacionales en esta materia.

Otra de las novedades de esta iniciativa en materia de pro-
tección de los derechos humanos de los migrantes es la in-
clusión de un procedimiento especial para la atención de
personas en situación de vulnerabilidad, principalmente ni-
ños, niñas o adolescentes migrantes no acompañados, y se
incluyen obligaciones específicas al DIF y al INM. Desta-
ca la disposición en torno a que el retorno asistido de los
menores de edad a su país de nacionalidad o residencia de-
be realizarse atendiendo a su interés superior, con pleno
respeto a sus derechos humanos, en compañía de oficiales
especializados para la protección a la infancia y con la in-
tervención de la autoridad competente del país de destino.

En este título se incluye también la posibilidad de que los
extranjeros establecidos en el país sin la documentación
adecuada, puedan regularizar su situación migratoria
cuando manifiesten su intención de residir en el país, es-
pecialmente cuando los extranjeros acrediten tener un vín-
culo familiar con mexicanos o con extranjeros legalmente
establecidos en México, con límites de grado de parentes-
co; cuando hayan sido identificados por la autoridad como
víctimas o testigos de algún delito, cuando se trate de per-
sonas cuyo grado de vulnerabilidad dificulte o haga impo-
sible su retorno, o bien, cuando se trate de menores de edad
que se encuentren sujetos a un procedimiento de sustrac-
ción y restitución internacional. La ley da claridad y espe-
cifica los requisitos y el procedimiento que deben seguir los
extranjeros para regularizar su situación migratoria en el
país.

En el título séptimo se establece un sistema de sanciones
para los servidores públicos del Instituto Nacional de Mi-
gración, incluyendo sanciones por violaciones acreditadas
a los derechos humanos de los migrantes, así como para las
personas físicas y morales que incumplan la Ley. Asimis-
mo, en este título y las multas aplicables a personas físicas
y morales, nacionales y extranjeras, por incumplimientos a
la ley, y se delimitan aquellos supuestos que traen como
consecuencia la máxima sanción de la expulsión de extran-
jeros.

Además, se establece que se sancionará con multa al servi-
dor público que niegue a los migrantes la prestación de los



servicios o el ejercicio de los derechos previstos en la Ley,
así como solicitar requisitos adicionales a los previstos en
las disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Finalmente, en el título octavo se especifican los medios
comisivos para la tipificación del delito de tráfico de indo-
cumentados y se incluye como agravante el inducir, procu-
rar, facilitar u obligar a menores de edad o a quien no ten-
ga capacidad para comprender el significado del hecho,
bajo la disposición de que el delito habrá de perseguirse de
oficio.

Con el propósito de que no exista ninguna duda de que las
labores de asistencia y ayuda humanitarias a favor de los
migrantes, no constituyen un delito, se aclara que para efec-
tos de la actualización del tráfico de migrantes en situación
migratoria irregular, será necesario que quede demostrada
la intención del sujeto activo de obtener un beneficio eco-
nómico, en dinero o en especie, cierto, actual o inminente,
tal y como lo ha establecido el Poder Judicial en criterio ju-
risprudencial.

También se incorpora como conducta delictiva el hecho de
que cualquier servidor público auxilie, encubra o induzca a
cualquier persona a violar las disposiciones contenidas en
la Ley, con el objeto de obtener directa o indirectamente un
lucro en dinero o en especie.

Respecto a las reformas de la Ley General de Población, se
sugieren modificaciones de los capítulos relativos a la emi-
gración y a la repatriación de mexicanos, con el propósito
de establecer facultades a la Secretaría de Gobernación pa-
ra promover la celebración de acuerdos con los gobiernos
de otros países y organismos internacionales, a fin de que
se les brinde una adecuada recepción y se respeten sus de-
rechos humanos, especialmente la revisión de su estado de
salud, la comunicación con sus familiares y el traslado a su
lugar de residencia en México.

Esta iniciativa es congruente con otros proyectos normati-
vos que se están discutiendo en el Congreso de la Unión,
como la iniciativa de Ley sobre Refugiados y Protección
Complementaria y otros que han sido recientemente apro-
bados como la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica, la Ley de la Policía Federal y la Ley de Nacionalidad
y su reglamento.

Si bien la Ley de Migración es un avance importante en la
protección de los derechos de los migrantes, requiere de

instrumentos complementarios para que de forma efectiva
se atiendan y persigan los delitos de los cuales son víctimas
los migrantes. Para ello se propone la creación de una Fis-
calía Especializada para la Atención de los Delitos cometi-
dos contra Migrantes dentro del ámbito de competencia de
la Procuraduría General de la República.

Con la presente iniciativa por la que se expide la Ley de
Migración, además se proponen derogar todos los artículos
relativos al tema migratorio de la Ley General de Pobla-
ción, así como el artículo 156 del Código Penal Federal y
modificar algunos artículos de la Ley Federal de Derechos,
de la Ley Aduanera, de la Ley Federal contra la Delincuen-
cia Organizada, de la Ley de la Policía Federal, de la Ley
de Asociaciones Religiosas y Culto Público, de la Ley de
Inversión Extranjera, de la Ley General de Turismo y de la
Ley de Comercio Exterior, para hacerlas acorde con la ex-
pedición de la Ley de Migración.

Iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley de Migración y se re-
forman, derogan y adicionan diversas disposiciones de
la Ley General de Población, de la Ley Aduanera, de la
Ley Federal de Derechos, del Código Penal Federal, del
Código Federal de Procedimientos Penales, de la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada, de la Ley
de la Policía Federal, de la Ley de Asociaciones Religio-
sas y Culto Público, de la Ley de Inversión Extranjera,
de la Ley General de Turismo y de la Ley de Comercio
Exterior

Artículo Primero. Se expide la Ley de Migración.

Título Primero
Disposiciones Preliminares

Capítulo Único
Disposiciones Preliminares

Artículo 1. Las disposiciones de esta ley son de orden pú-
blico y de observancia general en toda la República y tie-
nen por objeto regular lo relativo al ingreso y salida de me-
xicanos y extranjeros al territorio de los Estados Unidos
Mexicanos y el tránsito y la estancia de los extranjeros en
el mismo, en un marco de respeto, protección y salvaguar-
da de los derechos humanos, de contribución al desarrollo
nacional, así como de preservación de la soberanía y de la
seguridad nacionales.
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Artículo 2. La política migratoria del Estado mexicano es
el instrumento público transversal en el que se establecen,
de conformidad con el Plan Nacional de Desarrollo, la pre-
sente ley, su Reglamento y normas secundarias diversas,
programas y acciones concretas para atender el fenómeno
migratorio de México de manera integral, como país de ori-
gen, tránsito, destino y retorno de migrantes.

El Poder Ejecutivo determinará la política migratoria del
país en su parte operativa, actualizándola anualmente, para
lo cual recibirá y considerará las demandas y posiciona-
mientos de los otros Poderes de la Unión, de los gobiernos
de las entidades federativas y de la sociedad civil organiza-
da, estableciendo mecanismos de coordinación con los tres
niveles de gobierno, y de cooperación con los sectores so-
cial y privado, dirigidos a la atención integral del fenóme-
no migratorio; considerando en todo caso la tradición hu-
manitaria de México y su compromiso indeclinable con los
derechos humanos, el desarrollo y la seguridad nacional y
fronteriza.

Las dependencias y entidades de la administración pública
federal se coordinarán con la Secretaría de Gobernación pa-
ra el para el diseño, coordinación, ejecución y seguimiento
interinstitucional de la política migratoria.

Como parte de la política que en materia migratoria implan-
ta el Ejecutivo federal, la Secretaría promueve la creación de
mecanismos de cooperación con los países de origen, tránsi-
to y destino del flujo migratorio no documentado, buscando
establecer una política regional de protección de sus dere-
chos humanos y laborales, y, en su caso, participa en coor-
dinación con la Secretaría de Relaciones Exteriores en la
firma y cumplimiento de los instrumentos que en esas ma-
terias son acordados en el ámbito internacional.

En la revisión y evaluación anual del estado que guarda la
administración pública federal, la Secretaría de Goberna-
ción remitirá al Congreso de la Unión un informe especial
sobre la implementación de la política migratoria del Esta-
do Mexicano. Cada una de las Cámaras podrá emitir un de-
creto de declarativo, referido a las conclusiones de dicha
evaluación, ordenando su Publicación en el Diario Oficial
de la Federación y su difusión pública.

Artículo 3. Para efectos de la presente ley se entenderá por

I. Autoridad migratoria, al servidor público que ejerce la
potestad legal expresamente conferida para realizar de-

terminadas funciones y actos de autoridad en materia
migratoria;

II. Acuerdo de readmisión: al acto por el cual la Secre-
taría determina autorizar la internación al país de un ex-
tranjero expulsado con anterioridad;

III. Aseguramiento: a la medida dictada por el Instituto
mediante la cual se acuerda el alojamiento temporal de
un extranjero que no acredita su situación migratoria re-
gular;

IV. Asilado político: a quien solicita el ingreso a territo-
rio nacional para proteger su libertad o su vida de perse-
cuciones políticas, en los términos de los tratados y con-
venios internacionales de los cuales sea parte el Estado
mexicano;

V. Apátrida: A todo extranjero que se encuentre en cual-
quiera de los siguientes supuestos: a) Que por un con-
flicto en la aplicación de la legislación entre dos países
o más para determinar sobre su nacionalidad o por im-
pedimentos de carácter administrativo, se encuentre des-
protegida de manera temporal en tanto se resuelve su si-
tuación migratoria; b) Que no pueden demostrar su
nacionalidad y que ninguna representación consular los
reconoce como nacional de su país; c) Que teniendo na-
cionalidad carecen de la protección del país inherente a
la misma, con motivo de desplazamiento forzoso; d)
Que pierden su nacionalidad, y e) Que han renunciado
voluntariamente a su nacionalidad sin adquirir otra.

VI. Centro de Evaluación: al Centro de Evaluación y
Control de Confianza del Instituto Nacional de Migra-
ción;

VII. Condición de estancia: a la situación legal en la que
se ubica a un extranjero en atención a su intención de re-
sidencia, a la actividad que desarrollarán en el país, o
bien, a criterios humanitarios o de solidaridad interna-
cional.

VIII. Constitución: a la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos;

IX. Estación Migratoria: a la instalación física que esta-
blece el Instituto para alojar temporalmente a los extran-
jeros que no acrediten su situación migratorio regular, en
tanto se resuelve su situación migratoria;



X. Extranjero: a la persona que no posea la calidad de
mexicano, conforme a lo previsto en el artículo 30 de la
Constitución;

XI. Filtro de revisión migratoria: al espacio ubicado en
el lugar destinado al tránsito internacional de personas,
donde el Instituto autoriza o rechaza la legal internación
de personas al territorio de los Estados Unidos Mexica-
nos;

XII. Instituto: al Instituto Nacional de Migración;

XIII. Ley: a la presente ley;

XIV. Lugar destinado al tránsito internacional de perso-
nas: al espacio físico fijado por la Secretaría para el pa-
so de personas de un país a otro;

XV. Mexicano: a la persona que posea las calidades de-
terminadas en el artículo 30 de la Constitución;

XVI. Migrante: al individuo que sale, transita o llega al
territorio de un Estado distinto al de su residencia por
cualquier tipo de motivación;

XVII. Niña, niño o adolescente migrante no acompaña-
do: a toda migrante nacional o extranjero menor de 18
años de edad que se encuentre en territorio nacional y
que no esté acompañado de un familiar consanguíneo o
persona que tenga su representación legal;

XVIII. Oficina consular: a las representaciones del Es-
tado mexicano ante el gobierno de otro país en las que
se realizan de carácter permanente las siguientes funcio-
nes: proteger a los mexicanos que se localizan en su cir-
cunscripción, fomentar las relaciones comerciales, eco-
nómicas, culturales y científicas entre ambos países y
expedir la documentación a mexicanos y extranjeros en
términos de la Ley del Servicio Exterior Mexicano y su
Reglamento;

XIX. Protección complementaria: a la protección que la
Secretaría otorga al extranjero que no ha sido reconoci-
do como refugiado, consistente en no devolverlo al te-
rritorio de otro país en donde su vida se vería amenaza-
da o se encontraría en peligro de ser sometido a tortura
u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

XX. Refugiado: a todo extranjero que se encuentre en te-
rritorio nacional y que sea reconocido como refugiado

por parte de las autoridades competentes, conforme a los
tratados y convenios internacionales de que es parte el
Estado Mexicano y a la legislación vigente;

XXI. Reglamento: al reglamento de la presente ley;

XXII. Retorno asistido es el procedimiento por el que el
Instituto Nacional de Migración hace abandonar el terri-
torio nacional a un extranjero, remitiéndolo a su país de
origen o de residencia habitual;

XXIII. Remuneración: a las percepciones que reciban
las personas en el territorio de los Estados Unidos Me-
xicanos por la prestación de un servicio personal subor-
dinado o por la prestación de un servicio profesional in-
dependiente;

XXIV. Secretaría: a la Secretaría de Gobernación;

XXV. Situación migratoria: a la hipótesis en la que se
ubica un extranjero en función del cumplimiento o in-
cumplimiento de las disposiciones migratorias para su
internación y estancia en el país. Se considera que el ex-
tranjero tiene situación migratoria regular cuando ha
cumplido dichas disposiciones y que tiene situación mi-
gratoria irregular cuando haya incumplido con las mis-
mas;

XXVI. Tarjeta de residencia: al documento que expide
el Instituto con el que los extranjeros acreditan situación
migratoria regular de residencia temporal o permanente;

XXVII. Trámite migratorio: Cualquier solicitud o entre-
ga de información que formulen las personas físicas y
morales ante la autoridad migratoria, para cumplir una
obligación, obtener un beneficio o servicio de carácter
migratorio a fin de que se emita una resolución, así co-
mo cualquier otro documento que dichas personas estén
obligadas a conservar, no comprendiéndose aquélla do-
cumentación o información que solo tenga que presen-
tarse en caso de un requerimiento del Instituto; y

XXVIII. Visa: a la autorización que se otorga en una
oficina consular que evidencia la acreditación de los re-
quisitos para obtener una condición de estancia en el
país y que se expresa mediante un documento que se im-
prime, adhiere o adjunta a un pasaporte u otro docu-
mento. La visa también se puede otorgar a través de me-
dios y registros electrónicos pudiéndose denominar visa
electrónica o virtual. La visa autoriza al extranjero para
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presentarse a un lugar destinado al tránsito internacional
de personas y solicitar, según el tipo de visado su estan-
cia, siempre que se reúnan los demás requisitos para el
ingreso.

Artículo 4. La aplicación de esta ley corresponde a la se-
cretaría, para lo cual podrá auxiliarse y coordinarse con las
demás dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal cuyas atribuciones estén vinculadas con la ma-
teria migratoria. 

Artículo 5. Quedan exceptuados de la inspección migrato-
ria los representantes y funcionarios de gobiernos extranje-
ros y de organismos internacionales que se internen al país
en comisión oficial, sus familiares y los miembros del per-
sonal de servicio, así como las personas que, conforme a los
tratados y convenios de los cuales sea parte el Estado Me-
xicano, a las leyes y a las prácticas internacionales recono-
cidas por el Estado Mexicano, gocen de inmunidades res-
pecto de la jurisdicción territorial, atendiendo siempre a la
reciprocidad internacional.

Los extranjeros que concluyan su encargo oficial en los Es-
tados Unidos Mexicanos y deseen permanecer en el país,
así como aquéllos que gocen de inmunidad y renuncien a
ella con el fin de realizar actividades lucrativas, deberán
cumplir con lo dispuesto en esta ley y demás disposiciones
jurídicas aplicables.

Título Segundo
Derechos y Obligaciones de los Migrantes

Capítulo Único
Derechos y Obligaciones

Artículo 6. El Estado mexicano garantizará el ejercicio de
los derechos y libertades de los extranjeros reconocidos en
la Constitución, en los tratados y convenios internacionales
de los cuales sea parte el Estado mexicano y en las disposi-
ciones jurídicas aplicables, con independencia de su situa-
ción migratoria.

Artículo 7. La libertad de toda persona para ingresar, per-
manecer, transitar y salir del territorio nacional tendrá las li-
mitaciones establecidas en la Constitución, los tratados y
convenios internacionales de los cuales sea parte el Estado
mexicano, esta ley y demás disposiciones jurídicas aplica-
bles.

El libre tránsito es un derecho de toda persona y es deber de
cualquier autoridad promoverlo y respetarlo. Ninguna per-
sona será requerida de comprobar su nacionalidad y situa-
ción migratoria en el territorio nacional, más que por la au-
toridad competente en los casos y bajo las circunstancias
establecidos en la presente ley.

Artículo 8. Los migrantes podrán acceder a los servicios
educativos provistos por los sectores público y privado, in-
dependientemente de su situación migratoria y conforme a
as disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Los migrantes tendrán derecho a recibir cualquier tipo de
atención médica, provista por los sectores público y priva-
do, independientemente de su situación migratoria, confor-
me a las disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Los migrantes independientemente de su situación migra-
toria, tendrán derecho a recibir de manera gratuita y sin res-
tricción alguna, cualquier tipo de atención médica urgente
que resulte necesaria para preservar su vida.

En la prestación de servicios educativos y médicos, ningún
acto administrativo establecerá restricciones al extranjero,
mayores a las establecidas de manera general para los me-
xicanos.

Artículo 9. Los jueces u oficiales del Registro Civil no po-
drán negar a los migrantes, independientemente de su si-
tuación migratoria, la autorización de los actos del estado
civil ni la expedición de las actas relativas a nacimiento, re-
conocimiento de hijos, matrimonio, divorcio y muerte.

Artículo 10. El Estado mexicano garantizará a los migran-
tes que pretendan ingresar legalmente al país o que residan
en territorio nacional con situación migratoria regular, así
como a aquéllos que pretendan regularizar su situación mi-
gratoria en el país, el derecho a la preservación de la unidad
familiar.

Artículo 11. En cualquier caso, independientemente de su
situación migratoria, los migrantes tendrán derecho a la
procuración e impartición de justicia, respetando en todo
momento el derecho al debido proceso, así como a presen-
tar quejas en materia de derechos humanos, de conformidad
con las disposiciones contenidas en la Constitución y de-
más leyes aplicables.



En los procedimientos aplicables a niñas, niños y adoles-
centes migrantes, se tendrá en cuenta su edad y se privile-
giará el interés superior de los mismos.

Artículo 12. Los migrantes, independientemente de su si-
tuación migratoria, tendrán derecho al reconocimiento de
su personalidad jurídica, de conformidad con lo dispuesto
en la Constitución y en los tratados y convenios internacio-
nales de los cuales sea parte el Estado mexicano.

Artículo 13. Los migrantes y sus familiares que se encuen-
tren en el territorio de los Estados Unidos Mexicanos ten-
drán derecho a que se les proporcione información acerca
de

I. Sus derechos y obligaciones, conforme a la legislación
vigente;

II. Los requisitos establecidos por la legislación aplica-
ble para su admisión, permanencia y salida; y

III. La posibilidad de solicitar la condición de refugia-
do, del otorgamiento de protección complementaria o de
la concesión de asilo político, así como los procedi-
mientos respectivos para obtener dichas condiciones.

La Secretaría adoptará las medidas que considere apropia-
das para dar a conocer la información mencionada, de con-
formidad con la legislación aplicable.

Artículo 14. Cuando el migrante, independientemente de
su situación migratoria, no hable o no entienda el idioma
español, se le nombrará de oficio un traductor o intérprete
que tenga conocimiento de su lengua, para facilitar la co-
municación.

Cuando el migrante sea sordo y sepa leer y escribir, se le in-
terrogará por escrito o por medio de un intérprete. En caso
contrario, se designará como intérprete a una persona que
pueda entenderlo.

En caso de dictarse sentencia condenatoria a un migrante,
independientemente de su condición migratoria, las autori-
dades judiciales estarán obligadas a informarle de los trata-
dos y convenios internacionales suscritos por el Estado
mexicano en materia de traslado de reos, así como de cual-
quier otro que pudiera beneficiarlo.

Artículo 15. El Estado mexicano promoverá el acceso y la
integración de los migrantes que obtengan la condición de

estancia de residentes temporales y residentes permanentes,
a los distintos ámbitos de la vida económica y social del
país, garantizando el respeto a su identidad y a su diversi-
dad étnica y cultural.

Artículo 16. Los migrantes deberán cumplir las siguientes
obligaciones:

I. Cuando se trate de extranjeros con situación migrato-
ria regular, resguardar y custodiar la documentación que
acredite su identidad y su situación;

II. Mostrar la documentación que acredite su identidad
o su situación migratoria regular, cuando les sea reque-
rida las autoridades migratorias;

III. Proporcionar la información y datos personales que
les sean solicitados por las autoridades competentes, en
el ámbito de sus atribuciones, lo anterior sin perjuicio de
lo previsto en la Ley Federal de Transparencia y Acceso
a la Información Pública Gubernamental y demás dispo-
siciones aplicables en la materia; y

IV. Las demás obligaciones establecidas en la Constitu-
ción, en la presente ley, su Reglamento y demás disposi-
ciones aplicables. 

Artículo 17. Sólo las autoridades migratorias podrán rete-
ner la documentación que acredite la identidad o situación
migratoria de los migrantes cuando existan elementos para
presumir que son apócrifas, en cuyo caso deberán inmedia-
tamente hacerlo del conocimiento de las autoridades com-
petentes para que éstas resuelvan lo conducente.

Título Tercero
De las Autoridades en Materia Migratoria

Capítulo I
De las Autoridades Migratorias

Artículo 18. La Secretaría tendrá las siguientes atribucio-
nes en materia migratoria:

I. Formular y dirigir la política migratoria del país, to-
mando en cuenta la opinión de las autoridades que al
efecto se establezcan en el Reglamento, así como las de-
mandas y posicionamientos de los otros poderes del go-
bierno federal, de los gobiernos de las entidades federa-
tivas y de la sociedad civil; 
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II. Fijar las cuotas, requisitos o procedimientos para la
emisión de visas y la autorización de condiciones de es-
tancia, siempre que de ellas se desprenda para su titular
la posibilidad de realizar actividades a cambio de una re-
muneración; así como determinar los municipios o enti-
dades federativas que conforman las regiones fronterizas
o aquellas que reciben trabajadores temporales y la vi-
gencia correspondiente de las autorizaciones para la
condición de estancia expedida en esas regiones, en los
términos de la presente ley. En todos estos supuestos la
Secretaría deberá obtener previamente la opinión favo-
rable de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y to-
mará en cuenta la opinión de las demás autoridades que
al efecto se establezcan en el Reglamento;

III. Establecer o suprimir requisitos para el ingreso de
extranjeros al territorio nacional, mediante disposiciones
de carácter general publicadas en el Diario Oficial de la
Federación, tomando en cuenta la opinión de las autori-
dades que al efecto se establezcan en el Reglamento;

IV. Suspender o prohibir el ingreso de extranjeros, en
términos de la presente ley y su Reglamento;

V. En coordinación con la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores, promover y suscribir instrumentos internacio-
nales en materia de repatriación de mexicanos y retorno
asistido de extranjeros;

VI. Fijar y suprimir los lugares destinados al tránsito in-
ternacional de personas, en términos de esta ley y su Re-
glamento;

VII. Dictar los Acuerdos de readmisión, en los supues-
tos previstos en esta ley; y

VIII. Las demás que le señale la Ley General de Pobla-
ción, esta ley, su Reglamento y otras disposiciones jurí-
dicas aplicables.

Artículo 19. El Instituto es un órgano administrativo des-
concentrado de la Secretaría, que tiene por objeto la ejecu-
ción, control y supervisión de los actos realizados por las
autoridades migratorias en territorio nacional, así como la
instrumentación de políticas en la materia, con base en los
lineamientos que expida la misma Secretaría.

Artículo 20. El Instituto tendrá las siguientes atribuciones
en materia migratoria:

I. Instrumentar la política en materia migratoria;

II. Vigilar la entrada y salida de personas al territorio de
los Estados Unidos Mexicanos y revisar su documenta-
ción;

III. En los casos señalados en esta ley, tramitar y resol-
ver sobre la internación, estancia y salida del país de los
extranjeros;

IV. Conocer, resolver y ejecutar la deportación o el re-
torno asistido de extranjeros, en los términos y condi-
ciones establecidos en la presente ley y en su Regla-
mento;

V. Imponer las sanciones previstas por esta ley y su Re-
glamento;

VI. Llevar y mantener actualizado el Registro Nacional
de Extranjeros;

VII. Asegurar en las estaciones migratorias o en los lu-
gares habilitados para tal fin, a los extranjeros que lo
ameriten conforme a las disposiciones de esta ley, respe-
tando en todo momento sus derechos humanos;

VIII. Coordinar la operación de los grupos de atención
a migrantes que se encuentren en territorio nacional;

IX. Proporcionar información contenida en las bases de
datos de los distintos sistemas informáticos que admi-
nistra, a las diversas instituciones de seguridad nacional
que así lo soliciten, de conformidad con las disposicio-
nes jurídicas aplicables; y

X. Las demás que le señale esta ley, su Reglamento y de-
más disposiciones jurídicas aplicables.

Las atribuciones previstas en este artículo son competencia
originaria del titular de la Secretaría, quien podrá ejercerlas
directamente.

Artículo 21. La Secretaría de Relaciones Exteriores tendrá
las siguientes atribuciones en materia migratoria:

I. Aplicar en el ámbito de su competencia las disposi-
ciones de esta ley, su Reglamento y demás disposiciones
legales;



II. Promover conjuntamente con la Secretaría la sus-
cripción de instrumentos internacionales en materia de
repatriación de mexicanos y el retorno asistido de ex-
tranjeros;

III. Promover conjuntamente con la Secretaría de Go-
bernación, la suscripción de acuerdos bilaterales que re-
gulen el flujo migratorio;

IV. En los casos previstos en esta ley, tramitar y resolver
la expedición de visas; y

V. Las demás que le señale esta ley, su Reglamento y
otras disposiciones jurídicas aplicables.

Capítulo II
De la Profesionalización y 

Certificación del Personal del Instituto

Artículo 22. La actuación de los servidores públicos del
Instituto se sujetará, invariablemente, a los principios de le-
galidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez
y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Cons-
titución y en la presente ley.

Artículo 23. En términos del artículo 96 de la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, los servidores
públicos del Instituto están obligados a someterse al proce-
so de certificación que consiste en la comprobación del
cumplimiento de los perfiles de personalidad, éticos, so-
cioeconómicos y médicos, necesarios para el ejercicio de
sus funciones, en los procedimientos de ingreso, promoción
y permanencia, en los términos del reglamento.

La certificación es requisito indispensable de ingreso, per-
manencia y promoción.

Para efectos de la certificación, el Instituto, contará con un
Centro de Evaluación acreditado por el Centro Nacional de
Certificación y Acreditación, en términos de la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables.

El Centro de Evaluación se integrará con el personal de las
áreas técnicas y administrativas necesario para el cumpli-
miento de sus atribuciones.

Artículo 24. El Centro de Evaluación tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Llevar a cabo las evaluaciones periódicas a los inte-
grantes del Instituto, a fin de comprobar el cumplimien-
to de los perfiles de personalidad, éticos, socioeconómi-
cos y médicos, en los procedimientos de ingreso,
promoción y permanencia necesarios para el cumpli-
miento de sus funciones;

II. Comunicar a las unidades administrativas competen-
tes los resultados de las evaluaciones que practique, pa-
ra los efectos del ingreso, promoción o permanencia de
los servidores públicos del Instituto, según corresponda;

III. Emitir y actualizar el certificado correspondiente al
personal del Instituto que acredite las evaluaciones co-
rrespondientes;

IV. Contribuir a identificar los factores de riesgo que re-
percutan o pongan en peligro el desempeño de las fun-
ciones migratorias, con el fin de garantizar la adecuada
operación de los servicios migratorios;

V. Establecer una base de datos que contenga los archi-
vos de los procesos de certificación de las personas a
quienes se les hayan practicado e implementar las medi-
das de seguridad necesarias para el resguardo de la in-
formación contenida en dichas bases;

Recomendar la capacitación y la implementación de las
medidas que se deriven de los resultados de las evaluacio-
nes practicadas, y las demás que le señale esta ley, su Re-
glamento y otras disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 25. Los servidores públicos del Instituto para su
ingreso y permanencia deberán cursar y aprobar los pro-
gramas de formación, capacitación y profesionalización,
incluyendo normatividad en materia migratoria y derechos
humanos, así como contar con la certificación a que hace
referencia el artículo 23 de esta ley.

Los procedimientos para la selección, ingreso, formación,
capacitación, adiestramiento, desarrollo, actualización, per-
manencia y promoción de los servidores públicos del Insti-
tuto serán establecidos en el Reglamento de esta ley.
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Capítulo III 
De las Autoridades 

Auxiliares en Materia Migratoria

Artículo 26. La Secretaría de Seguridad Pública, a través
de la Policía Federal, tendrá las siguientes atribuciones en
materia migratoria:

I. Colaborar con el Instituto, cuando así lo solicite, para
vigilar la entrada y salida de personas al territorio nacio-
nal en cualquier forma o medio de transporte en que lo
hagan;

II. Apoyar al Instituto a solicitud expresa de éste, para la
práctica de visitas de verificación cuyo objeto sea com-
probar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley,
su Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplica-
bles;

III. Apoyar al Instituto a solicitud expresa de éste, en las
revisiones migratorias en lugares distintos a los destina-
dos al tránsito internacional de personas.

IV. Colaborar con las autoridades migratorias, cuando
así lo soliciten, para el resguardo de las instalaciones del
Instituto y traslados de extranjeros;

V. Recibir las denuncias sobre hechos que puedan ser
constitutivos de delitos en materia migratoria, en térmi-
nos de lo dispuesto por el artículo 3 del Código Federal
de Procedimientos Penales y las demás disposiciones ju-
rídicas aplicables;

VI. Inspeccionar dentro del territorio del país, los luga-
res destinados al tránsito internacional de personas por
aire, mar y tierra; y

VII. Las demás que le señale esta ley, su Reglamento y
otras disposiciones jurídicas aplicables.

Las solicitudes referidas en el presente artículo se presenta-
rán por el Instituto en escrito fundado y motivado para el
caso particular de que se trate.

Artículo 27. Corresponde a la Secretaría de Turismo:

I. Difundir información oficial de los trámites y requisi-
tos migratorios que se requieran para la internación,
tránsito, legal estancia y salida de los extranjeros que
pretendan visitar el país;

II. Participar en las acciones interinstitucionales en ma-
teria migratoria, que coadyuven en la implementación
de programas que fomenten y promuevan el turismo en
destinos nacionales, para el desarrollo y beneficio del
país; y

III. Las demás que señale esta ley, su Reglamento y de-
más disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 28. Corresponde a la Secretaría de Salud:

I. Promover en coordinación con las autoridades sanita-
rias de los diferentes niveles de gobierno que, la presta-
ción de servicios de salud que se otorgue a los extranje-
ros, se brinde sin importar su situación migratoria y
conforme a las disposiciones jurídicas aplicables;

II. Establecer requisitos sanitarios para la internación de
personas al territorio nacional, conforme a las disposi-
ciones jurídicas aplicables;

III. Ejercer la vigilancia de los servicios de sanidad en
los lugares destinados al tránsito internacional de perso-
nas, en transportes nacionales o extranjeros, marítimos,
aéreos y terrestres, mediante visitas de inspección con-
forme a las disposiciones jurídicas aplicables;

IV. Diseñar y difundir campañas en los lugares destina-
dos al tránsito internacional de personas, para la preven-
ción y control de enfermedades, conforme a las disposi-
ciones jurídicas aplicables; y

V. Las demás que señale esta ley, su Reglamento y de-
más disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 29. Corresponde a la Procuraduría General de la
República:

I. Promover la formación y especialización de Agentes
de la Policía Federal Ministerial, Agentes del Ministerio
Público y Oficiales Ministeriales en materia de derechos
humanos;

II. Proporcionar a los migrantes orientación y asesoría
para su eficaz atención y protección, de conformidad
con la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la
República, su Reglamento y demás ordenamientos apli-
cables;



III. Proporcionar a las instancias encargadas de realizar
estadísticas las referencias necesarias sobre el número
de averiguaciones previas y procesos penales respecto
de los delitos de los que son víctimas los migrantes;

IV. Celebrar convenios de cooperación y coordinación
para lograr una eficaz investigación y persecución de los
delitos de los que son víctimas u ofendidos los migran-
tes;

V. Conocer respecto de los delitos previstos en los artí-
culos 161 y 163 de esta ley; y

VI. Las demás que señale esta ley, su Reglamento y de-
más disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 30. Corresponde al Sistema Nacional para el De-
sarrollo Integral de la Familia, a los Sistemas Estatales DIF
y al del Distrito Federal:

I. Proporcionar asistencia social para la atención de Ni-
ñas, niños y adolescentes migrantes no acompañados
que requieran servicios para su protección;

II. Otorgar facilidades de estancia y garantizar la pro-
tección de Niñas, niños y adolescentes migrantes no
acompañados en tanto el Instituto resuelva su situación
migratoria, conforme a lo previsto en el artículo 113 de
esta ley;

III. Coadyuvar con el Instituto en la implementación de
acciones que permitan brindar una atención adecuada a
los migrantes que por diferentes factores o la combina-
ción de ellos, enfrentan situaciones de mayor vulnerabi-
lidad como son los niños, niñas y adolescentes migran-
tes; y

IV. Las demás que señale esta ley, su Reglamento y de-
más disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 31. Corresponde al Instituto Nacional de las Mu-
jeres:

I. Realizar acciones interinstitucionales, de manera co-
ordinada con el Instituto, que permitan atender la pro-
blemática de las mujeres migrantes, y avanzar en el
cumplimiento de los tratados y convenios internaciona-
les de los cuales sea parte el Estado mexicano;

II. Promover acciones dirigidas a mejorar la condición
social de la población femenina migrante y la erradica-
ción de todas las formas de discriminación en su contra;

III. Proporcionar a las autoridades migratorias capacita-
ción en materia de igualdad de género, con énfasis en el
respeto y protección de los derechos humanos de las mi-
grantes; y

IV. Las demás que señale esta ley, su Reglamento y de-
más disposiciones jurídicas aplicables.

Título Cuarto
Del Movimiento Internacional de Personas 

y la Estancia de Extranjeros en Territorio Nacional

Capítulo I 
De la Entrada y Salida del Territorio Nacional

Artículo 32. Es facultad exclusiva de la Secretaría fijar y
suprimir los lugares destinados al tránsito internacional de
personas por tierra, mar y aire, previa opinión de las Secre-
tarías de Hacienda y Crédito Público; de Comunicaciones y
Transportes; de Salud; de Relaciones Exteriores; de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción, y en su caso, de Marina. Asimismo, consultará a las
dependencias que juzgue conveniente.

Las dependencias que se mencionan están obligadas a pro-
porcionar los elementos necesarios para prestar los servi-
cios correspondientes a sus respectivas competencias.

Artículo 33. La Secretaría, podrá cerrar temporalmente los
lugares destinados al tránsito internacional de personas por
tierra, mar y aire, por causas de interés público.

Artículo 34. Los concesionarios o permisionarios que ope-
ren o administren lugares destinados al tránsito internacio-
nal de personas por tierra, mar y aire, estarán obligados a
poner a disposición del Instituto las instalaciones necesa-
rias para el adecuado desempeño de sus funciones, así co-
mo cumplir con los lineamientos que al efecto se emitan.

Las características que deberán tener las instalaciones del
Instituto en los lugares destinados al tránsito internacional
de personas por tierra, mar y aire, se especificarán en el Re-
glamento.
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Artículo 35. Los mexicanos y extranjeros sólo pueden en-
trar y salir del territorio nacional por los lugares destinados
al tránsito internacional de personas por tierra, mar y aire.

La internación regular al país se efectuará en el momento
en que la persona pasa por los filtros de revisión migratoria
ubicados en los lugares destinados al tránsito internacional
de personas por tierra, mar y aire, dentro de los horarios es-
tablecidos para tal efecto y con intervención de las autori-
dades migratorias.

Artículo 36. Para entrar y salir del país, los mexicanos y
extranjeros deben cumplir con los requisitos exigidos por la
presente ley, su Reglamento y demás disposiciones jurídi-
cas aplicables. 

Corresponde de forma exclusiva al personal del Instituto
vigilar la entrada y salida de los nacionales y extranjeros y
revisar la documentación de los mismos.

Artículo 37. Los mexicanos no podrán ser privados del de-
recho a ingresar a territorio nacional. Para tal efecto, deben
acreditar su nacionalidad además de cumplir con los demás
requisitos que se establecen en esta ley, su Reglamento y
demás disposiciones jurídicas aplicables.

Los mexicanos comprobarán su nacionalidad, con alguno
de los documentos siguientes:

I. Pasaporte;

II. Cédula de Identidad Ciudadana o Cédula de Identi-
dad Personal o su equivalente;

III. Copia certificada del Acta de Nacimiento;

IV. Matrícula consular;

V. Carta de Naturalización; o

VI. Certificado de Nacionalidad Mexicana.

A falta de los documentos probatorios mencionados en las
fracciones anteriores, para los efectos de lo dispuesto en es-
te artículo, se podrá acreditar la nacionalidad mexicana me-
diante cualquier otro elemento objetivo de convicción que
permita al Instituto determinar que se cumplen con los su-
puestos de acreditación de la nacionalidad mexicana.

En los casos en que el Instituto cuente con elementos sufi-
cientes para presumir la falta de autenticidad de los docu-
mentos o de veracidad de los elementos aportados para
acreditar la nacionalidad mexicana, determinará el ingreso
o rechazo de la persona de que se trate, después de realizar
la investigación respectiva.

De igual forma, al ingresar al país, los mexicanos estarán
obligados a proporcionar la información y los datos perso-
nales que, en el ámbito de sus atribuciones, les sea solicita-
da por las autoridades competentes y tendrán derecho a ser
informados sobre los requerimientos legales establecidos
para su ingreso y salida del territorio nacional.

Artículo 38. Para internarse al país, los extranjeros deberán

I. Presentar en el filtro de revisión migratoria ante el Ins-
tituto, los documentos siguientes:

a) Pasaporte o documento de identidad y viaje que
sea válido de conformidad con el derecho interna-
cional vigente;

b) Cuando así se requiera, visa válidamente expedi-
da y en vigor, en términos del artículo 41 de esta ley;
o

c) Tarjeta de residencia o autorización en la condi-
ción de estancia de visitante regional, visitante tra-
bajador fronterizo o visitante por razones humanita-
rias.

II. Proporcionar la información y los datos personales
que las autoridades competentes soliciten en el ámbito
de sus atribuciones.

III. No necesitan visa los extranjeros que se ubiquen en
alguno de los siguientes supuestos:

a) Nacionales de países con los que se haya suscrito
un acuerdo de supresión de visas o que no se requie-
ra de visado en virtud de una decisión unilateral asu-
mida por el Estado mexicano;

b) Solicitantes de la condición de estancia de visi-
tante regional y visitante trabajador fronterizo;

c) Titulares de un permiso de salida y regreso;



d) Titulares de una condición de estancia autorizada,
en los casos que previamente determine la Secreta-
ría;

e) Solicitantes de refugio, protección complementa-
ria, o por razones humanitarias o causas de fuerza
mayor; y

f) Miembros de la tripulación de embarcaciones o
aeronaves comerciales conforme a los compromisos
internacionales asumidos por México.

Artículo 39. La Secretaría, por causas de interés público y
mientras subsistan las causas que la motiven podrá suspen-
der o prohibir la admisión de extranjeros mediante la expe-
dición de disposiciones administrativas de carácter general,
que deberán ser publicadas en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Artículo 40. En los términos de esta ley y su Reglamento,
en el procedimiento de trámite y expedición de visas y au-
torización de condiciones de estancia intervendrán:

I. Las oficinas establecidas por la Secretaría en territorio
nacional; y

II. Las oficinas consulares, de conformidad con la Ley
del Servicio Exterior Mexicano y su Reglamento.

Artículo 41. Los extranjeros que pretendan ingresar al
país, deben presentar alguno de los siguientes tipos de visa,
válidamente expedidas y vigentes:

I. Visa de visitante sin permiso para realizar actividades
remuneradas, que autoriza al extranjero para presentarse
en cualquier lugar destinado al tránsito internacional de
personas y solicitar su ingreso a territorio nacional, con
el objeto de permanecer por un tiempo ininterrumpido
no mayor a ciento ochenta días, contados a partir de la
fecha de entrada.

II. Visa de visitante con permiso para realizar activida-
des remuneradas, que autoriza al extranjero para presen-
tarse en cualquier lugar destinado al tránsito internacio-
nal de personas y solicitar su ingreso a territorio
nacional, con el objeto de permanecer por un tiempo in-
interrumpido no mayor a ciento ochenta días, contados a
partir de la fecha de entrada y realizar actividades remu-
neradas.

III. Visa de visitante para realizar trámites de adopción,
que autoriza al extranjero vinculado con un proceso de
adopción en los Estados Unidos Mexicanos, a presentar-
se en cualquier lugar destinado al tránsito internacional
de personas y solicitar su ingreso a territorio nacional,
con objeto de permanecer en el país hasta en tanto se
dicte la resolución ejecutoriada y, en su caso, se inscriba
en el Registro Civil la nueva acta del menor adoptado,
así como se expida el pasaporte respectivo y todos los
trámites necesarios para garantizar la salida del menor
de edad del país. La expedición de esta autorización, só-
lo procederá respecto de ciudadanos de países con los
que los Estados Unidos Mexicanos hayan suscrito algún
convenio en la materia.

IV. Visa de residencia temporal, que autoriza al extran-
jero para presentarse en cualquier lugar destinado al
tránsito internacional de personas y solicitar su ingreso a
territorio nacional, con el objeto de permanecer por un
tiempo no mayor a cuatro años. 

V. Visa de residente temporal estudiante, que autoriza al
extranjero para presentarse en cualquier lugar destinado
al tránsito internacional de personas y solicitar su ingre-
so a territorio nacional, con el objeto de permanecer por
el tiempo que duren los cursos, estudios, proyectos de
investigación o formación que acredite que se llevarán a
cabo en instituciones educativas pertenecientes al siste-
ma educativo nacional, y realizar actividades remunera-
das conforme a lo dispuesto por la fracción VIII del ar-
tículo 53 de esta ley.

VI. Visa de residencia permanente, que autoriza al ex-
tranjero para presentarse en cualquier lugar destinado al
tránsito internacional de personas y solicitar su ingreso a
territorio nacional, con el objeto de permanecer de ma-
nera indefinida.

Los criterios para emitir visas serán establecidos en el Re-
glamento y los lineamientos serán determinados en conjun-
to por la Secretaría y la Secretaría de Relaciones Exteriores.
Ninguna de las visas otorga el permiso para trabajar a cam-
bio de una remuneración, a menos que sea explícitamente
referido en dicho documento.

La visa acredita requisitos para una condición de estancia y
autoriza al extranjero para presentarse en cualquier lugar
destinado al tránsito internacional de personas y solicitar su
ingreso al país en dicha condición de estancia, sin perjuicio
de que posteriormente obtenga una tarjeta de residencia.
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Artículo 42. Los extranjeros solicitarán la visa en las ofici-
nas consulares. Estas autorizarán y expedirán las visas, de
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables.

En los casos del derecho a la preservación de la unidad fa-
miliar, por oferta de empleo o por razones humanitarias, la
solicitud de visa se podrá realizar en las oficinas del Insti-
tuto. En estos supuestos, corresponde al Instituto la autori-
zación y a las oficinas consulares de México en el exterior,
la expedición de la visa conforme se instruya.

La oficina consular podrá solicitar al Instituto la reconside-
ración de la autorización si a su juicio el solicitante no
cumple con los requisitos establecidos en esta ley, su Re-
glamento y demás disposiciones jurídicas aplicables.

El Instituto resolverá en definitiva sin responsabilidad para
la oficina consular.

Artículo 43. La Secretaría podrá autorizar el ingreso de ex-
tranjeros que soliciten el reconocimiento de la condición de
refugiado, asilo político, por causas de fuerza mayor o por
razones humanitarias, sin cumplir con alguno de los requi-
sitos establecidos en el artículo 38 de esta ley.

Artículo 44. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 43
de este ordenamiento, las autoridades migratorias podrán
negar la expedición de la visa, la internación legal a territo-
rio nacional o su permanencia a los extranjeros que se ubi-
quen en alguno de los siguientes supuestos:

I. Estar sujeto a proceso penal o haber sido condenado
por delito grave conforme a las leyes nacionales en ma-
teria penal o las disposiciones contenidas en los tratados
y convenios internacionales de los cuales sea parte el Es-
tado mexicano, o que por sus antecedentes en México o
en el extranjero pudieran comprometer la seguridad na-
cional o la seguridad pública;

II. Cuando no cumplan con los requisitos establecidos
en esta ley, su Reglamento y otras disposiciones jurídi-
cas aplicables;

III. Cuando se dude de la autenticidad de los documen-
tos o de la veracidad de los elementos aportados;

IV. Estar sujeto a prohibiciones expresas de autoridad
competente; o

V. Lo prevean otras disposiciones jurídicas.

Las autoridades migratorias, en el ámbito de sus atribucio-
nes, contarán con los medios necesarios para verificar los
supuestos anteriores y para este fin podrán solicitar al ex-
tranjero la información o datos que se requieran.

El hecho de que el extranjero haya incumplido con lo dis-
puesto en la fracción II de este artículo, no impedirá a la au-
toridad migratoria analizar de nueva cuenta su solicitud de
visa, siempre que cumpla con lo dispuesto en esta ley, su
Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables.

En los casos en que el extranjero haya sido condenado por
delito grave conforme a las leyes nacionales, el Instituto va-
lorará su condición migratoria atendiendo los principios de
la readaptación social, así como los relativos a la reunifica-
ción familiar.

Artículo 45. Las empresas de transporte internacional de
pasajeros terrestre, marítimo o aéreo, tienen la obligación
de verificar que los extranjeros que transporten, cuenten
con la documentación válida y vigente que se requiere pa-
ra internarse al territorio nacional o al país de destino final.

Artículo 46. Los tripulantes extranjeros de empresas en
tránsito internacional de transportes aéreos, terrestres o ma-
rítimos que lleguen al territorio nacional en servicio activo,
sólo podrán permanecer en el país por el tiempo necesario
para reiniciar el servicio en la próxima salida que tengan
asignada.

Los gastos que origine el aseguramiento, expulsión o sali-
da del país de tripulantes que no cumplan con esta disposi-
ción, serán cubiertos por la empresa de transporte para la
cual laboran.

Artículo 47. Las empresas aéreas, marítimas y terrestres,
así como las aeronaves y los barcos de carácter privado que
efectúen el transporte internacional de pasajeros deberán
transmitir electrónicamente al Instituto, la información re-
lativa a los pasajeros, tripulación y medios de transporte
que entren o salgan del país.

En el Reglamento se especificará la información que se so-
licitará, y los términos para su envío serán determinados en
las disposiciones administrativas de carácter general que
expida el Instituto.

Artículo 48. Para la salida de personas del territorio nacio-
nal, éstas deberán



I. Hacerlo por lugares destinados al tránsito internacio-
nal de personas;

II. Identificarse mediante la presentación del pasaporte
o documento de identidad o viaje válido y vigente;

III. Presentar al Instituto la información que se requiera
con fines estadísticos;

IV. En el caso de extranjeros, acreditar su situación mi-
gratoria regular en el país, o el permiso expedido por la
autoridad migratoria en los términos del artículo 138 de
esta ley; y

V. Sujetarse a lo que establezcan otras disposiciones
aplicables en la materia.

Artículo 49. La salida de mexicanos y extranjeros del te-
rritorio nacional podrá realizarse libremente, excepto en los
siguientes casos:

I. Se le haya dictado por autoridad judicial, providencia
precautoria o medida cautelar, siempre que tenga por ob-
jeto restringir la libertad de tránsito de la persona;

II. Que cuente con orden de presentación, orden de apre-
hensión, o auto de vinculación a proceso;

III. Que goce de libertad preparatoria o condicional,
salvo con permiso de la autoridad competente;

IV. Por razones de seguridad nacional o salud pública,
de conformidad con las disposiciones jurídicas aplica-
bles; y

V. Tratándose de menores de edad sujetos a un procedi-
miento de restitución internacional, de conformidad con
lo establecidos en los tratados y convenios internaciona-
les de los cuales sea parte el Estado mexicano.

El Instituto contará con los medios adecuados para verifi-
car los supuestos anteriores, de conformidad con lo dis-
puesto en el Reglamento.

Artículo 50. La salida del país de niñas, niños y adoles-
centes o de personas bajo tutela jurídica en términos de la
legislación civil, sean mexicanos o extranjeros, se sujetará
además a las siguientes reglas: 

I. Deberán ir acompañados de alguna de las personas
que ejerzan sobre ellos la patria potestad o la tutela, y
cumpliendo los requisitos de la legislación Civil.

II. En el caso de que vayan acompañados por un tercero
mayor de edad o viajen solos, se deberá presentar el pa-
saporte y el documento en el que conste la autorización
de quiénes ejerzan la patria potestad o la tutela, ante fe-
datario público o por las autoridades que tengan faculta-
des para ello.

Artículo 51. El Instituto verificará la situación migratoria
de los polizones que se encuentren en transportes aéreos,
marítimos o terrestres y determinará lo conducente, de con-
formidad con lo dispuesto en el Reglamento.

Artículo 52. La Secretaría estará facultada para emitir po-
líticas y disposiciones administrativas de carácter general,
que se publicarán en el Diario Oficial de la Federación, con
el objeto de atender las necesidades migratorias del país, to-
mando en cuenta la opinión del Consejo Nacional de Po-
blación.

Capítulo II 
De la Estancia de Extranjeros 

en el Territorio Nacional

Artículo 53. Los extranjeros podrán permanecer en el te-
rritorio nacional en las condiciones de estancia de visitante,
residente temporal y residente permanente, siempre que
cumplan con los requisitos establecidos en esta ley, su Re-
glamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, de
conformidad con lo siguiente:

I. Visitante sin permiso para realizar actividades remu-
neradas. Autoriza al extranjero para permanecer en terri-
torio nacional por un tiempo ininterrumpido no mayor a
ciento ochenta días, contados a partir de la fecha de en-
trada, sin permiso para realizar actividades sujetas a una
remuneración en el país.

II. Visitante con permiso para realizar actividades remu-
neradas. Autoriza al extranjero que cuente con una ofer-
ta de empleo o con una invitación por parte de alguna
autoridad o institución académica, artística, deportiva o
cultural por la cual perciba una remuneración en el país,
para permanecer en territorio nacional por un tiempo in-
interrumpido no mayor a ciento ochenta días, contados a
partir de la fecha de entrada.
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III. Visitante regional. Autoriza al extranjero nacional o
residente de los países vecinos para ingresar a las regio-
nes fronterizas con derecho a entrar y salir de las mismas
cuantas veces lo deseen, sin que su permanencia exceda
de tres días y sin permiso para recibir remuneración en
el país.

Mediante disposiciones de carácter administrativo, la
Secretaría establecerá la vigencia de las autorizaciones y
los municipios y entidades federativas que conforman
las regiones fronterizas, para efectos del otorgamiento
de la condición de estancia de visitante regional.

IV. Visitante trabajador fronterizo o temporal. Se autori-
zará esta condición de estancia al extranjero que ubique
en alguno de los siguientes supuestos:

a) Trabajador fronterizo: Autoriza al extranjero que
sea nacional de los países con los cuales los Estados
Unidos Mexicanos comparte límites territoriales, pa-
ra permanecer hasta por un año en las entidades fe-
derativas que determine la Secretaría. El visitante
trabajador fronterizo contará con permiso para traba-
jar a cambio de una remuneración el país, en la acti-
vidad relacionada con la oferta de empleo con que
cuente y con derecho a entrar y salir del territorio na-
cional cuantas veces lo desee. 

b) Trabajador temporal: Autoriza al extranjero para
ejercer los oficios o profesiones determinadas en los
convenios internacionales bilaterales o acuerdos in-
terinstitucionales de empleo temporal que la Federa-
ción, las entidades federativas o los municipios pac-
tan con un órgano gubernamental extranjero. El
permiso se otorga hasta por un año y contará con au-
torización para trabajar a cambio de una remunera-
ción en el país, en la actividad relacionada con la
oferta de empleo determinada en dichos instrumen-
tos internacionales, con derecho a entrar y salir del
territorio nacional cuantas veces lo desee. 

V. Visitante por razones humanitarias. Se autorizará esta
condición de estancia a los extranjeros que se encuen-
tren en cualquiera de los siguientes supuestos:

a) Ser víctima o testigo de algún delito cometido en
territorio nacional.

Para efectos de esta ley, sin perjuicio de lo estableci-
do en otras disposiciones jurídicas aplicables, se

considerará víctima a la persona que sea el sujeto pa-
sivo de la conducta delictiva, independientemente de
que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al
perpetrador e independientemente de la relación fa-
miliar entre el perpetrador y la víctima.

A la víctima o testigo de un delito a quien se autori-
ce la condición de estancia de Visitante por Razones
Humanitaria, se le autorizará para permanecer en el
país hasta que concluya el proceso, al término del
cual deberán salir del país o solicitar una nueva con-
dición de estancia, con derecho a entrar y salir del
país cuantas veces lo desee y con permiso para tra-
bajar a cambio de una remuneración en el país. Pos-
teriormente, podrá solicitar la condición de estancia
de residente permanente;

b) Ser Niña, niño o adolescente migrante no acom-
pañado, en términos del artículo 75 de esta ley.

c) Ser solicitante de asilo político, de reconocimien-
to de condición de refugiado, de protección comple-
mentaria del Estado Mexicano, hasta en tanto no se
resuelva su situación migratoria. Si la solicitud es
positiva se les otorgará la condición de estancia de
residente permanente, en términos del artículo 56 de
esta ley.

También, la Secretaría podrá autorizar la condición
de estancia de visitante por razones humanitarias a
los extranjeros que no se ubiquen en los supuestos
anteriores, cuando exista una causa humanitaria o
de interés público que haga necesaria su interna-
ción o regularización en el país, en cuyo caso con-
tarán con permiso para trabajar a cambio de una re-
muneración.

VI. Visitante con fines de adopción. Autoriza al extran-
jero vinculado con un proceso de adopción en los Esta-
dos Unidos Mexicanos, a permanecer en el país hasta en
tanto se dicte la resolución ejecutoriada y en su caso, se
inscriba en el registro civil la nueva acta del menor
adoptado, así como se expida el pasaporte respectivo y
todos los trámites necesarios para garantizar la salida del
menor del país. La expedición de esta autorización solo
procederá respecto de ciudadanos de países con los que
los Estados Unidos Mexicanos haya suscrito algún con-
venio en la materia.



VII. Residente temporal. Autoriza al extranjero para
permanecer en el país por un tiempo no mayor a cuatro
años, con la posibilidad de obtener un permiso para tra-
bajar a cambio de una remuneración en el país, sujeto a
una oferta de empleo con derecho a entrar y salir del te-
rritorio nacional cuantas veces lo desee y con derecho a
la preservación de la unidad familiar por lo que podrá in-
gresar con o solicitar posteriormente la internación de
las personas que se señalan a continuación, quienes po-
drán residir regularmente en territorio nacional por el
tiempo que dure el permiso del residente temporal:

a) Hijos del residente temporal y los hijos del cón-
yuge, concubinario o concubina, siempre y cuando
sean menores de edad y no hayan contraído matri-
monio, o se encuentren bajo su tutela o custodia;

b) Cónyuge; y

c) Concubinario, concubina o figura equivalente,
acreditando dicha situación jurídica conforme a los
supuestos que señala la legislación mexicana.

d) Padre o madre del residente temporal.

Las personas a que se refieren los incisos anteriores
serán autorizados para residir regularmente en terri-
torio nacional bajo la condición de estancia de resi-
dente temporal, con la posibilidad de obtener un per-
miso para trabajar a cambio de una remuneración en
el país sujeto a una oferta de empleo, y con derecho
a entrar y salir del territorio nacional cuantas veces
lo deseen.

En el caso de que el residente temporal cuente con
una oferta de empleo, se le otorgará permiso para tra-
bajar a cambio de una remuneración en el país, en la
actividad relacionada con dicha oferta de empleo.

Los extranjeros a quienes se les otorgue la condición
de estancia de residentes temporales podrán introdu-
cir sus bienes muebles, en la forma y términos que
determine la legislación aplicable.

VIII. Residente temporal estudiante. Autoriza al extran-
jero para permanecer en el territorio nacional por el
tiempo que duren los cursos, estudios, proyectos de in-
vestigación o formación que acredite que va a realizar en
instituciones educativas pertenecientes al sistema educa-

tivo nacional, hasta la obtención del certificado, cons-
tancia, diploma, título o grado académico correspon-
diente, con derecho a entrar y salir del territorio nacional
cuantas veces lo desee, con permiso para realizar activi-
dades remuneradas cuando se trate de estudios de nivel
superior, posgrado e investigación.

La autorización de estancia de los estudiantes está suje-
ta a la presentación por parte del extranjero de la carta de
invitación o de aceptación de la institución educativa co-
rrespondiente y deberá renovarse anualmente, para lo
cual el extranjero acreditará que subsisten las condicio-
nes requeridas para la expedición de la autorización ini-
cial. La autorización para realizar actividades remunera-
das se otorgará por el Instituto cuando exista carta de
conformidad de la institución educativa correspondiente
y estará sujeta a una oferta de trabajo en actividades re-
lacionadas con la materia de sus estudios. El residente
temporal estudiante tendrá derecho a entrar y salir del te-
rritorio nacional cuantas veces lo desee y contará tam-
bién con el derecho a la preservación de la unidad fami-
liar, por lo que podrá ingresar con o solicitar
posteriormente el ingreso de las personas que se señalan
en la fracción anterior.

IX. Residente permanente. Autoriza al extranjero para
permanecer en el territorio nacional de manera indefini-
da, con permiso para trabajar a cambio de una remune-
ración en el país.

Artículo 54. Los visitantes, con excepción de aquéllos por
razones humanitarias y de quienes tengan vínculo con me-
xicano o con extranjero con legal residencia en México, no
podrán cambiar de condición de estancia y tendrán que sa-
lir del país al concluir el período de permanencia autoriza-
do.

Artículo 55. Se otorgará la condición de residente perma-
nente al extranjero que se ubique en cualquier de los si-
guientes supuestos:

I. Por razones de asilo político, reconocimiento de la
condición de refugiado y protección complementaria o
por ser apátrida, previo cumplimiento de los requisitos
establecidos en esta ley, su Reglamento y demás dispo-
siciones jurídicas aplicables;

II. Por el derecho a la preservación de la unidad familiar
en los supuestos del artículo 56 de esta ley;
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III. Que sean jubilados o pensionados que perciban de
un gobierno extranjero o de organismos internacionales
o de empresas particulares por servicios prestados en el
exterior, un ingreso que les permita vivir en el país;

IV. Por decisión del Instituto, conforme al sistema de
puntos que al efecto se establezca, en términos del artí-
culo 58 de esta ley;

V. Porque hayan transcurrido cuatro años desde que el
extranjero cuenta con un permiso de residencia tempo-
ral;

VI. Por tener hijos de nacionalidad mexicana por naci-
miento; y

VII. Por ser ascendiente o descendiente en línea recta
hasta el segundo grado de un mexicano por nacimiento.

Los extranjeros a quienes se les otorgue la condición de es-
tancia de residentes permanentes tendrán la posibilidad de
obtener un permiso para trabajar a cambio de una remune-
ración en el país sujeto a una oferta de empleo, y con dere-
cho a entrar y salir del territorio nacional cuantas veces lo
deseen.

Asimismo, los residentes permanentes podrán introducir
sus bienes muebles, en la forma y términos que determine
la legislación aplicable.

Las cuestiones relacionadas con el reconocimiento de la
condición de refugiado y el otorgamiento de la protección
complementaria, se regirán por lo dispuesto en los tratados
y convenios internacionales de los cuales sea parte el Esta-
do mexicano y demás leyes aplicables.

Artículo 56. Los residentes permanentes tendrán derecho a
la preservación de la unidad familiar por lo que podrán in-
gresar con o solicitar posteriormente el ingreso de las si-
guientes personas, mismas que podrán residir en territorio
nacional bajo la misma condición de estancia y con las pre-
rrogativas señaladas en el artículo anterior: Padre o madre
del residente permanente:

I. Cónyuge, al cual se le concederá la condición de es-
tancia de residente temporal por dos años, transcurridos
los cuales podrá obtener la condición de estancia de re-
sidente permanente, siempre y cuando subsista el víncu-
lo matrimonial;

II. Concubinario, concubina, o figura equivalente al cual
se le concederá la condición de estancia de residente
temporal por dos años, transcurridos los cuales podrá
obtener la condición de estancia de residente permanen-
te, siempre y cuando subsista el concubinato;

III. Hijos del residente permanente y los hijos del cón-
yuge o concubinario o concubina, siempre y cuando se-
an menores de edad y no hayan contraído matrimonio, o
se encuentren bajo su tutela o custodia; y

IV. Hermanos del residente permanente, siempre y
cuando sean menores de edad y no hayan contraído ma-
trimonio, o estén bajo su representación legal.

Para el ejercicio del derecho consagrado en el presente ar-
tículo las personas que obtengan el reconocimiento de la
condición de refugiado, se atenderá a lo dispuesto en los
tratados y convenios internacionales de los cuales sea parte
el Estado mexicano.

Artículo 57. Los mexicanos tendrán el derecho la preser-
vación de la unidad familiar por lo que podrán ingresar con
o solicitar posteriormente el ingreso de las siguientes per-
sonas extranjeras:

I. Padre o madre;

II. Cónyuge, al cual se le concederá la condición de es-
tancia de residente temporal por dos años, transcurridos
los cuales podrá obtener la condición de estancia de re-
sidente permanente, siempre y cuando subsista el víncu-
lo matrimonial;

III. Concubinario o concubina, acreditando dicha situa-
ción jurídica conforme a los supuestos que señala la le-
gislación civil mexicana, al cual se le concederá la con-
dición de estancia de residente temporal por dos años,
transcurridos los cuales podrá obtener la condición de
estancia de residente permanente, siempre y cuando sub-
sista el concubinato;

IV. Hijos nacidos en el extranjero, cuando de conformi-
dad con el artículo 30 de la Constitución no sean mexi-
canos;

V. Hijos del cónyuge, concubinario o concubina extran-
jeros, siempre y cuando sean menores de edad y no ha-
yan contraído matrimonio, o estén bajo su representa-
ción legal; y



VI. Hermanos, siempre y cuando sean menores de edad
y no hayan contraído matrimonio, o estén bajo su repre-
sentación legal.

Artículo 58. La Secretaría, podrá establecer mediante dis-
posiciones administrativas de carácter general que se publi-
carán en el Diario Oficial de la Federación, un sistema de
puntos para que los extranjeros puedan adquirir la residen-
cia permanente sin cumplir con los cuatro años de residen-
cia previa. Los extranjeros que ingresen a territorio nacio-
nal por la vía del sistema de puntos contarán con permiso
de trabajo y tendrán derecho a la preservación de la unidad
familiar por lo que podrán ingresar con o solicitar poste-
riormente el ingreso de las personas señaladas en el artícu-
lo 56 de esta ley.

La Secretaría a través del Sistema de Puntos, permitirá a los
extranjeros adquirir la residencia permanente en el país. Di-
cho sistema deberá considerar como mínimo lo siguiente: I.
Los criterios para el ingreso por la vía del sistema de pun-
tos, tomando en cuenta lo establecido en el artículo 18,
fracción II de esta ley para el establecimiento de cuotas pa-
ra el ingreso de extranjeros al territorio nacional; II. Las ca-
pacidades del solicitante tomando en cuenta entre otros as-
pectos el nivel educativo; la experiencia laboral; las
aptitudes en áreas relacionadas con el desarrollo de la cien-
cia y la tecnología; los reconocimientos internacionales, así
como las aptitudes para desarrollar actividades que requie-
ra el país, y III. El procedimiento para solicitar el ingreso
por dicha vía.

Artículo 59. Los extranjeros tienen derecho a que las auto-
ridades migratorias les expidan la documentación que acre-
dite su situación migratoria regular una vez cubiertos los
requisitos establecidos en esta ley y su Reglamento. Cuan-
do la documentación que expidan las autoridades migrato-
rias no contenga fotografía, el extranjero deberá exhibir
adicionalmente su pasaporte o documento de identidad y
viaje vigente.

Artículo 60. Los residentes temporales y permanentes, con
excepción de aquellos que soliciten asilo político, recono-
cimiento de la condición de refugiado o que sean identifi-
cados como apátridas, tendrán un plazo de treinta días na-
turales contados a partir de su ingreso a territorio nacional,
para gestionar ante el Instituto la tarjeta de residencia co-
rrespondiente, misma que permanecerá vigente por el tiem-
po que se haya autorizado la estancia. Con esta tarjeta acre-
ditarán su situación migratoria regular en territorio nacional
mientras esté vigente.

Los solicitantes de asilo político, reconocimiento de la con-
dición de refugiado, que sean identificados como apátridas
o que se les otorgue protección complementaria, obtendrán
su tarjeta de residencia permanente a la conclusión del pro-
cedimiento correspondiente.

Obtenida la tarjeta de residencia, los residentes temporales
y permanentes tendrán derecho a obtener de la Secretaría la
Clave Única de Registro de Población.

Los requisitos y procedimientos para obtener la tarjeta de
residencia correspondiente serán establecidos en el Regla-
mento.

Artículo 61. Los extranjeros independientemente de su
condición de estancia, por sí o mediante apoderado, podrán,
sin que para ello requieran permiso del Instituto, adquirir
valores de renta fija o variable y realizar depósitos banca-
rios, así como adquirir bienes inmuebles urbanos y dere-
chos reales sobre los mismos, con las restricciones señala-
das en el artículo 27 de la Constitución y demás
disposiciones aplicables.

Artículo 62. Ningún extranjero podrá tener dos condicio-
nes de estancia simultáneamente.

Artículo 63. Los extranjeros a quienes se autorice la con-
dición de estancia de residentes temporales podrán solicitar
al Instituto que autorice el cambio de su condición de es-
tancia, previo cumplimiento de los requisitos establecidos
en el Reglamento.

Artículo 64. El Registro Nacional de Extranjeros, se inte-
gra por la información relativa a todos aquellos extranjeros
que adquieren la condición de estancia de residente tempo-
ral o de residente permanente.

Los extranjeros tendrán la obligación de comunicar al Ins-
tituto de cualquier cambio de estado civil, cambio de na-
cionalidad por una diversa a la cual ingreso, domicilio o lu-
gar de trabajo dentro de los noventa días posteriores a que
ocurra dicho cambio.

Artículo 65. El Instituto deberá cancelar la condición de re-
sidente temporal o permanente, por las siguientes causas:

I. Manifestación del extranjero de que su salida es defi-
nitiva;
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II. Autorización al extranjero de otra condición de es-
tancia;

III. Proporcionar información falsa o exhibir ante el Ins-
tituto documentación oficial apócrifa o legítima pero
que haya sido obtenida de manera fraudulenta;

IV. Perder el extranjero su condición de estancia por las
demás causas establecidas en esta ley;

V. Perder el extranjero el reconocimiento de su condi-
ción de refugiado o protección complementaria, de con-
formidad con las disposiciones jurídicas que resulten
aplicables; y

VI. Estar sujeto a proceso penal o haber sido condenado
por delito grave conforme a las leyes nacionales en ma-
teria penal o las disposiciones contenidas en los tratados
y convenios internacionales de los cuales sea parte el Es-
tado mexicano o que por sus antecedentes en el país o en
el extranjero pudieran comprometer la seguridad nacio-
nal o la seguridad pública.

Artículo 66. Los extranjeros deberán acreditar su situación
migratoria regular en el país, en los actos jurídicos en los
que se requiera de la intervención de los notarios públicos,
los que sustituyan a éstos o hagan sus veces, en lo relativo
a cuestiones inmobiliarias, y los corredores de comercio.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 de la
Constitución, la Ley de Inversión Extranjera y demás leyes
y disposiciones aplicables, los extranjeros deberán formu-
lar las renuncias correspondientes.

Título Quinto
De la Protección a los Migrantes 

que transitan por el Territorio Nacional

Capítulo Único
Disposiciones Generales

Artículo 67. La situación migratoria de un migrante no im-
pedirá el ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos
en la Constitución, en los tratados y convenios internacio-
nales de los cuales sea parte el Estado mexicano, así como
en la presente ley.

El Estado mexicano garantizará el derecho a la seguridad
personal de los migrantes, con independencia de su situa-
ción migratoria.

Artículo 68. Todos los migrantes en situación migratoria
irregular tienen derecho a ser tratados sin discriminación
alguna y con el debido respeto a sus derechos humanos.

Artículo 69. El aseguramiento de los migrantes en situa-
ción migratoria irregular sólo puede realizarse por las auto-
ridades competentes y en los casos previstos en esta ley.

Durante el procedimiento administrativo migratorio que in-
cluye el aseguramiento, el alojamiento en las estaciones
migratorias, el retorno asistido y la deportación, los servi-
dores públicos del Instituto deberán de respetar los dere-
chos reconocidos a los migrantes en situación migratoria
irregular establecidos en el Título Séptimo de la presente
ley.

Artículo 70. Los migrantes que se encuentren en situación
migratoria irregular en el país tendrán derecho a que las au-
toridades migratorias, al momento de su aseguramiento, les
proporcionen información acerca de

I. Sus derechos y garantías de acuerdo con lo estableci-
do en la legislación aplicable y en los tratados y conve-
nios internacionales de los cuales sea parte el Estado
mexicano;

II. El motivo de su aseguramiento;

III. Los requisitos establecidos para su admisión, sus de-
rechos y obligaciones de acuerdo con lo establecido por
la legislación aplicable;

IV. La notificación inmediata de su aseguramiento por
parte de la autoridad migratoria, al consulado del país
del cual manifiesta ser nacional, excepto en el caso de
que el extranjero pudiera acceder al asilo político o al
reconocimiento de la condición de refugiado;

V. La posibilidad de regularizarse en términos de lo dis-
puesto en la fracción I del artículo 133 de esta ley; y

VI. La posibilidad de constituir depósito o fianza para
permanecer en libertad durante la sustanciación del pro-
cedimiento administrativo migratorio.

Artículo 71. Todo migrante tiene derecho a ser asistido o
representado legalmente por la persona que designe duran-
te el procedimiento administrativo migratorio. El Instituto
podrá celebrar los convenios de colaboración que se re-
quieran y establecerá facilidades para que las organizacio-



nes de la sociedad civil ofrezcan servicios de asesoría y re-
presentación legal a los migrantes en situación migratoria
irregular a quienes se les haya iniciado un procedimiento
administrativo migratorio.

Durante el procedimiento administrativo migratorio los mi-
grantes tendrán derecho al debido proceso que consiste en
que el procedimiento sea sustanciado por autoridad compe-
tente; el derecho a ofrecer pruebas y alegar lo que a su de-
recho convenga, a tener acceso a las constancias del expe-
diente administrativo migratorio; a contar con un traductor
o intérprete para facilitar la comunicación, en caso de que
no hable o no entienda el español y a que las resoluciones
de la autoridad estén debidamente fundadas y motivadas.

Todo migrante asegurado tendrá derecho a ser puesto en li-
bertad mediante la constitución de depósito o fianza en ga-
rantía del debido cumplimiento de los deberes derivados
del procedimiento administrativo migratorio iniciado,
siempre y cuando no cuente con antecedentes de asegura-
miento por estancia irregular y no concurra alguna de las
circunstancias previstas en el artículo 44 de esta ley. El ins-
tituto fijará el monto y forma de constituir la garantía, mis-
mos que deberán ser asequibles al migrante asegurado.

Al concedérsele al migrante la libertad por constitución de
garantía, se le ordenará:

I. Presentarse ante la autoridad migratoria los días que se
fijen y cuantas veces sea citado;

II. Señalar el domicilio en que permanecerá y comuni-
car los cambios de este; y

III. No ausentarse del territorio determinado por el Ins-
tituto.

En caso de incumplimiento de estas obligaciones o cuando
concurra alguna circunstancia que a juicio del instituto
amerite la revocación de este beneficio, se procederá al re-
aseguramiento del extranjero. Además, de resultar proce-
dente, se hará efectiva la garantía. Estas resoluciones se ha-
rán constar por escrito fundado y motivado.

Artículo 72. La Secretaría creará grupos de protección a
migrantes que se encuentren en territorio nacional, los que
tendrán por objeto la protección y defensa de sus derechos,
con independencia de su nacionalidad o situación migrato-
ria. 

La Secretaría celebrará convenios de colaboración y con-
certación con las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, de las entidades federativas o mu-
nicipios, con las organizaciones de la sociedad civil o con
los particulares, con objeto de que participen en la instala-
ción y funcionamiento de los grupos de protección a mi-
grantes.

Artículo 73. La Secretaría celebrará convenios con las de-
pendencias y entidades del Gobierno Federal, de las entida-
des federativas y de los municipios para implementar ac-
ciones tendientes a coadyuvar con los actos humanitarios,
de asistencia o de protección a los migrantes que realizan
las organizaciones de la sociedad civil legalmente consti-
tuidas.

Artículo 74. La Secretaría deberá implantar acciones que
permitan brindar una atención adecuada a los migrantes
que por diferentes factores o la combinación de ellos, en-
frentan situaciones de vulnerabilidad como son las Niñas,
niños y adolescentes migrantes no acompañados, las muje-
res, las víctimas de delitos, las personas con discapacidad y
las adultas mayores.

Para tal efecto, la Secretaría podrá establecer convenios de
coordinación con dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, de las entidades federativas o mu-
nicipios y con las organizaciones de la sociedad civil espe-
cializadas en la atención de personas en situación de
vulnerabilidad.

Artículo 75. Cuando así convenga al interés superior de la
Niña, niño o adolescente migrante extranjero no acompa-
ñado, dicho menor de edad será documentado provisional-
mente como Visitante por Razones Humanitarias en térmi-
nos del artículo 53, fracción V, de esta ley, mientras la
Secretaría ofrece alternativas jurídicas o humanitarias tem-
porales o permanentes al retorno asistido.

En el Reglamento se establecerá el procedimiento que de-
berá seguirse para la determinación del interés superior de
la Niña, niño o adolescente migrante no acompañado.

Artículo 76. La Secretaría celebrará convenios de colabo-
ración con dependencias y entidades del Gobierno Federal,
de las entidades federativas y de los municipios para el
efecto de establecer acciones de coordinación en materia de
prevención, persecución, combate y atención a los migran-
tes que son víctimas del delito.
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Artículo 77. El Instituto no podrá realizar visitas de verifi-
cación migratoria en los lugares donde se encuentre mi-
grantes albergados por las organizaciones de la sociedad ci-
vil legalmente constituidas que realicen actos humanitarios,
de asistencia o de protección a los migrantes.

Título Sexto
Del Procedimiento Administrativo Migratorio

Capítulo I
Disposiciones Comunes en materia 

de Verificación y Regulación Migratoria

Artículo 78. El procedimiento administrativo migratorio se
regirá por las disposiciones contenidas en este Título, en el
Reglamento y en las disposiciones administrativas de ca-
rácter general que emita la Secretaría, y en forma supleto-
ria por la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.
Durante su sustanciación se respetarán plenamente los de-
rechos humanos de los migrantes.

Artículo 79. Los interesados podrán solicitar copia certifi-
cada de las promociones y documentos que hayan presen-
tado en el procedimiento administrativo migratorio y de las
resoluciones que recaigan a éstos, las que serán entregadas
en un plazo no mayor de quince días hábiles. 

Lo anterior sin perjuicio de lo previsto en la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental respecto de información reservada y confidencial. 

Artículo 80. El Instituto podrá allegarse de los medios de
prueba que considere necesarios para mejor proveer, sin
más limitaciones que las establecidas en esta ley. 

Artículo 81. Al ejercer sus facultades de control, verifica-
ción y revisión migratoria, el Instituto deberá consultar e
informar a las autoridades responsables de la Seguridad
Nacional, sobre el aseguramiento o identificación de suje-
tos de riesgo, de documentación falsa, de vínculos con el te-
rrorismo o la delincuencia organizada, o cualquier otra ac-
tividad que ponga en riesgo la Seguridad Nacional, y
deberá, adicionalmente, coadyuvar en las investigaciones
que dichas autoridades le requieran.

Capítulo II 
Del Control Migratorio

Artículo 82. Son acciones de control migratorio, la revi-
sión de documentación de personas que pretendan internar-

se o salir del país, así como la inspección de los medios de
transporte utilizados para tales fines. En dichas acciones, la
Policía Federal actuará en auxilio y coordinación con el
Instituto.

El Instituto podrá llevar a cabo sus funciones de control mi-
gratorio en lugares distintos a los destinados al tránsito in-
ternacional de personas por mar y aire, a solicitud expresa
debidamente fundada y motivada de la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes.

Artículo 83. El personal del Instituto tiene prioridad, con
excepción del servicio de sanidad, para inspeccionar la en-
trada o salida de personas en cualquier forma que lo hagan,
ya sea en medios de transportes nacionales o extranjeros,
marítimos, aéreos o terrestres, en los puertos, fronteras y
aeropuertos.

Artículo 84. Ningún pasajero o tripulante de transporte ma-
rítimo podrá desembarcar antes de que el Instituto efectúe
la inspección correspondiente.

Artículo 85. Ningún transporte aéreo o marítimo en tránsi-
to internacional podrá salir de aeropuertos o puertos, antes
de que se realice la inspección de salida por el Instituto y de
haberse recibido de éstas la autorización para su despacho.

Artículo 86. Quedan exceptuadas de la inspección, las ae-
ronaves oficiales de gobiernos extranjeros y las de organis-
mos internacionales que se internen en el país en comisión
oficial, así como los funcionarios de dichos gobiernos u or-
ganismos, sus familias y empleados, y aquellas personas
que se encuentren a bordo de dichas aeronaves y que, con-
forme a las leyes, tratados y convenios internacionales de
los cuales sea parte el Estado mexicano, gocen de inmuni-
dades.

De acuerdo con la costumbre internacional, a los funciona-
rios de gobiernos extranjeros y de organismos internacio-
nales en comisión oficial se les darán las facilidades nece-
sarias para internarse al país, cumpliendo con los requisitos
de control migratorio.

Artículo 87. El extranjero cuya internación sea rechazada
por el Instituto por no cumplir con los requisitos estableci-
dos en el artículo 38 de la presente ley, deberá abandonar el
país por cuenta de la empresa que lo transportó, sin perjui-
cio de las sanciones que correspondan de acuerdo con esta
ley.



El rechazo a que se refiere el párrafo anterior, es la deter-
minación adoptada por el Instituto en los filtros de revisión
migratoria ubicados en los lugares destinados al tránsito in-
ternacional de personas por tierra, mar y aire, por la que se
niega la internación legal de una persona a territorio nacio-
nal por no cumplir con los requisitos que establecen esta
ley, su Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplica-
bles.

En el caso de transporte marítimo, cuando se determine el
rechazo del extranjero, no se autorizará su desembarco.
Cuando exista imposibilidad material de salida de la em-
barcación de territorio nacional, el extranjero será asegura-
do y se procederá a su inmediata salida del país con cargo
a la empresa naviera.

Artículo 88. Cuando las autoridades migratorias adviertan
alguna irregularidad en la documentación que presente una
persona que se pretenda internar al territorio nacional, o no
satisfaga los requisitos exigidos en esta ley o tenga algún
impedimento legal, se procederá a efectuar una segunda re-
visión.

Artículo 89. En el caso de que el Instituto determine el re-
chazo del extranjero, se levantará constancia por escrito en
la que se funde y motive la causa de inadmisibilidad al
país de la persona de que se trate.

Artículo 90. Los lugares destinados al tránsito internacio-
nal de personas por tierra, mar y aire deberán contar con es-
pacios adecuados para la estancia temporal de éstas en tan-
to se autoriza su ingreso, o bien, se resuelve el rechazo a
que hubiere lugar, conforme a las disposiciones jurídicas
aplicables.

Artículo 91. No se permitirá la visita a ningún transporte
marítimo en tránsito internacional sin la autorización previa
de las autoridades sanitarias y del personal del Instituto.

Artículo 92. Las empresas de transporte responderán pecu-
niariamente de las violaciones que a la presente ley y su Re-
glamento cometan sus empleados, agentes o representantes,
sin perjuicio de la responsabilidad directa en que incurran
éstos.

Capítulo III
De la Verificación Migratoria

Artículo 93. El Instituto realizará visitas de verificación
para comprobar que los extranjeros que se encuentren en

territorio nacional cumplan con las obligaciones previstas
en esta ley y su Reglamento.

Los supuestos para que el Instituto lleve a cabo una visita
de verificación son los siguientes:

I. Confirmar la veracidad de los datos proporcionados
en trámites migratorios;

II. Con motivo de la recepción y desahogo de denuncias
relativas a la presunta comisión de los delitos descritos
en esta ley;

III. Cuando se advierta que ha expirado la vigencia de
estancia de extranjeros en el país; y

IV. Para la obtención de elementos necesarios para la
aplicación de esta ley, su Reglamento y demás disposi-
ciones jurídicas aplicables, siempre que funde y motive
su proceder.

Las visitas de verificación iniciadas con motivo de lo dis-
puesto en la fracción II de este artículo se harán solicitando
la colaboración de la Policía Federal.

La facultad para realizar visitas de verificación se ejercita-
rá de oficio por tratarse de cuestiones de orden público.

La orden por la que se disponga la verificación migratoria
deberá ser expedida por el Instituto y precisar el responsa-
ble de la diligencia y el personal asignado para la realiza-
ción de la misma, el lugar o zona que ha de verificarse, el
objeto de la verificación, el alcance que deba tener y las
disposiciones jurídicas aplicables que la fundamenten y la
motiven.

Artículo 94. El Instituto recibirá y atenderá las denuncias
formuladas por la probable comisión de los delitos descri-
tos en esta ley, las cuales podrán ser presentadas por cual-
quier medio.

El Instituto tendrá la obligación de informar al denunciante
sobre la atención brindada a su denuncia, excepto cuando
se trate de una denuncia anónima.

Artículo 95. Los extranjeros, cuando sean requeridos por el
Instituto deberán comprobar su situación migratoria regular
en el país, en los términos señalados en esta ley y su Re-
glamento.
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Artículo 96. Si con motivo de la visita de verificación se
detecta que algún extranjero no cuenta con documentos que
acrediten su situación migratoria regular en el país, se pon-
drá al extranjero a disposición del Instituto para que resuel-
va su situación migratoria, en los términos previstos en el
capítulo V del presente título.

Fuera de los casos a que se refiere el párrafo anterior, el ac-
ta que al efecto se levante deberá contener los datos nece-
sarios para que se proceda a citar al extranjero para conti-
nuar el procedimiento de que se trate.

Artículo 97. Las autoridades que por ley tengan a su man-
do la fuerza pública federal o local, concurrirán en la dis-
tribución de competencias dentro del marco de la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Pública y
colaborarán con el Instituto para el ejercicio de sus funcio-
nes, cuando éste así lo solicite, sin que ello implique que
puedan realizar de forma independiente funciones de con-
trol, verificación y revisión migratoria.

Capítulo IV
De la Revisión Migratoria

Artículo 98. Además de los lugares destinados al tránsito
internacional de personas establecidos, el Instituto podrá
llevar a cabo revisiones de carácter migratorio dentro del
territorio nacional a efecto de comprobar la situación mi-
gratoria de los extranjeros.

La orden por la que se disponga la revisión migratoria de-
berá ser expedida por el Instituto y precisar el responsable
de la diligencia y el personal asignado para la realización de
la misma; la duración de la revisión y la zona geográfica o
el lugar en el que se efectuará.

Artículo 99. Si con motivo de la revisión migratoria se de-
tecta que algún extranjero no cuenta con documentos que
acrediten su situación migratoria regular en el país, se pro-
cederá en los términos del artículo 101 de esta ley.

Capítulo V
Del Aseguramiento de Extranjeros

Artículo 100. Es de orden público el aseguramiento de los
extranjeros en estaciones migratorias o en lugares habilita-
dos para ello, en tanto se determina su situación migratoria
en territorio nacional.

El aseguramiento de extranjeros es la medida dictada por el
Instituto, mediante la cual se acuerda el alojamiento tem-
poral de un extranjero, cuando incurra en los supuestos pre-
vistos en el artículo 145 de la presente ley, con el propósi-
to de resolver su situación migratoria en territorio nacional.

Artículo 101. Cuando un extranjero sea puesto a disposi-
ción del Instituto, derivado de diligencias de verificación o
revisión migratoria, y se actualice alguno de los supuestos
previstos en el artículo 145 de la presente ley, se emitirá el
acuerdo de aseguramiento correspondiente dentro de las
veinticuatro horas siguientes a la puesta a disposición.

Artículo 102. Una vez emitido el acuerdo de aseguramien-
to, y hasta que no se dicte resolución respecto de la situa-
ción migratoria del extranjero, en los casos y de conformi-
dad con los requisitos que se señalen en el Reglamento, el
extranjero podrá ser entregado en custodia a la representa-
ción diplomática del país del que sea nacional, o bien a per-
sona moral o institución de reconocida solvencia cuyo ob-
jeto este vinculado con la protección a los derechos
humanos, con la obligación del extranjero de permanecer
en un domicilio ubicado en la circunscripción territorial en
donde se encuentre la estación migratoria con el objeto de
dar debido seguimiento al procedimiento administrativo
migratorio.

Artículo 103. No podrá ser entregado en custodia un ex-
tranjero en tanto la persona que la solicite otorgue la garan-
tía que fije el Instituto en términos del Reglamento. El ex-
tranjero estará obligado a comparecer ante el Instituto las
veces que así se le requiera y firmar el libro de control de
extranjeros.

La persona que obtenga la custodia de un extranjero y per-
mita que éste se sustraiga del control migratorio, se le hará
efectiva la garantía otorgada y además se hará acreedora a
las sanciones a que hubiere lugar.

Artículo 104. Las autoridades judiciales deberán dar a co-
nocer al Instituto la filiación del extranjero que se encuen-
tre sujeto a providencias precautorias o medidas cautelares,
o bien, que cuente con una orden de presentación, orden de
aprehensión o auto de vinculación a proceso, en el momen-
to en que se dicten, informando del delito del que sean pre-
suntos responsables.

En el caso del auto de vinculación a proceso y la sentencia
firme condenatoria o absolutoria, deberán notificarlo al Ins-

Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados62



tituto, dentro de las veinticuatro horas siguientes a que ésta
se dicte.

Artículo 105. Una vez que se haya cumplimentado la sen-
tencia a que se refiere el artículo anterior, la autoridad judi-
cial o administrativa competente de inmediato pondrá al
extranjero con el certificado médico que haga constar su es-
tado físico, a disposición del Instituto para que se resuelva
su situación migratoria, en los términos previstos en el ca-
pítulo V del presente título.

Artículo 106. En los traslados de extranjeros asegurados o
en proceso de retorno voluntario, el Instituto podrá solicitar
el apoyo de la Policía Federal de conformidad con el artí-
culo 97 de esta ley y demás disposiciones jurídicas aplica-
bles.

La Policía Federal deberá prestar al Instituto el apoyo de
manera continua, desde el punto de salida hasta el arribo al
punto de destino final, para asegurarse que los extranjeros
queden bajo el debido resguardo. 

Capítulo VI
De los Derechos de los Alojados 
en las Estaciones Migratorias

Artículo 107. Para el aseguramiento de migrantes, el Insti-
tuto establecerá estaciones migratorias o habilitará estan-
cias provisionales en los lugares de la República que esti-
me convenientes.

No se alojará a un número de migrantes que supere la ca-
pacidad física de la estación migratoria asignada. En nin-
gún caso se podrán habilitar como estaciones migratorias
los centros de encarcelamiento, de reclusión preventiva o
de ejecución de sentencias, o cualquier otro inmueble que
no cumple con las características, ni presta los servicios
descritos en el artículo siguiente.

Artículo 108. Las estaciones migratorias, deberán cumplir
al menos los siguientes requisitos:

I. Prestar servicios de asistencia médica, psicológica y
jurídica;

II. Atender los requerimientos alimentarios del extranje-
ro asegurado, ofreciéndole tres alimentos al día. El Ins-
tituto deberá supervisar que la calidad de los alimentos
sea adecuada. Las personas con necesidades especiales

de nutrición como menores de edad, personas de la ter-
cera edad y mujeres embarazadas o lactando, recibirán
una dieta adecuada, con el fin de que su salud no se vea
afectada en tanto se define su situación migratoria.

Asimismo, cuando así lo requiera el tratamiento médico
que se haya prescrito al alojado, se autorizarán dietas es-
peciales de alimentación. De igual manera se procederá
con las personas que por cuestiones religiosas así lo so-
liciten;

III. Mantener en lugares separados y con medidas que
aseguran la integridad física del extranjero, a hombres y
mujeres, manteniendo a los niños preferentemente junto
con su madre, padre o acompañante, excepto en los ca-
sos en que así convenga al interés superior del menor de
edad;

IV. Promover el derecho a la preservación de la unidad
familiar;

V. Garantizar el respeto de los derechos humanos del ex-
tranjero asegurado;

VI. Mantener instalaciones adecuadas que eviten el ha-
cinamiento;

VII. Contar con espacios de recreación deportiva y cul-
tural;

VIII. Permitir el acceso de representantes legales, o per-
sona de su confianza y la asistencia consular;

IX. Permitir la visita de las personas que cumplan con
los requisitos establecidos en las disposiciones jurídicas
aplicables. En caso de negativa de acceso, ésta deberá
entregarse por escrito debidamente fundado y motivado;
y

X. Las demás que establece el Reglamento.

El Instituto facilitará la verificación de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos del cumplimiento de los re-
quisitos señalados en este artículo, y el acceso de organiza-
ciones de la sociedad civil, conforme a lo dispuesto en las
disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 109. A fin de lograr una convivencia armónica y
preservar la seguridad de los extranjeros alojados en las es-
taciones migratorias, el orden y la disciplina se mantendrán
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con apego a las disposiciones administrativas que emita la
Secretaría y respetando en todo momento sus derechos hu-
manos.

Artículo 110. Todo asegurado, en su caso, tendrá los si-
guientes derechos desde su ingreso a la estación migratoria:

I. Conocer la ubicación de la estación migratoria en la
que se encuentra alojado, de las reglas aplicables y los
servicios a los que tendrá acceso;

II. Ser informado del motivo de su ingreso a la estación
migratoria; del procedimiento migratorio; de su derecho
a solicitar el reconocimiento de la condición de refugia-
do; del derecho a regularizar su estancia en términos de
los artículos 133, 134 y 135 de la presente ley, en su ca-
so, de la posibilidad de solicitar voluntariamente el re-
torno asistido a su país de origen; así como del derecho
de interponer un recurso efectivo contra las resoluciones
del Instituto;

III. Recibir protección de su representación consular y
comunicarse con ella. En caso de que el extranjero de-
see recibir la protección de su representación consular,
se le facilitarán los medios para comunicarse con ésta lo
antes posible;

IV. Recibir por escrito sus derechos y obligaciones, así
como las instancias donde puede presentar sus denun-
cias y quejas;

V. Que el procedimiento sea sustanciado por autoridad
competente y el derecho a recibir asesoría legal, ofrecer
pruebas y alegar lo que a su derecho convenga, así como
tener acceso a las constancias del expediente adminis-
trativo migratorio;

VI. Contar con un traductor o intérprete para facilitar la
comunicación, en caso de que no hable o no entienda el
español;

VII. Acceder a comunicación telefónica;

VIII. A recibir durante su estancia un espacio digno, ali-
mentos, enseres básicos para su aseo personal y atención
médica en caso de ser necesario;

IX. Ser visitado por sus familiares y por su representan-
te legal;

X. Participar en actividades recreativas, educativas y
culturales que se organicen dentro de las instalaciones;

XI. No ser discriminado por las autoridades a causa de
su origen étnico o nacional, sexo, género, edad, discapa-
cidad, condición social o económica, estado de salud,
embarazo, lengua, religión, opiniones, preferencias se-
xuales, estado civil o cualquier otra circunstancia que
tenga por objeto impedir o anular el reconocimiento o el
ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportuni-
dades de las personas;

XII. Recibir un trato digno y humano durante toda su es-
tancia en la Estación Migratoria;

XIII. Que las Estaciones Migratorias cuenten con áreas
de estancia separadas para mujeres y hombres, garanti-
zando en todo momento el derecho a la preservación de
la unidad familiar, excepto en los casos en los que la se-
paración sea considerada en razón del interés superior de
la Niña, niño o adolescente;

XIV. Que las Estaciones Migratorias cuenten con áreas
separadas para Niñas, niños y adolescentes migrantes no
acompañados para su alojamiento en tanto son canaliza-
dos a instituciones en donde se les brinde una atención
adecuada; y

XV. Las demás que se establezcan en disposiciones de
carácter general que expida la Secretaría.

Artículo 111. El personal de seguridad, vigilancia y custo-
dia que realice sus funciones en los dormitorios de mujeres,
será exclusivamente del sexo femenino.

Artículo 112. El Instituto resolverá la situación legal de los
extranjeros asegurados en un plazo no mayor de 15 días há-
biles, contados a partir de su aseguramiento.

El alojamiento en las estaciones migratorias únicamente
podrá exceder de los 15 días hábiles a que se refiere el pá-
rrafo anterior cuando se actualicen cualquiera de los si-
guientes supuestos:

I. Que no exista información fehaciente sobre su identi-
dad y/o nacionalidad, o exista dificultad para la obten-
ción de los documentos de identidad y viaje;
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II. Que los consulados o secciones consulares del país
de origen o residencia requieran mayor tiempo para la
expedición de los documentos de identidad y viaje;

III. Que exista impedimento para su tránsito por terce-
ros países u obstáculo para establecer el itinerario de
viaje al destino final;

IV. Que exista enfermedad o discapacidad física o men-
tal médicamente acreditada que imposibilite viajar al
asegurado;

V. Que se haya interpuesto un recurso administrativo o
judicial en que se reclamen cuestiones inherentes a su si-
tuación migratoria en territorio nacional; o se haya in-
terpuesto un juicio de amparo y exista una prohibición
expresa de la autoridad competente para que el extranje-
ro pueda ser trasladado o para que pueda abandonar el
país; y

En los supuestos de las fracciones I, II, III y IV de este ar-
tículo el alojamiento de los extranjeros en las estaciones
migratorias no podrá exceder de 60 días hábiles.

Transcurrido dicho plazo, el Instituto les otorgará la condi-
ción de estancia de visitante con permiso para recibir una
remuneración en el país, mientras subsista el supuesto por
el que se les otorgó dicha condición de estancia. Agotado el
mismo, el Instituto deberá determinar la situación migrato-
ria del extranjero.

Capítulo VII
Del Procedimiento en la Atención de Personas 

en Situación de Vulnerabilidad

Artículo 113. Cuando alguna Niña, niño o adolescente mi-
grante no acompañado, sea puesto a disposición del Institu-
to quedará bajo su custodia y se deberá garantizar el respe-
to a sus derechos humanos, sujetándose particularmente a
lo siguiente:

I. El Instituto procederá a canalizar de manera inmedia-
ta a la Niña, niño o adolescente migrante no acompaña-
do al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia, a los Sistemas Estatales DIF y del Distrito Fe-
deral, con objeto de privilegiar su estancia en lugares
donde se les proporcione la atención adecuada, mientras
se resuelve su situación migratoria.

Cuando por alguna circunstancia excepcional las Niñas,
niños y adolescentes migrantes extranjeros no acompa-
ñados lleguen a ser alojados en una estación migratoria,
en tanto se les traslada a las instalaciones del Sistema
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, a los
Sistemas Estatales DIF y del Distrito Federal, deberá
asignárseles en dicha estación un espacio específico pa-
ra su estadía distinto al del alojamiento de los adultos.
La autoridad deberá respetar en todo momento los dere-
chos de los niños, niñas y adolescentes migrantes no
acompañados previstos en el presente ordenamiento y la
legislación aplicable;

II. Se le informará a la niña, niño y adolescente del mo-
tivo de su aseguramiento, de sus derechos dentro del
procedimiento migratorio, de los servicios a que tiene
acceso y se le pondrá en contacto con el consulado de su
país, salvo que a juicio del Instituto o a solicitud del me-
nor de edad pudiera acceder al asilo político o al reco-
nocimiento de la condición de refugiado, en cuyo caso
no se entablará contacto con la representación consular;

III. Se notificará al consulado del país de nacionalidad o
residencia del menor de edad, la ubicación de las insta-
laciones del Sistema Nacional o Sistemas Estatales para
el Desarrollo Integral de la Familia o estación migrato-
ria a la cual se le canalizó y las condiciones en las que se
encuentre, salvo que a juicio del Instituto o a solicitud
del menor de edad pudiera acceder al asilo político o al
reconocimiento de la condición de refugiado, en cuyo
caso no se entablará contacto con la representación con-
sular;

IV. Personal del Instituto, especializado en la protección
de la infancia, capacitado en los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes, entrevistará al menor con el objeto
de conocer su identidad, su país de nacionalidad o resi-
dencia, su situación migratoria, el paradero de sus fami-
liares y sus necesidades particulares de atención médica
y psicológica;

Un representante de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos podrá estar presente en estas entrevistas,
sin perjuicio de las facultades que le corresponden al re-
presentante legal o persona de confianza del menor de
edad.

V. En coordinación con el consulado del país de nacio-
nalidad o residencia del Niña, niño o adolescente o de la
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institución de asistencia del menor del país de que se tra-
te se procederá a la búsqueda de sus familiares adultos,
salvo a juicio del Instituto o a solicitud del menor de
edad pudiera acceder al asilo político o al reconocimien-
to de la condición de refugiado, en cuyo caso no se en-
tablará contacto con la representación consular.

En el caso de que el menor de edad se ubique en los su-
puestos establecidos en los artículos 133, 134 y 135 de
esta ley, tendrá derecho a la regularización de su situa-
ción migratoria; y

VI. Una vez resuelta la situación migratoria del menor
de edad y en caso de resolverse la conveniencia de su re-
torno asistido se notificará de esta situación al consula-
do correspondiente, con tiempo suficiente para la recep-
ción del menor en su país de nacionalidad o residencia.

El retorno asistido de la niña, niño o adolescente migrante
a su país de nacionalidad o residencia se realizará aten-
diendo al interés superior de la niña, niño y adolescente y
su situación de vulnerabilidad, con pleno respeto a sus de-
rechos humanos y con la intervención de la autoridad com-
petente del país de nacionalidad o residencia.

Artículo 114. En el caso de que los extranjeros sean muje-
res embarazadas, adultos mayores, personas con discapaci-
dad, o bien, víctimas o testigos de delitos graves cometidos
en territorio nacional cuyo estado emocional no les permi-
ta tomar una decisión respecto a si desean retornar a su
país de origen o permanecer en territorio nacional, el Insti-
tuto tomará las medidas pertinentes a fin de que si así lo re-
quieren se privilegie su estancia en instituciones públicas o
privadas especializadas que puedan brindarles la atención
que requieren.

En el caso de que los extranjeros víctimas de delito tengan
situación migratoria regular en el país o hayan sido regula-
rizados por el Instituto en términos de lo dispuesto por la
presente ley, el Instituto podrá canalizarlos a las instancias
especializadas para su debida atención.

El procedimiento que deberá seguir el Instituto para la de-
tección, identificación y atención de extranjeros víctimas
del delito se regulará en el Reglamento.

Capítulo VIII
Del Retorno Asistido y la Deportación 

de Extranjeros que se encuentren irregularmente 
en Territorio Nacional

Artículo 115. Corresponde de manera exclusiva al titular
del Poder Ejecutivo Federal expulsar del territorio nacional
al extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente, con-
forme a lo dispuesto en el artículo 33 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 116. El Instituto contará con los mecanismos de
retorno asistido y deportación para hacer abandonar el te-
rritorio nacional a aquél extranjero que no observó las dis-
posiciones contenidas en esta ley y su Reglamento.

Artículo 117. La Secretaría en coordinación con la Secre-
taría de Relaciones Exteriores podrá suscribir instrumentos
internacionales con dependencias u órganos de otros países
y con organismos internacionales, en materia de retorno
asistido, seguro, digno, ordenado y humano de extranjeros
que se encuentren irregularmente en territorio nacional, de
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 118. El Reglamento establecerá los lineamientos
que deben contener los instrumentos interinstitucionales a
que se refiere el artículo anterior, así como las previsiones
necesarias para la regulación de este capítulo.

Artículo 119. Podrán solicitar el beneficio del retorno asis-
tido, sin perjuicio de lo que al efecto se establezca en los
instrumentos interinstitucionales, los extranjeros que se
ubiquen en los siguientes supuestos:

I. Se encuentren irregularmente en el territorio nacional,
a disposición del Instituto; y

II. No exista restricción legal emitida por autoridad com-
petente para que abandonen el país.

En el caso de que el extranjero decida no solicitar el bene-
ficio del retorno asistido, se procederá a su aseguramiento,
conforme a lo dispuesto en esta ley.

Artículo 120. El retorno asistido de mayores de dieciocho
años que se encuentren irregularmente en territorio nacio-
nal se llevará a cabo a petición expresa del extranjero y du-
rante el procedimiento se garantizará el pleno respeto de
sus derechos humanos. Previo al retorno asistido, el extran-
jero tendrá derecho a
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I. Ser informado de su derecho a recibir protección de su
representación consular y comunicarse con ella. En caso
de que el extranjero desee recibir la protección de su re-
presentación consular, se le facilitarán los medios para
comunicarse con ésta lo antes posible;

II. Recibir información acerca de la posibilidad de per-
manecer en el país de manera regular, así como del pro-
cedimiento de retorno asistido, incluyendo aquella rela-
tiva a los recursos jurídicos disponibles;

III. Avisar a sus familiares, representante legal o perso-
na de su confianza, ya sea en territorio nacional o fuera
de éste, para tal efecto, se le facilitarán los medios para
comunicarse con ésta lo antes posible;

IV. Contar con un traductor o intérprete para facilitar la
comunicación, para el caso de que no hable o no entien-
da el español;

V. Que el procedimiento sea sustanciado por autoridad
competente y el derecho a recibir asesoría legal, ofrecer
pruebas y alegar lo que a su derecho convenga, así como
tener acceso a las constancias del expediente adminis-
trativo migratorio;

VI. Que el Instituto se cerciore que el extranjero posee
la nacionalidad o residencia legal del país receptor;

VII. Ser trasladado juntos con sus efectos personales; y

VIII. Que en el caso de que el extranjero sea rechazado
por el país de destino, sea devuelto al territorio de los
Estados Unidos Mexicanos para que el Instituto defina
su situación migratoria.

Artículo 121. En el procedimiento de retorno asistido se
privilegiarán los principios de preservación de la unidad
familiar y de especial atención a personas en situación de
vulnerabilidad, procurando que los integrantes de la misma
familia viajen juntos.

En el caso de niñas, niños y adolescentes no acompañados,
mujeres embarazadas, víctimas o testigos de delitos come-
tidos en territorio nacional, personas con discapacidad y
adultos mayores, se aplicará el procedimiento de retorno
asistido con la intervención de los funcionarios consulares
o migratorios del país receptor. Asimismo, se deberán to-
mar en consideración:

I. El interés superior de estas personas para garantizar su
mayor protección; y

II. Su situación de vulnerabilidad para establecer la for-
ma y términos en que serán trasladados a su país de ori-
gen.

En el caso de niñas, niños y adolescentes migrantes no
acompañados y el de víctimas o testigos de delitos cometi-
dos en territorio nacional, no serán deportados y atendien-
do a su voluntad o al interés superior para garantizar su ma-
yor protección, podrán sujetarse al procedimiento de
retorno asistido o de regularización de su situación migra-
toria.

Artículo 122. El extranjero que es sujeto a un procedi-
miento administrativo migratorio de retorno asistido o de
deportación, permanecerá asegurado en la estación migra-
toria, observándose lo dispuesto en el artículo 112 de la
presente ley.

El retorno asistido y la deportación no podrán realizarse
más que al país de origen o residencial del extranjero, ex-
ceptuando el caso de quiénes hayan solicitado el asilo polí-
tico o el reconocimiento de la condición de refugiado, en
cuyo caso se observará el principio de no devolución.

Artículo 123. En el procedimiento de deportación, los ex-
tranjeros tendrán derecho a

I. Ser notificados del inicio del procedimiento adminis-
trativo migratorio;

II. Recibir protección de su representación consular y
comunicarse con ésta, excepto en el caso de que hayan
solicitado el asilo político o el reconocimiento de la con-
dición de refugiado. En caso de que el extranjero desee
recibir la protección de su representación consular, se le
facilitarán los medios para comunicarse con ésta lo an-
tes posible;

III. Avisar a sus familiares o persona de confianza, ya
sea en territorio nacional o fuera de éste, para tal efecto
se le facilitarán los medios para comunicarse con ésta lo
antes posible;

IV. Recibir información acerca del procedimiento de de-
portación, así como del derecho de interponer un recur-
so efectivo contra las resoluciones del Instituto;
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V. Contar con un traductor o intérprete para facilitar la
comunicación, para el caso de que no hable o no entien-
da el español; y

VI. Recibir asesoría legal.

Artículo 124. En todo caso, el Instituto proporcionará los
medios de transporte necesarios para el traslado de los ex-
tranjeros al país de destino. Asimismo, deberá preverse de
ser el caso, el suministro de agua potable y los alimentos
necesarios durante el trayecto, conforme a las disposiciones
jurídicas aplicables.

En los mecanismos contenidos en este capítulo, los extran-
jeros deberán estar acompañados por las autoridades mi-
gratorias mexicanas, las cuales deberán en todo momento
respetar los derechos humanos de los extranjeros.

Artículo 125. Los extranjeros que con motivo del procedi-
miento administrativo migratorio de retorno asistido regre-
sen a su país de origen o de residencia, serán puestos a dis-
posición de la autoridad competente en el país receptor, en
la forma y términos pactados en los instrumentos interins-
titucionales celebrados con los países de origen.

Artículo 126. Sólo por caso fortuito o fuerza mayor podrá
suspenderse temporalmente el traslado de extranjeros que
soliciten el retorno asistido, reanudándose una vez que sea
superada la causa que originó la suspensión.

Capítulo IX
Del Procedimiento Administrativo Migratorio 

en materia de Regulación Migratoria

Artículo 127. Las solicitudes de trámite migratorio debe-
rán contener los datos y requisitos que se precisen en la
Ley, el Reglamento y en otras disposiciones administrativas
de carácter general.

Artículo 128. La solicitud de visa deberá presentarla per-
sonalmente el extranjero interesado en las oficinas consula-
res, con excepción de los casos de derecho a la preserva-
ción de la unidad familiar, oferta de empleo o razones
humanitarias, que podrán tramitar en territorio nacional, en
los términos establecidos en el artículo 42 de esta ley.

Artículo 129. La autoridad migratoria deberá dictar resolu-
ción en los trámites migratorios en un plazo no mayor a
veinte días hábiles contados a partir de la fecha en que el
solicitante cumpla con todos los requisitos formales exigi-

dos por esta ley, su Reglamento y demás disposiciones ad-
ministrativas aplicables. Transcurrido dicho plazo sin que
la resolución se dicte, se entenderá que es en sentido nega-
tivo.

Si el particular lo requiere, la autoridad emitirá constancia
de tal hecho, dentro de los dos días hábiles siguientes a la
presentación de la solicitud de expedición de la referida
constancia.

Artículo 130. Las solicitudes de expedición de visa pre-
sentadas en las oficinas consulares deberán resolverse en
un plazo de diez días hábiles.

Artículo 131. Si el interesado no cumple con los requisitos
aplicables al trámite migratorio que solicita, la autoridad
migratoria lo prevendrá conforme a lo dispuesto en la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo y le otorgará un
plazo de diez días hábiles a partir de que se le notifique di-
cha prevención para que subsane los requisitos omitidos.
En caso de que no se subsanen los requisitos, se desechará
el trámite.

Artículo 132. Los informes u opiniones necesarios para la
resolución de algún trámite migratorio que se soliciten a
otras autoridades deberán emitirse en un plazo no mayor a
diez días naturales. En caso de no recibirse el informe u
opinión en dicho plazo, el Instituto entenderá que no existe
objeción a las pretensiones del interesado.

Artículo 133. Los extranjeros tendrán derecho a solicitar la
regularización de su situación migratoria, cuando se en-
cuentren en alguno de los siguientes supuestos:

I. Que carezcan de la documentación necesaria para
acreditar su situación migratoria regular;

II. Que la documentación con la que acrediten su situa-
ción migratoria se encuentre vencida; o

III. Que hayan dejado de satisfacer los requisitos en vir-
tud de los cuales se les otorgó una determinada condi-
ción de estancia.

Artículo 134. El Instituto podrá regularizar la situación mi-
gratoria de los extranjeros que se ubiquen en territorio na-
cional y manifiesten su interés de residir de forma temporal
o permanente en territorio nacional, siempre y cuando cum-
plan con los requisitos de esta ley, su Reglamento y demás
disposiciones jurídicas aplicables. La regularización se po-
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drá otorgar concediendo al extranjero la condición de es-
tancia que corresponda conforme a esta ley.

Con independencia de lo anterior, tienen derecho a la regu-
larización de su situación migratoria los extranjeros que se
ubiquen en territorio nacional y se encuentren en alguno de
los siguientes supuestos:

I. Acredite ser cónyuge, concubina o concubinario de
persona mexicana o de persona extranjera con condición
de estancia de residente;

II. Acredite ser padre, madre o hijo, o tener la represen-
tación legal o custodia de persona mexicana o extranje-
ra con condición de estancia de residente;

III. Que el extranjero sea identificado por el Instituto o
por autoridad competente, como víctima o testigo de al-
gún delito grave cometido en territorio nacional;

IV. Que se trate de personas cuyo grado de vulnerabili-
dad dificulte o haga imposible su deportación o retorno
asistido; y

V. Cuando se trate de menores de edad que se encuen-
tren sujetos al procedimiento de sustracción y restitución
internacional de menores.

Artículo 135. Los extranjeros también podrán solicitar la
regularización de su situación migratoria, salvo lo dispues-
to en el artículo 44 de esta ley, cuando:

I. Habiendo obtenido legalmente autorización para in-
ternarse al país, hayan excedido el período de estancia
inicialmente otorgado, siempre y cuando presenten su
solicitud dentro de los sesenta días naturales siguientes
al vencimiento del período de estancia autorizado; o

II. Realicen actividades distintas a las que les permita su
condición de estancia, con excepción de lo dispuesto en
la fracción VII del artículo 145 de esta ley.

Para el efecto anterior, deberán cumplir los requisitos que
establecen esta ley, su Reglamento y demás disposiciones
jurídicas aplicables.

Artículo 136. Para realizar el trámite de regularización de
la situación migratoria, el extranjero deberá cumplir con lo
siguiente:

I. Presentar ante el Instituto un escrito por el que solici-
te la regularización de su situación migratoria, especifi-
cando la irregularidad en la que incurrió;

II. Presentar documento oficial que acredite su identi-
dad;

III. Para el caso de que tengan vínculo con mexicano o
persona extranjera con legal residencia en territorio na-
cional, deberán exhibir los documentos que así lo acre-
diten;

IV. Para el supuesto de que se hayan excedido el perío-
do de estancia inicialmente otorgado, deberán presentar
el documento migratorio vencido;

V. Acreditar el pago de la multa determinada en esta ley;
y

VI. Los previstos en esta ley y su Reglamento para la
condición de estancia que desea adquirir.

Artículo 137. El Instituto no podrá asegurar al extranjero
que acuda ante el mismo a solicitar la regularización de su
situación migratoria.

Para el caso de que el extranjero se encuentre en un esta-
ción migratoria y se ubique en los supuestos previstos en
los artículos 134 y 135 de esta ley, se les extenderá dentro
de las veinticuatro horas siguientes, contadas a partir de que
el extranjero acredite que cumple con los requisitos esta-
blecidos en esta ley y su Reglamento, el oficio de salida de
la estación para el efecto de que acudan a las oficinas del
Instituto a regularizar su situación migratoria, salvo lo pre-
visto en el artículo 114 en el que se deberá respetar el pe-
riodo de reflexión a las víctimas o testigos de delito.

El Instituto contará con un término de treinta días naturales,
contados a partir del ingreso del trámite correspondiente,
para resolver sobre la solicitud de regularización de la si-
tuación migratoria.

Artículo 138. El Instituto podrá expedir permisos de salida
y regreso por un periodo determinado a los extranjeros que
tengan un trámite pendiente de resolución que no haya cau-
sado estado.

El Instituto expedirá una orden de salida del país a los ex-
tranjeros, cuando:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 201069



I. Se desistan de su trámite migratorio;

II. El trámite migratorio le sea negado; y

III. Así lo solicite el extranjero.

En estos casos, el extranjero deberá abandonar el territorio
nacional en el plazo concedido por el Instituto y podrá rein-
gresar de forma inmediata, previo cumplimiento de los re-
quisitos que establece esta ley.

Título Séptimo
De las Sanciones

Capítulo I
Disposiciones Generales Relativas a las Sanciones

Artículo 139. El Instituto impondrá las sanciones a que se
refiere esta ley, dentro de los límites señalados para cada in-
fracción, con base en la gravedad de la misma y el grado de
responsabilidad del infractor, tomando en cuenta:

I. Las circunstancias socioeconómicas del infractor;

II. Las condiciones exteriores, los antecedentes del in-
fractor y los medios de ejecución;

III. La reincidencia en el incumplimiento de obligacio-
nes;

IV. El monto del beneficio, lucro o daño o perjuicio de-
rivado del incumplimiento de obligaciones; y

V. El nivel jerárquico del infractor y su antigüedad en el
servicio, tratándose de autoridades distintas al Instituto.

Artículo 140. Los ingresos que la Federación obtenga efec-
tivamente de multas por infracción a esta ley, se destinarán
al Instituto para mejorar los servicios que en materia mi-
gratoria proporciona.

Capítulo II 
De las Causas para sancionar

a los Servidores Públicos del Instituto

Artículo 141. Los servidores públicos del Instituto serán
sancionados por las siguientes conductas:

I. Sin estar autorizados, den a conocer cualquier infor-
mación de carácter confidencial o reservado;

II. Dolosamente o por negligencia retrasen el trámite
normal de los asuntos migratorios;

III. Por sí o por intermediarios intervengan de cualquier
forma en la gestión de los asuntos a que se refiere esta
ley o su Reglamento o patrocinen o aconsejen la mane-
ra de evadir las disposiciones o trámites migratorios a
los interesados o a sus representantes;

IV. Dolosamente hagan uso indebido o proporcionen a
terceras personas documentación migratoria;

V. Faciliten a los extranjeros sujetos al control migrato-
rio los medios para evadir el cumplimiento de esta ley y
su Reglamento;

VI. Por violación a los derechos humanos de los mi-
grantes, acreditada ante la autoridad competente; y

VII. Las demás que establezcan otras disposiciones jurí-
dicas aplicables.

Se considerará infracción grave y se sancionará con la des-
titución, la actualización de las conductas previstas en las
fracciones IV y VI del presente artículo, sin perjuicio de lo
previsto en otras disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 142. Las sanciones a los servidores públicos del
Instituto, serán aplicadas en los términos de la Ley Federal
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos.

Artículo 143. Se impondrá multa de cien a mil días de sa-
lario mínimo general vigente en el Distrito Federal, al que
sin permiso del Instituto autorice u ordene el despacho de
un transporte que haya de salir del territorio nacional.

Capítulo III
De las Sanciones a las Personas Físicas y Morales

Artículo 144. La aplicación de las sanciones a las personas
físicas y morales se regirá por las disposiciones contenidas
en este capítulo y en forma supletoria por la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo. En su sustanciación se res-
petarán plenamente los derechos humanos de los migran-
tes.

Son de orden público para todos los efectos legales, la ex-
pulsión de los extranjeros y las medidas que dicte la Secre-
taría conforme a la presente ley.
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La expulsión es la medida dictada por el Instituto mediante
la cual se ordena la salida del territorio nacional de un ex-
tranjero y se determina el período durante el cual no podrá
reingresar al mismo, cuando incurra en los supuestos pre-
vistos en el artículo 145 de esta ley.

Artículo 145. Será expulsado del territorio nacional el ex-
tranjero asegurado que

I. Se haya internado al país sin la documentación reque-
rida o por un lugar no autorizado para el tránsito inter-
nacional de personas;

II. Habiendo sido expulsado se interne nuevamente al
territorio nacional sin haber obtenido el Acuerdo de re-
admisión, aún y cuando haya obtenido una condición de
estancia;

III. Se ostente como mexicano ante el Instituto sin ser-
lo;

IV. Estar sujeto a proceso penal o haber sido condenado
por delito grave conforme a las leyes nacionales en ma-
teria penal o las disposiciones contenidas en los tratados
y convenios internacionales de los cuales sea parte el Es-
tado mexicano, o que por sus antecedentes en México o
en el extranjero pudiera comprometer la seguridad na-
cional o la seguridad pública;

V. Proporcione información falsa o exhiba, ante el Insti-
tuto documentación oficial apócrifa, alterada o legítima
pero que haya sido obtenida de manera fraudulenta;

VI. Haya incumplido con una orden de salida de territo-
rio nacional expedida por el Instituto; y

VII. Se encuentre realizando actividades remuneradas
sin tener permiso para ello.

En todos estos casos, el Instituto determinará el período du-
rante el cual el extranjero expulsado no deberá reingresar al
país, conforme a lo establecido en el Reglamento. Durante
dicho periodo, sólo podrá ser readmitido por acuerdo ex-
preso de la Secretaría.

En el supuesto de que el extranjero por sus antecedentes en
los Estados Unidos Mexicanos o en el extranjero pudiera
comprometer la soberanía nacional, la seguridad nacional o
la seguridad pública, la expulsión será definitiva.

Artículo 146. A los extranjeros que soliciten la regulariza-
ción de su situación migratoria en los términos previstos en
las fracciones I y II del artículo 134 de esta ley, se les im-
pondrá una multa de veinte a cuarenta días de salario míni-
mo general vigente en el Distrito Federal.

Los extranjeros que se encuentren en los supuestos de las
fracciones III, IV y V del artículo 134 de esta ley no serán
acreedores a ninguna multa.

Artículo 147. A los extranjeros que se les autorice la regu-
larización de su situación migratoria en los términos pre-
vistos en el artículo 135 de esta ley, se les impondrá una
multa de cien a quinientos días de salario mínimo general
vigente en el Distrito Federal.

Artículo 148. Salvo que se trate de autoridad competente a
quien, sin autorización de su titular retenga la documenta-
ción que acredite la identidad o la situación migratoria de
un extranjero en el país, se impondrá multa de un mil a diez
mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal.

Artículo 149. El servidor público que, sin mediar causa
justificada o de fuerza mayor, niegue a los migrantes la
prestación de los servicios o el ejercicio de los derechos
previstos en esta ley, así como los que soliciten requisitos
adicionales a los previstos en las disposiciones legales y re-
glamentarias aplicables, se harán acreedores a una multa de
veinte a mil días de salario mínimo general vigente en el
Distrito Federal, con independencia de las responsabilida-
des de carácter administrativo en que incurran.

Esta sanción será aplicada en términos de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públi-
cos, o de la ley que corresponda, de acuerdo con el carácter
del servidor público responsable.

Artículo 150. A cualquier particular que reciba en custodia
a un extranjero y permita que se sustraiga del control del
Instituto, se le sancionará con multa de quinientos a dos mil
días de salario mínimo general vigente en el Distrito Fede-
ral, sin perjuicio de las responsabilidades en que incurra
cuando ello constituya un delito y de que se le haga efecti-
va la garantía prevista en el artículo 103 de esta ley.

Artículo 151. Cuando el Instituto, derivado de sus atribu-
ciones de verificación migratoria, detecte extranjeros que
no acrediten su situación migratoria regular o que se osten-
ten con documentación falsa, además de las acciones que
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procedan conforme a esta ley en relación con dichos ex-
tranjeros, sancionará al empleador con una multa de qui-
nientos a mil días de salario mínimo general vigente en el
Distrito Federal.

Artículo 152. Se impondrá multa de cien a quinientos días
de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al
mexicano que contraiga matrimonio con extranjero sólo
con el objeto de que éste último pueda radicar en el país,
acogiéndose a los beneficios que esta ley establece para es-
tos casos.

Igual sanción se impondrá al extranjero que contraiga ma-
trimonio con mexicano en los términos del párrafo anterior.

Artículo 153. Se impondrá multa de mil a diez mil días de
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal a las
empresas de transportes marítimos, cuando permitan que
los pasajeros o tripulantes bajen a tierra antes de que el Ins-
tituto otorgue el permiso correspondiente.

Artículo 154. El desembarco de personas de transportes
procedentes del extranjero, efectuado en lugares distintos a
los destinados al tránsito internacional de personas, se cas-
tigará con multa de mil a diez mil días de salario mínimo
general vigente en el Distrito Federal, que se impondrá a las
personas físicas o morales con actividades comerciales de-
dicadas al transporte internacional de personas, sin perjui-
cio de las sanciones previstas en otras leyes.

Artículo 155. Las empresas dedicadas al transporte inter-
nacional terrestre, marítimo o aéreo que trasladen al país
extranjeros sin documentación migratoria vigente, serán
sancionadas con multa de mil a diez mil días de salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal, sin perjuicio de
que el extranjero de que se trate sea rechazado y de que la
empresa lo regrese, por su cuenta, al lugar de procedencia.

Artículo 156. Serán responsables solidarios, la empresa
propietaria, los representantes, sus consignatarios, así como
los capitanes o quienes se encuentren al mando de trans-
portes marítimos, que desobedezcan la orden de conducir
pasajeros extranjeros que hayan sido rechazados o expulsa-
dos por la autoridad competente de territorio nacional, y se-
rán sancionados con multa de mil a diez mil días de salario
mínimo general vigente en el Distrito Federal.

A las empresas propietarias de transportes aéreos se les im-
pondrá la misma sanción. En ambos supuestos se levantará

acta circunstanciada en la que se hará constar las particula-
ridades del caso.

Artículo 157. Se impondrá multa de mil a diez mil días de
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal a la
empresa propietaria, sus representantes o sus consignata-
rios cuando la embarcación salga de puertos nacionales en
tráfico de altura antes de que se realice la inspección de sa-
lida por el Instituto y de haber recibido de éstas, la autori-
zación para efectuar el viaje.

Artículo 158. La persona que visite un transporte marítimo
extranjero, sin permiso de las autoridades migratorias, será
castigada con multa de diez hasta cien días de salario míni-
mo general vigente en el Distrito Federal o arresto hasta por
treinta y seis horas.

La misma sanción se impondrá a la persona que, sin facul-
tades para ello autorice la visita a que se refiere el párrafo
anterior.

Artículo 159. Se impondrá multa de mil a diez mil días de
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, a la
empresa de transporte internacional aéreo, marítimo o te-
rrestre que incumpla con la obligación de transmitir elec-
trónicamente la información señalada en el artículo 47 de
esta ley.

Igual sanción podrá imponerse para el caso de que la trans-
misión electrónica sea extemporánea, incompleta o conten-
ga información incorrecta.

Artículo 160. Se impondrá multa de veinte hasta doscien-
tos días de salario mínimo general vigente en el Distrito Fe-
deral, a los residentes temporales y permanentes que se abs-
tengan de informar al Instituto de su cambio de estado civil,
domicilio, nacionalidad o lugar de trabajo, o lo hagan de
forma extemporánea.

Título Octavo
De los Delitos en Materia Migratoria

Capítulo Único
De los Delitos

Artículo 161. Se impondrá pena de ocho a dieciséis años
de prisión y multa de cinco mil a quince mil días de salario
mínimo general vigente en el Distrito Federal, a quien por
sí o por interpósita persona:

Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados72



I. Pretenda llevar o lleve a una o más personas a inter-
narse en otro país sin la documentación correspondien-
te, con objeto de obtener directa o indirectamente un lu-
cro en dinero o en especie;

II. Introduzca, sin la documentación correspondiente, a
uno o varios extranjeros a territorio mexicano, con obje-
to de obtener directa o indirectamente un lucro en dine-
ro o en especie; o

III. Albergue o transporte por el territorio nacional con
el objeto de obtener directa o indirectamente un lucro en
dinero o en especie, a uno o varios extranjeros con el fin
de evadir la revisión migratoria.

Para efectos de la actualización del delito previsto en este
artículo, será necesario que quede demostrada la intención
del sujeto activo de obtener un beneficio económico en di-
nero o en especie, cierto, actual o inminente.

No cometen este delito las organizaciones de la sociedad ci-
vil legalmente constituidas, que por razones estrictamente
humanitarias y sin buscar beneficio alguno, presten ayuda a
la persona que se ha internado en el país de manera irregu-
lar, aun cuando reciban donativos o recursos para la conti-
nuación de su labor humanitaria.

Artículo 162. Se aumentarán hasta en una mitad las penas
previstas en el artículo anterior, cuando las conductas des-
critas en el mismo se realicen:

I. Respecto de menores de edad o cuando se induzca,
procure, facilite u obligue a un menor de dieciocho años
de edad o a quien no tenga capacidad para comprender
el significado del hecho, a realizar cualquiera de las con-
ductas descritas en el artículo anterior;

II. En condiciones o por medios que pongan o puedan
poner en peligro la salud, la integridad, la seguridad o la
vida o den lugar a un trato inhumano o degradante de las
personas en quienes recaiga la conducta; o

III. Cuando el autor material o intelectual sea servidor
público.

Artículo 163. Al servidor público que auxilie, encubra o in-
duzca a cualquier persona a violar las disposiciones conte-
nidas en la presente ley, con el objeto de obtener directa o
indirectamente un lucro en dinero o en especie, se le im-
pondrá una pena de cuatro a ocho años de prisión y multa

de quinientos hasta un mil días de salario mínimo general
vigente en el Distrito Federal.

Artículo 164. En los casos de los delitos a que esta Ley se
refiere, el ejercicio de la acción penal por parte del Minis-
terio Público de la Federación se realizará de oficio. El Ins-
tituto estará obligado a proporcionar al Ministerio Público
de la Federación todos los elementos necesarios para la per-
secución de estos delitos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración, excepto las disposiciones que están sujetas a la
vacancia prevista en los artículos segundo y tercero transi-
torios.

Segundo. El artículo 10; las fracciones I, II, III y VI del ar-
tículo 18; el artículo 21; los Capítulos I y II del Título Cuar-
to; el último párrafo del artículo 75; los artículos 102 y 103;
el artículo 118; el último párrafo del artículo 113; los artí-
culos 127 y 128, y los artículos 150, 159 y 160 de la Ley de
Migración, entrarán en vigor hasta que se encuentre vigen-
te el Reglamento de la misma ley.

Tercero. Asimismo, entrarán en vigor hasta que se encuen-
tre vigente el Reglamento de la Ley de Migración, las de-
rogaciones previstas en este Decreto a las fracciones VII y
VIII del artículo 3º, y a los artículos 7 a 75 de la Ley Ge-
neral de Población; así como las reformas previstas a la Ley
Aduanera; a la Ley Federal de Derechos; a la Ley de Aso-
ciaciones Religiosas y Culto Público; a la Ley de Inversión
Extranjera y a la Ley de Comercio Exterior.

Cuarto. Dentro del término de ciento ochenta días conta-
dos a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, el Eje-
cutivo Federal deberá expedir el Reglamento de la Ley de
Migración, en tanto, continuará aplicándose en lo que no se
oponga, el Reglamento de la Ley General de Población.

Quinto. Las disposiciones administrativas de carácter ge-
neral en materia migratoria emitidas con anterioridad a la
entrada en vigor de Ley de Migración, continuarán vigen-
tes en todo lo que no se le opongan, hasta en tanto se expi-
dan las disposiciones que las sustituyan con arreglo a la
misma.

Sexto. Las referencias que en otras leyes y demás disposi-
ciones jurídicas se realicen a la Ley General de Población
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por lo que hace a cuestiones de carácter migratorio, se en-
tenderán referidas a la Ley de Migración.

Séptimo. Las erogaciones que las dependencias y entida-
des de la Administración Pública Federal, así como la Pro-
curaduría General de la República, deban realizar para dar
cumplimiento a las acciones establecidas en el presente De-
creto, se sujetarán a su disponibilidad presupuestaria apro-
bada para ese fin por la Cámara de Diputados en el Decre-
to de Presupuesto de Egresos de la Federación.

Octavo. Las resoluciones dictadas por la autoridad migra-
toria durante la vigencia de las disposiciones de la Ley Ge-
neral de Población que se derogan, surtirán sus plenos efec-
tos jurídicos.

Noveno. Para efectos de la aplicación de este Decreto, se
deberá tener en cuenta lo siguiente:

I. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad migra-
toria de No inmigrante, dentro las características de tu-
rista, transmigrante, visitante en todas sus modalidades
excepto los extranjeros que hayan obtenido la calidad
migratoria de NO inmigrante dentro de la característica
de Visitante Local, otorgada a los nacionales de los paí-
ses vecinos para su visita a las poblaciones fronterizas
de los Estados Unidos Mexicanos, ministro de culto, vi-
sitante distinguido, visitante provisional y corresponsal,
se equiparán al Visitante sin permiso para realizar acti-
vidades remuneradas;

II. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad migra-
toria de No inmigrante dentro de la característica de Vi-
sitante Local, otorgada a los nacionales de los países ve-
cinos para su visita a las poblaciones fronterizas de los
Estados Unidos Mexicanos, se equipará al Visitante Re-
gional;

III. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad mi-
gratoria de No inmigrante, dentro la característica de es-
tudiante, se equiparán al Residente temporal Estudiante;

IV. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad mi-
gratoria de No inmigrante, dentro las características de
asilado político y refugiado, se equiparán al Residente
permanente;

V. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad migra-
toria de Inmigrante, dentro las características de rentista,
inversionista, profesional, cargo de confianza, científico,

técnico, familiar, artista y deportista o asimilados, se
equiparán al Residente temporal; y

VI. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad mi-
gratoria de inmigrado, se equipararán al Residente per-
manente.

Décimo. Los trámites migratorios que se encuentren en
proceso o pendientes de resolución a la fecha de entrada en
vigor de del presente Decreto deberán concluirse de con-
formidad con las disposiciones vigentes al momento en que
se iniciaron.

Undécimo. Las referencias realizadas en el presente De-
creto al auto de vinculación a proceso, quedarán entendidas
al término vigente de auto de formal prisión o de sujeción
a proceso, toda vez que con este Decreto no entra en vigor
el artículo 19 constitucional sujeto a la vacancia prevista en
el articulo Segundo Transitorio del Decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008.

Duodécimo. Los procedimientos penales iniciados antes de
la entrada en vigor del presente Decreto, por el delito pre-
visto en el artículo 138 de la Ley General de Población, se
seguirán tramitando hasta su conclusión conforme a las dis-
posiciones vigentes al momento de la comisión de los he-
chos que le dieron origen. Lo mismo se observará respecto
de la ejecución de las penas correspondientes.

Decimotercero. La Secretaría publicará en el Diario Ofi-
cial de la Federación, las reglas relativas al Sistema de Pun-
tos previsto en la Ley de Migración, dentro del término de
ciento ochenta días contados a partir de su entrada en vigor.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 77, el artículo 81,
los artículos 83 y 84; se derogan las fracciones VII y VIII
del artículo 3º, los artículos 7 al 75, los artículos 78 al 80,
el artículo 82, las fracciones II, III y V del artículo 113, los
artículos 116 al 118, los artículos 125 al 141 y los artículos
143 al 157, y se adiciona una fracción III al artículo 76 y el
artículo 80 bis de la Ley General de Población, para quedar
como sigue:

Artículo 3o. …

I. a VI. …
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VII. (Se deroga)

VIII. (Se deroga)

IX. a XIV. …

Artículo 7o. (Se deroga).

Artículo 8o. (Se deroga).

Artículo 9o. (Se deroga).

Artículo 10. (Se deroga).

Artículo 11. (Se deroga).

Artículo 12. (Se deroga).

Artículo 13. (Se deroga).

Artículo 14. (Se deroga).

Artículo 15. (Se deroga).

Artículo 16. (Se deroga).

Artículo 17. (Se deroga).

Artículo 18. (Se deroga).

Artículo 19. (Se deroga).

Artículo 20. (Se deroga).

Artículo 21. (Se deroga).

Artículo 22. (Se deroga).

Artículo 23. (Se deroga).

Artículo 24. (Se deroga).

Artículo 25. (Se deroga).

Artículo 26. (Se deroga).

Artículo 27. (Se deroga).

Artículo 28. (Se deroga).

Artículo 29. (Se deroga).

Artículo 30. (Se deroga).

Artículo 31. (Se deroga).

Artículo 32. (Se deroga).

Artículo 33. (Se deroga).

Artículo 34. (Se deroga).

Artículo 35. (Se deroga).

Artículo 36. (Se deroga).

Artículo 37. (Se deroga).

Artículo 38. (Se deroga).

Artículo 39. (Se deroga).

Artículo 40. (Se deroga).

Artículo 41. (Se deroga).

Artículo 42. (Se deroga).

Artículo 43. (Se deroga).

Artículo 44. (Se deroga).

Artículo 45. (Se deroga).

Artículo 46. (Se deroga).

Artículo 47. (Se deroga).

Artículo 48. (Se deroga).

Artículo 49. (Se deroga).

Artículo 50. (Se deroga).

Artículo 51. (Se deroga).

Artículo 52. (Se deroga).

Artículo 53. (Se deroga).

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 201075



Artículo 54. (Se deroga).

Artículo 55. (Se deroga).

Artículo 56. (Se deroga).

Artículo 57. (Se deroga).

Artículo 58. (Se deroga).

Artículo 59. (Se deroga).

Artículo 60. (Se deroga).

Artículo 61. (Se deroga).

Artículo 62. (Se deroga).

Artículo 63. (Se deroga).

Artículo 64. (Se deroga).

Artículo 65. (Se deroga).

Artículo 66. (Se deroga).

Artículo 67. (Se deroga).

Artículo 68. (Se deroga).

Artículo 69. (Se deroga).

Artículo 70. (Se deroga).

Artículo 71. (Se deroga).

Artículo 72. (Se deroga).

Artículo 73. (Se deroga).

Artículo 74. (Se deroga).

Artículo 75. (Se deroga).

Artículo 76. …

I. y II. …

III. Promover en coordinación con las dependencias
competentes, la celebración de acuerdos con los gobier-

nos de otros países, para que la emigración se realice por
canales legales, seguros y ordenados, a través de progra-
mas de trabajadores temporales u otras formas de mi-
gración.

Artículo 77. Se considera emigrante al mexicano o extran-
jero que se desplace desde México con la intención de cam-
biar de residencia o país.

Artículo 78. (Se deroga).

Artículo 79. (Se deroga).

Artículo 80. (Se deroga).

Artículo 80 Bis. El gobierno federal en coordinación con
los gobiernos de las entidades federativas y municipales de-
berá:

I. Promover el desarrollo y fomentar el arraigo de los
mexicanos al territorio nacional;

II. Disuadir la emigración de mexicanos por canales in-
formales y sin la debida autorización del país de destino;
y

III. Crear programas para atender los impactos de la
emigración en las comunidades de origen, especialmen-
te en lo relacionado con la problemática de la desinte-
gración familiar y con la atención de personas en situa-
ción de vulnerabilidad.

Artículo 81. Se consideran como repatriados a los emigran-
tes nacionales que regresan al país.

Artículo 82. (Se deroga).

Artículo 83. La Secretaría estará facultada para coordinar
de manera institucional las acciones de atención y reinte-
gración de mexicanos repatriados, poniendo especial énfa-
sis en que sean orientados acerca de las opciones de empleo
y vivienda que haya en el lugar del territorio nacional en el
que manifiesten su intención de residir.

Artículo 84. La Secretaría en coordinación con la Secreta-
ría de Relaciones Exteriores podrá suscribir acuerdos inte-
rinstitucionales con otros países y organismos internacio-
nales, en materia de repatriación segura, digna y ordenada
de mexicanos.
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Asimismo, la Secretaría vigilará que en la recepción de me-
xicanos regresados por gobiernos extranjeros, se respeten
sus derechos y se cumpla los acuerdos internacionales en la
materia.

Para efectos de la recepción de los mexicanos repatriados,
la Secretaría promoverá acciones de coordinación interins-
titucional para brindarles una adecuada recepción, ponien-
do especial énfasis en la revisión de su estado de salud, en
la comunicación con sus familiares y apoyándolos en el
traslado a su lugar de residencia en México.

Artículo 113. …

I. …

II. (Se deroga).

III. (Se deroga).

IV. …

V. (Se deroga).

Artículo 116. (Se deroga).

Artículo 117. (Se deroga).

Artículo 118. (Se deroga).

Artículo 125. (Se deroga).

Artículo 126. (Se deroga).

Artículo 127. (Se deroga).

Artículo 128. (Se deroga).

Artículo 129. (Se deroga).

Artículo 130. (Se deroga).

Artículo 131. (Se deroga).

Artículo 132. (Se deroga).

Artículo 133. (Se deroga).

Artículo 134. (Se deroga).

Artículo 135. (Se deroga).

Artículo 136. (Se deroga).

Artículo 137. (Se deroga).

Artículo 138. (Se deroga).

Artículo 139. (Se deroga).

Artículo 139 Bis. (Se deroga).

Artículo 140. (Se deroga).

Artículo 141. (Se deroga).

Artículo 143. (Se deroga).

Artículo 144. (Se deroga).

Artículo 145. (Se deroga).

Artículo 146. (Se deroga).

Artículo 147. (Se deroga).

Artículo 148. (Se deroga).

Artículo 149. (Se deroga).

Artículo 150. (Se deroga).

Artículo 151. (Se deroga).

Artículo 152. (Se deroga).

Artículo 153. (Se deroga).

Artículo 154. (Se deroga).

Artículo 155. (Se deroga).

Artículo 156. (Se deroga).

Artículo 157. (Se deroga).

Artículo Tercero. Se reforma la fracción VII del artículo
61, el inciso e) de la fracción II y la fracción IV del artícu-
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lo 106, y la fracción III del artículo 182 de la Ley Aduane-
ra, para quedar como sigue:

Artículo 61. …

I. a VI. …

VII. Los menajes de casa pertenecientes a residentes
temporales, residentes permanentes y a nacionales repa-
triados o deportados, que los mismos hayan usado du-
rante su residencia en el extranjero, así como los instru-
mentos científicos y las herramientas cuando sean de
profesionales y las herramientas de obreros y artesanos,
siempre que se cumpla con los plazos y las formalidades
que señale el Reglamento. No quedan comprendidas en
la presente exención las mercancías que los interesados
hayan tenido en el extranjero para actividades comercia-
les o industriales, ni los vehículos.

VIII. a XVII. …

…

Artículo 106. …

I. …

II. …

a) a d) …

e) Las de vehículos, siempre que la importación sea
efectuada por mexicanos con residencia en el extran-
jero o que acrediten estar laborando en el extranjero
por un año o más, comprueben mediante documenta-
ción oficial que su condición de estancia los autorice
para tal fin y se trate de un solo vehículo en cada pe-
riodo de doce meses. En estos casos, los seis meses
se computarán en entradas y salidas múltiples efec-
tuadas dentro del periodo de doce meses contados a
partir de la primera entrada. Los vehículos podrán
ser conducidos en territorio nacional por el importa-
dor, su cónyuge, sus ascendientes, descendientes o
hermanos siempre y cuando sean residentes perma-
nentes en el extranjero, o por un extranjero con las
condiciones de estancia indicadas en los incisos a) y
b) de la fracción IV de este artículo. Cuando sea
conducido por alguna persona distinta de las autori-
zadas, invariablemente deberá viajar a bordo el im-

portador del vehículo. Los vehículos a que se refiere
este inciso deberán cumplir con los requisitos que se-
ñale el Reglamento.

IV. Por el plazo que dure su condición de estancia, en los
siguientes casos:

a) Las de vehículos propiedad de extranjeros a quie-
nes se autorice la condición de estancia de residente
permanente, siempre que sean jubilados o pensiona-
dos que perciban de un gobierno extranjero, de orga-
nismos internacionales o de empresas particulares
por servicios prestados en el exterior, un ingreso que
les permita residir en el país, o que hubieran adquiri-
do la condición de estancia de residente permanente
conforme al Sistema de puntos que señala la Ley de
Migración, siempre que se trate de un solo vehículo.

b) Las de vehículos propiedad de extranjeros a quie-
nes se autoricen las condiciones de estancia de Visi-
tante sin permiso para realizar actividades remunera-
das, Visitante con permiso para realizar actividades
remuneradas, Visitante regional y Visitante trabaja-
dor fronterizo, incluso que no sean de su propiedad y
se trate de un solo vehículo.

Los vehículos podrán ser conducidos en territorio
nacional por el importador, su cónyuge, sus ascen-
dientes, descendientes o hermanos, aun cuando éstos
no sean extranjeros, por un extranjero que tenga al-
guna de las condiciones de estancia a que se refieren
los incisos a) y b) que anteceden, o por un nacional,
siempre que en este último caso, viaje a bordo del
mismo cualquiera de las personas autorizadas para
conducir el vehículo y podrán efectuar entradas y sa-
lidas múltiples.

Los vehículos a que se refieren los incisos a y b) que
anteceden, deberán cumplir con los requisitos que
señale el Reglamento.

c) Los menajes de casa de mercancía usada propie-
dad de los extranjeros a quienes se autorice cual-
quiera de las siguientes condiciones de estancia: Vi-
sitante sin permiso para realizar actividades
remuneradas, Visitante con permiso para realizar ac-
tividades remuneradas, Residente temporal y Resi-
dente temporal estudiante, siempre y cuando cum-
plan con los requisitos que señale el Reglamento.
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IV. …

…

Artículo 182. …

I. y II. …

III. Importen temporalmente vehículos sin tener alguna
de las condiciones de estancia señaladas en los incisos a)
y b) de la fracción IV del artículo 106 de esta ley; im-
porten vehículos en franquicia destinados a permanecer
definitivamente en franja o región fronteriza del país, o
internen temporalmente dichos vehículos al resto del
país, sin tener su residencia en dicha franja o región, o
sin cumplir los requisitos que se establezcan en los de-
cretos que autoricen las importaciones referidas.

IV. a VII. …

Artículo Cuarto. Se reforman los artículos 8, 11, 13, 14,
16, 17 y 18 A, primero y segundo párrafo y se derogan los
artículos 9, 10 y 18 B de la Ley Federal de Derechos, para
quedar como sigue:

Artículo 8o. Por la autorización de la condición de estancia
a los extranjeros, se pagará el derecho por servicios migra-
torios, conforme a las siguientes cuotas:

I. Visitante sin permiso para realizar actividades remu-
neradas:  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .$261.89 

II. Visitante con permiso para realizar actividades remu-
neradas:  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .$2 101.52

III. Visitante trabajador fronterizo:  . . . . . . . . .$261.89

IV. Visitante con fines de adopción:  . . . . . . . .$261.89

V. Residente temporal:  . . . . . . . . . . . . . . . . .$2 799.71

VI. Residente permanente:  . . . . . . . . . . . . . .$3 414.33

Por el cambio de condición de estancia en los supuestos
establecidos en la Ley de Migración, se pagarán los de-
rechos que correspondan al otorgamiento de la nueva
condición a adquirir.

VII. Por la recepción, examen y estudio de la solicitud
de cambio de las condiciones de estancia señaladas en la
Ley de Migración, excepto la del cambio de residente
temporal a residente permanente: . . . . . . . . . . .$490.53

VIII. Por la recepción, examen y estudio de la solicitud
de cambio de condición de estancia de residente tempo-
ral a residente permanente:  . . . . . . . . . . . . . . .$891.98

IX. Por la recepción, examen y estudio de la solicitud de
regularización de la condición de estancia de extranje-
ros, a que se refieren las fracciones I y II del artículo 134
de la Ley de Migración: . . . . . . . . . . . . . . . . . .$490.53

No pagarán los derechos los extranjeros que soliciten la
regularización de su condición de estancia, con funda-
mento en las fracciones III, IV y V del artículo 134 de la
Ley de Migración.

X. Por la recepción, examen y estudio de la solicitud de
regularización de la condición de estancia de extranje-
ros, prevista en el artículo 135 de la Ley de Migración:
 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .$490.53

No pagarán los derechos por servicios migratorios a que se
refiere la fracción II de este artículo, los choferes u opera-
dores de vehículos de transporte de carga que se internen en
el país con el único objeto de cargar o descargar mercancí-
as en los recintos de las aduanas fronterizas del sur del te-
rritorio nacional.

El pago de los derechos previstos en las fracciones I a III de
este artículo deberá efectuarse al ingreso del extranjero a te-
rritorio nacional. El pago de los derechos previstos en las
fracciones IV y V se realizará al momento de tramitar la tar-
jeta de residencia.

Artículo 9. (Se deroga).

Artículo 10. (Se deroga).

Artículo 11. No se pagarán los derechos por la expedición
de autorización en la que se otorga a los extranjeros condi-
ción de estancia, en los siguientes casos:

I. Residente temporal estudiante;

II. Residente permanente por razones de asilo político;
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III. Residente permanente cuando sea reconocido como
refugiado;

IV. Residente permanente cuando se le conceda protec-
ción complementaria;

V. Residente permanente por la determinación de apátri-
da;

VI. Visitante por razones humanitarias;

VII. Visitante regional;

VIII. Visitante sin permiso para realizar actividades re-
muneradas que se ubiquen en alguno de los siguientes
supuestos:

a) Que ingresen a territorio nacional por vía terrestre,
cuya estancia no exceda no exceda de siete días en el
país. Para el caso de que se exceda dicho período, el
derecho se pagará al momento de la salida del terri-
torio nacional; y

b) Pasajeros o miembros de la tripulación a bordo de
cualquier tipo de buque, que desembarquen para vi-
sitar el país en los puertos mexicanos que formen
parte de su travesía turística y embarquen en el mis-
mo buque para continuar su viaje, siempre y cuando
no excedan de quince días, contados a partir del pri-
mer arribo a territorio nacional; y

c) Extranjeros miembros de la tripulación que ingre-
sen al país a bordo de cualquier tipo de buque, des-
embarquen en puertos mexicanos para visitarlos y
embarquen en el mismo buque para continuar su via-
je, siempre y cuando no excedan de 7 días, contados
a partir del primer arribo a territorio nacional.

IX. Visitante sin permiso para realizar actividades remu-
neradas, cuando sean autorizados bajo los convenios de
cooperación o intercambio educativo, cultural y científi-
co.

Artículo 13. Por la expedición de certificados, permisos, así
como por la inscripción en el Registro Nacional de Extran-
jeros, se pagará el derecho por servicios migratorios, con-
forme a las siguientes cuotas:

I. Certificados en los que se haga constar la situación mi-
gratoria regular: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .$287.47

II. Permiso de salida y regreso al país: . . . . . . .$287.47

III. Por cada inscripción en el Registro Nacional de Ex-
tranjeros:  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .$668.96

Artículo 14. Por la expedición y la reposición de la tarjeta
de residencia respectiva, se pagará el derecho por servicios
migratorios conforme a las siguientes cuotas:

I. De residente temporal y estudiante:  . . . . . . .$840.32

II. De residente permanente:  . . . . . . . . . . . . .$1 260.76

Artículo 16. Los extranjeros a quiénes se autorice la condi-
ción de estancia de residentes permanentes por razones de
asilo político, apátrida, por reconocimiento de la condición
de refugiado, a quiénes se les haya otorgado protección
complementaria, no pagarán los derechos por internación al
país, ni por el otorgamiento y la reposición de documentos,
establecidos en esta sección.

Artículo 17. No pagarán los derechos por los servicios a
que esta Sección se refiere los extranjeros, cuando el tipo
de trabajo o servicio a realizar tenga por remuneración el
salario mínimo o ingresos de menor cuantía al mismo.

Artículo 18-A. Los ingresos que se obtengan por la recau-
dación del derecho establecido en la fracción I del artículo
8, por lo que se refiere a los visitantes sin permiso para rea-
lizar actividades remuneradas que ingresen al país con fines
turísticos, se destinarán en un 20 por ciento al Instituto Na-
cional de Migración para mejorar los servicios que en ma-
teria migratoria proporciona y en un 80 por ciento al Con-
sejo de Promoción Turística de México para la promoción
turística del país, el cual transferirá el 10 por ciento de la re-
caudación total del derecho al Fondo Nacional de Fomento
al Turismo para los estudios, proyectos y la inversión e in-
fraestructura que éste determine con el objeto de iniciar o
mejorar los destinos turísticos del país.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación de los de-
rechos establecidos en los artículos 8, 12, 13, 14 y 14-A de
esta ley, serán destinados a programas de modernización,
equipamiento e infraestructura para mejorar el control fron-
terizo en la línea divisoria internacional del sur del país y a
mejorar las instalaciones, equipos, mobiliario, sistemas y la
calidad integral de los servicios en materia migratoria que
presta el Instituto Nacional de Migración.

…

Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados80



Artículo 18-B. (Se deroga).

Artículo Quinto. Se deroga el artículo 156 del Código Pe-
nal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 156. (Se deroga).

Artículo Sexto. Se reforma la fracción V del artículo 194
del Código Federal de Procedimientos Penales, para quedar
como sigue:

Artículo 194. …

I. a IV. …

V. De la Ley de Migración, el delito de tráfico de indo-
cumentados, previsto en el artículo 142.

VI. a XVII. …

Artículo Séptimo. Se reforma el artículo 2o., fracción III,
de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, para
quedar como sigue:

Artículo 2o. …

I. y II. …

III. Tráfico de indocumentados, previsto en el artículo
142 de la Ley de Migración;

IV. a VI. …

Artículo Octavo. Se reforma el artículo 51, fracción IV, de
la Ley de la Policía Federal, para quedar como sigue;

Artículo 51. …

I. …

a) a n) …

II. y III. …

IV. De la Ley de Migración, el delito de tráfico de indo-
cumentados, previsto en el artículo 142.

Artículo Noveno. Se reforma el artículo 13 de la Ley de
Asociaciones Religiosas y Culto Público, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 13. Los mexicanos podrán ejercer el ministerio de
cualquier culto. Igualmente podrán hacerlo los extranjeros
siempre que comprueben su situación migratoria regular en
el país, en los términos de la Ley de Migración.

Artículo Décimo. Se reforman los artículos 3o. y 33, frac-
ción I, inciso d), de la Ley de Inversión Extranjera, para
quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se equipara a la in-
versión mexicana la que efectúen los extranjeros en el país
con la condición de estancia de Residente permanente, sal-
vo aquélla realizada en las actividades contempladas en los
títulos primero y segundo de esta ley.

Artículo 33. …

I. En los supuestos de las fracciones I y II:

a) a c) …

d) Nombre, denominación o razón social, nacionali-
dad y condición de estancia en su caso, domicilio de
los inversionistas extranjeros en el exterior o en el
país y su porcentaje de participación;

e) y f) …

Artículo Undécimo. Se reforma el artículo 43, fracción IV,
de la Ley General de Turismo, para quedar como sigue:

Artículo 43. …

I. a III. …

IV. …

Los ingresos fiscales que se obtengan de manera pro-
porcional por la recaudación del Derecho por la autori-
zación de la condición de estancia a los extranjeros, en
los términos establecidos por la Ley Federal de Dere-
chos, y…
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Artículo Duodécimo. Se reforma el artículo 71, fracción
II, de la Ley de Comercio Exterior, para quedar como si-
gue:

Artículo 71. No están sujetas al pago de cuota compensato-
ria o medida de salvaguarda, las siguientes mercancías:

I. …

II. .Los menajes de casa pertenecientes a Residentes
temporales, residentes permanentes y a nacionales repa-
triados o deportados, que los mismos hayan usado du-
rante su residencia en el extranjero;

III. a V. …

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración, excepto las disposiciones que están sujetas a la
vacancia prevista en los artículos segundo y tercero transi-
torios.

Segundo. El artículo 10; las fracciones I, II, III y VI del ar-
tículo 18; el artículo 21; los Capítulos I y II del Título Cuar-
to; el último párrafo del artículo 75; los artículos 102 y 103;
el artículo 118; el último párrafo del artículo 113; los artí-
culos 127 y 128, y los artículos 150, 159 y 160 de la Ley de
Migración, entrarán en vigor hasta que se encuentre vigen-
te el Reglamento de la misma ley.

Tercero. Asimismo, entrarán en vigor hasta que se encuen-
tre vigente el Reglamento de la Ley de Migración, las de-
rogaciones previstas en este decreto a las fracciones VII y
VIII del artículo 3o., y a los artículos 7 a 75 de la Ley Ge-
neral de Población; así como las reformas previstas a la Ley
Aduanera; a la Ley Federal de Derechos; a la Ley de Aso-
ciaciones Religiosas y Culto Público; a la Ley de Inversión
Extranjera y a la Ley de Comercio Exterior.

Cuarto. Dentro del término de ciento ochenta días conta-
dos a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, el Eje-
cutivo Federal deberá expedir el Reglamento de la Ley de
Migración, en tanto, continuará aplicándose en lo que no se
oponga, el Reglamento de la Ley General de Población.

Quinto. Las disposiciones administrativas de carácter ge-
neral en materia migratoria emitidas con anterioridad a la
entrada en vigor de Ley de Migración, continuarán vigen-
tes en todo lo que no se le opongan, hasta en tanto se expi-
dan las disposiciones que las sustituyan con arreglo a la
misma.

Sexto. Las referencias que en otras leyes y demás disposi-
ciones jurídicas se realicen a la Ley General de Población
por lo que hace a cuestiones de carácter migratorio, se en-
tenderán referidas a la Ley de Migración.

Séptimo. Las erogaciones que las dependencias y entida-
des de la administración pública federal, así como la Pro-
curaduría General de la República, deban realizar para dar
cumplimiento a las acciones establecidas en el presente de-
creto, se sujetarán a su disponibilidad presupuestaria apro-
bada para ese fin por la Cámara de Diputados en el decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación.

Octavo. Las resoluciones dictadas por la autoridad migra-
toria durante la vigencia de las disposiciones de la Ley Ge-
neral de Población que se derogan, surtirán sus plenos efec-
tos jurídicos.

Noveno. Para efectos de la aplicación de este decreto, se
deberá tener en cuenta lo siguiente:

VII. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad mi-
gratoria de No inmigrante, dentro las características de
turista, transmigrante, visitante en todas sus modalida-
des excepto los extranjeros que hayan obtenido la cali-
dad migratoria de No inmigrante dentro de la caracterís-
tica de Visitante Local, otorgada a los nacionales de los
países vecinos para su visita a las poblaciones fronteri-
zas de los Estados Unidos Mexicanos, ministro de culto,
visitante distinguido, visitante provisional y correspon-
sal, se equiparán al Visitante sin permiso para realizar
actividades remuneradas;

VIII. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad mi-
gratoria de No inmigrante dentro de la característica de
Visitante Local, otorgada a los nacionales de los países
vecinos para su visita a las poblaciones fronterizas de los
Estados Unidos Mexicanos, se equipará al Visitante Re-
gional;

IX. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad mi-
gratoria de no inmigrante, dentro la característica de es-
tudiante, se equiparán al residente temporal estudiante;
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X. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad migra-
toria de No inmigrante, dentro las características de tu-
rista, transmigrante, visitante en todas sus modalidades,
ministro de culto, visitante distinguido, visitante provi-
sional y corresponsal, se equiparán al Visitante sin per-
miso para realizar actividades remuneradas;

XI. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad mi-
gratoria de no inmigrante, dentro la característica de es-
tudiante, se equiparán al residente temporal estudiante;

XII. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad mi-
gratoria de no inmigrante, dentro las características de
asilado político y refugiado, se equiparán al residente
permanente;

XIII. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad mi-
gratoria de inmigrante, dentro las características de ren-
tista, inversionista, profesional, cargo de confianza,
científico, técnico, familiar, artista y deportista o asimi-
lados, se equiparán al residente temporal; y

XIV. Los extranjeros que hayan obtenido la calidad mi-
gratoria de inmigrado se equipararán al residente perma-
nente.

Décimo. Los trámites migratorios que se encuentren en
proceso o pendientes de resolución a la fecha de entrada en
vigor de del presente Decreto deberán concluirse de con-
formidad con las disposiciones vigentes al momento en que
se iniciaron.

Undécimo. Las referencias realizadas en el presente decre-
to al auto de vinculación a proceso, quedarán entendidas al
término vigente de auto de formal prisión o de sujeción a
proceso, toda vez que con este decreto no entra en vigor el
artículo 19 constitucional sujeto a la vacancia prevista en el
articulo Segundo transitorio del decreto por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008.

Duodécimo. Los procedimientos penales iniciados antes de
la entrada en vigor del presente Decreto, por el delito pre-
visto en el artículo 138 de la Ley General de Población, se
seguirán tramitando hasta su conclusión conforme a las dis-
posiciones vigentes al momento de la comisión de los he-
chos que le dieron origen. Lo mismo se observará respecto
de la ejecución de las penas correspondientes.

Decimotercero. La Secretaría publicará en el Diario Ofi-
cial de la Federación, las reglas relativas al Sistema de Pun-
tos previsto en la Ley de Migración, dentro del término de
ciento ochenta días contados a partir de su entrada en vigor.

Salón de sesiones del Senado de la República.- México, DF, a 9 de di-
ciembre de 2010.— Senadores: Humberto Andrade Quezada (rúbrica),
Rubén Camarillo Ortega, Rafael Díaz Ochoa (rúbrica), Martha Sosa
Govea (rúbrica), Jesús Garibay García, Rosalinda López Hernández
(rúbrica), Rubén Velázquez López, Francisco Herrera León (rúbrica),
Carlos Jiménez Macías (rúbrica), Antelmo Alvarado García, Luis Al-
berto Villarreal García (rúbrica), Juan Bueno Torio (rúbrica), Luis Cop-
pola Joffroy (rúbrica).»

«Senador Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Senadores.— Presente.

Por instrucciones del senador Humberto Andrade Quezada,
presidente de la Comisión de Población y Desarrollo, se le
envía a usted una fe de erratas para los efectos legislativos
procedentes, que corresponde al texto de la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se expide la Ley de Migra-
ción y se reforman, derogan y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General de Población, de la Ley Aduane-
ra, de la Ley Federal de Derechos, del Código Penal
Federal, del Código Federal de Procedimientos Penales, de
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, de la
Ley de la Policía Federal, de la Ley de Asociaciones Reli-
giosas y Culto Público, de La Ley de Inversión Extranjera,
de la Ley General de Turismo y de la Ley de Comercio Ex-
terior.

La iniciativa de mérito fue incluida en el orden del día de la
sesión correspondiente al jueves 9 de los corrientes y ha si-
do firmada por varias senadoras y senadores de los Grupos
Parlamentarios del PAN, PRD y PRI.

Asimismo, respetuosamente también se le solicita que la fe
de erratas que se adjunta, sea publicada en la Gaceta del
Senado, para su respectiva difusión.

Atentamente. 

Jueves 9 de diciembre de 2010.— Antropólogo José Antonio García
Gallegos, secretario técnico.»
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«Fe de erratas

Donde dice

Artículo 69. ...

Durante el procedimiento administrativo migratorio que
incluye el aseguramiento, el alojamiento en las estacio-
nes migratorias, el retorno asistido y la deportación, los
servidores públicos del Instituto deberán de respetar los
derechos reconocidos a los migrantes en situación mi-
gratoria irregular establecidos en el Título Séptimo de la
presente ley.

Debe decir

Artículo 69. ...

Durante el procedimiento administrativo migratorio que
incluye el aseguramiento, el alojamiento en las estacio-
nes migratorias, el retorno asistido y la deportación, los
servidores públicos del Instituto deberán de respetar los
derechos reconocidos a los migrantes en situación mi-
gratoria irregular establecidos en el Título Sexto de la
presente ley.

Donde dice

Transitorios 

Artículo Cuarto. ...

Artículo 8. ... 

I. a X. ...

No pagarán los derechos por servicios migratorios a que
se refiere la fracción II de este artículo, los choferes u
operadores de vehículos de transporte de carga que se
internen en el país con el único objeto de cargar o des-
cargar mercancías en los recintos de las aduanas fronte-
rizas del sur del territorio nacional.

Debe decir

Transitorios

Artículo Cuarto. ...

Artículo 8. ...

I. a X. ...

No pagarán los derechos por servicios migratorios a que
se refieren las fracciones I y II de este artículo, los cho-
feres u operadores de vehículos de transporte de carga
que se internen en el país con el único objeto de cargar
o descargar mercancías en los recintos de las aduanas
fronterizas del sur del territorio nacional.

Donde dice

Transitorios 

Artículo Cuarto. ...

Artículo 11. ...

I. a VIII. ...

a) Que ingresen a territorio nacional por vía terrestre, cu-
ya estancia no exceda no exceda de siete días en el país.
Para el caso de que se exceda dicho período, el derecho
se pagará al momento de la salida del territorio nacional,
y 

b) Pasajeros o miembros de la tripulación a bordo de
cualquier tipo de buque, que desembarquen para visitar
el país en los puertos mexicanos que formen parte de su
travesía turística y embarquen en el mismo buque para
continuar su viaje, siempre y cuando no excedan de
quince días, contados a partir del primer arribo a territo-
rio nacional, y

Debe decir

Transitorios

Artículo Cuarto. ...

Artículo 11. ... 

I. a VIII. ...

a) Que ingresen a territorio nacional por vía terrestre, cu-
ya estancia no exceda no exceda de siete días en el país.
Para el caso de que se exceda dicho período, el derecho
se pagará al momento de la salida del territorio nacio-
nal, y 
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b) Pasajeros o miembros de la tripulación a bordo de bu-
ques de crucero en travesía internacional, que desem-
barquen para visitar el país en los puertos mexicanos que
formen parte de su travesía turística y embarquen en el
mismo buque para continuar su viaje, siempre y cuando
no excedan de veintiún días, contados a partir del pri-
mer arribo a territorio nacional, y»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédi-
to Público y de Economía.

LEY ADUANERA - LEY FEDERAL PARA LA
ADMINISTRACION Y ENAJENACION DE 

BIENES DEL SECTOR PUBLICO

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada en
esta fecha, el senador Jorge Legorreta Ordorica, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, pre-
sentó iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley Aduanera y de la Ley Federal para la Administración y
Enajenación de Bienes del Sector Público, en materia de
donaciones y atención a catástrofes naturales. 

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa, la cual se ane-
xa, se turnara a la Cámara de Diputados. 

Atentamente 

México, DF, a 9 de diciembre de 2010.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), vicepresidente.»

«Los suscritos, senadores de la república de la LXI Legis-
latura del Congreso de la Unión, integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 164, numerales I y II, y demás relativos del Re-
glamento del Senado de la República, someten a considera-

ción de esta honorable asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diver-
sas disposiciones de la Ley Aduanera, y de la Ley Federal
para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector
Público, en materia de donaciones y atención a catástrofes
naturales, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Resulta imposible negar que el cambio climático ha causa-
do estragos a nivel mundial. El propio secretario general de
la ONU, Ban Ki-Moon, alertó sobre el aumento de la peli-
grosidad de los terremotos, inundaciones y tormentas en un
mundo cada vez más urbanizado. Señalando que la grave-
dad de los daños materiales y de muertes ocasionadas por
desastres naturales puede crecer en el futuro a causa del
cambio climático y los riesgos que conlleva. Esta afirma-
ción la sostuvo en el contexto del Día Internacional para la
Reducción de Desastres, el 13 de octubre del presente año.

En Asia, mil millones de personas viven a menos de 100 ki-
lómetros del mar, mientras que en Latinoamérica y el Cari-
be esa distancia aumenta hasta los 200 kilómetros para las
dos terceras partes de la población. Es mayor el peligro,
considerando la alta proporción de personas instaladas en
llanuras propicias para las inundaciones y en poblaciones
establecidas sobre fallas sísmicas. Los riesgos de desastre
se acumulan y los pobres son los más vulnerables frente a
las crecientes amenazas de catástrofes naturales.

La ONU informó que en lo que va del año, más de 236 mil
personas murieron como consecuencia de diferentes trage-
dias naturales y otros 250 millones fueron afectados por te-
rremotos, inundaciones, tormentas tropicales o deslaves.
Por lo tanto, la reducción de riesgos de desastre es una ta-
rea de todos y requiere de la participación de todos.

Han sido muy cortos, los avances de aquellos proyectos in-
ternacionales que buscan disminuir el efecto perverso del
cambio climático. Existe una tendencia a favorecer los
acuerdos económicos y financieros, sin pensar en el enor-
me daño que se está realizando al medio ambiente. 

En México, más de 10 fenómenos naturales registrados en
tan corto tiempo, han marcado el presente año. De acuer-
do con la Cruz Roja Mexicana, históricamente en 100 años,
nunca había tenido la participación de tantos desastres jun-
tos; “aisladamente los ha tenido, pero este año ha sido la
lista más numerosa y es el año que más se ha acopiado ayu-
da humanitaria”.
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La emergencia inició en febrero con las lluvias atípicas que
azotaron el poblado de Angangueo, Michoacán; y los mu-
nicipios mexiquenses de El Arenal y Chalco, quienes pade-
cieron 40 centímetros de aguas negras que inundaron sus
hogares debido a la ruptura de un canal de desagüe. En ma-
yo, el sismo de magnitud 7.2 grados en Mexicali, Baja Ca-
lifornia, superó al de Haití. 

El paso de diversos huracanes han dejado sus efectos de-
vastadores en los estados de Tabasco, Oaxaca, Chiapas y
Veracruz. El norte de la república no es la excepción, 87
municipios fueron declarados zonas de emergencia, 43 en
Nuevo León, 25 en Coahuila y 19 en Tamaulipas. Ante es-
tas situaciones la respuesta de la sociedad impuso una cifra
récord. 

De acuerdo con el presidente de la Cruz Roja Mexicana,
Daniel Goñi Díaz, en este año se han juntado 12 millones
de kilos de ayuda humanitaria para estos eventos. En nue-
ve meses “nunca se había acopiado tanto, y si acopiar es di-
fícil imagínese distribuirlos, entregarlos, es una respuesta
histórica la de la sociedad mexicana que nunca se le había
requerido una y otra vez, y se vuelve a requerir y otra vez
para ayudar y permanecen ayudando”.

Para afrontar estos problemas, ha sido necesario contar con
una debida concertación entre la federación y los estados.
No obstante, persisten problemas de logística y distribu-
ción. 

La atípica situación de la presencia reiterada de catástrofes
naturales, ha propiciado cierto cansancio en la ciudadanía,
que dadivosamente, ofrece algunos víveres, bebidas, vesti-
dos, etcétera, para afrontar los efectos negativos de éstos.
Es cierto, que nuestra sociedad lleva muy en alto el sentido
de la solidaridad y cada que existe alguna tragedia se une,
para mitigarla; no obstante, existen dudas sobre los proce-
dimientos que guían las donaciones, sean nacionales e in-
ternacionales. “Donar” se asocia con “generosidad”, con
“‘solidaridad”. “Donar significa sencillamente ceder un
bien a alguien sin pedir algo a cambio”. 

Se supone que se han abierto mayores espacios de traspa-
rencia, para que la gente constate la entrega de los bienes
donados; no obstante, siguen persistiendo algunos detalles,
ante una ciudadanía, ávida de respuestas y de acceso a la in-
formación. 

En nuestro país, las instituciones a las que se les otorgan los
donativos, están autorizadas por la Secretaría de Hacienda

y Crédito Público. Para verificar que una institución se en-
cuentra autorizada, la dependencia pública una relación de
las instituciones a quienes les ha otorgada la autorización,
así como a aquéllas a quienes se las ha revocado.

Lamentablemente, se ha desatado en la opinión pública,
una mala imagen en el sentido de que muchas de las dona-
ciones, sirven como estrategia para eludir impuestos. Y es
que las donaciones voluntarias hechas a organismos no lu-
crativos, reconocidos por el gobierno, son deducibles.

Realizar una donación es una manera de utilizar nuestro di-
nero. Por una parte nos convertimos en contribuyentes del
mejoramiento de nuestra sociedad y, como beneficio adi-
cional, tenemos la posibilidad de reducir la cantidad de im-
puestos que pagamos. Aunque para lograrlo, se tienen que
seguir ciertas formalidades que hacen de este proceso algo
estricto de llevar a cabo y en ocasiones, los donadores des-
isten de solicitar su comprobante. 

Año con año, las diversas instituciones con fines altruistas
se registran ante el Servicio de Administración Tributaria
(SAT) con la finalidad de ser reconocidas como organiza-
ciones legales y confiables. Actualmente, son alrededor de
5 mil 500 instituciones diferentes distribuidas por entidad
federativa.

Algunos analistas políticos, señalan que en México no exis-
te evasión fiscal más “elegante” que hacer donaciones de-
ducibles de impuestos. El historiador chileno Christian An-
toine, autor del libro Patrocinio y donaciones con fines
culturales (2003), considera que, en comparación con las
regulaciones establecidas en Europa, Estados Unidos de
América y naciones como Chile, en México se dispone de
una de las legislaciones “más generosas” para las institu-
ciones dedicadas a la filantropía.

Aquí “no existen límites para las deducciones de las dona-
ciones del ingreso imponible, esto significa que una perso-
na o empresa puede entregar a una institución filantrópica
todo el ingreso tributable y deducirlo completamente, sin
tener que pagar impuesto alguno después de la donación”.

Si una empresa lucrativa, es decir, una SA de CV, quiere
obtener el beneficio fiscal de bajar sus utilidades, lo único
que debe hacer es dar un par de donativos deducibles. Esto
principalmente perjudica a los trabajadores, a quienes has-
ta se les puede llegar a decir que no recibirán reparto de uti-
lidades porque la empresa tuvo esos “gastos” altruistas. Se
trata de huecos fiscales que hay en nuestras leyes.
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Se ha llegado a constatar la existencia de dos asociaciones
diferentes pero con un solo presidente, que buscaba sim-
plemente timar a la federación. 

La especialista Lucina Jiménez, en su texto Desarrollo de
públicos, recaudación de fondos y marketing cultural, ex-
plica que la filantropía, concepto que surge en el siglo
XVIII, “en la actualidad es una práctica, idealmente, desin-
teresada y respetuosa de individuos, entidades privadas o
públicas, que otorgan donativos a otras entidades privadas,
públicas o sociales en múltiples campos de la actividad hu-
mana”. Desafortunadamente, el ideal nunca llega a cum-
plirse, porque existe la tendencia a utilizar estos mecanis-
mos para defraudar al fisco. 

En México, el oscurantismo derivado de los huecos legales
y la práctica parece animar más a la petición de apoyos ofi-
ciales por parte del sinfín de fundaciones y asociaciones ci-
viles.

El término altruismo lo forjó el filósofo Augusto Comte,
padre del positivismo, a partir de la palabra italiana altrui
–el otro–, derivada del latín alter a um. La idea del filóso-
fo fue aportar el término opuesto a egoísmo, que no acaba
de serlo la palabra generosidad, pues en ella no se explici-
ta que el beneficiario de la misma sea precisamente el otro.
El altruismo se refiere a la solidaridad interpersonal. Hay
dos aspectos que definen el altruismo: la simpatía y el com-
promiso. 

Los investigadores Patricia Carrillo Collard, Michael D.
Layton y Mónica Tapia Álvarez señalan que hace falta cla-
ridad conceptual sobre el término altruismo. Cada vez hay
más compañías en México que invierten una cantidad con-
siderable de recursos financieros y en especie para apoyar
una variedad de causas sociales. 

Sin embargo, existe muy poca información confiable y re-
presentativa de todo el sector empresarial, y aún menos se
conoce sobre la manera en que las empresas asignan estos
recursos y el impacto que tienen sobre la sociedad.

Por esta razón, existen en el Poder Legislativo varias ini-
ciativas que pretenden quitar la deducibilidad de impuestos
por concepto de donativos mediante una reforma hacenda-
ria, ya que ciertamente concurren muchas asociaciones o
sociedades civiles que realmente fueron constituidas con el
objetivo de evitar el pago de impuestos. La filantropía es
buena, pero cobrar por ella es una aberración. Las donacio-

nes deducibles de impuestos también son buenas mien-
tras no se utilice el dinero de los demás para hacerlas.

En la Cámara de Diputados se presentó un reporte prepara-
do por su Centro de Documentación, Información y Análi-
sis sobre el gasto fiscal con el título La pérdida en la re-
caudación del erario federal mexicano por los
presupuestos de gastos fiscales 2002-2007. De acuerdo con
datos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
(SHCP), este reporte estima el costo de varios incentivos
fiscales para el gobierno, incluso el de las donaciones. Es-
timaron que en 2006 los gastos fiscales relacionados con el
impuesto sobre la renta empresarial por donaciones a dona-
tarias autorizadas representaban 24 mil 223.9 millones de
pesos, mientras que en 2005 fue de mil 674.2 millones de
pesos. Lo anterior significó la multiplicación del gasto en
15 veces el valor de la cifra de 2005 en un año electoral. Por
el contrario, la aproximación de las donaciones por vía de
personas físicas –605.8 millones de pesos– decreció en más
del 50 por ciento.

Muchas de estas organizaciones, montan un aparato buro-
crático a su alrededor, y para muchos, es una preocupación
que al disminuir su presencia aumente el número de de-
sempleados porque sus directivos las crearon como asocia-
ción civil para tener un ingreso y porque en su mayoría
son profesionistas desempleados.

Esta situación se presenta en todas las entidades de la Re-
pública Mexicana, derivado de las pocas juntas de asisten-
cia privadas a nivel local, y a que existen muchísimas aso-
ciaciones civiles que no tienen ningún control
gubernamental. Se les revisa cuánto ganan y cuánto gastan,
no en qué gastan, y eso es lo más importante, en qué gasta
una institución de beneficencia los donativos que recibe. 

También se registran distintas anomalías contables en algu-
nas fundaciones, cuyo objetivo es de asistencia social. Se
constituyen para llevar a cabo un objetivo altruista, hacien-
do que lo que importen de capital sea deducible de impues-
tos, ocasionando un desbalance en la planeación nacional,
pues ellos deciden a qué sector de la población van a ayu-
dar. No se trata de seguir un análisis gubernamental sobre
qué hacer y bajó qué parámetros hacerlo, sino implantar po-
líticas y acciones al gusto de la fundación. El gobierno fe-
deral deduce de aquello que debería de entrar a sus arcas, el
monto del dinero otorgado en calidad de donación, dismi-
nuyendo el capital total, que se destinaría para otros fines
básicos de la sociedad mexicana, definidos por la propia
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Cámara de Diputados en el Presupuesto de Egresos de la
Federación. Dicho de otra forma, se reduce la bolsa para al-
gunos proyectos de educación o salud, que atienden a la po-
blación en general. Cada peso que se destina a la asisten-
cia social, paga un peso menos de impuestos. 

Por otra parte, existe una limitante en nuestra normatividad
con respecto a las donaciones de extranjeros. Es claro que
son realizados como actos de buena fe a organismos públi-
cos o a personas morales mexicanas autorizadas para ello;
pero dentro de la normatividad, no se especifica que tam-
bién podrían ser destinadas a la atención de catástrofes na-
turales. Aunque existen procesos definidos, siguen presen-
tándose barreras para que lleguen a tiempo. 

Es sumamente paradójico e irritante, que necesitando nues-
tro pueblo los bienes que le resuelvan algunas necesidades
elementales, éstos no les lleguen porque no los dejó pasar
la aduana, y ésta a su vez impida el paso por que se le pi-
dieron las cosas de una manera inadecuada.

Es probable que las mercancías, tengan que esperar a que
se cumplan con las regulaciones no arancelarias, que son
medidas que el gobierno adopta para controlar la entradas,
que puedan dañar a la salud pública, a la seguridad nacio-
nal o a la industria y el comercio de nuestra nación, y se
concretan en la presentación de “permisos previos”, “cupos
máximos”, “marcado de país de origen”, “certificaciones”,
“cuotas compensatorias” y otros.

Para recibir donaciones de mercancías procedentes del ex-
tranjero y tramitar su entrada al país sin el pago de impues-
tos (impuesto general de importación e impuesto al valor
agregado), existen dos procedimientos en la legislación
aduanera. El fundamento que sirve de base para conseguir
esta autorización es el artículo 61, fracción IX de la Ley
Aduanera, que señala que no se pagarán los impuestos al
comercio exterior por la entrada al territorio nacional o la
salida del mismo de las mercancías donadas.

Quienes pueden importar mercancía donada:

• Los organismos públicos.

• Las personas morales con fines no lucrativos autoriza-
das para recibir donativos deducibles del impuesto sobre
la renta.

Las mercancías deben ser destinadas a fines culturales, de
enseñanza, de investigación, de salud pública o de asisten-

cia social. No existe la disposición expresa de que pueden
ser donadas para mitigar los impactos de alguna catástrofe
natural. 

La exención de impuestos se menciona en la fracción XVII
y último párrafo del artículo 61 de la Ley Aduanera, dispo-
niendo que no se pagarán los impuestos al comercio exte-
rior por la entrada al territorio nacional de las mercancías
donadas al fisco federal con el propósito de que sean desti-
nadas a la federación, Distrito Federal, estados, municipios,
o personas morales con fines no lucrativos autorizadas pa-
ra recibir donativos deducibles

La Ley del Impuesto sobre la Renta establece que será pa-
ra la atención de requerimientos básicos de subsistencia en
materia de alimentación, vestido, vivienda, educación, y
protección civil o de salud de las personas, sectores o re-
giones de escasos recursos. Pero es claro, que estas necesi-
dades de primer orden, pueden propiciarse por algún desas-
tre natural. 

La disposición sobre quiénes no pueden recibir donaciones,
está perfectamente establecida en los lineamientos del sis-
tema de administración y enajenación de bienes para la do-
nación de bienes. Se establece que no podrán recibir dona-
ciones las personas inhabilitadas para desempeñar un
empleo, cargo o comisión en el servicio público; las que no
hubieren cumplido con cualquiera de las obligaciones que
deriven de los procedimientos previstos en la ley por cau-
sas imputables a ellas; aquellas que proporcionaron infor-
mación que resulte falsa o que hayan actuado con dolo o
mala fe, en cualquier otro procedimiento llevado a cabo por
la administración pública federal para la adjudicación de un
bien; aquellas que participaron en procedimientos similares
con el gobierno federal y no hayan cubierto sus adeudos
oportunamente, por causas imputables a ellos mismos;
aquéllas a las que se les declare en concurso civil o mer-
cantil; los terceros especializados que tengan encomendada
la enajenación de bienes por parte del SAE; los agentes
aduanales y dictaminadores aduaneros, respecto de los
bienes de procedencia extranjera; los servidores públicos
del SAE y los de las entidades transferentes que por sus
funciones hayan tenido acceso a información privilegiada,
y las demás que por cualquier causa se encuentren impedi-
das para ello por disposición de la ley. Asimismo, los orga-
nismos desconcentrados de los gobiernos estatales o muni-
cipales, no podrán ser considerados directamente, como
sujetos elegibles para recibir donaciones.
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Las confusiones sobre a quiénes donar está presente en am-
plios sectores de la población. Por esta razón, la dependen-
cia nacional de protección del consumidor, recomienda se
tomen precauciones para asegurarse que el dinero de sus
donaciones beneficie a las personas y organizaciones que
desea ayudar. Establece que el donatario, debe conocer la
diferencia entre los términos “exento de impuestos” y “de-
ducible de impuestos”. Exento de impuestos significa que
la organización no tiene que pagar impuestos. Deducible de
impuestos significa que usted puede deducir el monto de su
contribución de su declaración del impuesto federal sobre
los ingresos.

Aunque el SAT diseñó un espacio en su portal institucional,
este en ocasiones se encuentra inhabilitado. Es fundamen-
tal que se transparenten periódicamente los donativos que
ejercen las donatarias autorizadas. 

Es muy lamentable, que cuando el Servicio de Administra-
ción Tributaria tiene en su poder, derivado de algunos ope-
rativos, bienes que fueron recogidos cuya procedencia es
ilícita, no puedan ser repartidos a comunidades que tienen
una urgencia y que verdaderamente lo necesitan. 

Por ejemplo, a finales de septiembre del año en curso, el
Servicio de Administración Tributaria ejecutó un importan-
te operativo en ocho bodegas del norte de la ciudad, que
han sido utilizadas como centros de almacenamiento y dis-
tribución de mercancías a tianguis como San Felipe, Mar-
tín Carrera, San Juan de Aragón y Gran Canal.

En tal actividad se embargaron alrededor de 200,000 piezas
de ropa nueva y usada de procedencia extranjera que no
acreditó su legal estancia en el país, con un valor estimado
en el mercado de 10 millones de pesos, una cuatrimoto, una
máquina planchadora industrial, así como más de 12 mil
600 pares de calzado nuevo (tenis, sandalias, botas, zapatos
para dama, caballero y niños) de las marcas Steve Madden,
Rockport, Vans, Nine West, entre otros, con un valor en el
mercado de aproximadamente 1 millón 540 mil pesos. El
peso total de la mercancía embargada se estima en 59 tone-
ladas. En ese momento, nuestro país estaba conmocionado
por los efectos perversos de los huracanes en la zona sur de
nuestro país, ¿por qué no dar estos bienes a esa gente que
realmente lo necesita?, ¿por qué se opta por destruir o ce-
der a personas morales que no lo requieren con urgencia?

Por lo descrito, nos permitimos someter a su consideración
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley Aduanera y de Ley Fede-
ral para la Administración y enajenación de Bienes del
Sector Público

Artículo Primero. Se reforma el numeral IX y XVII del ar-
tículo 61; se agrega un párrafo en el artículo 106; y se re-
forma un párrafo del artículo 145, todos de la Ley Aduane-
ra.

Articulo 61. No se pagarán los impuestos al comercio ex-
terior por la entrada al territorio nacional o la salida de és-
te de las siguientes mercancías: 

IX. Las que sean donadas para ser destinadas a fines cul-
turales, de enseñanza, de investigación, de salud públi-
ca, de servicio social o aquellas que sean destinadas a
la atención de desastres naturales, que importen orga-
nismos públicos, así como personas morales no contri-
buyentes autorizadas para recibir donativos deducibles
en el impuesto sobre la renta, siempre que cumplan con
los siguientes requisitos:

a) Que formen parte de su patrimonio.

b) Que el donante sea extranjero.

c) Que cuenten con autorización de la secretaría. 

d) Que, en su caso, se cumpla con las demás obliga-
ciones en materia de regulaciones y restricciones no
arancelarias

X. a XVI. …

XVII. Las donadas al fisco federal con el propósito de
que sean destinadas al Distrito Federal, estados, munici-
pios, o personas morales con fines no lucrativos autori-
zadas para recibir donativos deducibles en los términos
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que en su caso
expresamente señale el donante, para la atención de re-
querimientos básicos de subsistencia en materia de ali-
mentación, vestido, vivienda, educación, y protección
civil o de salud de las personas, sectores o regiones de
escasos recursos, así como para la atención a pobla-
ciones que hayan sufrido altos impactos por desas-
tres naturales. 

Articulo 106. Se entiende por régimen de importación tem-
poral, la entrada al país de mercancías para permanecer en
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él por tiempo limitado y con una finalidad específica, siem-
pre que retornen al extranjero en el mismo estado, por los
siguientes plazos:

I. a V. …

Se podrá permitir la importación temporal de mercancí-
as destinadas al mantenimiento y reparación de los bie-
nes importados temporalmente conforme a este artículo,
siempre que se incorporen a los mismos y no sean para
automóviles o camiones, de conformidad con lo que es-
tablezca el reglamento.

Se permitirá la importación temporal de aquella ma-
quinaria o bienes de uso duradero que proviniendo
del extranjero sirva para la atención a las zonas de
desastres naturales. Se determinará su permanencia
en el país, de acuerdo con su utilidad para atender di-
chas contingencias.

…

…

Articulo 145. Para determinar el destino de las mercancías
que pasen a ser propiedad del fisco federal, la secretaría de-
berá asesorarse de un consejo integrado por instituciones fi-
lantrópicas y representantes de las Cámaras y asociaciones
de contribuyentes interesadas en la producción y comercia-
lización de mercancías idénticas o similares a aquellas. La
citada dependencia deberá observar los siguientes linea-
mientos:

I. a IV. …

A las enajenaciones…

El Servicio de Administración Tributaria podrá asignar
las mercancías a que se refiere este artículo para uso del
propio servicio o bien para otras dependencias del go-
bierno federal, entidades paraestatales, entidades federa-
tivas, Distrito Federal y municipios, así como a los Po-
deres Legislativo y Judicial. En este caso no se requerirá
la opinión previa del consejo. Con el objetivo de ser
oportunos en la atención de contingencias derivadas
de catástrofes naturales, se podrán asignar mercan-
cías que sirvan para aminorar sus efectos negativos.
El Servicio de Administración Tributaria deberá enviar
mensualmente un reporte de las asignaciones al consejo
y a la Cámara de Diputados del honorable Congreso de

la Unión y en periodo de receso a la Comisión Perma-
nente. También podrá donarlas a las personas morales
con fines no lucrativos autorizadas para recibir donati-
vos deducibles en los términos de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, previa opinión del consejo establecido en
este artículo.

…

Artículo Segundo. Se reforma el último párrafo del artícu-
lo 5 y se reforma el párrafo primero del artículo 34 de la
Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bie-
nes del Sector Público. 

Artículo 5o. El SAE administrará…

Se encuentran…

Respecto de los bienes que no son susceptibles de adminis-
tración en los términos de este artículo, las entidades trans-
ferentes, de conformidad con las disposiciones aplicables,
procederán a ordenar su asignación, destrucción, enajena-
ción, de conformidad con los ordenamientos aplicables pa-
ra cada tipo de bien, o donación a instituciones autorizadas
para recibir donativos deducibles en los términos de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, que lo requieran para el desa-
rrollo de sus actividades; o bien a determinar un fin especí-
fico que ofrezca la mayor utilidad para el gobierno federal.
También podrán asignarse aquellos bienes que se re-
quieran para contrarrestar los efectos negativos de al-
guna catástrofe natural, de acuerdo con la clasificación
gubernamental. 

Capítulo II
De la Asignación y Donación

Artículo 34. En casos excepcionales, de conformidad con
lo que establezcan para tal efecto las disposiciones aplica-
bles y previo cumplimiento de los requisitos que, en su ca-
so, prevean las mismas, tales como los relativos al monto,
plazo o tipo de bienes, éstos podrán ser donados o asigna-
dos, según corresponda, a favor de las dependencias y en-
tidades paraestatales de la administración pública federal,
así como de los gobiernos de las entidades federativas y
municipios, para que los utilicen en los servicios públicos
locales, en fines educativos, de asistencia social, o para
enfrentar catástrofes naturales, o a instituciones autori-
zadas para recibir donativos deducibles en los términos de
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la Ley del Impuesto sobre la Renta, que lo requieran para el
desarrollo de sus actividades.

Tratándose de bienes provenientes de comercio exterior,
sólo podrán donarse los inflamables, explosivos, contami-
nantes, radioactivos, corrosivos, perecederos, de fácil des-
composición o deterioro, flora, animales vivos, aquellos
que se utilicen para la prevención o atención de los efectos
derivados de desastres naturales y los destinados para la
atención de zonas determinadas de alta marginalidad.

Transitorio 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Por el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
senadores: Arturo Escobar y Vega (rúbrica), coordinador; Francisco
Agundis Arias, Manuel Velasco Coello, Javier Orozco Gómez, Ludivi-
na Menchaca Castellanos, Jorge Legorreta Ordorica.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY FEDERAL DE JUSTICIA
PARA ADOLESCENTES - LEY ORGANICA DEL

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION - 
LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION 

PUBLICA FEDERAL - LEY ORGANICA DE LA
PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA -

LEY FEDERAL DE LA DEFENSORIA PUBLICA

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se expide la Ley Federal de Justicia para Adolescentes,
se adiciona la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración, se reforma la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, se adiciona la Ley Orgánica de la Procura-
duría General de la República y se reforma la Ley Federal
de Defensoría Pública.

Atentamente

México, DF, a 9 de diciembre de 2010.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se expide la Ley Federal de Justicia para
Adolescentes, se adiciona la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación, se reforma la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, se adiciona la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la República y
se reforma la Ley Federal de Defensoría Pública.

Artículo Primero. Se expide la Ley Federal de Justicia pa-
ra Adolescentes.

Ley Federal de Justicia para Adolescentes

Título Primero
Disposiciones preliminares

Capítulo I
Objeto, principios y definiciones

Artículo 1. Esta Ley es de orden público e interés general.
Tiene como objeto la creación del Sistema Federal de Jus-
ticia para Adolescentes, el cual incluye a los órganos, ins-
tancias, procedimientos, principios, derechos y garantías
previstos, y derivados de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la presente Ley, la Ley para la
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, y los tratados y
convenios internacionales aplicables.

Esta Ley se aplicará a quienes se les atribuya o compruebe
la realización de una o varias conductas tipificadas como
delito competencia de las autoridades federales y tengan al
momento de la comisión de dichas conductas, entre doce
años cumplidos y menos de dieciocho años de edad.

Artículo 2. Son sujetos de esta Ley:

I. Adolescentes: Personas de entre doce años cumplidos
y menos de dieciocho años de edad a quienes se les atri-
buya o compruebe la realización de una o varias con-
ductas tipificadas como delito.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 201091



II. Adultos jóvenes: Personas de entre dieciocho años
cumplidos y menos de veinticinco años de edad, a quie-
nes se les atribuya o compruebe la realización de una
conducta tipificada como delito cometida cuando eran
adolescentes, a los que se les aplicará el Sistema Federal
de Justicia para Adolescentes en todo aquello que proce-
da, y;

III. Las víctimas u ofendidos por las conductas referidas
en las fracciones anteriores.

Las autoridades, instituciones y órganos previstos en esta
Ley, se harán cargo de operar el Sistema Federal de Justicia
para Adolescentes.

Artículo 3. Son objetivos específicos de esta Ley:

I. Establecer los principios rectores del Sistema y garan-
tizar su plena observancia;

II. Reconocer los derechos y garantías de las personas
sujetas al Sistema y garantizar su efectivo respeto;

III. Crear las autoridades especializadas y establecer sus
atribuciones y facultades para la aplicación del Sistema;

IV. Establecer los procedimientos y mecanismos para
determinar la responsabilidad de los adolescentes y
adultos jóvenes por la realización de una conducta tipi-
ficada como delito;

V. Garantizar la protección de los derechos de la víctima
u ofendido; y

VI. Regular la ejecución de las medidas aplicables a los
adolescentes y adultos jóvenes que resulten responsa-
bles por la realización de una conducta tipificada como
delito.

Artículo 4. Son principios rectores del Sistema, en forma
enunciativa, más no limitativa, los siguientes:

I. Interés superior del adolescente: Se funda en la digni-
dad misma del ser humano, en las características propias
de los adolescentes, y en la necesidad de propiciar el
desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus
potencialidades así como en la naturaleza y alcances
previstos en los instrumentos internacionales, garanti-
zando que toda medida que el Estado tome frente a ellos,
cuando realizan conductas tipificadas como delito en las

leyes federales, deba interpretarse y aplicarse siempre en
el sentido de maximizar los derechos de los adolescen-
tes y de restringir los efectos negativos de su sujeción a
un Sistema que en esencia tiene un carácter sancionato-
rio;

Para determinar el interés superior en una situación con-
creta se deberá valorar, la opinión del adolescente, la ne-
cesidad de equilibrio entre los derechos y garantías de
éste con sus deberes, las exigencias del bien común y los
derechos de la víctima u ofendido;

II. Presunción de Inocencia: Se sustenta en la considera-
ción elemental de que toda persona tiene derecho a ser
estimada como no responsable de la conducta que se le
atribuye en tanto no se le pruebe lo contrario, según lo
establece la Constitución;

III. Transversalidad: Establece que en la interpretación y
aplicación de la ley, se tomará en cuenta la totalidad de
los derechos que concurren en el adolescente, ya sea por
ser indígena, mujer, con capacidades diferentes, trabaja-
dor, o cualquiera otra condición que resulte contingente
en el momento en el que sucedieron los hechos imputa-
dos o aquél en el que se aplica el Sistema Integral de Jus-
ticia para Adolescentes en cualquiera de sus fases, de
conformidad con lo que establecen la Constitución y las
leyes;

IV. Certeza jurídica: Determina que las conductas atri-
buidas a los adolescentes deben encontrarse previstas en
las leyes federales;

V. Mínima intervención: Consiste en la adopción de me-
didas para tratar a los adolescentes o adultos jóvenes sin
recurrir a procedimientos judiciales, en el entendido de
que se respetarán plenamente sus derechos humanos y
garantías legales. En los casos en que sea inevitable que
se sujeten a un procedimiento judicial y se proceda a im-
poner las medidas que se prevén en esta Ley, se procu-
rará que los adolescentes o adultos jóvenes sean expues-
tos lo menos posible y sólo de ser necesario, a ambientes
hostiles, cuando deban comparecer frente a autoridades
o deban estar en los lugares de detención.

VI. Subsidiariedad: Establece que previo al sometimien-
to del adolescente o adulto joven al Sistema Federal de
Justicia para Adolescentes, deberá privilegiarse la apli-
cación de medidas preventivas o alternativas;
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VII. Especialización: Se refiere a que desde el inicio del
proceso, todas las actuaciones y diligencias estarán a
cargo de órganos especializados en materia de justicia
para adolescentes;

VIII. Inmediatez y celeridad procesal: Garantiza que los
procesos en los que están involucrados adolescentes y
adultos jóvenes, se realicen sin demora y con la menor
duración posible;

IX. Flexibilidad: Consiste en que la autoridad tiene la
posibilidad de suspender el proceso en cualquier mo-
mento en beneficio del adolescente o adulto joven;

X. Protección integral de los derechos del adolescente y
adulto joven: Señala que en todo momento las autorida-
des del Sistema deberán respetar y garantizar la protec-
ción de los derechos del adolescente y adulto joven su-
jetos al mismo;

XI. Reintegración social y familiar del adolescente o
adulto joven: Consiste en que las medidas que se tomen
al sancionar a un adolescente o adulto joven deben estar
dirigidas a reintegrarlo lo antes posible al núcleo fami-
liar y social en el que se desarrollaba, en consecuencia,
la duración de la sanción debe ser determinada por la au-
toridad competente sin excluir la posibilidad de que el
adolescente o adulto joven sea puesto en libertad antes
de ese tiempo, cuando se decida como último recurso su
internamiento. Asimismo debe promoverse en el adoles-
cente o adulto joven su sentido de responsabilidad e in-
fundirle actitudes y conocimientos que le ayuden a desa-
rrollar sus posibilidades como miembro de la sociedad;

XII. Justicia restaurativa: Comprende a la víctima u
ofendido, al adolescente o adulto joven y a la comunidad
con el objetivo de buscar soluciones a las consecuencias
del conflicto generado por la conducta prevista como de-
lito, con el fin de promover la reparación del daño, la
conciliación entre las partes y el fortalecimiento del sen-
tido colectivo de seguridad;

XIII. Proporcionalidad: Establece que al momento de
determinarse las medidas que habrán de imponerse a los
adolescentes o adultos jóvenes, deberán aplicarse aqué-
llas que sean acordes con la reintegración social y fami-
liar de los mismos, lo que se logrará a través del esta-
blecimiento de medidas de distinta naturaleza cuya
imposición y ejecución debe ser por el tiempo más bre-
ve que proceda para alcanzar el fin pretendido;

XIV. Inmediación: Establece que las audiencias en el
procedimiento deberán ser presididas por el Juez o Ma-
gistrado para Adolescentes, sin que en modo alguno
pueda delegarse esta función.

Los derechos y garantías reconocidos en esta Ley, se apli-
carán a todos los sujetos de la misma, sin discriminación al-
guna por razones de origen étnico o nacional, género, edad,
capacidades diferentes, condición social o de salud, reli-
gión, opinión, preferencia sexual, estado civil o por cual-
quier otro motivo análogo ya sea propio o de sus padres, fa-
miliares u otras personas responsables o que los tengan
bajo su cuidado.

Se respetará en todas las etapas del proceso el derecho de
los menores a la intimidad.

Artículo 5. Esta Ley debe interpretarse y aplicarse de
conformidad con la Constitución, los principios rectores
del Sistema, la Ley para la Protección de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes y los instrumentos y conve-
nios internacionales aplicables en la materia, siempre en
el sentido de maximizar los derechos de los adolescentes
y de minimizar los efectos negativos de la aplicación del
Sistema.

Sólo en lo no previsto por esta Ley, podrá aplicarse suple-
toriamente el Código Penal Federal y el Código Federal de
Procedimientos Penales, siempre que no se opongan a los
principios rectores y ordenamientos referidos, protegiendo
la integridad de los derechos y garantías del adolescente y
adulto joven.

En ningún caso podrá aplicarse al adolescente o adulto jo-
ven la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada.

Artículo 6. Para todos los efectos de esta Ley, la edad a
considerar será la que tenía la persona al momento de rea-
lizar la conducta tipificada como delito, la que se acredita-
rá mediante el acta de nacimiento expedida por la autoridad
competente, o bien, tratándose de extranjeros, por docu-
mento apostillado o legalizado. Cuando esto no sea posible,
la comprobación de la edad se hará mediante dictamen ren-
dido por los peritos que para tal efecto designe la autoridad
correspondiente.

Artículo 7. Cuando exista la duda de si se trata de una per-
sona mayor o menor de dieciocho años de edad, se presu-
mirá que es adolescente. Cuando exista la duda de si se tra-
ta de una persona mayor o menor de doce años, se
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presumirá niña o niño. En ningún caso se podrá decretar el
internamiento para efectos de comprobación de su edad.

Artículo 8. Para efectos de esta Ley, se entiende por:

I. Adolescente: la mujer u hombre cuya edad está entre
los doce años cumplidos y menos de dieciocho años;

II. Adulto joven: la mujer u hombre cuya edad está entre
los dieciocho años cumplidos y menos de veinticinco
años, quienes son sujetos al Sistema Federal de Justicia
para Adolescentes en razón de haber realizado una con-
ducta prevista como delito, cuando de acuerdo a su edad
eran adolescentes en términos de la fracción anterior;

III. Centro de Internamiento: Centro Federal de Interna-
miento Juvenil adscrito a la Secretaría de Seguridad Pú-
blica Federal, encargado de ejecutar las medidas de tra-
tamiento impuestas a los adolescentes o adultos jóvenes,
o aquéllos Centros de Internamientos Locales que me-
diante convenio ejecuten dichas medidas.

IV. Constitución: Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos;

V. Defensor Público Federal de Adolescentes: defensor
adscrito a la Defensoría Pública del Poder Judicial de la
Federación, especializado en adolescentes;

VI. Juez de Distrito Especializado para Adolescentes:
Juez de Distrito Especializado en Justicia para Adoles-
centes encargado del procedimiento seguido a adoles-
centes y adultos jóvenes, dictar la resolución final, indi-
vidualizar las medidas, controlar la legalidad de la
ejecución de las mismas y conocer de los recursos pre-
vistos en esta Ley que sean de su competencia;

VII. Ley: Ley Federal de Justicia para Adolescentes;

VIII. Magistrado de Circuito para Adolescentes: Magis-
trado Unitario de Circuito especializado en el desahogo
de los recursos previstos en esta Ley que sean de su
competencia;

IX. Ministerio Público de la Federación para Adolescen-
tes: agente del Ministerio Público de la Federación es-
pecializado en la procuración de justicia para adolescen-
tes y adultos jóvenes;

X: Niña y Niño: toda persona menor de doce años de
edad;

XI. Programa Individualizado de Ejecución: programa
que diseña la Unidad Especializada por el que se indivi-
dualiza la ejecución de las medidas de orientación y pro-
tección, así como las de tratamiento basadas en estudios
técnicos multidisciplinarios;

XII. Secretaría: Secretaría de Seguridad Pública Federal;

XIII. Secretario: Secretario de Seguridad Pública Fede-
ral;

XIV. Sistema: Sistema Federal de Justicia para Adoles-
centes; 

XV. Unidad Especializada: Unidad Especializada para
Adolescentes y Adultos Jóvenes de la Secretaría de Se-
guridad Pública Federal con autonomía técnica y opera-
tiva para el ejercicio de sus atribuciones;

XVI. Víctima: persona en quien recae directamente la
conducta tipificada como delito por las leyes federales;
y

XVII. Ofendido: persona a quien se le ha causado un da-
ño o perjuicio y ha acreditado su interés jurídico en el
procedimiento.

Capítulo II
Derechos y garantías de los sujetos de esta Ley

Articulo 9. Los derechos y garantías reconocidos a los su-
jetos de esta Ley son irrenunciables, tienen un carácter
enunciativo y no limitativo.

No constituirán antecedentes penales los datos, acusacio-
nes, procesos, resoluciones y medidas que se apliquen al
adolescente o adulto joven.

Artículo 10. Son derechos y garantías del adolescente o
adulto joven sujeto a investigación y proceso, en los térmi-
nos de esta Ley:

I. Los considerados en la Constitución, en la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, así como en los tratados internacionales que con-
tengan normas de protección en esta materia;
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II. Los adolescentes tienen derecho a la libertad. Cual-
quier medida que implique una restricción a este dere-
cho deberá aplicarse de forma excepcional, como último
recurso y durante el tiempo más breve que proceda, úni-
camente para conductas consideradas como graves de
conformidad con el artículo 113 de esta Ley; cualquier
restricción indebida en un establecimiento público o pri-
vado será considerada como una forma de privación ile-
gal de libertad;

III. Al registro de su detención, en los términos del Có-
digo Federal de Procedimientos Penales, en el módulo
especial que les corresponda en su calidad de adolescen-
te o adulto joven.

IV. En ningún caso, ser sujetos de medidas cautelares o
definitivas que no estén establecidas en esta Ley;

V. Ser siempre tratados y considerados como inocentes,
mientras no se les compruebe la responsabilidad en la
realización de la conducta que se les atribuye;

VI. Que la carga de la prueba la tenga su acusador;

VII. Ser defendidos en igualdad de circunstancias res-
pecto de su acusador;

VIII. Hacerse representar por un defensor público fede-
ral de adolescentes o privado que posea cédula profesio-
nal que lo acredite como licenciado en derecho;

IX. Ser informados, en un lenguaje claro y accesible, sin
demora y personalmente o a través de sus padres, tuto-
res, quienes ejerzan la patria potestad o la custodia o re-
presentantes legales, sobre:

1) Las razones por las que se les detiene, juzga o impo-
ne una medida;

2) La persona que les atribuye la realización de la con-
ducta tipificada como delito;

3) Las consecuencias de la atribución de la conducta;

4) Los derechos y garantías que les asisten en todo mo-
mento;

5) El derecho de disponer de defensa jurídica gratuita y;

6) Todo aquello que interese respecto de su sujeción al
Sistema Federal de Justicia para Adolescentes.

X. Que sus padres, tutores o quienes ejerzan la patria po-
testad o la custodia, participen en las actuaciones y les
brinden asistencia general;

XI. En caso de ser indígenas, extranjeros, sordos, mudos
o no sepan leer ni escribir, ser asistidos de oficio y en to-
dos los actos procesales, por un defensor que compren-
da plenamente su idioma, lengua, dialecto, así como su
cultura; o bien, de ser necesario, a que su defensor sea
auxiliado por un traductor o intérprete asignado por la
autoridad correspondiente o designado por el adolescen-
te o el adulto joven.

Cuando este último alegue ser indígena, se tendrá como
cierta su sola manifestación, de tal forma que sólo cuan-
do exista duda, durante el proceso, se solicitará a las au-
toridades comunitarias la expedición de la constancia
que acredite su pertenencia a un determinado pueblo o
comunidad; y

XII. Permanecer separado, cuando esté sujeto a interna-
miento preventivo, de aquellas personas a quienes ya se
haya impuesto la medida de internamiento definitivo.

Artículo 11. Los adolescentes y adultos jóvenes sujetos a
las medidas previstas en esta Ley, tienen derecho a:

I. No ser privados o limitados en el ejercicio de sus de-
rechos y garantías, sino como consecuencia directa o in-
evitable de la medida impuesta;

II. En cualquier caso que implique su internamiento, tie-
nen derecho a ser alojados en lugares exclusivos y espe-
cializados, de acuerdo con su edad y sexo, totalmente se-
parados de los adultos;

III. Conocer el propio interesado, sus padres, tutores,
quienes ejerzan la patria potestad o la custodia o repre-
sentantes legales, el objetivo de la medida impuesta, el
contenido del Programa Individualizado de Ejecución y
lo que se requiere del adolescente o adulto joven para
cumplir con lo que se le exija en el mismo;

IV. No ser trasladados injustificadamente.

Cuando proceda el traslado, deberá hacerse a centros de
internamiento ubicados lo más cerca posible del lugar de
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residencia habitual de su familia o de quienes ejerzan la
tutoría, patria potestad, o custodia;

V. Ser informados desde el inicio de la ejecución de la
medida de internamiento por lo menos sobre: el conteni-
do del Programa Individualizado de Ejecución de la me-
dida que se les haya determinado; las disposiciones de
las normas y reglamentos que regulen sus derechos, pre-
rrogativas, beneficios y obligaciones; el régimen interno
del centro de internamiento en el que se encuentren y las
medidas disciplinarias en éste, así como el procedimien-
to para su aplicación e impugnación;

VI. Recibir visitas de conformidad con el Reglamento
aplicable;

VII. Comunicarse por escrito y por teléfono con las per-
sonas de su elección, de conformidad con el Reglamen-
to aplicable;

VIII. Tener acceso a los medios de comunicación e in-
formación escritos, de radio y televisión, que no perju-
diquen su adecuado desarrollo, de conformidad con el
Reglamento aplicable;

IX. Salir del centro de internamiento para:

a) Recibir atención médica especializada, cuando és-
ta no pueda ser proporcionada en el mismo.

b) Acudir al sepelio de sus ascendientes o descen-
dientes en primer grado, su cónyuge, concubina o
concubinario, así como para visitarlos en su lecho de
muerte.

En ambos casos, las salidas serán bajo vigilancia es-
pecializada del Centro Federal de Internamiento.

X. Cursar el nivel educativo que le corresponda y reci-
bir instrucción técnica o formación práctica sobre un
oficio, arte o profesión, recibir o continuar con la ense-
ñanza e instrucción en otras áreas del conocimiento y, en
su caso, recibir terapias o educación especial;

XI. Ser formado en un ambiente propicio para el desa-
rrollo de hábitos de higiene personal y de convivencia
armónica;

XII. Las madres adolescentes o adultas jóvenes tendrán
derecho a permanecer con sus hijos menores de seis

años mientras dure la medida de internamiento, en luga-
res adecuados para la madre y su descendiente, en tér-
minos del Reglamento aplicable;

XIII. Realizar actividades recreativas, artísticas, cultura-
les, deportivas y de esparcimiento, bajo supervisión es-
pecializada;

XIV. Recibir o continuar con atención médica preventi-
va y correctiva y cualquier otro tipo de atención vincu-
lada con la protección de su salud, siempre en razón de
su género y circunstancias particulares. Este derecho se-
rá extensivo a las y los hijos menores de seis años de
edad que permanezcan con sus madres adolescentes o
adultas jóvenes en los términos de esta Ley;

XV. Recibir en todo momento una alimentación nutri-
mental adecuada y suficiente para su desarrollo;

XVI. Tener una convivencia segura y ordenada en el in-
terior de los centros de internamiento;

XVII. No recibir medidas disciplinarias colectivas ni
castigos corporales ni cualquier tipo de medida que pue-
da poner en peligro o que vulnere sus derechos o garan-
tías. El adolescente o adulto joven podrá ser controlado
con fuerza o instrumentos de coerción para impedir que
lesione a otros adolescentes, a sí mismo o que cause da-
ños materiales; en todo caso el uso de la fuerza deberá
ser proporcional y tendiente a minimizar dichas lesiones
o daños;

XVIII. No ser aislados salvo en aquellos casos en que
sea estrictamente necesario para evitar o resolver actos
de violencia grave, generalizada o amotinamiento en los
que el adolescente o adulto joven esté directamente in-
volucrado. En ningún caso el aislamiento implicará in-
comunicación;

El adolescente o adulto joven aislado tiene derecho a
que la Unidad Especializada resuelva a la brevedad so-
bre la duración de esta medida disciplinaria, quien den-
tro del término de 24 horas, deberá informar al Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes su determina-
ción;

XIX. Recibir visita íntima, de conformidad con el Re-
glamento Interior del Centro de Internamiento; y
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XX. Los demás previstos en esta Ley y en otros ordena-
mientos aplicables.

Artículo 12. Además de lo previsto en la Constitución y de-
más legislación aplicable, las víctimas u ofendidos tienen
los siguientes derechos:

I. Ser informados sobre sus derechos cuando realicen la
denuncia o en su primera intervención en el proceso;

II. Intervenir en el proceso conforme se establece en es-
ta Ley;

III. Que el Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes les reciba todos los datos o elementos de
prueba con los que cuenten, o bien a constituirse como
coadyuvantes de éste;

IV. Ser informados de las resoluciones que finalicen o
suspendan el proceso;

V. Siempre que lo soliciten, ser escuchados antes de ca-
da decisión que implique la extinción o suspensión de la
acción de remisión;

VI. Ser interrogados o participar en el acto para el cual
fueron citados, en el lugar de su residencia, si por su
edad o condición física o psíquica, se les dificulta gra-
vemente comparecer ante cualquier autoridad del proce-
so. Para tal fin deberán requerir con anticipación la dis-
pensa, por sí o por un tercero;

VII. Recibir asesoría jurídica o protección especial de su
integridad física o psíquica, con inclusión de su familia
inmediata, cuando reciban amenazas o corran peligro en
razón del papel que cumplen en el proceso;

VIII. Demandar, en su caso, a los terceros civilmente
obligados a la reparación del daño;

IX. Impugnar el sobreseimiento o el archivo definitivo
de la investigación; 

X. Solicitar la reapertura de la investigación cuando se
haya decretado el archivo temporal y presentar elemen-
tos o medios de prueba para ello; y

XI. A que sus datos personales sean confidenciales.

Capítulo III
Responsabilidad de los adolescentes frente 

a la Ley Penal Federal

Artículo 13. Los adolescentes podrán ser responsables por
infringir la ley penal federal y demás legislación que con-
temple delitos que sean competencia de las autoridades fe-
derales, en los casos y términos que se establecen en esta
Ley.

La niña o niño menor de doce años de edad a quien se le
atribuya una conducta tipificada como delito quedará exen-
to de toda responsabilidad, sin perjuicio de las responsabi-
lidades civiles a las que haya lugar. Si los derechos de la
persona menor de doce años a quien se atribuye la comisión
de un delito se encuentran amenazados o vulnerados, la au-
toridad competente podrá remitir el caso a las instituciones
públicas o privadas responsables de la protección de los de-
rechos del niño o de la niña.

Artículo 14. No se procederá contra los adolescentes quie-
nes al momento de realizar el hecho tipificado como delito
padezcan de algún trastorno mental que les impida com-
prender la trascendencia y las consecuencias de la conduc-
ta realizada, salvo que el sujeto activo se encuentre en esta-
do de ebriedad o bajo el efecto de estupefacientes o
psicotrópicos sin que medie prescripción médica, y esta
condición la haya autoprovocado.

Cuando el trastorno se presente durante el procedimiento o
en la fase de ejecución, la autoridad judicial o administrati-
va competente deberá suspender el desarrollo del procedi-
miento o la ejecución de la medida durante el tiempo en que
dure el trastorno, si es temporal o definitivamente, si es per-
manente y entregará al adolescente o adulto joven a quie-
nes legalmente corresponda hacerse cargo de ellas.

El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes, en su
caso, resolverá sobre la adecuación de la medida, en forma
provisional o definitiva, considerando las características
del trastorno, así como las necesidades del tratamiento.

En los casos en que el adolescente o adulto joven padezca
un trastorno mental, la autoridad que esté conociendo del
asunto deberá solicitar la intervención de instituciones mé-
dico-psiquiátricas, para efecto de que rindan su dictamen
correspondiente, y en su caso, se hagan cargo del trata-
miento.
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Artículo 15. La responsabilidad del adolescente o adulto
joven se fincará sobre la base del respeto irrestricto al prin-
cipio de culpabilidad disminuida por el acto y no admitirá,
bajo ninguna circunstancia, consideraciones acerca de la
personalidad, vulnerabilidad biológica, temibilidad, peli-
grosidad, ni de cualquier otra que se funde en circunstan-
cias personales del autor del hecho imputado.

Título Segundo
Autoridades, instituciones y órganos encargados 

de la aplicación de la ley

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 16. La aplicación de esta Ley estará a cargo de las
autoridades, instituciones y órganos especializados siguien-
tes:

I. Ministerio Público de la Federación para Adolescen-
tes;

II. Defensor Público Federal para Adolescentes;

III. Juez de Distrito Especializado para Adolescentes;

IV. Magistrado de Circuito para Adolescentes;

V. Unidad Especializada para Adolescentes y Adultos
Jóvenes; y

VI. Directores Titulares de los Centros Federales de In-
ternamiento para Adolescentes.

Artículo 17. Los agentes del Ministerio Público de la Fe-
deración para Adolescentes se encuentran adscritos a la
Procuraduría General de la República. Sus atribuciones y
funciones serán reguladas en la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República.

Los criterios de organización y formación especializada se-
rán definidos por esa institución en los términos de su Re-
glamento.

Artículo 18. Los funcionarios judiciales federales y defen-
sores públicos federales para adolescentes, se encuentran
adscritos al Poder Judicial de la Federación. Los criterios
de organización, formación especializada y los procedi-
mientos de ingreso, promoción, permanencia y terminación

del nombramiento, serán definidos por el Consejo de la Ju-
dicatura Federal.

Artículo 19. Los criterios de organización, formación es-
pecializada y los procedimientos de ingreso, promoción,
permanencia y terminación aplicables al personal corres-
pondiente de la Secretaría, serán definidos por esta última
conforme a la legislación aplicable.

Artículo 20. Todas las autoridades, instituciones y órganos
especializados para adolescentes, deben ejercer sus funcio-
nes en estricto apego a los principios rectores del Sistema,
deben asegurar en todo momento el efectivo respeto de los
derechos y garantías reconocidos en la Constitución, en es-
ta Ley, en la Ley para la Protección de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes y en los instrumentos y conve-
nios internacionales aplicables en la materia.

Artículo 21. A efecto de lograr un mejor funcionamiento
del Sistema, las autoridades, instituciones y órganos espe-
cializados para adolescentes, podrán celebrar convenios de
colaboración con otras autoridades, instituciones y órganos
homólogos en las entidades federativas, así como con orga-
nismos públicos o privados, organizaciones no guberna-
mentales y de la sociedad civil.

Para el logro de los objetivos de esta Ley, las autoridades
federales colaborarán, en el ámbito de su competencia, con
las autoridades encargadas de la aplicación del Sistema Fe-
deral de Justicia para Adolescentes.

Artículo 22. La violación de derechos y garantías de los
adolescentes y adultos jóvenes es causa de nulidad del acto
en el que ocurra y se determinará la responsabilidad del o
los servidores públicos federales, en los términos de la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servi-
dores Públicos, la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la
Tortura y demás disposiciones aplicables.

Capítulo II
Policías Federales

Artículo 23. Los agentes de las policías que en el ejercicio
de sus funciones tengan contacto con niños, niñas, adoles-
centes o adultos jóvenes presuntamente involucrados en
conductas tipificadas como delito en, deberán ejercer sus
funciones conforme a los siguientes deberes y atribuciones:

I. Apegarse a los principios, derechos y garantías pre-
vistos en esta Ley, en la Constitución Federal, en la
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Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes y en los instrumentos y convenios inter-
nacionales aplicables en la materia;

II. Registrar la detención del adolescente o adulto joven
en los términos del Código Federal de Procedimientos
Penales, en el módulo especial que les corresponda en su
calidad de adolescentes;

III. Poner al adolescente o adulto joven, inmediatamen-
te y sin demora a disposición del Ministerio Público de
la Federación para Adolescentes;

IV. Informar al adolescente o adulto joven, al momento
de tener contacto con él, sobre los derechos que le ga-
rantizan los ordenamientos aplicables;

V. Auxiliar, de modo prioritario, a las personas menores
de dieciocho años de edad que se encuentren amenaza-
das por algún peligro o que hayan sido víctimas de algún
delito, así como brindar protección a sus bienes y dere-
chos;

VI. En los casos de duda acerca de la edad de la perso-
na detenida en flagrancia, presumir que se trata de ado-
lescentes, o niños, según sea el caso; y

VII. Salvaguardar la vida, la dignidad e integridad física
de niños, niñas, adolescentes o adultos jóvenes que estén
bajo su custodia, en tanto sean puestos a disposición del
Ministerio Público Federal para Adolescentes.

Los agentes de las policías por ningún motivo podrán exhi-
bir o exponer públicamente a las niñas, niños y adolescen-
tes, así como publicar o divulgar toda grabación, filmación,
imagen o cualquier otra información relacionada con los
mismos.

Artículo 24. La contravención a los deberes y prohibicio-
nes establecidas a los agentes de las policías federales será
sancionada en los términos de las disposiciones aplicables.

Capítulo III
Atribuciones de la Unidad Especializada para

Adolescentes y Adultos Jóvenes y de los 
directores de los Centros Federales 
de Internamiento para Adolescentes

Artículo 25. Son atribuciones de la Unidad Especializada
las siguientes:

I. Aplicar las medidas para adolescentes y realizar todas
las actividades conducentes para anticipar su reincorpo-
ración familiar y social;

II. Elaborar para cada caso el Programa Individualizado
de Ejecución y someterlo a la aprobación del Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes previo al inicio
de su ejecución; 

III. Asegurar en todo momento el respeto irrestricto de
los derechos y garantías previstos en esta Ley, así como
la dignidad e integridad de las personas sujetas a medi-
das, especialmente de quienes las cumplen en interna-
miento;

IV. Supervisar y evaluar, cada seis meses, a los centros
federales de internamiento, asegurando que se apeguen
a lo dispuesto por la presente Ley;

V. Elaborar los informes que le correspondan de confor-
midad con el presente ordenamiento;

VI. Cumplir con las órdenes del Juez de Distrito Espe-
cializado para Adolescentes que establezca esta Ley;

VII. Fomentar en las personas sujetas a alguna medida,
el sentido de la responsabilidad, el valor del respeto a los
derechos de los demás y el desarrollo de las capacidades
necesarias para una participación constructiva dentro de
la sociedad;

VIII. Cumplir con las modalidades y circunstancias de
toda clase de medidas;

IX. Celebrar convenios de colaboración con institucio-
nes públicas y privadas para que coadyuven en el cum-
plimiento de los programas personalizados de ejecución
de medidas;

X. Contar con un registro actualizado de las institucio-
nes públicas y privadas que colaboren en la ejecución de
las medidas, así como de los programas existentes para
su cumplimiento, y disponer lo conducente para que
siempre esté a disposición de los jueces de distrito espe-
cializados en adolescentes;

XI. Sustanciar la queja administrativa en los términos
previstos en la presente Ley y el reglamento respectivo
y, en su caso, dar vista al área de control y supervisión
para los efectos conducentes; 
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XII. Conocer y resolver los medios de impugnación que
interponga el adolescente o adulto joven, su represen-
tante legal, padres o tutor, contra las medidas disciplina-
rias impuestas por el centro de internamiento de confor-
midad con el reglamento respectivo;

XIII. Establecer, a través de la instancia colegida res-
pectiva las normas relativas a los procedimientos de in-
greso, selección, permanencia, evaluación, estímulos,
promoción, reconocimiento, remoción y baja del perso-
nal especializado;

XIV. Contar con el personal certificado en las áreas de
seguridad, guarda y custodia, así como tratamiento y se-
guimiento;

XV. Dirigir la supervisión para verificar el cumplimien-
to de las medidas en ejecución;

XVI. Solicitar al Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes la adecuación y cumplimiento anticipado
de la medida;

XVII. Informar al Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes el incumplimiento de la medida por parte
del adolescente o adulto joven y solicitar la adecuación
correspondiente;

XVIII. Proponer al Secretario, los nombramientos del
personal en cargos administrativos o directivos de la es-
tructura orgánica de la Unidad Especializada hasta di-
rectores generales adjuntos, así como la de los titulares
de los Centros Federales de Internamiento;

XIX. Determinar la suspensión, destitución o inhabilita-
ción en los casos previstos en el artículo 152 de la pre-
sente Ley;

XX. Coordinar y supervisar la operación de los Centros
Federales de Internamiento;

XXI. Ordenar en cualquier momento a las autoridades
administrativas responsables, que se adopten las medi-
das necesarias para proteger la integridad física de las
personas internadas y de sus visitantes, así como para
mantener las condiciones de vida digna en el interior de
los centros federales de internamiento;

XXII. Establecer los mecanismos de comunicación con
los particulares, instituciones públicas y privadas que

coadyuven en el cumplimiento de los programas perso-
nalizados de ejecución de medidas; y

XXIII. Las demás que establezcan las disposiciones
aplicables.

Artículo 26. Son atribuciones de las autoridades de los
Centros Federales de Internamiento las siguientes:

I. Aplicar las medidas de internamiento, en los términos
señalados por el Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes;

II. Poner en práctica inmediatamente el Programa Indi-
vidualizado de Ejecución;

III. Informar a la Unidad Especializada sobre cualquier
trasgresión de los derechos o garantías de adolescentes o
adultos jóvenes, así como de la inminente afectación a
los mismos; 

IV. Procurar la plena reincorporación familiar y social de
los adolescentes o adultos jóvenes;

V. Cumplir de inmediato con las resoluciones y requeri-
mientos del Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes;

VI. Informar por escrito a la Unidad Especializada cada
tres meses o en su caso, al término de la medida, sobre
la forma en que está siendo cumplida la medida, cual-
quier obstáculo que se presente para el cumplimiento de
la misma, así como el comportamiento y estado general
de los adolescentes o adultos jóvenes;

VII. Estar en contacto permanente con los padres, fami-
liares, tutores, o con quienes ejerzan la patria potestad o
la custodia de adolescentes sujetos a medida, a fin de
mantenerlos informados sobre el cumplimento de ésta y
sobre su estado físico y mental;

VIII. Utilizar la fuerza física o instrumentos de coerción
exclusivamente cuando se hayan agotado todos los me-
dios no coercitivos para la imposición de la seguridad y
disciplina, y en todos los casos informar a la Unidad Es-
pecializada sobre la aplicación de estas medidas disci-
plinarias, en lo posible, antes de recurrir a ellas.

Al aplicar la fuerza física como medida excepcional, las
autoridades deberán tomar en cuenta el interés superior
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del adolescente y utilizarán el medio idóneo, proporcio-
nal y menos lesivo para éste y sólo por el tiempo estric-
tamente necesario para mantener o restablecer el orden
o la seguridad perdidos;

IX. Suscribir los convenios que sean necesarios con
otras autoridades, instituciones públicas y privadas, así
como con organizaciones sociales y civiles, para realizar
cursos, talleres y seminarios comunitarios y familiares
en torno a temas relevantes para la prevención del deli-
to y la reincidencia, así como para la reincorporación fa-
miliar y social de los adolescentes y adultos jóvenes; 

X. Integrar un expediente de ejecución de la medida que
contenga, por lo menos, la siguiente información:

a) Los datos de identidad de la persona sujeta a la me-
dida y, en su caso, la información relativa a ingresos
previos al Sistema;

b) La conducta tipificada como delito en las leyes fe-
derales por la que fue impuesta la medida, las cir-
cunstancias y motivaciones de la misma y la autori-
dad judicial federal que la decretó;

c) Día y hora de inicio y finalización de la medida;

d) Datos acerca de la salud física y mental de la per-
sona sujeta a medida;

e) El Programa Individualizado de Ejecución, así co-
mo sus modificaciones, reportes e incidencias;

f) Un registro del comportamiento de la persona su-
jeta a la medida durante su estancia en el centro de in-
ternamiento que corresponda; y

g) Cualquier otro hecho, circunstancia o característi-
ca particular de la persona sujeta a medida que se
considere importante.

XI. Las demás que establezcan las disposiciones aplica-
bles.

Título Tercero
Proceso

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 27. El proceso para adolescentes tiene como obje-
tivo establecer la existencia jurídica de una conducta tipifi-
cada como delito, determinar quién es su autor o partícipe,
el grado de responsabilidad y, en su caso, determinar la
aplicación de las medidas que correspondan conforme a es-
ta Ley.

Artículo 28. La detención provisional y el internamiento de
adolescentes deberá evitarse y limitarse a circunstancias
excepcionales, únicamente a conductas tipificadas como
delitos graves por el artículo 113 de esta ley, debiéndose
aplicar medidas cautelares y definitivas menos gravosas
siempre que sea posible. Las medidas restrictivas de la li-
bertad serán aplicadas por los periodos más breves posi-
bles.

El Ministerio Público de la Federación para Adolescentes,
podrá ordenar la detención provisional del adolescente o
adulto joven, únicamente en casos de urgencia y siempre
que se trate de conductas tipificadas como delitos graves.

Artículo 29. En los casos en que sea procedente, el Minis-
terio Público de la Federación para Adolescentes estará
obligado a solicitar la reparación del daño; y el Juez de Dis-
trito Especializado para Adolescentes deberá pronunciarse
al respecto.

Artículo 30. Los plazos comenzarán a correr al día si-
guiente de la notificación y se contarán en días hábiles, con
excepción de los casos en que exista privación de la liber-
tad, en los que deberán contarse también los días inhábiles.

Los plazos procesales serán improrrogables y su venci-
miento hará precluir la facultad a ejercer por la autoridad
correspondiente. Si el adolescente o adulto joven se en-
cuentra en libertad, los plazos serán prorrogables según lo
establecido en la presente Ley.

Artículo 31. Todos los hechos y circunstancias pertinentes
para la adecuada solución del caso sometido a conocimien-
to habrán de ser probados por cualquier medio de prueba,
siempre que no vulneren derechos y garantías del adoles-
cente o adulto joven.
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Los elementos de prueba no tendrán valor si han sido obte-
nidos por un medio ilícito. Tampoco tendrán valor los me-
dios probatorios que no sean incorporados al proceso con-
forme a las disposiciones de esta Ley.

Las pruebas serán valoradas por los jueces según la sana
crítica, observando las reglas de la lógica, los conocimien-
tos científicos y las máximas de la experiencia.

Artículo 32. Para atender los asuntos materia de esta Ley,
en aquellos lugares donde no haya ministerios públicos,
jueces o tribunales federales especializados para adolescen-
tes, los ministerios públicos y los tribunales locales espe-
cializados para adolescentes, serán competentes para reali-
zar en auxilio de la justicia federal, las diligencias
necesarias para el cumplimiento de la presente Ley, apli-
cando las disposiciones de las leyes federales respectivas,
sin que ello signifique delegación de jurisdicción.

Artículo 33. Si en el transcurso del proceso se comprueba
que la persona a quien se imputa la realización de la con-
ducta tipificada como delito era mayor de dieciocho años
de edad al momento de realizarla, si aún se encuentra en la
fase de indagatoria, el Ministerio Público de la Federación
para Adolescentes deberá remitir de inmediato las actua-
ciones y a la persona detenida ante el Ministerio Público
correspondiente. En el caso de que ya se hubiese realizado
la remisión ante el Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes, éste se declarará incompetente y remitirá los au-
tos y en su caso, a la persona que hubiere sido puesta a su
disposición, a la autoridad competente.

Si en el transcurso del proceso se comprueba que la perso-
na a quien se le imputa la realización de la conducta era me-
nor de doce años de edad al momento de realizarla, se ar-
chivarán las actuaciones y se devolverá la custodia a quien
legalmente la ejerza, o en su caso, se notificará a las insti-
tuciones dedicadas a la atención de la infancia.

Artículo 34. Si en un hecho intervienen uno o varios ado-
lescentes con uno o varios adultos, las causas se separarán
y las autoridades especializadas para adolescentes conoce-
rán de lo que corresponda, con plena autonomía de juris-
dicción.

Artículo 35. La acción de remisión prescribirá en un plazo
igual al término medio aritmético de la pena privativa de la
libertad que señala la ley penal para el hecho que constitu-
ya el delito de que se trate; en ningún caso será menor de
tres años ni mayor a siete años, salvo que se trate de delitos

que se persiguen por querella en cuyo caso prescribirá en
un año.

Si en la ley penal, la conducta tipificada como delito sólo
mereciere multa, la acción de remisión prescribirá en un
año; si mereciere además de esta sanción, pena privativa de
libertad o alternativa, se atenderá a la prescripción de la ac-
ción para perseguir la pena privativa de libertad; lo mismo
se observará cuando corresponda imponer alguna otra san-
ción accesoria.

Los términos para la prescripción de la acción serán conti-
nuos y empezarán a correr:

I.- En la conducta tipificada como delito instantáneo, a
partir del momento en que se consumó;

II. En la conducta tipificada como delito en grado de ten-
tativa, a partir del día en que se realizó el último acto de
ejecución o se omitió la conducta debida;

III. En la conducta tipificada como delito continuado,
desde el día en que se realizó la última conducta y

IV. En la conducta tipificada como delito permanente,
cuando cese su consumación.

La prescripción correrá, se suspenderá o se interrumpirá, en
forma individual, para cada uno de los sujetos que intervi-
nieron en la conducta tipificada como delito.

En caso de que el adolescente esté sujeto a proceso por la
comisión de varias conductas típicas, las sanciones que re-
sulten prescribirán separadamente en el término señalado
para cada una.

Artículo 36. Cuando el adolescente o adulto joven sujeto a
una medida de internamiento se sustraiga de la propia me-
dida, se necesitará para la prescripción, el mismo tiempo
que faltaba para cumplirla, más la mitad. En este caso el
plazo para la prescripción no podrá ser menor de un año.

Capítulo II
Investigación y formulación de la remisión

Artículo 37. La investigación de las conductas tipificadas
como delito por las leyes federales atribuidas a adolescen-
tes corresponde al Ministerio Público de la Federación
para Adolescentes, quien la iniciará de oficio o a petición
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de parte, a partir de la denuncia o querella que de manera
verbal o escrita se le formule.

En los casos de conductas tipificadas como delito que se
persiguen sólo por querella, el Ministerio Público de la Fe-
deración para Adolescentes estará obligado a promover el
acuerdo conciliatorio, en los términos de esta Ley.

Artículo 38. La acción de remisión corresponde al Minis-
terio Público de la Federación para Adolescentes.

Para los efectos de esta ley, se entiende por remisión el ejer-
cicio de la facultad que tiene conferido el Ministerio Públi-
co de la Federación prevista en el artículo 18 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 39. Durante la fase de investigación, el Ministerio
Público de la Federación para Adolescentes deberá realizar
todas las actividades necesarias para allegarse los datos y
elementos de convicción indispensables, que acrediten la
conducta prevista como delito y la probable responsabili-
dad del adolescente o adulto joven, como base del ejercicio
de la acción de remisión.

En caso de resultar procedente, el Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes formulará la remisión del ca-
so al Juez de Distrito Especializado para Adolescentes. En
caso contrario, ordenará el archivo provisional o definitivo
de la investigación.

La probable responsabilidad del adolescente se tendrá por
acreditada cuando de los medios probatorios existentes, se
deduzca su participación en la conducta considerada como
delito, el grado de ejecución del hecho y no exista acredita-
da a favor del adolescente, alguna causa de licitud o alguna
excluyente de culpabilidad. La estimación del probable he-
cho descrito en la Ley y la probable responsabilidad, se rea-
lizará por cualquier medio probatorio que autorice la mis-
ma.

Artículo 40. Los datos y elementos de convicción recaba-
dos durante la investigación por el Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes, tendrán el valor probatorio
que la legislación aplicable les asigne.

Artículo 41. Sólo tendrá valor probatorio la admisión de
los hechos por parte del adolescente o adulto joven, cuando
sea realizada ante el Ministerio Público de la Federación
para Adolescentes, o el Juez de Distrito Especializado, y se
reúnan los siguientes requisitos:

I. Que sea hecha con la asistencia de su defensor previa
entrevista en privado con éste, sí así lo solicita, y que el
adolescente o adulto joven esté debidamente informado
de los hechos que se le imputan y de los derechos que le
asisten;

II. Que sea realizada de manera voluntaria y libre de
cualquier tipo de coacción o engaño; 

III. Que sea de hecho propio; y

IV. Que no existan datos que, a juicio del Juez de Distri-
to Especializado, la hagan inverosímil.

Artículo 42. Sólo en los casos de flagrancia, podrá retener-
se provisionalmente al adolescente sin orden judicial, hasta
por treinta y seis horas. Se entiende que hay flagrancia
cuando:

I. El adolescente es sorprendido en el momento de estar
realizando una conducta tipificada como delito;

II. Inmediatamente después de haberlo cometido, es per-
seguido materialmente; 

III. Inmediatamente después de realizarlo, la persona es
señalada por la víctima, algún testigo presencial de los
hechos o quien hubiere intervenido con ella en la reali-
zación de la conducta que se le atribuye, y se le encuen-
tren objetos o indicios que hagan presumir fundadamen-
te que en efecto, acaba de realizar una conducta
tipificada como delito.

Cuando se detenga a una persona por un hecho que requie-
ra querella de parte ofendida, será informado inmediata-
mente quien pueda presentarla, y si éste no lo hace al tér-
mino de treinta y seis horas siguientes a la detención, el
adolescente será puesto en libertad de inmediato, sin me-
noscabo de que el Ministerio Público de la Federación pa-
ra Adolescentes pueda otorgar la libertad bajo caución con-
forme a las disposiciones aplicables.

Artículo 43. Los agentes policiacos que detengan a un ado-
lescente en flagrancia, están obligados a remitirlo inmedia-
tamente al Ministerio Público de la Federación para Ado-
lescentes.

Cuando la detención la realice cualquier otra persona, ésta
debe entregarlo a la autoridad más próxima, la que proce-
derá en la forma señalada en el párrafo anterior.
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Si el adolescente detenido muestra señales de maltrato físi-
co o psicológico, el Ministerio Público de la Federación pa-
ra adolescentes, de oficio o a solicitud del adolescentes dis-
pondrá su traslado a un establecimiento de salud y abrirá la
investigación para determinar la causa y tipo de las lesiones
y sus responsables.

Artículo 44. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes deberá resolver sobre la procedencia o no de
la remisión dentro del plazo señalado en el artículo 42 de
esta Ley. Si resulta procedente la remisión, el adolescente
será inmediatamente puesto a disposición del Juez de Dis-
trito Especializado para Adolescentes. En caso contrario,
podrá continuarse con la investigación u ordenarse su ar-
chivo provisional o definitivo y el adolescente será inme-
diatamente puesto en libertad.

Artículo 45. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes formulará la remisión, a través de un escrito
que deberá hacer constar lo siguiente:

I. Datos de la víctima u ofendido, en su caso;

II. Datos del adolescente probable responsable;

III. Calificación fundada y motivada de la conducta im-
putada al adolescente;

IV. Breve descripción de los hechos, estableciendo cir-
cunstancias de lugar, tiempo y modo que hagan probable
la responsabilidad del adolescente en la realización del
hecho; 

V. Relación de los datos y elementos de convicción ob-
tenidos hasta ese momento; y,

VI. Determinación del Ministerio Público de la Federa-
ción para Adolescentes para ejercer la acción de remi-
sión, así como los razonamientos que llevaron a esa de-
cisión.

Artículo 46. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes archivará definitivamente el expediente cuan-
do los hechos relatados en la denuncia o querella no fueren
constitutivos de conductas tipificadas como delito o cuando
se encuentre extinguida la responsabilidad del adolescente. 

Artículo 47. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes podrá archivar provisionalmente aquellas in-
vestigaciones en las que no existan elementos suficientes

para proceder o no se puedan practicar otras diligencias, sin
perjuicio de ordenar la reapertura de las diligencias, si apa-
recieren nuevos elementos de convicción que así lo justifi-
quen, siempre que no haya surtido efectos la prescripción.

Artículo 48. La víctima o el ofendido podrán solicitar al
Ministerio Público de la Federación para Adolescentes la
reapertura de expediente y la realización de actividades de
investigación, y de ser negada esta petición, podrán solici-
tarla ante el superior del agente especializado.

Artículo 49. Es procedente el recurso de inconformidad:

I. En contra de las determinaciones del Ministerio Pú-
blico de la Federación para Adolescentes de no ejercicio
de la acción de remisión;

II. Por defectos en las actuaciones del Ministerio Públi-
co de la Federación para Adolescentes donde se consa-
gren los derechos y las garantías de la víctima u ofendi-
do;

III. En contra del acuerdo del Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes en el cual omita la certifi-
cación de datos personales de la víctima, ofendido, o tes-
tigos de cargo;

IV. En contra del acuerdo del Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes que dé trámite a pruebas
periciales notoriamente improcedentes, o que no cum-
plan con las formalidades establecidas por esta Ley; y

V. Contra los acuerdos del Ministerio Público de la Fe-
deración para Adolescentes que no admitan las pruebas
ofrecidas por los representantes de los adolescentes o
adultos jóvenes a quienes se les atribuye alguna conduc-
ta tipificada como delito.

El recurso de inconformidad se promoverá dentro de los
tres días siguientes a la emisión del acto impugnado, ante el
superior jerárquico del Ministerio Público de la Federación
para Adolescentes, quien hará un análisis de las constancias
que integran el expediente, y dictará su resolución en un
término no mayor a nueve días.

Las víctimas u ofendidos podrán interponer el recurso en
los casos previstos en las fracciones I a V del presente artí-
culo. Los adolescentes o adultos jóvenes podrán interpo-
nerlo en los casos previstos en las fracciones IV y V del
presente artículo. 
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Los sujetos facultados para interponer el recurso, deberán
expresar de manera clara y concisa los agravios que le cau-
san las actuaciones del Ministerio Público de la Federación
para Adolescentes.

Capítulo III
Del procedimiento, juicio y resolución

Sección I
Del procedimiento

Artículo 50. A partir del momento en que el escrito de re-
misión es recibido por el Juez de Distrito Especializado pa-
ra Adolescentes, éste deberá determinar si existen bases pa-
ra el libramiento de la orden de presentación o detención o,
en su caso, para la sujeción a proceso y la procedencia de
medidas cautelares si el Ministerio Público de la Federa-
ción para Adolescentes lo solicitare.

En el supuesto de que el adolescente o el adulto joven es-
tuviere detenido al momento de recibir el escrito de remi-
sión o cumplimentada la orden de presentación o detención,
se celebrará de inmediato una audiencia en la que el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes deberá, en su ca-
so, examinar la legalidad de la detención. Si ésta resultare
improcedente, la audiencia se suspenderá y se decretará la
inmediata libertad del adolescente o adulto joven. De rati-
ficarse la detención, la audiencia continuará su curso. 

En esta audiencia, si el adolescente o adulto joven desea ha-
cerlo, se recibirá su declaración inicial, se le hará saber que
en un plazo máximo de setenta y dos horas se determinará
su libertad o sujeción a proceso, el cual podrá prorrogarse
hasta por un plazo igual, con la finalidad de aportar y de-
sahogar elementos de prueba para que el Juez de Distrito
Especializado para Adolescentes resuelva su situación. La
prolongación de la detención en su perjuicio será sanciona-
da por la ley penal federal.

Si la audiencia se suspende a petición del adolescente o su
defensor, el Juez de Distrito Especializado para Adolescen-
tes, a solicitud del Ministerio Público de la Federación pa-
ra Adolescentes, podrá imponer alguna de las medidas cau-
telares de las previstas en esta Ley hasta que la audiencia se
reanude.

A esta audiencia deberán concurrir el Ministerio Público de
la Federación para Adolescentes, el adolescente o adulto jo-
ven probable responsable, su defensor y, en su caso, podrán

asistir padres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad o
la custodia del adolescente. La ausencia de estos últimos no
suspenderá la audiencia.

Artículo 51. Para la celebración de la audiencia de sujeción
a proceso, si el adolescente o adulto joven no se encontrara
detenido, el Juez de Distrito Especializado para Adolescen-
tes podrá dictar, a solicitud del Ministerio Público de la Fe-
deración para Adolescentes:

I. Orden de presentación en los casos en los que la con-
ducta que se investiga no merezca medida de interna-
miento. En caso de que el adolescente o adulto joven no
comparezca voluntariamente, el Juez podrá hacerlo
comparecer con el auxilio de la fuerza pública; y

II. Orden de detención e internamiento preventivo, cuan-
do la conducta que se investiga merezca medida de in-
ternamiento y exista una presunción razonable, por
apreciación de las circunstancias del caso particular, de
que el adolescente o adulto joven podría no someterse al
proceso u obstaculizaría la averiguación de la verdad, o
se estime que el adolescente o adulto joven puede co-
meter alguna otra conducta tipificada como delito contra
la propia víctima, alguno de los testigos que depongan
en su contra, servidores públicos que intervengan en el
proceso o contra algún tercero.

Artículo 52. Es indelegable la presencia del Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes en todas las audiencias
que se lleven a cabo durante el procedimiento, el juicio y
notificación de la sentencia.

Artículo 53. Los procedimientos en los que se ven involu-
crados adolescentes o adultos jóvenes son de interés públi-
co; en función de lo anterior y para salvaguardar plena-
mente el derecho que tienen a ser escuchados, su
declaración debe ser:

I. Rendida únicamente ante el Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes o ante el Juez de Distrito
Especializado para Adolescentes, en presencia de su de-
fensor;

II. Voluntaria, de manera que sólo se puede realizar si el
adolescente o adulto joven presta su consentimiento des-
pués de consultarlo con su defensor;

III. Pronta, por lo que se dará prioridad a la declaración
del adolescente o adulto joven, procurando que el tiem-
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po entre la presentación y la declaración inicial sea el
menor posible;

IV. Breve, de modo que la comparecencia ante el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes tome estricta-
mente el tiempo requerido, considerando incluso perio-
dos de descanso para el adolescente o adulto joven;

V. Eficiente, por lo que Juez de Distrito Especializado
para Adolescentes tendrá que preparar la comparecencia
con antelación para obtener la información que requiera
para el ejercicio de sus funciones en el menor número de
sesiones que sea posible;

VI. Solicitada por el adolescente o adulto joven por lo
que podrá alegar lo que a su derecho convenga, cuantas
veces lo pida dentro de los momentos procesales corres-
pondientes; y

VII. Asistida, de modo que se realice con la asistencia de
su defensor; cuando exista ansiedad o fatiga producidas
por la declaración, se suspenderá ésta, reanudándose a la
brevedad posible. En los casos en que el adolescente ten-
ga una edad de entre doce años y catorce años no cum-
plidos, también será necesaria la presencia de sus pa-
dres, tutores, custodios o quienes ejerzan la patria
potestad, si él y su defensa lo estiman conveniente.

Artículo 54. Sólo a solicitud del Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes y, en la forma, bajo las con-
diciones y por el tiempo que se fija en esta Ley, el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes podrá imponer al
adolescente o adulto joven, después de escuchar sus razo-
nes, las siguientes medidas cautelares:

I. La presentación de una garantía económica suficiente;

II. La prohibición de salir sin autorización del país, de la
localidad en la cual reside o del ámbito territorial que fi-
je el Juez de Distrito Especializado para Adolescentes;

III. La obligación de someterse al cuidado o vigilancia
de una persona o institución determinada, que informe
regularmente al Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes;

IV. La obligación de presentarse periódicamente ante el
Juez de Distrito Especializado para Adolescentes o ante
la autoridad que él designe;

V. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones
o de visitar ciertos lugares; 

VI. La prohibición de convivir o comunicarse con per-
sonas determinadas, siempre que no se afecte el derecho
de defensa;

VII. La separación inmediata del domicilio cuando se
trate de conductas tipificadas como delitos sexuales en
la ley penal federal y la presunta víctima conviva con el
adolescente o adulto joven; 

VIII. El internamiento preventivo en instalaciones espe-
cializadas; y

IX. La libertad vigilada.

Las medidas cautelares podrán dictarse y revocarse en cual-
quier momento hasta antes de dictarse sentencia.

Artículo 55. Para imponer cualquier tipo de medida caute-
lar, el Ministerio Público de la Federación para Adolescen-
tes deberá acreditar ante el Juez de Distrito Especializado,
la existencia del hecho atribuido y la probable participación
del adolescente o adulto joven, a quien podrá imponer una
o varias de las medidas cautelares previstas en esta Ley, y
dictar las órdenes necesarias para garantizar su cumpli-
miento.

Artículo 56. El internamiento preventivo deberá aplicarse
sólo de manera excepcional, hasta por un plazo máximo de
tres meses, cuando otra medida cautelar menos gravosa re-
sulte insuficiente para garantizar la presencia del adoles-
cente o adulto joven en el procedimiento, siempre que el
adolescente sea mayor de catorce años de edad al momen-
to de cometer el hecho, y la conducta atribuida a este se en-
cuentre considerada como grave, en los términos del artí-
culo 113 de esta Ley. Además de lo anterior, deberán
concurrir cualquiera de las circunstancias siguientes:

I. Exista riesgo que se sustraiga de la acción de la justi-
cia, de obstaculización del procedimiento o de destruc-
ción de los medios de convicción; o

II. Se estime que el adolescente o adulto joven puede
cometer una conducta tipificada como delito contra la
propia víctima, alguno de los testigos que depongan en
su contra, servidores públicos que intervengan en el pro-
ceso, o contra algún tercero. 
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El internamiento preventivo no podrá combinarse con otras
medidas cautelares y deberá ser cumplido en instalaciones
diferentes a las destinadas al cumplimiento de la medida de
internamiento definitivo.

Sección II
Del juicio

Artículo 57. El juicio se desahogará de manera escrita y
formal, privilegiando en todo momento la inmediación, in-
mediatez y celeridad procesal del juzgador en las actuacio-
nes, atendiendo a la supletoriedad del Código Federal de
Procedimientos Penales.

Artículo 58. El adolescente, sus padres, tutores o quienes
ejerzan la patria potestad o la custodia, o en su caso, el
adulto joven, y su defensor, podrán solicitar que las au-
diencias correspondientes se verifiquen a puerta cerrada.
En el juicio deberán estar presentes el Juez de Distrito Es-
pecializado para Adolescentes, el adolescente o adulto jo-
ven, su defensor, familiares o representantes, y Ministerio
Público de la Federación para Adolescentes.

Sección III
De la resolución

Artículo 59. Concluido el juicio, el Juez de Distrito Espe-
cializado resolverá sobre la responsabilidad del adolescen-
te o adulto joven, atendiendo a lo establecido en esta Ley.

El Juez de Distrito Especializado apreciará la prueba, con-
forme a las reglas de la lógica, los conocimientos científi-
cos y las máximas de la experiencia; sólo podrán valorarse
y someterse a la crítica racional, los medios de prueba ob-
tenidos por un proceso permitido e incorporados al juicio
conforme a las disposiciones de esta Ley.

En caso de duda, el Juez de Distrito Especializado deberá
resolver tomando en cuenta lo que más favorezca al ado-
lescente o adulto joven.

Artículo 60. La resolución que se dicte será siempre pro-
porcional no sólo a las circunstancias y la gravedad de la
conducta tipificada como delito, sino también a las circuns-
tancias y características personales del adolescente o adul-
to joven, al interés público y al daño causado.

Artículo 61. La imposición e individualización de medidas
a cargo del Juez de Distrito Especializado para Adolescen-
tes deberá sujetarse a las siguientes disposiciones:

I. Sólo podrán imponerse las medidas consideradas en
esta Ley;

II. El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes
deberá valorar:

a) La gravedad de la conducta; la forma de autoría o
de participación; la intencionalidad del agente; el gra-
do de ejecución de que se trate; las circunstancias de
tiempo, modo, lugar u ocasión; la posibilidad que tu-
vo el agente de haber ajustado su conducta a las exi-
gencias de la norma; los medios comisivos emplea-
dos; el comportamiento del sujeto activo después del
hecho y el comportamiento de la víctima en el hecho;

b) La edad; el nivel de educación; las condiciones so-
ciales, económicas y culturales; los motivos que lo
impulsaron o determinaron a desarrollar su compor-
tamiento; las condiciones personales, fisiológicas y
psíquicas específicas en que se encontraba el sujeto
activo en el momento de la comisión de la conducta;
si el agente perteneciera a un grupo étnico o pueblo
indígena, se tomarán en cuenta, además, sus usos y
costumbres; y

c) Las necesidades particulares del adolescente o
adulto joven, así como las posibilidades reales de ser
cumplida la medida.

III. El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes
atenderá a las reglas de concurso de conductas típicas;

IV. La medida de internamiento se impondrá de manera
excepcional y en ningún caso a adolescentes menores de
catorce años de edad; y

V. En cada resolución, el Juez de Distrito Especializado
para Adolescentes podrá imponer amonestación y hasta
un máximo de dos medidas más, compatibles entre sí, de
modo que su ejecución pueda ser simultánea y en ningún
caso, sucesiva.

Artículo 62. La resolución deberá estar debidamente fun-
dada y motivada, escrita en un lenguaje accesible al ado-
lescente o adulto joven y deberá contener los siguientes ele-
mentos:

I. Lugar, fecha y hora en que es emitida;

II. Datos personales del adolescente;
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III. Relación de los hechos, pruebas, alegatos y conclu-
siones;

IV. Motivos y fundamentos legales que la sustentan;

V. Argumentos a partir de los cuales se decide si quedó
acreditada o no la existencia de la conducta;

VI. Argumentos a partir de los cuales se decide si quedó
o no acreditada la responsabilidad del adolescente o
adulto joven;

VII. La medida que en su caso llegue a imponerse, su
duración y lugar de aplicación y ejecución, así como la
medida de mayor gravedad que se impondría en el caso
de incumplimiento;

VIII. Las medidas de menor gravedad por las que, en los
términos de esta Ley, puede sustituirse la medida im-
puesta, así como el orden en que deben ser consideradas
por la Unidad Especializada; y

IX. El monto de la reparación del daño a la víctima u
ofendido, en su caso.

La simple relación de las pruebas, la mención de los reque-
rimientos, argumentos o pretensiones de las partes, afirma-
ciones dogmáticas, fórmulas genéricas, o rituales no cons-
tituyen en caso alguno fundamentación ni motivación.

Artículo 63. Una vez firme la medida, el Juez de Distrito
Especializado para Adolescentes establecerá las condicio-
nes y la forma en que el adolescente o adulto joven debe
cumplirla, quedando a cargo de la Unidad Especializada la
elaboración de un Programa Individualizado de Ejecución.

El adolescente, sus padres, tutores o quienes ejerzan la pa-
tria potestad o la custodia, o en su caso, el adulto joven, y
su defensor, podrán solicitar ante el Juez de Distrito Espe-
cializado para Adolescentes la revisión del Programa Indi-
vidualizado de Ejecución dentro del plazo de cinco días si-
guientes a aquél en que se le haya informado al adolescente
o adulto joven su contenido. 

Capítulo IV
Procedimientos alternativos al juicio

Artículo 64. Los medios alternativos al proceso judicial
responden a los principios de subsidiariedad y mínima in-

tervención previstos por la presente Ley; se orientan hacia
los fines de la justicia restaurativa, a efecto de que la vícti-
ma u ofendido y el adolescente o adulto joven participen
conjuntamente de forma activa en la solución de las conse-
cuencias derivadas del hecho atribuido.

Sección I
Conciliación y mediación

Artículo 65. La conciliación es el procedimiento volunta-
rio realizado entre el adolescente o adulto joven y la vícti-
ma u ofendido, que tiene la finalidad de llegar a un acuer-
do de voluntades que deberá ser aprobado por el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes correspondiente.

La mediación es el procedimiento por el cual una persona o
entidad especializada en la procuración de acuerdos inter-
viene en el conflicto para brindar a las partes asesoramien-
to respecto de los posibles acuerdos que pueden alcanzar
para dirimir su controversia, en los casos en que así proce-
da.

Durante todo el desarrollo de la conciliación y la media-
ción, el adolescente o adulto joven y la víctima u ofendido
deberán ser asistidos por su defensor y el Ministerio Públi-
co de la Federación para Adolescentes, respectivamente. 

La conciliación y la mediación se rigen por los principios
de voluntariedad de las partes, confidencialidad, flexibili-
dad, neutralidad, imparcialidad, equidad, legalidad y ho-
nestidad.

Los conciliadores y mediadores deberán guardar secreto
sobre lo que conozcan en las deliberaciones y discusiones
de las partes.

El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes no
aprobará la conciliación o la mediación cuando tenga fun-
dados motivos para estimar que alguno de los participantes
no está en condiciones de igualdad para negociar o ha ac-
tuado bajo coacción o amenaza.

En el caso de los adolescentes, el acuerdo conciliatorio o de
mediación requerirá el consentimiento de los padres, tuto-
res o quienes ejerzan la patria potestad o la custodia. 

Artículo 66. Sólo procederá la conciliación o la mediación
cuando se trate de conductas tipificadas como delito, que se
persigan a petición de parte, o bien, en las que persiguién-
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dose de oficio, sean de carácter patrimonial y no ameriten
medidas de internamiento, siempre que se garantice la re-
paración del daño.

Artículo 67. En los casos del artículo anterior, es obliga-
ción del Ministerio Público de la Federación para Adoles-
centes proponer y, en su caso, realizar la conciliación o fa-
cilitar la mediación. En los demás casos, esta alternativa al
proceso judicial se realizará ante el Juez de Distrito Espe-
cializado para Adolescentes que corresponda y siempre a
petición de parte.

Artículo 68. La conciliación y la mediación podrán reali-
zarse en cualquier momento desde que el adolescente es
puesto a disposición del Ministerio Público de la Federa-
ción para Adolescentes y hasta antes de que se dicte sen-
tencia de primera instancia.

Artículo 69. En apego estricto a los plazos acordados por
las partes y los determinados por la autoridad frente a la que
se comprometió el acuerdo derivado de la conciliación o la
mediación, debe suspenderse el procedimiento mientras es-
té pendiente su cumplimiento.

El plazo fijado para el cumplimiento de las obligaciones
pactadas suspenderá la prescripción de la acción de remi-
sión.

Artículo 70. Los acuerdos derivados de la conciliación o la
mediación no implican ni requieren el reconocimiento, por
parte del adolescente o adulto joven, de haber realizado la
conducta que se le atribuye.

Artículo 71. Si el adolescente o adulto joven cumpliera con
todas las obligaciones contenidas en el acuerdo derivado de
la conciliación o en el de la mediación, la autoridad corres-
pondiente debe resolver la terminación del procedimiento y
ordenará su archivo definitivo o el sobreseimiento. 

En caso de incumplimiento de dichas obligaciones, el pro-
cedimiento ordinario continuará a partir de la última actua-
ción que conste en el registro.

Los acuerdos derivados de la conciliación o de la media-
ción tendrán el carácter de título ejecutivo únicamente en lo
relativo a la reparación del daño, dejándose a salvo los de-
rechos de la víctima o del ofendido para hacerlo valer ante
los tribunales competentes, en cuyo caso el procedimiento
relativo ya no incluiría lo relativo a la reparación del daño.

No se podrá invocar, dar lectura, ni incorporar como medio
de prueba ningún antecedente que tenga relación con la
proposición, discusión, aceptación, procedencia, rechazo o
revocación de un procedimiento de conciliación o media-
ción.

Sección II
Suspensión condicional del proceso a prueba

Artículo 72. En los casos en los que la conducta tipificada
como delito esté sancionada con internamiento y siempre
que el adolescente o adulto joven no se encuentre gozando
de este beneficio en proceso diverso, procederá la suspen-
sión condicional del proceso a prueba. 

La suspensión del proceso podrá solicitarse ante el Juez de
Distrito Especializado y hasta antes de que dicte resolución
sobre la responsabilidad del adolescente o adulto joven; y
no impedirá el ejercicio de la acción civil ante los tribuna-
les respectivos. 

La solicitud deberá contener un acuerdo de reparación del
daño causado por la conducta tipificada como delito y un
detalle de las condiciones que estaría dispuesto a cumplir el
adolescente o adulto joven conforme al artículo siguiente.
El acuerdo podrá consistir en una indemnización hasta el
equivalente a la reparación del daño que en su caso pudie-
ra llegar a imponerse, de manera inmediata o por cumplir a
plazos.

Para el otorgamiento de la suspensión será condición indis-
pensable que el adolescente o adulto joven reconozca su
participación en el hecho que se le atribuye y que existan
datos de la investigación que permitan corroborar su exis-
tencia.

El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes oirá
sobre la solicitud en audiencia al Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes, a la víctima u ofendido y al
adolescente o adulto joven, y resolverá de inmediato, salvo
que difiera esa discusión para la audiencia de sujeción a
proceso, en su caso. La resolución fijará las condiciones ba-
jo las cuales se suspende el proceso o se rechaza la solici-
tud, y aprobará o modificará el acuerdo de reparación pro-
puesto, conforme a criterios de razonabilidad. La sola falta
de recursos económicos por parte del adolescente o adulto
joven no podrá aducirse para rechazar la posibilidad de sus-
pensión del proceso a prueba.
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Si la solicitud no se admite, o el proceso se reanuda con
posterioridad, el reconocimiento de su participación en los
hechos por parte del adolescente o adulto joven no tendrá
valor probatorio alguno.

Artículo 73. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes fijará el plazo de suspensión del proceso a prue-
ba, que no podrá ser inferior a un año ni superior a dos, y
determinará además de la reparación del daño, una o varias
de las reglas que deberá cumplir el adolescente o adulto jo-
ven, entre las siguientes:

I. Residir en un lugar determinado;

II. Frecuentar o dejar de frecuentar determinados lugares
o personas;

III. Abstenerse de consumir drogas, estupefacientes o
bebidas alcohólicas;

IV. Participar en programas especiales para la preven-
ción y tratamiento de adicciones;

V. Comenzar o finalizar la escolaridad básica, aprender
un oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar o la
institución que determine el Juez de Distrito Especiali-
zado para Adolescentes;

VI. Prestar servicio social a favor del Estado o de insti-
tuciones de asistencia social;

VII. Permanecer en un trabajo o empleo;

VIII. Someterse a la vigilancia que determine el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes;

IX. No conducir vehículos automotores; o

X. Abstenerse de viajar al extranjero.

Cuando se acredite plenamente que el adolescente o adulto
joven no puede cumplir con alguna de las obligaciones an-
teriores por ser incompatibles a su estado físico o contrarias
a su salud o alguna otra causa de especial relevancia, el
Juez de Distrito Especializado para Adolescentes podrá
sustituirlas, fundada y motivadamente, por otra u otras aná-
logas que resulten razonables y que garanticen los derechos
de la víctima u ofendido.

Para fijar las reglas, el Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes puede disponer que el adolescente o adulto
joven sea sometido a una evaluación previa. En ningún ca-
so el Juez puede imponer medidas más gravosas que las so-
licitadas por el Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes.

La decisión sobre la suspensión del proceso será pronun-
ciada en audiencia, en presencia del adolescente o adulto
joven, su defensor, los padres, tutores o quienes ejerzan la
patria potestad o la custodia del adolescente, la víctima u
ofendido, y el Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes, quienes podrán expresar observaciones a las
reglas impuestas en los términos de este artículo, las que se-
rán resueltas de inmediato. El Juez de Distrito Especializa-
do para Adolescentes prevendrá al adolescente o adulto jo-
ven sobre las reglas de conducta impuestas y las
consecuencias de su inobservancia.

Artículo 74. En los casos suspendidos en virtud de las dis-
posiciones correspondientes a esta Sección, el Ministerio
Público de la Federación para Adolescentes tomará las me-
didas necesarias para evitar la pérdida, destrucción o inefi-
cacia de los medios de prueba conocidos y las que soliciten
las partes.

Artículo 75. Si el adolescente o adulto joven se aparta con-
siderablemente y en forma injustificada de las condiciones
impuestas para la suspensión del proceso a prueba, el Juez
de Distrito Especializado para Adolescentes, previa peti-
ción del Ministerio Público de la Federación para Adoles-
centes o de la víctima u ofendido, convocará a las partes a
una audiencia en la que se debatirá sobre la revocación y se
resolverá de inmediato, fundada y motivadamente, acerca
de la reanudación del proceso. En lugar de la revocación, el
Juez de Distrito Especializado para Adolescentes podrá am-
pliar el plazo de la suspensión a prueba hasta por dos años
más. Esta extensión del término puede imponerse sólo por
una vez.

Artículo 76. La suspensión del proceso a prueba no extin-
gue las acciones civiles de la víctima o de terceros. Sin em-
bargo, si la víctima recibe pagos en virtud de la proceden-
cia de la suspensión, ellos se destinarán a la indemnización
por la reparación del daño que le pudiere corresponder.

Transcurrido el plazo que se fije sin que la suspensión fue-
re revocada, cesará el proceso, debiendo decretarse de ofi-
cio o a petición de parte, el sobreseimiento, siempre y cuan-
do se haya cubierto la reparación del daño correspondiente.
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Durante el período de suspensión del proceso a prueba que-
darán suspendidos los plazos procesales correspondientes.

Artículo 77. Los efectos de la suspensión del proceso a
prueba cesarán mientras el adolescente o adulto joven esté
privado de su libertad por otro proceso.

Si está sometido a otro proceso y goza de libertad, el plazo
relativo a la suspensión seguirá su curso, hasta en tanto
quede firme la resolución que se dicte dentro de este pro-
ceso.

La revocatoria de la suspensión del proceso no impedirá el
pronunciamiento de una sentencia absolutoria ni la conce-
sión de algunas de las medidas sustitutivas al internamien-
to cuando fueren procedentes.

Título Cuarto
Medidas

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 78. Las medidas reguladas por esta Ley tienen co-
mo fin una justicia restaurativa, la reintegración social, y
familiar del adolescente o adulto joven, así como el de pro-
porcionar a éste una experiencia de legalidad y una oportu-
nidad de valorar los beneficios de la convivencia armónica,
del civismo y del respeto a las normas y derechos de los de-
más. Para ello, éstas deben instrumentarse, en lo posible,
con la participación de la familia, de la comunidad y, en su
caso, con el apoyo de especialistas.

Todas las medidas de esta Ley están limitadas en su dura-
ción y no podrán, bajo ninguna circunstancia, superar el
máximo previsto para cada una de ellas. Ello no excluye la
posibilidad de determinar el cumplimiento de la medida an-
tes de tiempo, ni de adecuarla en beneficio del sujeto de la
misma, en los términos previstos por esta Ley.

La decisión sobre la medida que debe ser impuesta tendrá
relación directa con los daños causados, el grado de parti-
cipación del adolescente en los hechos y los fines señalados
en el primer párrafo de este artículo.

Artículo 79. Las medidas que pueden cumplirse en libertad
son de aplicación prioritaria; en tanto que las que implican
privación de libertad deben aplicarse como último recurso.

Artículo 80. Cuando se unifiquen medidas, debe atenderse
a los máximos legales que para cada medida prevé esta Ley.

Capítulo II
Medidas de orientación y protección

Artículo 81. Las medidas de orientación y protección con-
sisten en apercibimientos, mandamientos o prohibiciones,
impuestos por el Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes. Estas medidas tienen el fin de regular, respetan-
do los derechos de los adolescentes o adultos jóvenes, las
conductas de éstos que afectan el interés de la sociedad,
promoviendo su formación, la comprensión del sentido que
tiene la medida, el fomento de vínculos socialmente positi-
vos y el pleno desarrollo de su personalidad.

Las medidas de orientación y protección se aplicarán bajo
el seguimiento de los servidores públicos que la Unidad
Especializada designe, excepto la de apercibimiento, y en
lo posible con la colaboración de la familia y su comuni-
dad.

Sección I
Apercibimiento

Articulo 82. El apercibimiento es la llamada de atención
enérgica que el Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes hace al adolescente o adulto joven, en forma oral,
clara y directa, en un único acto, para hacerle comprender
la gravedad de la conducta realizada y las consecuencias
que la misma ha tenido o pudo haber tenido, tanto para la
víctima o el ofendido, como para el propio adolescente o
adulto joven, instándolo a cambiar su comportamiento, a no
reincidir y conminándolo a aprovechar la oportunidad que
se le da al imponérsele esta medida, que es la más benévo-
la entre las que considera esta Ley. La finalidad de esta me-
dida es la de conminar al adolescente o adulto joven para
que evite la futura realización de conductas tipificadas co-
mo delitos, así como advertirle que, en el caso de reincidir
en su conducta, se le aplicará una medida más severa.

Artículo 83. Cuando la resolución en la que se sancione al
adolescente o adulto joven con apercibimiento quede firme,
el Juez de Distrito Especializado para Adolescentes proce-
derá a ejecutar la medida.

De la ejecución del apercibimiento se dejará constancia por
medio de acta que deberá ser firmada por el Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes, el adolescente o adulto
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joven, en su caso, los padres, tutores o quienes ejerzan la
patria potestad o custodia del adolescente y quienes hayan
estado presentes.

En el mismo acto, el Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes deberá recordar a los padres, tutores, o a
quienes ejerzan la patria potestad o custodia, sus deberes en
la formación, educación y supervisión del adolescente o
adulto joven.

Sección II
Libertad asistida

Artículo 84. La libertad asistida consiste en ordenar al ado-
lescente o adulto joven a continuar con su vida cotidiana,
pero bajo la vigilancia de un supervisor y de conformidad
con el Programa Individualizado de Ejecución. La duración
de esta medida no podrá ser inferior a tres días ni mayor de
cuatro años.

La finalidad de esta medida es inculcar en el adolescente o
adulto joven el aprecio por la vida en libertad y la impor-
tancia que en la convivencia común tiene el respeto a los
derechos de los demás; en consecuencia, el Programa Indi-
vidualizado de Ejecución deberá contener actividades diri-
gidas al efecto, de modo que se afirme la cultura de la le-
galidad y se aprecien las desventajas de comportamientos
irresponsables frente a las leyes y los derechos de otras per-
sonas.

El supervisor designado por la Unidad Especializada, dará
seguimiento a la actividad del adolescente o adulto joven
mientras dure la medida y tendrá las siguientes obligacio-
nes:

I. Supervisar la asistencia y aprovechamiento del ado-
lescente o adulto joven a los programas y actividades
previstas en el Programa Individualizado de Ejecución,
y proporcionar la orientación requerida;

II. Promover socialmente al adolescente o adulto joven
y su familia proporcionándoles orientación, y

III. Presentar los informes que le requiera la Unidad Es-
pecializada así como el Juez de Distrito Especializado
para Adolescentes.

Sección III
Prestación de servicios a favor

de la comunidad

Artículo 85. En cumplimiento de la medida de prestación
de servicios a favor de la comunidad, el adolescente o adul-
to joven debe realizar actividades gratuitas de interés gene-
ral, en entidades de asistencia pública o privada, hospitales,
escuelas u otros establecimientos del sector social. La fina-
lidad de esta medida es inculcar en el adolescente o adulto
joven el respeto por los bienes y servicios públicos, así co-
mo el valor que estos representan en la satisfacción de las
necesidades comunes.

Los servicios a prestar deben asignarse conforme a los fi-
nes de las medidas previstos por esta Ley y a las aptitudes
del adolescente o adulto joven. No pueden exceder en nin-
gún caso de doce horas semanales que pueden ser cumpli-
das en sábado, domingo, días feriados, o en días hábiles,
pero en todo caso, deben ser compatibles con la actividad
educativa o laboral que el adolescente o adulto joven reali-
ce.

La naturaleza del servicio prestado por el adolescente o
adulto joven deberá estar vinculada, cuando sea posible,
con la especie del bien jurídico lesionado por la conducta
realizada.

La duración de esta medida debe tener relación directa con
los daños causados, así como la existencia de voluntad de
ocasionarlos, pero en ningún caso podrá ser inferior a tres
días ni exceder en ningún caso de cuatro años.

Artículo 86. Cuando quede firme la resolución del Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes que impuso esta
medida, la Unidad Especializada citará al adolescente o
adulto joven, así como a los padres, tutores o quienes ejer-
zan la patria potestad o custodia del adolescente para hacer
de su conocimiento el contenido del Programa Individuali-
zado de Ejecución, en el que deberá indicarse claramente:

I. El tipo de servicio que debe prestar;

II. El lugar donde debe realizarlo;

III. El horario en que debe ser prestado el servicio;

IV. El número de horas, días, semanas, meses, o años du-
rante los cuales debe ser prestado; y
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V. Los datos del supervisor del adolescente o adulto jo-
ven que debe verificar que la prestación del servicio se
realice conforme a lo establecido en la resolución del
Juez de Distrito Especializado en Adolescentes.

El supervisor debe visitar periódicamente el lugar donde se
presta el servicio e informar a la Unidad Especializada la
forma en que la medida se está cumpliendo. El supervisor
de la Unidad Especializada podrá auxiliarse de un miembro
de la institución u organización pública o privada en donde
se cumplirá con la medida, sin que por ello se entienda de-
legada la función de inspección.

Para la determinación del servicio, se preferirán las entida-
des y programas del lugar de origen del adolescente o adul-
to joven, o de donde resida habitualmente.

La entidad, institución, u organización en donde se esté
prestando el servicio, deberá informar semanalmente a la
Unidad Especializada sobre el desempeño del adolescente
o adulto joven y cualquier situación que se presente duran-
te la ejecución de la medida.

La inasistencia injustificada del adolescente o adulto joven
por más de tres ocasiones en el lapso de treinta días, así co-
mo la mala conducta o falta de disciplina, y el bajo rendi-
miento en el desempeño de la prestación del servicio, serán
causales de incumplimiento de esta medida, en cuyo caso
se hará del conocimiento del Juez de Distrito Especializado
para Adolescentes para que resuelva lo conducente.

Artículo 87. Los convenios de colaboración celebrados en-
tre la Unidad Especializada y las instituciones u organiza-
ciones sociales y privadas deberán hacerse del conocimien-
to del Juez de Distrito Especializado para Adolescentes. El
respeto a los derechos del adolescente o adulto joven debe
estar plenamente garantizado en esos convenios.

Sección IV
Reparación del daño

Artículo 88. La medida de reparación del daño tiene la fi-
nalidad de infundir en el adolescente o adulto joven el res-
peto por el derecho a la integridad moral, física y psicoló-
gica de las personas, así como el derecho a la propiedad, el
valor estimativo de los bienes privados y garantizar los de-
rechos de la víctima u ofendido. Esta medida comprende:

I. La restauración del bien lesionado por la conducta ti-
pificada como delito y si no fuere posible, el pago del
precio del mismo;

II. La indemnización por el daño material y moral cau-
sado, incluyendo el pago de los tratamientos curativos
que, como consecuencia de la conducta, sean necesarios
para la recuperación de la salud de la víctima;

III. En los casos de conductas tipificadas como delito en
la ley penal federal contra la libertad y el normal desa-
rrollo psicosexual, se comprenderá el pago de los trata-
mientos psicoterapéuticos necesarios para la víctima; y

IV. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados.

Artículo 89. En atención a la finalidad de esta medida, se
procurará que la reparación del daño consista en acuerdos
restaurativos y no necesariamente en el pago de una suma
de dinero, pero cuando ello sea inevitable, se procurará que
éste provenga del propio esfuerzo del adolescente o adulto
joven y se buscará, en la medida de lo posible, que no pro-
voque un traslado de la responsabilidad de este último ha-
cía sus padres, tutores o personas que ejerzan la patria po-
testad o la custodia.

Sección V
Limitación o prohibición de residencia

Artículo 90. La limitación o prohibición de residencia con-
siste en obligar al adolescente o adulto joven a que evite re-
sidir en lugares en los que la convivencia social es perjudi-
cial para su desarrollo. La finalidad de esta medida es
modificar el ambiente cotidiano del adolescente o adulto
joven para que se desenvuelva en un contexto proclive al
respeto por la ley y los derechos de los demás. En ningún
caso esta medida podrá consistir en una privación de la li-
bertad.

Artículo 91. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes, al imponer la medida, debe establecer el lugar
donde el adolescente o adulto joven debe residir, dónde le
estará prohibido hacerlo y el tiempo por el cual debe cum-
plir con la medida, que en ningún caso podrá ser mayor de
cuatro años.

La Unidad Especializada debe informar al Juez de Distrito
Especializado para Adolescentes sobre las alternativas de
residencia para el adolescente o adulto joven, privilegiando
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las opciones familiares e informarle por lo menos cada tres
meses, sobre el cumplimiento y evaluación de la medida.

Sección VI
Prohibición de relacionarse con 

determinadas personas

Artículo 92. La prohibición de relacionarse con determina-
das personas, consiste en ordenar al adolescente o adulto
joven a abstenerse de frecuentar a personas de las que se
presume contribuyen en forma negativa a su desarrollo. La
finalidad de esta medida es evitar la utilización o inducción
del adolescente o adulto joven por parte de otras personas,
así como el aprendizaje y realización de conductas social-
mente negativas.

Artículo 93. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes, al determinar esta medida, debe indicar, en forma
clara y precisa, con qué personas no deberá relacionarse el
adolescente o adulto joven, las razones por las cuales se to-
ma esta determinación y el tiempo de vigencia de la misma,
que en ningún caso podrá ser inferior a seis meses ni no po-
drá ser mayor de cuatro años.

El personal de la Unidad Especializada debe realizar las ac-
ciones necesarias para que el adolescente o adulto joven
comprenda las inconveniencias y desventajas que para su
convivencia social y desarrollo implica relacionarse con las
personas señaladas en la resolución.

Artículo 94. Cuando la prohibición se refiera a un miem-
bro del núcleo familiar del adolescente o adulto joven o a
cualquier otra persona que resida en el mismo lugar que él,
esta medida deberá combinarse con la prohibición de resi-
dencia, debiéndose privilegiar las opciones familiares.

Sección VII
Prohibición de asistir a determinados 

lugares

Artículo 95. La prohibición de asistir a determinados luga-
res consiste en ordenar al adolescente o adulto joven a que
no asista a ciertos domicilios o establecimientos que resul-
ten inconvenientes para el desarrollo pleno de su personali-
dad. La finalidad de esta medida es evitar que el adoles-
cente o adulto joven tenga contacto con establecimientos en
los que priven ambientes que motiven aprendizajes social-
mente negativos, desvaloración de la ley y de los derechos
de los demás.

Artículo 96. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes deberá indicar en forma clara y precisa los luga-
res que no podrá visitar o frecuentar el adolescente o adul-
to joven, las razones que motivan esta decisión, así como su
duración, que en ningún caso podrá ser inferior a seis me-
ses ni mayor de cuatro años.

Artículo 97. La Unidad Especializada debe comunicar al
propietario, administrador o responsable de los estableci-
mientos, que el adolescente o adulto joven tiene prohibido
el ingreso a esos lugares.

En caso del incumplimiento de esta medida, se hará del co-
nocimiento del Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes para que resuelva lo conducente.

Sección VIII
Prohibición de conducir vehículos 

automotores

Artículo 98. Cuando al adolescente o adulto joven haya rea-
lizado la conducta sancionada conduciendo un vehículo au-
tomotor, el Juez de Distrito Especializado para Adolescen-
tes podrá imponerle la prohibición de conducir ese tipo de
vehículos por el tiempo que estime necesario, la cual en
ningún caso podrá ser inferior a seis meses ni mayor a cua-
tro años.

La medida implica la inhabilitación para obtener permiso o
licencia de conducir, o la suspensión del mismo si ya hu-
biere sido obtenida, por lo que la Unidad Especializada ha-
rá del conocimiento de las autoridades competentes esta
prohibición, para que nieguen, cancelen o suspendan el per-
miso del adolescente o adulto joven para conducir vehícu-
los automotores, hasta en tanto no cumpla la medida. La fi-
nalidad de esta medida es que el adolescente o adulto joven
aprenda el valor de la confianza en el otorgamiento de una
prerrogativa y las consecuencias de faltar a ella.

Si la autoridad encargada de expedir los permisos o licen-
cias para conducir vehículos automotores tiene conoci-
miento de que el adolescente o adulto joven ha incumplido
con la medida impuesta, debe comunicarlo de inmediato al
Juez de Distrito Especializado para Adolescentes, quien
procederá en los términos de lo establecido en esta Ley.
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Sección IX
Obligación de acudir a determinadas Instituciones 

para recibir formación educativa, técnica, 
orientación, o asesoramiento

Artículo 99. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes podrá imponer al adolescente o adulto joven la
obligación de acudir a determinadas instituciones para reci-
bir formación educativa, capacitación técnica, orientación o
asesoramiento. La finalidad de esta medida es motivar al
adolescente o adulto joven para iniciar, continuar o termi-
nar sus estudios, en el nivel educativo que le corresponda,
así como para recibir formación técnica o, en su caso, para
estar en condiciones de ingresar a la educación superior.

Artículo 100. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes deberá indicar en la sentencia el tiempo durante el
cual el adolescente o adulto joven debe ingresar y acudir a
la institución, teniendo en cuenta que en ningún caso podrá
ser inferior a tres días ni mayor de cuatro años.

Se dará preferencia a los centros educativos que se encuen-
tren más cerca del medio familiar y social del adolescente
o adulto joven. En caso de ser una institución privada, se re-
querirá del consentimiento de éste, así como de los padres,
tutores o quien ejerza la patria potestad del adolescente.

Para los efectos del párrafo anterior, el Juez de Distrito Es-
pecializado para Adolescentes podrá solicitar a la Unidad
Especializada una lista de las instituciones y de sus carac-
terísticas más sobresalientes, así como una opinión razona-
da sobre cuál o cuáles serían las más convenientes.

Artículo 101. La Unidad Especializada suscribirá conve-
nios de colaboración celebrados con dependencias e insti-
tuciones públicas y privadas, a fin de que se facilite el ac-
ceso del adolescente o adulto joven a los centros educativos
existentes. De ello deberá informar al Juez de Distrito Es-
pecializado para Adolescentes.

Artículo 102. El centro educativo que haya celebrado con-
venios de colaboración a que se refiere el artículo anterior,
estará obligado a:

I. Aceptar al adolescente o adulto joven como uno más
de sus estudiantes;

II. No divulgar las causas por las cuales el adolescente o
adulto joven se encuentra en ese centro;

III. No discriminar al adolescente o adulto joven por nin-
gún motivo, y

IV. Brindar toda la información que le requieran el su-
pervisor de la Unidad Especializada o el Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes, respecto del cum-
plimiento de la medida por parte del adolescente o
adulto joven.

Artículo 103. La Unidad Especializada deberá designar un
supervisor que le informe, por lo menos cada tres meses,
sobre la evolución, avances o retrocesos del adolescente o
adulto joven.

Artículo 104. La inasistencia, la falta de disciplina o el ba-
jo rendimiento académico, de conformidad con los requisi-
tos y condiciones exigidos por el centro respectivo, son
causal de incumplimiento de la medida, en cuyo caso se ha-
rá de conocimiento del Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes para que resuelva lo conducente.

Sección X
Obligación de obtener un trabajo

Artículo 105. La obligación de obtener un empleo formal,
consiste en ordenar al adolescente mayor de catorce años o
al adulto joven, ingresar y permanecer, en un empleo que le
permita desarrollar actitudes positivas de convivencia so-
cial y fortalecimiento de autoestima, siempre que no perju-
dique su desempeño escolar. La finalidad de esta medida es
que el adolescente encuentre un medio lícito de subsisten-
cia con miras a su desarrollo laboral. Para el mejor desem-
peño de su finalidad, esta medida puede combinarse, cuan-
do así se considere conveniente, con la dispuesta en la
sección anterior, en su modalidad de capacitación técnica. 

Artículo 106. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes, al determinar la medida y previa consulta al ado-
lescente o adulto joven sobre el tipo de trabajo que puede
realizar, señalará las razones por las que toma la determi-
nación, los lugares y el tiempo durante el que deberá cum-
plirla, que no podrá ser inferior a un mes ni mayor a cuatro
años. En todo caso se preferirán aquellos centros de traba-
jo que se encuentren cerca del medio familiar o social en el
que se desarrolle el adolescente o adulto joven.

Artículo 107. La Unidad Especializada deberá suscribir
convenios de colaboración con aquellos centros de trabajo
públicos o privados que estén interesados en emplear a ado-
lescentes o adultos jóvenes.
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Artículo 108. Cuando existan diversas posibilidades, el
adolescente o adulto joven elegirá el centro de trabajo idó-
neo para el cumplimiento de la medida, previamente auto-
rizado por el Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes, sin perjuicio de que solicite opinión fundada a la
Unidad Especializada.

Artículo 109. El patrón que haya suscrito algún convenio
de colaboración, de conformidad con el artículo 107 de es-
ta ley, tendrá las siguientes obligaciones:

I. Aceptar al adolescente o adulto joven como uno más
de sus trabajadores;

II. No divulgar las causas por las cuales el adolescente o
adulto joven se encuentra en ese centro de trabajo;

III. No discriminar al adolescente o adulto joven por nin-
gún motivo, y

IV. Brindar toda la información que le requieran el su-
pervisor o el Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes, respecto del cumplimiento de la medida por
parte del adolescente o adulto joven.

Esta medida sólo podrá aplicarse a los adolescentes mayo-
res de catorce años de edad o adultos jóvenes, de confor-
midad con la legislación laboral aplicable.

Artículo 110. La falta de cumplimiento a sus obligaciones
laborales, será causal de incumplimiento de la medida por
parte del adolescente o adulto joven, en cuyo caso se hará
de conocimiento del Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes para que resuelva lo conducente.

Sección XI
Obligación de abstenerse de ingerir bebidas 

alcohólicas y estupefacientes 

Artículo 111. La medida de abstenerse de ingerir bebidas
alcohólicas y estupefacientes consiste en ordenar al adoles-
cente o adulto joven que durante un periodo que no podrá
ser inferior a seis meses ni mayor a máximo de cuatro años
no consuma este tipo de bebidas o sustancias en cualquier
lugar público o privado cuando se haya comprobado que la
conducta fue realizada como consecuencia de haberlas in-
gerido. 

La finalidad de esta medida es obstaculizar el acceso del
adolescente o adulto joven al alcohol y a estupefacientes,

contribuyendo con ello al tratamiento médico y psicológico
de posibles adicciones. Esta medida no implica ni admite la
obligación de someterse a dichos tratamientos, sin perjuicio
de que el Programa Individualizado de Ejecución contem-
ple los mecanismos necesarios para conminar al adolescen-
te o adulto joven para que, voluntariamente, admita la in-
tervención que a su problemática corresponda y para que
continúe con ella hasta ser dado de alta.

Artículo 112. En lo que se refiere a esta medida, la Unidad
Especializada debe:

I. Contar con programas generales destinados a reducir
y eliminar el consumo de alcohol y de estupefacientes;

II. Contar con el personal especializado que se requiera
para aplicar los programas antes señalados; 

III. Aplicar revisiones médicas y análisis clínicos, direc-
tamente o a través de instituciones públicas o privadas
con las que se tengan convenios de colaboración, para
constatar que el adolescente o adulto joven efectivamen-
te se ha abstenido de ingerir bebidas alcohólicas, drogas
y estupefacientes; e

IV. Informar al Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes los convenios de colaboración que suscriba
con laboratorios o instituciones públicas o privadas.

La contravención que de esta prohibición haga el adoles-
cente o adulto joven, será causal de incumplimiento de la
medida, en cuyo caso se hará de conocimiento del Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes para que resuelva
lo conducente.

Capítulo III
Medidas de internamiento

Artículo 113. Por medida de internamiento se entiende a
los distintos grados de privación del derecho a la libertad de
tránsito de adolescentes y adultos jóvenes que lo ameriten
en los términos de la presente Ley. 

Las medidas de internamiento son las más graves entre las
previstas por este ordenamiento y por tanto deben aplicarse
como último recurso, por el tiempo más breve que proceda,
de modo subsidiario y sólo puede imponerse a quienes ten-
gan o hayan tenido, al momento de realizar la conducta, una
edad de entre catorce años cumplidos y dieciocho años no

Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados116



cumplidos; siempre que se trate de alguna de las siguientes
conductas graves tipificadas como delito:

I. Terrorismo, previsto en el artículo 139, párrafo prime-
ro del Código Penal Federal;

II. Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195,
196 Ter, 197, párrafo primero y 198, parte primera del
párrafo tercero del Código Penal Federal y los previstos
en las fracciones I, II y III del artículo 464 Ter y en los
artículos 475 y 476 de la Ley General de Salud;

III. Ataques a las vías de comunicación, previsto en el
artículo 170, primer y tercer párrafo del Código Penal
Federal;

IV. Violación, previsto en los artículos 265, 266 y 266
Bis fracciones I y II del Código Penal Federal;

V. Asalto en carreteras o caminos, previsto en el artícu-
lo 286 del Código Penal Federal;

VI. Lesiones, previsto en los artículos 291, 292 y 293,
cuando se cometa en cualquiera de las circunstancias
previstas en los artículos 315 y 315 Bis del Código Pe-
nal Federal;

VII. Homicidio, previsto en los artículos 302 con rela-
ción al 307, 312, 313, 315, 315 Bis, 320 y 323 del Có-
digo Penal Federal;

VIII. Secuestro, previsto en los artículos 9, 10, 11, 17 y
18 de la Ley General para Prevenir y Sancionar los De-
litos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Frac-
ción XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y tráfico de menores,
previsto en el artículo 366 ter;

IX. Robo calificado, previsto en el artículo 367 cuando
se realice en cualquiera de las circunstancias señaladas
en los artículos 372, 381, fracciones VII, IX, y X, y 381
bis; y el monto de lo robado exceda de cien veces el sa-
lario mínimo de conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 370, párrafos segundo y tercero; así como el robo
previsto en el artículo 371, párrafo último, todos del Có-
digo Penal Federal; 

X. Uso, acopio, portación e introducción de armas de
fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada o Fuerza
Aérea, previsto por los artículos 83 fracción III, 83-bis

fracción II, 83-ter fracción III y 84 fracción I de la Ley
Federal de Armas de Fuego y Explosivos; y

XI. Robo de hidrocarburos previsto en el artículo 368
quáter del Código Penal Federal.

La finalidad de estas medidas es limitar la libertad de trán-
sito de adolescentes o adultos jóvenes, de modo que se fa-
ciliten procesos de reflexión sobre su responsabilidad indi-
vidual y social en torno a las consecuencias de las
conductas cometidas. Durante los periodos de privación de
libertad se deben realizar actividades grupales dirigidas por
personal técnico capacitado para estos fines.

En ninguna circunstancia, las medidas de internamiento
implican la privación de derechos distintos a los que limita
la resolución del Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes.

La tentativa punible de las conductas mencionadas en este
artículo no será considerada como grave.

Si emprendida la tentativa o la ejecución de la conducta
considerada como delito, la persona se desiste de la consu-
mación del resultado, de manera que mediante un compor-
tamiento posterior hace lo razonable para evitarlo, debido a
una motivación consciente y voluntaria acorde con el orden
jurídico, no se le impondrá medida alguna por tentativa.

El coautor, el partícipe-inductor, o el partícipe-cómplice,
que se desista de su aportación al hecho, deberá hacer lo ra-
zonable para neutralizar el riesgo creado por su comporta-
miento precedente.

El desistimiento del autor del hecho principal no favorece-
rá ni al partícipe-inductor ni al partícipe-cómplice del caso
de que se trate.

No se sancionará el desistimiento de la tentativa de la par-
ticipación, ni del partícipe-inductor, ni del partícipe-cóm-
plice.

También podrá aplicarse esta medida de internamiento, en
los casos previstos en el artículo 145 párrafo segundo de es-
ta Ley.

Para imponer medida de internamiento, el Juez de Dis-
trito Especializado para Adolescentes deberá conside-
rar edad, circunstancias en las que se realizó la conduc-
ta tipificada como delito, la condición socioeconómica y
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educativa, el núcleo familiar y social al que pertenece el
adolescente o adulto joven, la manera en que la medida
favorecerá su reintegración familiar y social y su desa-
rrollo, como criterios para determinar si el interna-
miento será domiciliario, en tiempo libre o permanente.

Artículo 114. Salvo en el caso de internamiento domicilia-
rio, las medidas de internamiento se aplicarán exclusiva-
mente en los centros federales de internamiento. La dura-
ción de estas medidas deberá tener relación directa con la
conducta cometida, sin poder exceder los límites que en ca-
da caso determina esta Ley.

Bajo ninguna circunstancia se autorizará la permanencia
del adolescente o adulto joven en cualquiera de los centros
federales de internamiento, con el fundamento de que no
existe otra forma de garantizar sus derechos.

Artículo 115. En cualquier momento en el que el personal
de los centros federales de internamiento o el supervisor de
la Unidad Especializada se percaten de que el adolescente
o adulto joven presenta alguna enfermedad o discapacidad
mental, informará de su estado al Juez de Distrito Especia-
lizado para Adolescentes, para que sea éste quien ordene lo
conducente.

Sección I
Internamiento domiciliario

Artículo 116. El internamiento domiciliario consiste en la
prohibición al adolescente o adulto joven de salir de su ca-
sa habitación. De no ser ello posible, por razones de con-
veniencia, esta medida podrá practicarse en la casa de cual-
quier familiar.

La finalidad de esta medida es la privación del derecho a la
libertad de tránsito en los límites del propio domicilio, sin
afectar el cumplimiento de las obligaciones laborales o es-
colares del adolescente o adulto joven, cuya duración no
podrá ser inferior a un mes ni mayor de cuatro años. Un su-
pervisor designado por la Unidad Especializada, vigilará el
cumplimiento de esta medida, y deberá rendir informes en
los términos de esta Ley. 

Artículo 117. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes fijará la duración de esta medida, los permisos
que correspondan para salir del domicilio y las razones por
las que pueden ser concedidos. En el Programa Individua-
lizado de Ejecución deberán establecerse las actividades
que puede realizar la persona sujeta a medida.

Sección II
Internamiento en tiempo libre

Artículo 118. La medida de internamiento en tiempo libre,
consiste en la restricción de la libertad del adolescente o
adulto joven que lo obliga a acudir y permanecer en un
Centro Federal de Internamiento, durante los lapsos de
tiempo que se le imponga en la resolución. 

La finalidad de esta medida es la privación intermitente de
la libertad de tránsito y consiste en periodos de interna-
miento diurno, nocturno o de fin de semana.

En lo posible, el Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes tendrá en cuenta las obligaciones laborales y/o
educativas del adolescente o adulto joven para determinar
los periodos de internamiento.

La duración de esta medida no podrá ser inferior a un mes
ni exceder de cuatro años. 

Artículo 119. En el Programa Individualizado de Ejecu-
ción se establecerán por lo menos los siguientes aspectos:

I. El Centro Federal de Internamiento en donde el ado-
lescente o adulto joven, deberá cumplir con la medida;

II. Los días y horas en que debe presentarse y permane-
cer en las instalaciones especificadas en el programa; 

III. Las actividades que deberá realizar en los centros fe-
derales de internamiento, y

IV. Las disposiciones reglamentarias del centro federal
de internamiento que sean aplicables durante los perio-
dos de privación de libertad a los que está sujeta la per-
sona a quien se ha impuesto la medida.

Artículo 120. Los espacios destinados al internamiento en
tiempo libre no tendrán seguridad extrema y deben estar to-
talmente separados de aquéllos destinados al cumplimiento
de la medida de internamiento permanente.

Sección III
Internamiento permanente

Artículo 121. La medida de internamiento permanente es
la más grave prevista en esta Ley; consiste en la privación
de la libertad y se debe cumplir exclusivamente en los cen-
tros federales de internamiento, de los que podrán salir el
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adolescente o adulto joven sólo mediante orden escrita de
autoridad judicial. 

La duración de esta medida deberá tener relación directa
con los daños causados, sin poder ser inferior a un año ni
superior a cinco años cuando el adolescente o adulto joven
tenga una edad de entre catorce años cumplidos y menos de
dieciséis al momento de realizar la conducta, y cuando ten-
ga una edad de dieciséis años cumplidos y menos de die-
ciocho años no podrá ser inferior a dos años ni superior a
siete años.

Artículo 122. Exceptuando las conductas señaladas en el
Artículo 113 de esta Ley, el Juez de Distrito Especializado
para Adolescentes no se encuentra obligado a imponer la
medida de internamiento permanente, por lo que las demás
medidas serán consideradas de aplicación prioritaria.

Artículo 123. Al imponerse la medida de internamiento
permanente, se computará como parte del cumplimiento de
la misma, el tiempo de internamiento provisional que se le
haya aplicado al adolescente.

Artículo 124. La imposición de la medida prevista en esta
sección, es de competencia exclusiva e indelegable de las
autoridades judiciales especializadas en justicia para ado-
lescentes, previstas en el presente ordenamiento. Su ejecu-
ción es competencia de la Unidad Especializada y de los di-
rectores de los centros federales de internamiento para
adolescentes y se deberá cumplir en lugares diferentes de
los destinados para los adultos.

Título Quinto
Ejecución de las medidas

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 125. La etapa de aplicación y ejecución de las me-
didas comprende todas las acciones destinadas a asegurar
su cumplimiento y lograr el fin que con su aplicación se
persigue, así como todo lo relativo al trámite y resolución
de los incidentes que se presenten durante esta fase.

Artículo 126. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes es la autoridad judicial responsable del control y
supervisión de la legalidad de la aplicación y ejecución de
las medidas; debe por tanto resolver los incidentes que se
presenten durante esta fase, así como vigilar y garantizar el
cumplimiento de los objetivos fijados por esta Ley.

En los términos de las leyes aplicables, incurre en res-
ponsabilidad la autoridad administrativa que no cumpla
las órdenes del Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes.

En ningún caso autoridades administrativas o diferentes a
las del Poder Judicial de la Federación, podrán decretar la
modificación, sustitución o el cumplimiento anticipado de
la medida impuesta.

Artículo 127. La Secretaría y los titulares de los centros fe-
derales de internamiento tomarán las decisiones adminis-
trativas necesarias para garantizar el cumplimiento de las
medidas, pero no podrán hacerlo cuando se involucren
cambios en la situación jurídica del adolescente o adulto jo-
ven sujeto a medidas, ni cuando se comprometan sus dere-
chos. El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes
vigilará el adecuado cumplimiento de esta disposición.

Todas las decisiones que tomen las autoridades administra-
tivas referidas en este artículo, deberán estar debidamente
fundadas y motivadas; deberán ser notificadas inmediata-
mente a la persona sujeta a medida, a su defensor, a los pa-
dres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad o custodia
del adolescente y al Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes y tendrán efecto hasta que queden firmes.

Artículo 128. Corresponde a la Secretaría la emisión con-
forme al Reglamento, de las disposiciones normativas ne-
cesarias que rijan el cumplimiento de las medidas previstas
por esta Ley y vigilará que en su aplicación no se vulneren
los derechos y garantías de las personas sujetas a dichas
medidas. 

Artículo 129. La Unidad Especializada podrá celebrar con-
venios de colaboración con otras instituciones u organis-
mos públicos o privados, así como con la comunidad, con
la finalidad de generar y contar con redes de apoyo, guber-
namentales y no gubernamentales, así como de la sociedad
civil, para la implantación de los mecanismos de ejecución
de las medidas previstas en esta Ley. En lo que se refiere a
la ejecución de medidas, la participación de los organismos
referidos quedará bajo control y supervisión de la Unidad
Especializada.

Artículo 130. Las autoridades de la Unidad Especializada
podrán conminar a los padres, familiares, responsables, tu-
tores, quienes ejerzan la patria potestad o custodia, para que
brinden apoyo y asistencia al adolescente o adulto joven, en
su caso, durante el cumplimiento de las medidas. Para es-
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tos efectos, la Unidad Especializada procurará lo necesa-
rio para que se cuente con:

I. Programas de capacitación a padres, tutores, familia-
res, responsables, quienes ejerzan la patria potestad o
custodia, en los términos de la Ley Federal de Protec-
ción de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes;

II. Programas de escuelas para responsables de las fami-
lias;

III. Programas de orientación y tratamiento en caso de
alcoholismo o drogadicción;

IV. Programas de atención médica;

V. Cursos y programas de orientación, y

VI. Cualquier otra acción que permita a los padres, fa-
miliares, responsables, tutores, quienes ejerzan la patria
potestad o custodia contribuir a asegurar el desarrollo in-
tegral de los adolescentes o adulto joven.

Capítulo II
Procedimiento de ejecución

Artículo 131. Si la resolución impone medidas, el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes que la emitió de-
berá notificarla de inmediato a la Unidad Especializada, a
fin de que se inicie el procedimiento de ejecución de la me-
dida impuesta.

Artículo 132. Una vez notificada la medida, la Unidad Es-
pecializada elaborará un Programa Individualizado de Eje-
cución que deberá:

I. Sujetarse a los fines y funciones de la o las medidas im-
puestas por el Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes;

II. Tener en cuenta las características particulares del ado-
lescente o adulto joven;

III. Contener una descripción clara y detallada de los obje-
tivos particulares del programa;

IV. Señalar claramente las condiciones y forma en que de-
berá ser cumplido;

V. Orientarse en los parámetros de la educación para la paz,
la solución pacifica de conflictos y el aprendizaje significa-
tivo de los derechos humanos como criterios para la convi-
vencia armónica; e

VI. Indicar si la aplicación de la medida estará a cargo de
los centros federales de internamiento, a cargo de alguna
institución pública o privada o, en su caso, de ambas ins-
tancias.

Para la determinación del contenido y alcance del Progra-
ma Individualizado de Ejecución, deberá solicitarse la opi-
nión de la persona sujeta a medida y en su caso, con los pa-
dres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad o la
custodia del adolescente, respecto de la fijación de las con-
diciones y forma de ejecución del mismo.

Deberá preverse además que dicho programa esté termina-
do en un plazo no mayor a cinco días, contado a partir del
momento en que quede firme la resolución que ordena la
medida.

Artículo 133. El personal encargado de la elaboración de
los Programas Individualizados de Ejecución, así como de
la ejecución de las medidas previstas en este ordenamiento,
deberá ser competente, suficiente y especializado en las
disciplinas que se requieran para cumplir con las tareas
asignadas a la Unidad Especializada y a los centros federa-
les de internamiento. Se procurará en todo caso que sean
especialistas con la experiencia y conocimientos necesarios
para el trabajo con adolescentes.

Artículo 134. Al ser sometido a su aprobación el conte-
nido del Programa Individualizado de Ejecución, el
Juez de Distrito Especializado para Adolescentes revi-
sará que no se limiten derechos o añadan obligaciones
que excedan lo estrictamente determinado en la resolu-
ción. En caso de que esto ocurra, el Juez de Distrito Es-
pecializado para Adolescentes ordenará a la Unidad Es-
pecializada que realice las modificaciones a las que haya
lugar, antes de aprobarlo.

A sugerencia del personal encargado de ejecutar el Pro-
grama Individualizado, la Unidad Especializada podrá
solicitar al Juez de Distrito la aprobación de su modifi-
cación, siempre que los cambios no rebasen los límites
de la medida impuesta y sea autorizado por el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes.
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Artículo 135. La Unidad Especializada hará constar, en ac-
ta circunstanciada, la fecha, hora y lugar en que se inicie el
cumplimiento de la medida. En ese momento le informará
personalmente al adolescente o adulto joven los derechos y
garantías que le asisten durante dicho cumplimiento, así co-
mo sus deberes y obligaciones.

Artículo 136. El supervisor de la Unidad Especializada o
en su caso, el Centro Federal de Internamiento deberá reca-
bar la información necesaria sobre el desarrollo del Progra-
ma Individualizado de Ejecución, haciendo énfasis en los
progresos u obstáculos que se hayan presentado. Es obliga-
ción de la Unidad Especializada informar de ello a los fa-
miliares, representantes legales y al propio adolescente o
adulto joven, cuando así se lo requieran. 

Sección I
Adecuación y cumplimiento anticipado 

de la medida

Artículo 137. Al momento de darse el cumplimiento de la
mitad de la duración de la medida impuesta por el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes, el adolescente o
en su caso, los padres, tutores o quienes ejerzan la patria
potestad o la custodia del adolescente, el adulto joven o su
defensor podrán solicitarle la celebración de una audiencia
de adecuación de la medida, a la que se citará a las partes,
misma que se realizará dentro de los diez días posteriores a
la notificación.

Artículo 138. A partir de la notificación de la audiencia de
adecuación de la medida y hasta un día antes, las partes po-
drán ofrecer las pruebas que consideren oportunas. El de-
sahogo de las mismas se llevará a cabo durante la audien-
cia.

Artículo 139. Al término de la audiencia, el Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes hará saber a las partes,
su determinación respecto de la procedencia o negativa de
la modificación o sustitución de la medida, así como las
obligaciones, que en su caso, debe cumplir el adolescente o
adulto joven. En ningún caso se podrá decretar, en esta
primera audiencia, el cumplimiento anticipado de la me-
dida, ni la sustitución de la medida de internamiento per-
manente.

Artículo 140. La modificación o sustitución de la medida,
sólo será posible si el adolescente o adulto joven manifies-
ta su conformidad.

Artículo 141. La resolución que confirme en sus términos
la medida impuesta, sólo podrá ser objeto de revisión cuan-
do lo solicite el adolescente, el adulto joven o su defensor
y se hubiere cumplido el setenta y cinco por ciento de la du-
ración de la misma.

En este caso se procederá a realizar una nueva audiencia de
adecuación, que se realizará conforme a lo dispuesto en es-
ta sección. Al término de esta segunda audiencia, el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes deberá determinar
si procede o no la modificación o sustitución de la medida
o, en su caso, declarar el cumplimiento anticipado de la
misma.

Sección II
Adecuación por incumplimiento de la medida

Artículo 142. La Unidad Especializada podrá solicitar, en
cualquier momento, al Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes la adecuación de la medida impuesta o la que
hubiese sido adecuada durante la fase de ejecución, cuando
considere que el adolescente o adulto joven ha incurrido en
un incumplimiento de tal gravedad que ponga en riesgo o
impida la finalidad de la medida impuesta. Dicha solicitud
deberá estar debidamente fundada y motivada.

Artículo 143. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes citará a las partes a una audiencia de adecuación
por incumplimiento, que se realizará dentro de los diez dí-
as siguientes a la notificación.

Artículo 144. Al término de la audiencia, el Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes determinará si hubo o
no incumplimiento de la medida. Dado el caso, el Juez po-
drá apercibir al adolescente o adulto joven para que de
cumplimiento a la medida en un plazo determinado, o bien
decretar la adecuación de la misma.

Artículo 145. Si el adolescente o adulto joven no cumplie-
re con el apercibimiento judicial que se le hubiere hecho, la
Unidad Especializada podrá solicitar una nueva audiencia
de adecuación de la medida, en la cual, de demostrarse la
reiteración del incumplimiento, el Juez de Distrito Especia-
lizado para Adolescentes deberá decretar en el acto la ade-
cuación de la medida sin que proceda un nuevo apercibi-
miento.

Una vez determinada la adecuación de la medida prevista
en el párrafo anterior, si se presenta su inobservancia por
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parte del adolescente o adulto joven, se procederá por in-
cumplimiento para imponerle alguna medida de interna-
miento, atendiendo al principio de proporcionalidad.

Sección III
Control de la medida de internamiento

Artículo 146. En caso de que se trate de una medida de in-
ternamiento, la Unidad Especializada verificará el ingreso
del adolescente o adulto joven al centro correspondiente y
que se le haya hecho saber el reglamento al que queda su-
jeto, así como los derechos y garantías que le asistirán
mientras se encuentre en internamiento, de lo cual se ela-
borará un acta circunstanciada en la que harán constar:

I. Los datos personales del adolescente o adulto joven
sujeto a medida;

II. El resultado de la revisión médica realizada al ado-
lescente o adulto joven; 

III. El proyecto del Programa Individualizado de Ejecu-
ción, y en su caso el definitivo;

IV. La información que las autoridades del Centro Fede-
ral de Internamiento brinden al adolescente o adulto jo-
ven sobre las reglas de comportamiento y convivencia
en el interior, así como las medidas disciplinarias apli-
cables, y

V. Las condiciones físicas del dormitorio en que será in-
corporado y de las demás instalaciones.

Artículo 147. En el caso de la medida de internamiento
permanente, el Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes verificará que el Programa Individualizado de Eje-
cución especifique, además:

I. El Centro Federal de Internamiento y la sección del
mismo en donde la persona deberá cumplir con la medi-
da; 

II. Los lineamientos para la determinación de los posi-
bles permisos a que tendrá derecho el adolescente o
adulto joven para salir temporalmente del centro;

III. La determinación de las actividades educativas, de-
portivas, culturales, laborales o formativas en las que
participará;

IV. La asistencia especial que se brindará al adolescente
o adulto joven;

V. Las posibilidades de atenuación de los efectos de la
medida, y

VI. Las medidas necesarias para, en su momento, prepa-
rar la puesta en libertad de los adolescentes y adultos jó-
venes.

Se procurará incluir la realización de actividades colectivas
entre los adolescentes internos, así como entre los adultos
jóvenes, a fin de fomentar una convivencia similar a la
practicada en libertad.

Artículo 148. La Unidad Especializada deberá verificar
que los centros federales de internamiento tengan la capa-
cidad para internar personas en condiciones adecuadas y
que sus espacios respondan a la finalidad de evitar la ex-
clusión social, de modo que su estructura y equipamiento
deba cumplir, por lo menos, con las siguientes disposicio-
nes:

I. Responder a las necesidades particulares de acceso y
atención de quienes estén internados, tales como intimi-
dad, estímulos visuales, requerimientos especiales con
motivo de género, capacidades diferentes, fomento de
las posibilidades de asociación con sus compañeros y de
participación en actividades culturales, de educación,
capacitación, desarrollo artístico, desempeño de oficios,
esparcimiento y recreación, así como otras necesidades
derivadas del desarrollo de la vida cotidiana, lo que in-
cluye dormitorios, comedores, cocinas y sanitarios;

II. Contar con un sistema eficaz de alarma, evacuación y
buen resguardo, para los casos de incendio, inundación,
movimientos telúricos o cualquier otro riesgo contra la
seguridad e integridad de quienes se encuentren en el in-
terior del centro de internamiento;

III. No estar situados en zonas de riesgo para la salud;

IV. Contar con áreas separadas de acuerdo con el sexo,
la edad y la situación jurídica de las personas que cum-
plen una medida de internamiento, en los términos de es-
ta Ley;

V. Los dormitorios deben contar con luz eléctrica y tener
una capacidad máxima para cuatro personas. Deberán
estar equipados con ropa de cama individual, que debe-
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rá entregarse limpia, mantenerse en buen estado y mu-
darse con regularidad por razones de higiene;

VI. Las instalaciones sanitarias deben estar limpias y si-
tuadas de modo que las personas internadas puedan sa-
tisfacer sus necesidades fisiológicas con higiene y priva-
cidad;

VII. Los comedores deben contar con mobiliario ade-
cuado y suficiente para que la ingesta de alimentos se dé
en condiciones de higiene y dignidad;

VIII. Contar con espacios adecuados para que toda per-
sona internada pueda guardar sus pertenencias;

IX. Contar con espacios y equipos adecuados para la
atención médica permanente, teniendo en consideración
las necesidades específicas conforme a la edad y el sexo
de las personas internadas, y

X. Contar con áreas adecuadas para:

a) La visita familiar;

b) La visita íntima;

c) La convivencia, en su caso, de las adolescentes
madres con sus hijos y para cubrir las necesidades de
atención de estos últimos;

d) La prestación de servicios jurídicos, médicos, de
trabajo social, psicológicos y odontológicos para las
personas internadas;

e) La instrucción educativa, la capacitación laboral y
el desempeño de oficios;

f) La recreación al aire libre y en interiores;

g) La celebración de servicios religiosos con una
perspectiva ecuménica, de conformidad con las posi-
bilidades del Centro, y

h) La contención disciplinaria de las personas sujetas
a la medida de internamiento permanente en los tér-
minos de los reglamentos de los centros federales de
internamiento, en condiciones que prevengan la apli-
cación de tratos crueles, inhumanos o degradantes o
cualquier otra situación que vulnere la dignidad y se-
guridad física y mental de las personas internadas.

Asimismo, deberá verificar que las instalaciones del Centro
Federal de Internamiento de adolescentes estén completa-
mente separadas de las del centro federal de internamiento
de adultos jóvenes y que, en todo caso, cada uno de estos
centros cuente con su propio reglamento, así como autori-
dades, personal técnico, administrativo y de custodia. El
personal de las áreas destinadas al internamiento de muje-
res adolescentes debe ser femenino.

Artículo 149. El régimen interior de los Centros Federales
de Internamiento estará regulado por un reglamento que de-
berá contemplar: 

I. Los derechos, garantías y deberes de las personas in-
ternadas;

II. Las atribuciones de los servidores públicos adscritos
a los centros;

III. Las conductas que constituyan faltas y las medidas
disciplinarias a las que den lugar, señalando con claridad
la intensidad y la duración de las mismas, así como los
procedimientos para imponerlas;

IV. Los procedimientos de autorización, vigilancia y re-
visión para visitantes, así como para la revisión de dor-
mitorios y pertenencias;

V. Los lineamientos para la visita familiar; 

VI. Las disposiciones para que los adolescentes o adul-
tos jóvenes, puedan recibir visita íntima;

VII. Los lineamientos y requisitos para el otorgamiento
de los servicios educativos, de capacitación laboral y
respectiva remuneración, deportivos y de salud;

VIII. Los horarios y lineamientos generales para el otor-
gamiento del servicio de alimentación que en ningún ca-
so será negado ni limitado;

IX. La prohibición de internamiento de adolescentes en
los centros federales de internamiento para adultos jóve-
nes, y

X. La prohibición de internamiento de adultos jóvenes
en los centros de internamiento para adolescentes.

Artículo 150. La Unidad Especializada podrá ordenar, en
cualquier momento a las autoridades administrativas res-
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ponsables, que se adopten las medidas necesarias para pro-
teger la integridad física de las personas internadas y de sus
visitantes, así como para mantener las condiciones de vida
digna en el interior de los centros federales de internamien-
to.

Artículo 151. Cuando las medidas a que se refiere el artí-
culo anterior impliquen la protección de la integridad físi-
ca, salud y seguridad personal de las personas internadas se
harán efectivas de inmediato; cuando dichas medidas im-
pliquen correcciones y adecuaciones en los servicios e ins-
talaciones de los centros federales de internamiento, la Uni-
dad Especializada señalará un plazo prudente para que
mediante su cumplimiento y ejecución se garanticen condi-
ciones de vida digna en el interior del centro.

Artículo 152. La Unidad Especializada podrá, previa au-
diencia con los directores de los Centros Federales de In-
ternamiento, ordenar su suspensión, destitución, o inhabili-
tación cuando:

I. No atiendan en sus términos las medidas ordenadas
por;

II. Repitan los actos u omisiones considerados como
violatorios de los derechos y garantías de las personas
internadas o de sus visitantes en la resolución del recur-
so de queja, y

III. Obstruyan o no eviten la obstrucción de las funcio-
nes de los defensores, los visitadores de los organismos
públicos e internacionales de protección de los derechos
humanos.

Título Sexto
Recursos

Capítulo I
Reglas generales

Artículo 153. Las resoluciones serán recurribles sólo por
los medios y en los casos expresamente establecidos, siem-
pre que causen agravio al recurrente. El derecho de recurrir
corresponderá tan sólo a quien le sea expresamente otorga-
do. Cuando la ley no distinga entre las diversas partes, el re-
curso podrá ser interpuesto por cualquiera de ellas. En el
proceso sólo se admitirán los siguientes recursos, según co-
rresponda:

I. Revocación; 

II. Apelación; 

III. Queja;

IV. Queja Administrativa; y

V. Reclamación. 

Artículo 154. Los recursos se interpondrán en las condi-
ciones de tiempo y forma que se determinan en esta Ley. 

Artículo 155. Las partes sólo podrán impugnar las decisio-
nes judiciales que les causen agravio, siempre que no hayan
contribuido a provocarlo; hecha excepción del adolescente,
el adulto joven o su defensa quienes podrán impugnar una
decisión judicial aunque hayan contribuido a provocar el
vicio, en los casos en que se lesionen disposiciones legales
sobre su intervención, asistencia y representación.

Artículo 156. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes podrá presentar recurso contra aquellas deci-
siones que sean contrarias a los intereses que representa.

Artículo 157. El tribunal que conozca de la apelación, su-
plirá la deficiencia de los agravios cuando el recurrente sea
el adolescente o adulto joven, o siéndolo el defensor, se ad-
vierta que por torpeza no los hizo valer debidamente.

Artículo 158. La víctima u ofendido podrán recurrir las de-
cisiones que versen sobre la reparación del daño. Asimis-
mo, podrán solicitar motivadamente al Ministerio Público
de la Federación para Adolescentes, que interponga los re-
cursos que considera procedentes, dentro de los plazos le-
gales.

Cuando el Ministerio Público de la Federación para Ado-
lescentes no presente la impugnación, deberá fundar y mo-
tivar por escrito al solicitante la razón de su proceder, den-
tro de los cinco días de vencido el plazo legal para recurrir.

Artículo 159. Cuando existan varios adolescentes o adultos
jóvenes involucrados en una misma causa, el recurso inter-
puesto por uno de ellos favorecerá también a los demás, en
alguna de las siguientes causas:

I. Por la inexistencia del hecho que se les atribuye;
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II. Por tipificación de los hechos en figura diversa a
aquella por la que se decretó la sujeción a proceso, o por
acreditación de alguna otra modalidad que favorezca la
situación jurídica de los adolescentes o adultos jóvenes;

III. Cuando por determinación del monto del daño cau-
sado o del lucro obtenido, opere la reducción de medi-
das.

No podrá surtir efectos extensivos la resolución que se dic-
te en el recurso, respecto de aquellos a quienes se haya dic-
tado resolución firme.

También favorecerá a los demás adolescentes o adultos jó-
venes involucrados el recurso del adolescente o adulto jo-
ven demandado por la vía civil, en cuanto incida en su res-
ponsabilidad.

Artículo 160. La resolución impugnada no se suspenderá
mientras se tramite el recurso, salvo que se trate de la sen-
tencia definitiva que haya causado estado.

Artículo 161. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes podrá desistirse de sus recursos, mediante so-
licitud fundada y motivada.

Para desistirse de un recurso, el defensor deberá tener auto-
rización expresa del adolescente o adulto joven.

Artículo 162. Cuando la resolución haya sido impugnada
por el adolescente o el adulto joven o su defensor, no podrá
modificarse en su perjuicio.

Los recursos interpuestos por cualquiera de las partes per-
mitirán confirmar, modificar o revocar la resolución im-
pugnada.

Artículo 163. Los errores de derecho en la fundamentación
de la sentencia o resolución impugnadas, que no hayan in-
fluido en la parte resolutiva, no la invalidan, pero serán co-
rregidos apenas advertidos o señalados por alguna de las
partes, así como los errores de forma en la designación o el
cómputo de los plazos de duración de las medidas.

Capítulo II
Recurso de revocación

Artículo 164. El recurso de revocación procederá solamen-
te contra las determinaciones que decidan sin sustanciación

un trámite del proceso, a fin de que el mismo juzgador que
las dictó examine nuevamente la cuestión y dicte la resolu-
ción que corresponda.

Artículo 165. Este recurso se interpondrá por escrito, den-
tro de los tres días siguientes a la notificación de la deter-
minación recurrida. El Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes resolverá, previa vista a los interesados, en el
mismo plazo.

Artículo 166. Durante el desahogo de las audiencias sólo
será admisible el recurso de revocación, el cual será resuel-
to de inmediato, sin suspender aquéllas. La interposición
del recurso de revocación implica la reserva de hacer valer
la violación procesal en el recurso de apelación, si el vicio
no es saneado y provoca un agravio al recurrente.

Capítulo III
Recurso de apelación

Artículo 167. El recurso de apelación tiene por objeto exa-
minar si en la resolución recurrida se aplicó la ley corres-
pondiente o se aplicó ésta inexactamente, si se violaron los
principios reguladores de la valoración de la prueba, si se
alteraron los hechos o no se fundó o motivó correctamente.

Artículo 168. El recurso de apelación procederá contra las
resoluciones dictadas por el Juez de Distrito Especializado
para Adolescentes, hecha excepción de lo previsto en el re-
curso de revocación. 

También serán apelables las resoluciones del Juez de Dis-
trito Especializado para Adolescentes que adecuen o den
por cumplida una medida.

Artículo 169. La segunda instancia solamente se abrirá a
petición de parte legítima, para resolver sobre los agravios
que estime el apelante le cause la resolución recurrida. Los
agravios deberán expresarse al interponerse el recurso o en
la vista del asunto. 

Las apelaciones interpuestas contra determinaciones ante-
riores a la resolución de primera instancia, deberán resol-
verse por el tribunal de apelación antes de que se emita la
misma.

Artículo 170. La apelación podrá interponerse en el acto de
la notificación o por escrito o comparecencia dentro de los
cinco días contados a partir de que surta efectos la notifica-
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ción si se tratare de la resolución de primera instancia, o
de tres días si se interpusiere contra determinaciones de
trámite.

Al notificarse al adolescente o adulto joven la resolución de
primera instancia, se le hará saber el término que la ley con-
cede para interponer el recurso de apelación; lo que se ha-
rá constar en el proceso.

La omisión de este requisito surte el efecto de duplicar el
término legal para interponer el recurso.

Artículo 171. Presentado el recurso, el juez correspondien-
te notificará a las otras partes para que en el plazo de tres
días manifiesten lo que a su derecho convenga.

Sin más trámite e inmediatamente, remitirá las actuaciones
al Magistrado de Circuito para Adolescentes competente
para que resuelva lo conducente.

Son apelables en ambos efectos las sentencias definitivas
en que se imponga alguna sanción. 

En los demás casos en que proceda la apelación, sólo se re-
mitirá copia de las actuaciones pertinentes o se formará un
legajo especial, para no demorar el trámite del proceso.

Excepcionalmente, el tribunal de apelación podrá solicitar
otras copias o las actuaciones originales. Ello no implicará
la paralización, ni suspensión del proceso.

Artículo 172. Radicada la causa, el Magistrado de Circui-
to para Adolescentes decidirá si admite el recurso y, en su
caso, dentro de los diez días siguientes citará a una audien-
cia en la que resolverá de inmediato la cuestión planteada.

Artículo 173. La audiencia se celebrará con las partes que
comparezcan, quienes podrán hacer uso de la palabra, sin
que se admitan réplicas. Si fueren dos o más los apelantes,
usarán la palabra en el orden que designe el funcionario que
presida.

Quienes intervengan en la discusión podrán dejar breves
notas escritas sobre su planteamiento.

El adolescente o adulto joven será representado por su de-
fensor, pero podrá asistir a la audiencia y, en ese caso, se le
concederá la palabra en último término.

En la audiencia, el Magistrado de Circuito para Adolescen-
tes podrá interrogar a los recurrentes sobre las cuestiones
planteadas en el recurso.

Declarado visto el asunto, quedará cerrado el debate y el
Magistrado de Circuito para Adolescentes pronunciará el
fallo que corresponda, en ese momento o a más tardar, den-
tro de los cinco días posteriores, confirmando, revocando o
modificando la resolución apelada.

Artículo 174. En la apelación podrán ofrecerse las pruebas
supervenientes que acrediten la ilegalidad de la resolución
recurrida, desde el momento de la interposición del recurso
hasta la audiencia de vista.

Las pruebas que pueden desahogarse en la audiencia de vis-
ta pueden ser de toda clase. Sólo se admitirá la prueba tes-
timonial, cuando los hechos a que se refiera no hayan sido
materia del examen de testigos en primera instancia.

Si después de celebrada la audiencia de vista el Magistrado
de Circuito para Adolescentes estima necesaria la práctica
de alguna diligencia para ilustrar su criterio, podrá decre-
tarla para mejor proveer y la practicará dentro de los diez
días siguientes con arreglo a las disposiciones relativas del
Código Federal de Procedimientos Penales. Practicada que
fuere, fallará el asunto inmediatamente. 

Artículo 175. Emitida la resolución de la apelación, inme-
diatamente se notificará a las partes legitimadas, y cesará la
segunda instancia.

Las sentencias emitidas por el Magistrado de Circuito para
Adolescentes, contendrán las diligencias básicas para sal-
vaguardar las garantías de las personas menores de edad,
así como los efectos que producen la nueva decisión judi-
cial.

Capítulo IV
Recurso de queja

Artículo 176. El recurso de queja ante el Magistrado de
Circuito para Adolescentes procede contra jueces que no
emitan las resoluciones a que están obligados, o bien no or-
denen la práctica de diligencias del procedimiento dentro
de los plazos y los términos que señale esta ley, o cuando
no cumplan las formalidades o no despachen los asuntos de
acuerdo a lo establecido en la misma.
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La queja se interpondrá dentro de los tres días siguientes,
contados a partir de que se produjo la situación que la mo-
tivó ante el Magistrado de Circuito para Adolescentes. En
el supuesto de demora en la radicación de un asunto sin de-
tenido, la queja sólo podrá interponerla el Ministerio Públi-
co de la Federación para Adolescentes.

El Magistrado de Circuito para Adolescentes, en el término
de cuarenta y ocho horas requerirá al Juez de Distrito Es-
pecializado para Adolescentes para que cumpla con las
obligaciones determinadas en la ley, en un plazo no mayor
de dos días, sin perjuicio de las responsabilidades que le re-
sulten.

Capítulo V
Queja administrativa y recurso de reclamación

Artículo 177. La persona sujeta a una medida de interna-
miento puede interponer la queja administrativa, por su
propio derecho o a través de sus padres, tutores, quien ejer-
za la patria potestad, custodia o su defensor, contra el per-
sonal de los Centros Federales de Internamiento o contra
los representantes de las dependencias, instituciones u or-
ganizaciones públicas, privadas o sociales que estén apli-
cando o colaboren en la aplicación de la medida, por la
transgresión o inminente vulneración de sus derechos.

Artículo 178. La queja administrativa será presentada de
manera escrita, dentro de los diez días siguientes al acto
que se estime violatorio de los derechos de la persona suje-
ta a la medida de internamiento, ante la Unidad Especiali-
zada quien deberá realizar inmediatamente la investigación
respectiva y dictar una resolución en un plazo no mayor a
cinco días.

La Unidad Especializada dispondrá, en su caso, las medi-
das precautorias necesarias para salvaguardar los derechos
del agraviado mientras se resuelve la queja administrativa.

Artículo 179. Contra las resoluciones dictadas por la Uni-
dad Especializada en queja administrativa presentada en los
términos del artículo anterior o contra la falta de respuesta
a ésta, procederá el recurso de reclamación ante el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes.

Artículo 180. El recurso de reclamación debe interponerse
por escrito, dentro de los cinco días siguientes a la notifica-
ción de la determinación recurrida o al plazo en que debió
haberse dictado la resolución a que se refiere el artículo 178

de esta Ley, ante el Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes quien, si lo califica procedente, convocará
dentro de los cinco días a una audiencia a la que deberán
concurrir el adolescente o adulto joven, sus padres o tuto-
res, en su caso, su defensor y la autoridad ejecutora señala-
da como responsable, quienes harán una breve presentación
de sus posiciones. El juez resolverá de inmediato una vez
que haya oído a los participantes.

El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes estará
autorizado para solicitar a las autoridades ejecutoras todos
los informes necesarios para sustentar su resolución.

Si la autoridad ejecutora no envía los informes solicitados
o no comparece a la audiencia, el Juez de Distrito Especia-
lizado para Adolescentes tendrá por ciertos los hechos ma-
teria del recurso.

La interposición del recurso de reclamación suspenderá la
aplicación de la resolución impugnada, hasta que el mismo
se resuelva en definitiva, salvo en el caso de que de sus-
penderse, la resolución se pusiera en riesgo a terceros.

El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes, una
vez que conozca la determinación, resolverá en un plazo no
mayor de cinco días.

Artículo Segundo. Se adiciona el artículo 50 quáter a la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Artículo 50 quáter. A los jueces de Distrito Especializados
para Adolescentes corresponde:

I. Conocer de las causas instauradas en contra de las per-
sonas a quienes se impute la realización de una conduc-
ta tipificada como delito, cuando tengan entre doce años
cumplidos y menos de dieciocho años de edad;

II. Promover los procedimientos alternativos al juzga-
miento, a fin de cumplir con los principios de mínima in-
tervención y subsidiariedad;

III. Resolver los asuntos sometidos a su conocimiento,
conforme a los plazos y términos previstos en la Ley Fe-
deral de Justicia para Adolescentes;

IV. Resolver sobre las medidas a imponer, atendiendo
los principios de culpabilidad por el acto, proporcionali-
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dad y racionalidad, así como a las circunstancias, grave-
dad de la conducta, características y necesidades de los
adolescentes o adultos jóvenes; 

V. Asegurarse de que el adolescente o adulto joven que
se encuentra a su disposición, no sea incomunicado, co-
accionado, intimidado, torturado o sometido a tratos
crueles, inhumanos o degradantes, así como los demás
que apliquen a su situación;

VI. Resolver sobre las cuestiones o incidentes que se
susciten durante la ejecución de las medidas impuestas a
adolescentes y adultos jóvenes en los términos que dis-
pone la Ley de la materia;

VII. Resolver los recursos que se presenten durante el
procedimiento de la ejecución de la medida, en contra de
las determinaciones de la Unidad Especializada;

VIII. Atender las solicitudes que realicen personalmente
adolescentes y adultos jóvenes o sus representantes le-
gales, y resolver a la brevedad lo que corresponda;

IX. Resolver conforme a las disposiciones legales sobre
la adecuación de la medida si se considera que ésta ya
produjo sus efectos, es innecesaria o afecta el desarrollo,
la dignidad o la integración familiar y social de quienes
estén sujetos a ella;

X. Dictar resolución mediante la cual se dé por cumpli-
da la medida impuesta, así como la libertad total y defi-
nitiva de los adolescentes o adultos jóvenes; y

XI. Las demás que determine la ley.

Artículo Tercero. Se reforma la fracción XXV del artículo
30 bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 30 bis. A la Secretaría de Seguridad Pública co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I a XXIV...

XXV. Administrar la parte relativa a la ejecución de las
medidas previstas en el Sistema Federal de Justicia para
Adolescentes, así como diseñar campañas de difusión de
respeto a la legalidad entre los adolescentes con el fin de
prevenir la realización de conductas antisociales y sus-

cribir los convenios de colaboración en términos de la
Ley Federal de Justicia para Adolescentes y con estricto
apego a los derechos humanos.

XXVI a XXVII. …

Artículo Cuarto. Se adiciona un inciso D) a la fracción I
del artículo 4 de la Ley Orgánica de la Procuraduría Gene-
ral de la República para quedar en los siguientes términos:

Artículo 4. Corresponde al Ministerio Público de la Fede-
ración:

I. …

A) a C) …

D) En materia de Justicia Federal para Adolescentes:

I. Realizar en cada asunto de su conocimiento, con
motivo de la investigación y persecución de conduc-
tas tipificadas como delitos atribuidas a adolescentes,
el análisis, el diagnóstico del caso, el plan de trabajo
y la bitácora de las acciones de investigación;

II. Velar en todo momento, en los asuntos de su co-
nocimiento, por el respeto, integridad, dignidad y es-
tricto cumplimiento de los derechos y garantías de los
adolescentes o adultos jóvenes sujetos a la Ley Fede-
ral de Justicia para Adolescentes, así como de las víc-
timas u ofendidos de los hechos probablemente reali-
zados por los adolescentes o adultos jóvenes;

III. Informar de inmediato al adolescente, a sus fami-
liares y a su defensor su situación jurídica, así como
los derechos que les asisten;

IV. Realizar lo conducente para que sea asignado al
adolescente un defensor público federal para adoles-
centes desde el momento en el que sea puesto a su
disposición;

V. Resolver dentro de los plazos y términos previstos
en la Ley Federal de Justicia para Adolescentes, la si-
tuación jurídica de los adolescentes que sean puestos
a su disposición;

VI. Formular la remisión y poner inmediatamente a
los adolescentes a disposición del Juez de Distrito Es-
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pecializado para Adolescentes, en los casos en que
resulte procedente. 

VII. Procurar, en los casos de querella necesaria, la
conciliación entre el adolescente o adulto joven y la
víctima u ofendido;

VIII. Garantizar que durante la fase de detención, no
se mantenga al adolescente incomunicado ni se le co-
accione, intimide, someta a torturas u otros tratos o
penas crueles, inhumanas o degradantes y que se sa-
tisfagan sus derechos a la alimentación y a la salud,
así como los demás que apliquen a su situación;

IX. Dirigir personalmente las investigaciones que se-
an conducentes para formular el escrito de atribución
de hechos;

X. Valorar los resultados de su investigación con el
fin de determinar la posición del órgano respecto del
caso;

XI. Formular el escrito de atribución de hechos;

XII. Realizar durante el procedimiento todas las ac-
tuaciones necesarias para la procuración de la justi-
cia, incluyendo ofrecimiento de pruebas, formulación
de agravios, alegatos e interposición de recursos;

XIII. Asesorar a la víctima o al ofendido durante la
fase de investigación y juicio;

XIV. Solicitar la reparación del daño a la víctima u
ofendido cuando proceda, y realizar todas las accio-
nes tendientes a obtenerla, y

XV. Las demás que determine la ley.

Artículo Quinto. Se reforman los artículos 4, fracción I, y
10; y se adiciona un artículo 12 Bis a la Ley Federal de De-
fensoría Pública para quedar como sigue:

Artículo 4. Los servicios de defensoría pública se prestarán
a través de:

I. Defensores públicos, en los asuntos del orden penal
federal y de la Justicia Federal para Adolescentes, desde
la averiguación previa o investigación hasta la ejecución
de las penas o medidas, y

II. …

Artículo 10. Los defensores públicos y los defensores pú-
blicos para adolescentes serán asignados inmediatamente
por el Instituto Federal de Defensoría Pública, sin más re-
quisitos que la solicitud formulada por el adolescente o
adulto joven al que se le esté aplicando la Ley Federal de
Justicia para Adolescentes, por el indiciado en la averigua-
ción previa, el inculpado en el proceso penal, el sentencia-
do y el Agente del Ministerio Público o el Agente del Mi-
nisterio Público Federal para Adolescentes, o el órgano
jurisdiccional, según sea el caso.

Artículo 12 Bis. A los defensores públicos para adolescen-
tes corresponden, además de las atribuciones que proce-
dan señaladas en los artículos anteriores, las siguientes: 

I. Ejercer la defensa legal de los adolescentes o adultos
jóvenes a quienes se atribuya la realización de una con-
ducta tipificada como delito, en igualdad de circunstan-
cias que su contraparte, desde el momento en el que se-
an presentados ante el Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes y mientras estén sujetos a
cualquiera de las fases del Sistema Federal de Justicia
para Adolescentes;

II. Asistir al adolescente o adulto joven sujeto a la apli-
cación de la Ley Federal de Justicia para Adolescentes,
especialmente en aquellos momentos en los que por de-
cisión de la autoridad se modifique su situación jurídica
o se pongan en riesgo sus derechos o garantías;

III. Mantener una comunicación constante con el ado-
lescente o adulto joven, sus padres, tutores, o quien ejer-
za la patria potestad, o custodia, para informarles de la
investigación, el proceso o la medida;

IV. Pugnar para que en todo momento se respeten los de-
rechos y garantías de los adolescentes o adultos jóvenes
a quienes defiende, y hacer del conocimiento inmediato
de las autoridades correspondientes cuando no se respe-
ten tales derechos y garantías, o exista inminencia de
que así suceda;

V. Informar de inmediato al adolescente o adulto joven
sujeto a la aplicación de la Ley Federal de Justicia para
Adolescentes, sobre su situación jurídica, así como los
derechos y garantías que le otorgan las disposiciones le-
gales aplicables;
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VI. Promover soluciones alternativas al proceso;

VII. Solicitar al Ministerio Público de la Federación pa-
ra Adolescentes el no ejercicio de la remisión ante el
Juez de Distrito Especializado para Adolescentes, cuan-
do no se encuentren reunidos los elementos necesarios
para ello, y 

VIII. Realizar todos los trámites o gestiones necesarios,
en tiempo y conforme a derecho para una eficaz defen-
sa del adolescente o adulto joven, incluyendo ofreci-
miento y desahogo de pruebas, realización de careos,
formulación de alegatos, agravios, conclusiones, inter-
posición de recursos, incidentes y demás actos condu-
centes.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor a los dos
años siguientes al día de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. Se abroga, en su aplicación de ámbito federal, la
Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el
Distrito Federal en materia de Fuero Común y para toda la
República en materia de Fuero Federal. 

Tercero. Dentro del plazo de entrada en vigor del presente
Decreto, el Ejecutivo Federal y las autoridades federales
correspondientes, deberán expedir los reglamentos que se
prevén en esta Ley, así como realizar las adecuaciones pre-
supuestales y orgánicas correspondientes. Deberá preverse
también la selección y capacitación inicial y permanente de
los funcionarios que integrarán el personal del sistema, así
como de quienes fungirán como formadores. Para estos
efectos se recurrirá a los convenios que las diversas depen-
dencias tengan firmados con organismos rectores especiali-
zados en la protección de los derechos de los adolescentes.

Cuarto. Las instituciones encargadas de la formación de
los agentes de las policías federales deberán incluir, en un
plazo que no supere el ciclo lectivo en curso al momento de
entrar en vigor la Ley Federal de Justicia para Adoles-
centes, en el currículo transversal, los planes y programas
de estudio de todos los niveles y modalidades en los que se
imparta capacitación, una formación integral en los dere-
chos de los adolescentes contenidos en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados inter-
nacionales y demás ordenamientos federales aplicables.

Quinto. Los adolescentes sujetos a procedimiento o que se
encuentren cumpliendo una medida de conformidad con la
Ley que se abroga, quedarán sujetos al régimen previsto en
la Ley Federal de Justicia para Adolescentes  en todo aque-
llo que les beneficie.

Sexto. Las erogaciones que en su caso se generen para las
instancias federales derivado de la entrada en vigor del pre-
sente decreto, se sujetarán a los ingresos previsto por la Ley
de Ingresos de la Federación, así como a la disponibilidad
presupuestaria aprobada para ese efecto por la Cámara de
Diputados en el Presupuesto de Egresos de la Federación
del ejercicio fiscal correspondiente y a las disposiciones de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacenda-
ria. 

Séptimo. Para efectos de la aplicación de la fuerza física
sobre los adolescentes, y adultos jóvenes como una medida
excepcional, se expedirán los protocolos de actuación del
uso de la fuerza que resulten necesarios, dentro de los seis
meses siguientes a la entrada en vigor del presente decreto.

Octavo. El Congreso de la Unión realizará las modifica-
ciones que correspondan a la Ley Federal de Justicia para
Adolescentes dentro de los seis meses siguientes a la entra-
da en vigor en el ámbito federal del sistema procesal penal
acusatorio, previsto en los artículos 16, párrafos segundo y
decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20
y 21, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Noveno. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente Decreto.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.— México,
DF, a 9 de diciembre de 2010. Senador Francisco Arroyo Vieyra (rú-
brica), vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica),
secretaria.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Justicia, con opinión de la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables y de Pre-
supuesto y Cuenta Pública.
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CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES -
CODIGO CIVIL FEDERAL - 

LEY FEDERAL DE COMPETENCIA ECONOMICA -
LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR -

LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL
DE LA FEDERACION - 

LEY GENERAL DE EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE  - 

LEY DE PROTECCION Y DEFENSA
AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto que re-
forma y adiciona el Código Federal de Procedimientos Ci-
viles, el Código Civil Federal, la Ley Federal de
Competencia Económica, la Ley Federal de Protección al
Consumidor, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración, la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente y la Ley de Protección y Defensa al
Usuario de Servicios Financieros.

Atentamente

México, DF, a 9 de diciembre de 2010.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Que reforma y adiciona el Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, el Código Civil Federal, la Ley Federal de
Competencia Económica, la Ley Federal de Protección al
Consumidor, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración, la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente y la Ley de Protección y Defensa al
Usuario de Servicios Financieros.

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforma el artículo 24 y se
adiciona un tercer párrafo al artículo 1o., así como un
nuevo Libro Quinto, denominado “De las acciones co-
lectivas” integrado por los nuevos artículos 578 a 625
del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Artículo l. Sólo puede iniciar un procedimiento judicial o
intervenir en él, quien tenga interés en que la autoridad ju-
dicial declare o constituya un derecho o imponga una con-
dena, y quien tenga el interés contrario.

Actuarán, en el juicio, los mismos interesados o sus repre-
sentantes o apoderados, en los términos de la ley. En cual-
quier caso, los efectos procesales serán los mismos, salva
prevención en contrario.

Se exceptúan de lo señalado en los párrafos anteriores,
cuando el derecho o interés de que se trate sea difuso, co-
lectivo o individual de incidencia colectiva. En estos ca-
sos, se podrá ejercitar en forma colectiva, en términos de
lo dispuesto en el Título Tercero del Libro Tercero de es-
te Código.

Artículo 24. Por razón de territorio es tribunal competen-
te:

I. a III. ...

IV. El del domicilio del demandado, tratándose de ac-
ciones reales sobre muebles o de acciones personales,
colectivas o del estado civil;

V. a IX. ...

Libro Quinto
De las Acciones Colectivas

Título Único

Capítulo I
Previsiones Generales

Artículo 578. La defensa y protección de los derechos e in-
tereses colectivos será ejercida ante los Tribunales de la Fe-
deración con las modalidades que se señalen en este Títu-
lo, y sólo podrán promoverse en materia de relaciones de
consumo de bienes o servicios, públicos o privados y me-
dio ambiente.

Artículo 579. La acción colectiva es procedente para la tu-
tela de las pretensiones cuya titularidad corresponda a una
colectividad de personas, así como para el ejercicio de las
pretensiones individuales cuya titularidad corresponda a
los miembros de un grupo de personas.
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Artículo 580. En particular, las acciones colectivas son
procedentes para tutelar:

I. Derechos e intereses difusos y colectivos, entendidos
como aquéllos de naturaleza indivisible cuya titularidad
corresponde a una colectividad de personas, indetermi-
nada o determinable, relacionadas por circunstancias de
hecho o de derecho comunes.

II. Derechos e intereses individuales de incidencia co-
lectiva, entendidos como aquéllos de naturaleza divisi-
ble cuya titularidad corresponde a los individuos inte-
grantes de una colectividad de personas, determinable,
relacionadas por circunstancias de derecho.

Artículo 581. Para los efectos de este Código, los derechos
citados en el artículo anterior se ejercerán a través de las si-
guientes acciones colectivas, que se clasificarán en:

I. Acción difusa: Es aquélla de naturaleza indivisible
que se ejerce para tutelar los derechos e intereses difu-
sos, cuyo titular es una colectividad indeterminada, que
tiene por objeto reclamar judicialmente del demandado
la reparación del daño causado a la colectividad, consis-
tente en la restitución de las cosas al estado que guarda-
ren antes de la afectación, o en su caso al cumplimiento
sustituto de acuerdo a la afectación de los derechos o in-
tereses de la colectividad, sin que necesariamente exis-
ta vínculo jurídico alguno entre dicha colectividad y el
demandado.

II. Acción colectiva en sentido estricto: Es aquélla de
naturaleza indivisible que se ejerce para tutelar los de-
rechos e intereses colectivos, cuyo titular es una colec-
tividad determinada o determinable con base en cir-
cunstancias comunes, cuyo objeto es reclamar
judicialmente del demandado, la reparación del daño
causado consistente en la realización de una o más ac-
ciones o abstenerse de realizarlas, así como a cubrir los
daños en forma individual a los miembros del grupo y
que deriva de un vínculo jurídico común existente por
mandato de ley entre la colectividad y el demandado.

III. Acción individual homogénea: Es aquélla de natura-
leza divisible, que se ejerce para tutelar derechos e inte-
reses individuales de incidencia colectiva, cuyos titula-
res son los individuos agrupados con base en
circunstancias comunes, cuyo objeto es reclamar judi-
cialmente de un tercero el cumplimiento forzoso de un

contrato o su rescisión con sus consecuencias y efectos
según la legislación aplicable.

Artículo 582. La acción colectiva podrá tener por objeto
pretensiones declarativas, constitutivas o de condena.

Artículo 583. El juez interpretará las normas y los hechos
de forma compatible con los principios y objetivos de los
procedimientos colectivos, en aras de proteger y tutelar el
interés general y los derechos e intereses colectivos.

Artículo 584. Las acciones colectivas previstas en este tí-
tulo prescribirán a los tres años seis meses contados a par-
tir del día en que se haya causado el daño. Si se trata de un
daño de naturaleza continua el plazo para la prescripción
comenzará a contar a partir del último día en que se haya
generado el daño causante de la afectación.

Capítulo II
De la Legitimación Activa

Artículo 585. Tienen legitimación activa para ejercitar las
acciones colectivas:

I. La Procuraduría Federal de Protección al Consumi-
dor, la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente,
la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de
los Usuarios de Servicios Financieros y la Comisión Fe-
deral de Competencia;

II. El representante común de la colectividad conforma-
da por al menos treinta miembros;

III. Las asociaciones civiles sin fines de lucro legalmen-
te constituidas al menos un año previo al momento de
presentar la acción, cuyo objeto social incluya la pro-
moción o defensa de los derechos e intereses de la ma-
teria de que se trate y que cumplan con los requisitos es-
tablecidos en este Código, y

IV. El Procurador General de la República.

Artículo 586. La representación a que se refieren las frac-
ciones II y III del artículo anterior, deberá ser adecuada.

Se considera representación adecuada:

I. Actuar con diligencia, pericia y buena fe en la defen-
sa de los intereses de la colectividad en el juicio;
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II. No encontrarse en situaciones de conflicto de interés
con sus representados respecto de las actividades que
realiza;

III. No promover o haber promovido de manera reitera-
da acciones difusas, colectivas o individuales homogé-
neas frívolas o temerarias;

IV. No promover una acción difusa, colectiva en sentido
estricto o individual homogénea con fines de lucro,
electorales, proselitistas, de competencia desleal o espe-
culativos, y

V. No haberse conducido con impericia, mala fe o ne-
gligencia en acciones colectivas previas, en los términos
del Código Civil Federal.

La representación de la colectividad en el juicio se consi-
dera de interés público. El juez deberá vigilar de oficio que
dicha representación sea adecuada durante la substancia-
ción del proceso.

El representante deberá rendir protesta ante el juez y rendir
cuentas en cualquier momento a petición de éste.

En el caso de que durante el procedimiento dejare de haber
un legitimado activo o aquéllos a que se refieren las frac-
ciones II y III del artículo 585 no cumplieran con los re-
quisitos referidos en el presente artículo, el juez de oficio o
a petición de cualquier miembro de la colectividad, abrirá
un incidente de remoción y sustitución, debiendo suspen-
der el juicio y notificar el inicio del incidente a la colecti-
vidad en los términos a que se refiere el artículo 591 de es-
te Código.

Una vez realizada la notificación a que se refiere el párra-
fo anterior, el juez recibirá las solicitudes de los interesa-
dos dentro del término de diez días, evaluará las solicitudes
que se presentaren y resolverá lo conducente dentro del
plazo de tres días.

En caso de no existir interesados, el juez dará vista a los ór-
ganos u organismos a que se refiere la fracción I del artí-
culo 585 de este Código, según la materia del litigio de que
se trate, quienes deberán asumir la representación de la co-
lectividad o grupo.

El juez deberá notificar la resolución de remoción al Con-
sejo de la Judicatura Federal para que registre tal actuación

y en su caso, aplique las sanciones que correspondan al re-
presentante.

El representante será responsable frente a la colectividad
por el ejercicio de su gestión.

Capítulo III
Procedimiento

Artículo 587. La demanda deberá contener:

I. El tribunal ante el cual se promueve;

II. El nombre del representante legal, señalando los do-
cumentos con los que acredite su personalidad;

III. En el caso de las acciones colectivas en sentido es-
tricto y las individuales homogéneas, los nombres de los
miembros de la colectividad promoventes de la deman-
da;

IV. Los documentos con los que la actora acredita su re-
presentación de conformidad con este Título;

V. El nombre y domicilio del demandado;

VI. La precisión del derecho difuso, colectivo o indivi-
dual homogéneo que se considera afectado;

VII. El tipo de acción que pretende promover;

VIII. Las pretensiones correspondientes a la acción;

IX. Los hechos en que funde sus pretensiones y las cir-
cunstancias comunes que comparta la colectividad res-
pecto de la acción que se intente;

X. Los fundamentos de derecho, y

XI. En el caso de las acciones colectivas en sentido es-
tricto e individuales homogéneas, las consideraciones y
los hechos que sustenten la conveniencia de la substan-
ciación por la vía colectiva en lugar de la acción indivi-
dual.

El juez podrá prevenir a la parte actora para que aclare o
subsane su demanda cuando advierta la omisión de requi-
sitos de forma, sea obscura o irregular, otorgándole un tér-
mino de cinco días para tales efectos.
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El juez resolverá si desecha de plano la demanda en los ca-
sos en que la parte actora no desahogue la prevención, no
se cumplan los requisitos previstos en este Título, o se tra-
te de pretensiones infundadas, frívolas, o temerarias.

Artículo 588. Son requisitos de procedencia de la legiti-
mación en la causa los siguientes:

I. Que se trate de actos que dañen a consumidores o
usuarios de bienes o servicios públicos o privados o al
medio ambiente o que se trate de actos que hayan daña-
do al consumidor por la existencia de concentraciones
indebidas o prácticas monopólicas, declaradas existen-
tes por resolución firme emitida por la Comisión Fede-
ral de Competencia;

II. Que verse sobre cuestiones comunes de hecho o de
derecho entre los miembros de la colectividad de que se
trate;

III. Que existan al menos treinta miembros en la colec-
tividad, en el caso de las acciones colectivas en sentido
estricto e individuales homogéneas;

IV. Que exista coincidencia entre el objeto de la acción
ejercitada y la afectación sufrida;

V. Que la materia de la litis no haya sido objeto de cosa
juzgada en procesos previos con motivo del ejercicio de
las acciones tuteladas en este Título;

VI. Que no haya prescrito la acción, y

VII. Las demás que determinen las leyes especiales apli-
cables.

Artículo 589. Son causales de improcedencia de la legiti-
mación en el proceso, los siguientes:

I. Que los miembros promoventes de la colectividad no
hayan otorgado su consentimiento en el caso de las ac-
ciones colectivas en sentido estricto e individuales ho-
mogéneas;

II. Que los actos en contra de los cuales se endereza la
acción constituyan procedimientos administrativos se-
guidos en forma de juicio o procedimientos judiciales;

III. Que la representación no cumpla los requisitos pre-
vistos en este Título;

IV. Que la colectividad en la acción colectiva en sentido
estricto o individual homogénea, no pueda ser determi-
nable o determinada en atención a la afectación a sus
miembros, así como a las circunstancias comunes de he-
cho o de derecho de dicha afectación;

V. Que su desahogo mediante el procedimiento colecti-
vo no sea idóneo;

VI. Que exista litispendencia entre el mismo tipo de ac-
ciones, en cuyo caso procederá la acumulación en los
términos previstos en este Código, y

VII. Que las asociaciones que pretendan ejercer la legi-
timación en el proceso no cumplan con los requisitos es-
tablecidos en este Título.

El juez de oficio o a petición de cualquier interesado podrá
verificar el cumplimiento de estos requisitos durante el
procedimiento.

Artículo 590. Una vez presentada la demanda o desahoga-
da la prevención, dentro de los tres días siguientes, el juez
ordenará el emplazamiento al demandado, le correrá tras-
lado de la demanda y le dará vista por cinco días para que
manifieste lo que a su derecho convenga respecto del cum-
plimiento de los requisitos de procedencia previstos en es-
te Título.

Desahogada la vista, el juez certificará dentro del término
de diez días, el cumplimiento de los requisitos de proce-
dencia previstos en los artículos 587 y 588 de este Código.
Este plazo podrá ser prorrogado por el juez hasta por otro
igual, en caso de que a su juicio la complejidad de la de-
manda lo amerite.

Esta resolución podrá ser modificada en cualquier etapa del
procedimiento cuando existieren razones justificadas para
ello.

Artículo 591. Concluida la certificación referida en el artí-
culo anterior, el juez proveerá sobre la admisión o desecha
miento de la demanda y en su caso, dará vista a los órga-
nos y organismos referidos en la fracción I del artículo 585
de este Código, según la materia del litigio de que se trate.

El auto que admita la demanda deberá ser notificado en
forma personal al representante legal, quien deberá ratifi-
car la demanda.
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El juez ordenará la notificación a la colectividad del inicio
del ejercicio de la acción colectiva de que se trate, median-
te los medios idóneos para tales efectos, tomando en con-
sideración el tamaño, localización y demás características
de dicha colectividad. La notificación deberá ser económi-
ca, eficiente y amplia, teniendo en cuenta las circunstancias
en cada caso.

Contra la admisión o desechamiento de la demanda es pro-
cedente el recurso de apelación, al cual deberá darse trámi-
te en forma inmediata.

Artículo 592. La parte demandada contará con quince días
para contestar la demanda a partir de que surta efectos la
notificación del auto de admisión de la demanda. El juez
podrá ampliar este plazo hasta por un periodo igual, a peti-
ción del demandado.

Una vez contestada la demanda, se dará vista a la actora
por 5 días para que manifieste lo que a su derecho con-
venga.

Artículo 593. La notificación a que se refiere el segundo
párrafo del artículo 591 de este Código, contendrá una re-
lación sucinta de los puntos esenciales de la acción colec-
tiva respectiva, así como las características que permitan
identificar a la colectividad.

Las demás notificaciones a los miembros de la colectividad
o grupo se realizarán por estrados.

Salvo que de otra forma se encuentren previstas en este Tí-
tulo, las notificaciones a las partes se realizarán en los tér-
minos que establece este Código.

Artículo 594. Los miembros de la colectividad afectada
podrán adherirse a la acción de que se trate, conforme a las
reglas establecidas en este artículo.

En el caso de las acciones colectivas en sentido estricto e
individuales homogéneas, la adhesión a su ejercicio podrá
realizarse por cada individuo que tenga una afectación a
través de una comunicación expresa por cualquier medio
dirigida al representante a que se refiere el artículo 585 de
este Código o al representante legal de la parte actora, se-
gún sea el caso.

Los afectados podrán adherirse voluntariamente a la colec-
tividad durante la substanciación del proceso y hasta die-

ciocho meses posteriores a que la sentencia haya causado
estado o en su caso, el convenio judicial adquiera la cali-
dad de cosa juzgada.

Dentro de este lapso, el interesado hará llegar su consenti-
miento expreso y simple al representante, quien a su vez lo
presentará al juez. El juez proveerá sobre la adhesión y, en
su caso, ordenará el inicio del incidente de liquidación que
corresponda a dicho interesado.

Los afectados que se adhieran a la colectividad durante la
substanciación del proceso, promoverán el incidente de li-
quidación en los términos previstos en el artículo 605 de
este Código.

Los afectados que se adhieran posteriormente a que la sen-
tencia haya causado estado o, en su caso, el convenio judi-
cial adquiera la calidad de cosa juzgada, deberán probar el
daño causado en el incidente respectivo. A partir de que el
juez determine el importe a liquidar, el miembro de la co-
lectividad titular del derecho al cobro tendrá un año para
ejercer el mismo.

En tratándose de la adhesión voluntaria, la exclusión que
haga cualquier miembro de la colectividad posterior al em-
plazamiento del demandado, equivaldrá a un desistimiento
de la acción colectiva, por lo que no podrá volver a parti-
cipar en un procedimiento colectivo derivado de o por los
mismos hechos.

Tratándose de acciones colectivas en sentido estricto e in-
dividuales homogéneas sólo tendrán derecho al pago que
derive de la condena, las personas que formen parte de la
colectividad y prueben en el incidente de liquidación, ha-
ber sufrido el daño causado.

El representante a que se refiere el artículo 585 de este Có-
digo tendrá los poderes más amplios que en derecho pro-
cedan con las facultades especiales que requiera la ley pa-
ra sustanciar el procedimiento y para representar a la
colectividad y a cada uno de sus integrantes que se hayan
adherido o se adhieran a la acción.

Artículo 595. Realizada la notificación a que se refiere el
segundo párrafo del artículo 591 de este Código, el juez se-
ñalará de inmediato fecha y hora para la celebración de la
audiencia previa y de conciliación, la cual se llevará a ca-
bo dentro de los diez días siguientes.
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En la audiencia el juez personalmente propondrá solucio-
nes al litigio y exhortará a las partes a solucionarlo, pu-
diendo auxiliarse de los expertos que considere idóneos.

La acción colectiva podrá ser resuelta por convenio judicial
entre las partes en cualquier momento del proceso hasta an-
tes de que cause estado.

Si las partes alcanzaren un convenio total o parcial, el juez
de oficio revisará que proceda legalmente y que los intere-
ses de la colectividad de que se trate estén debidamente
protegidos.

Previa vista por diez días a los órganos y organismos a que
se refiere el la fracción I del artículo 585 de este Código y
al Procurador General de la República, y una vez escucha-
das las manifestaciones de los miembros de la colectividad,
si las hubiere, el juez podrá aprobar el convenio elevándo-
lo a la categoría de cosa juzgada.

Artículo 596. En caso de que las partes no alcanzaren
acuerdo alguno en la audiencia previa y de conciliación, el
juez procederá a abrir el juicio a prueba por un período de
sesenta días hábiles, comunes para las partes, para su ofre-
cimiento y preparación, pudiendo, a instancia de parte,
otorgar una prórroga hasta por veinte días hábiles.

Una vez presentado el escrito de pruebas, el representante
legal deberá ratificarlo bajo protesta ante el Juez.

El auto que admita las pruebas señalará la fecha para la
celebración de la audiencia final del juicio en la cual se
desahogarán, en un lapso que no exceda de cuarenta días
hábiles, el que podrá ser prorrogado por el juez.

Una vez concluido el desahogo de pruebas, el juez dará
vista a las partes para que en un periodo de diez días hábi-
les aleguen lo que a su derecho y representación convenga.

El juez dictará sentencia dentro de los treinta días hábiles
posteriores a la celebración de la audiencia final.

Artículo 597. Los términos establecidos en los capítulos
IV y V del Título Primero del Libro Segundo podrán ser
ampliados por el juez, si existieren causas justificadas para
ello.

Artículo 598. Para mejor proveer, el juzgador podrá valer-
se de cualquier persona, documento o cosa, a petición de

parte o de oficio, siempre que tengan relación inmediata
con los hechos controvertidos.

El juez deberá recibir todas aquellas manifestaciones o do-
cumentos, escritos u orales, de terceros ajenos al procedi-
miento que acudan ante él en calidad de amicus curiae o en
cualquier otra, siempre que sean relevantes para resolver el
asunto controvertido y que los terceros no se encuentren en
conflicto de interés respecto de las partes.

El juez en su sentencia deberá, sin excepción, hacer una re-
lación sucinta de los terceros que ejerzan el derecho de
comparecer ante el tribunal conforme a lo establecido en el
párrafo anterior y de los argumentos o manifestaciones por
ellos vertidos.

El juez podrá requerir a los órganos y organismos a que se
refiere la fracción I del artículo 585 de este Código o a
cualquier tercero, la elaboración de estudios o presentación
de los medios probatorios necesarios con cargo al Fondo a
que se refiere este Título.

Artículo 599. Si el juez lo considera pertinente, de oficio o
a petición de parte, podrá solicitar a una de las partes la
presentación de información o medios probatorios que se-
an necesarios para mejor resolver el litigio de que se trate
o para ejecutar la sentencia respectiva.

Artículo 600. Para resolver el juez puede valerse de me-
dios probatorios estadísticos, actuariales o cualquier otro
derivado del avance de la ciencia.

Artículo 601. No será necesario que la parte actora ofrez-
ca y desahogue pruebas individualizadas por cada uno de
los miembros de la colectividad.

Las reclamaciones individuales deberán justificar en su ca-
so, la relación causal en el incidente de liquidación respec-
tivo.

Artículo 602. Cuando la acción sea interpuesta por los re-
presentantes a que se refieren las fracciones II y III del ar-
tículo 585 de este Código, estarán obligados a informar a
través de los medios idóneos, a los miembros de la colecti-
vidad sobre el estado que guarda el procedimiento por lo
menos cada seis meses.

Los órganos y organismos a que se refiere la fracción I del
artículo 585 de este Código, deberán llevar un registro de
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todos los procedimientos colectivos en trámite, así como
los ya concluidos, en los que participan o hayan participa-
do, respectivamente, como parte o tercero interesado. Di-
cho registro contará con la información necesaria y deberá
ser de fácil acceso al público, de conformidad con la legis-
lación aplicable.

Capítulo IV
Sentencias

Artículo 603. Las sentencias deberán resolver la contro-
versia planteada por las partes conforme a derecho.

Artículo 604. En acciones difusas el juez sólo podrá con-
denar al demandado a la reparación del daño causado a la
colectividad, consistente en restitución de las cosas al esta-
do que guardaren antes de la afectación, si esto fuere posi-
ble. Esta restitución podrá consistir en la realización de una
o más acciones o abstenerse de realizarlas.

Si no fuere posible lo anterior, el juez condenará al cum-
plimiento sustituto de acuerdo a la afectación de los dere-
chos o intereses de la colectividad. En su caso, la cantidad
resultante se destinará al Fondo a que se refiere el Capítu-
lo XI de este Título.

Artículo 605. En el caso de acciones colectivas en sentido
estricto e individuales homogéneas, el juez podrá condenar
al demandado a la reparación del daño, consistente en la
realización de una o más acciones o abstenerse de realizar-
las, así como a cubrir los daños en forma individual a los
miembros del grupo conforme a lo establecido en este ar-
tículo.

Cada miembro de la colectividad podrá promover el inci-
dente de liquidación, en el que deberá probar el daño sufri-
do. El juez establecerá en la sentencia, los requisitos y pla-
zos que deberán cumplir los miembros del grupo para
promover dicho incidente.

El incidente de liquidación podrá promoverse por cada uno
de los miembros de la colectividad en ejecución de senten-
cia dentro del año calendario siguiente al que la sentencia
cause ejecutoria.

A partir de que el juez determine el importe a liquidar, el
miembro de la colectividad titular del derecho al cobro ten-
drá un año para ejercer el mismo.

El pago que resulte del incidente de liquidación será hecho
a los miembros de la colectividad en los términos que or-
dene la sentencia; en ningún caso a través del representan-
te común.

Artículo 606. En caso de que una colectividad haya ejerci-
tado por los mismos hechos de manera simultánea una ac-
ción difusa y una acción colectiva, el juez proveerá la acu-
mulación de las mismas en los términos de este Código.

Artículo 607. La sentencia fijará al condenado un plazo
prudente para su cumplimiento atendiendo a las circuns-
tancias del caso, así como los medios de apremio que de-
ban emplearse cuando se incumpla con la misma.

Artículo 608. La sentencia será notificada a la colectividad
o grupo de que se trate en los términos de lo dispuesto por
el segundo párrafo del artículo 591 de este Código.

Artículo 609. Cuando una vez dictada la sentencia, alguna
de las partes tenga conocimiento de que sus representantes
ejercieron una representación fraudulenta en contra de sus
intereses, éstas podrán promover dentro del plazo de cua-
renta y cinco días hábiles la apelación que habrá de resol-
ver sobre la nulidad de las actuaciones viciadas dentro del
procedimiento colectivo, siempre que dicha representación
fraudulenta haya influido en la sentencia emitida.

Capítulo V
Medidas Precautorias

Artículo 610. En cualquier etapa del procedimiento el juez
podrá decretar a petición de parte, medidas precautorias
que podrán consistir en:

I. La orden de cesación de los actos o actividades que
estén causando o necesariamente hayan de causar un da-
ño inminente e irreparable a la colectividad;

II. La orden de realizar actos o acciones que su omisión
haya causado o necesariamente hayan de causar un da-
ño inminente e irreparable-a la colectividad;

III. El retiro del mercado o aseguramiento de instru-
mentos, bienes, ejemplares y productos directamente re-
lacionados con el daño irreparable que se haya causado,
estén causando o que necesariamente hayan de causarse
a la colectividad, y
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IV. Cualquier otra medida que el juez considere perti-
nente dirigida a proteger los derechos e intereses de una
colectividad.

Artículo 611. Las medidas precautorias previstas en el ar-
tículo anterior podrán decretarse siempre que con las mis-
mas no se causen más daños que los que se causarían con
los actos, hechos u omisiones objeto de la medida. El juez
deberá valorar además que con el otorgamiento de la me-
dida, no se cause una afectación ruinosa al demandado.

Para el otorgamiento de dichas medidas se requerirá:

I. Que el solicitante de la medida manifieste claramente
cuáles son los actos, hechos o abstenciones que estén
causando un daño o vulneración a los derechos o intere-
ses colectivos o lo puedan llegar a causar.

II. Que exista urgencia en el otorgamiento de la medida
en virtud del riesgo de que se cause o continúe causan-
do un daño de difícil o imposible reparación.

Para decretar estas medidas, el juez dará vista por tres días
a la parte demandada para que manifieste lo que a su dere-
cho convenga respecto de la solicitud de medidas cautela-
res y solicitará opinión a los órganos y organismos compe-
tentes a que se refiere la fracción I del artículo 585 de este
Código o de cualquier otra autoridad en los términos de la
legislación aplicable.

Si con el otorgamiento de la medida se pudiera ocasionar
daño al demandado, éste podrá otorgar garantía suficiente
para reparar los daños que pudieran causarse a la colectivi-
dad, salvo aquellos casos en los que se trate de una amena-
za inminente e irreparable al interés social, a la vida o a la
salud de los miembros de la colectividad o por razones de
seguridad nacional.

Capítulo VI
Medios de Apremio

Artículo 612. Los tribunales para hacer cumplir sus deter-
minaciones, pueden emplear, a discreción, los siguientes
medios de apremio:

I. Multa hasta por la cantidad equivalente a treinta mil
días de salario mínimo general vigente en el Distrito Fe-
deral, cantidad que podrá aplicarse por cada día que
transcurra sin cumplimentarse lo ordenado por el juez.

II. El auxilio de la fuerza pública y la fractura de cerra-
duras si fuere necesario.

III. El cateo por orden escrita.

IV. El arresto hasta por treinta y seis horas.

Si fuere insuficiente el apremio, se procederá contra el re-
belde por el delito de desobediencia.

Capítulo VII
Relación entre Acciones Colectivas 

y Acciones Individuales

Artículo 613. No procederá la acumulación entre procedi-
mientos individuales y procedimientos colectivos.

En caso de coexistencia de un proceso individual y de un
proceso colectivo proveniente de la misma causa, el mismo
demandado en ambos procesos informará de tal situación a
los jueces.

El juez del proceso individual notificará a la parte actora de
la existencia de la acción colectiva para que en su caso, de-
cida continuar por la vía individual o ejerza su derecho de
adhesión a la misma dentro del plazo de noventa días con-
tados a partir de la notificación.

Para que proceda la adhesión de la parte actora a la acción
colectiva, deberá desistirse del proceso individual para que
éste se sobresea.

Tratándose de derechos o intereses individuales de inci-
dencia colectiva, en caso de la improcedencia de la preten-
sión en el procedimiento colectivo, los interesados tendrán
a salvo sus derechos para ejercerlos por la vía individual.

Capítulo VIII
Cosa Juzgada

Artículo 614. La sentencia no recurrida tendrá efectos de
cosa juzgada y vinculará a todos los miembros de la colec-
tividad.

Artículo 615. Si alguna persona inició un procedimiento
individual al cual recayó una sentencia que causó ejecuto-
ria no podrá ser incluida dentro de una colectividad para
efectos de un proceso colectivo, si el objeto, las causas y
las pretensiones son las mismas.
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Capítulo IX
Gastos y Costas

Artículo 616. La sentencia de condena incluirá lo relativo
a los gastos y costas que correspondan.

Artículo 617. Cada parte asumirá sus gastos y costas deri-
vados de la acción colectiva, así como los respectivos ho-
norarios de sus representantes.

Los honorarios del representante legal y del representante
común, que convengan con sus representados, quedarán
sujetos al siguiente arancel máximo:

I. Serán de hasta el 20%, si el monto líquido de la suer-
te principal no excede de 200 mil veces el salario míni-
mo diario en el Distrito Federal;

II. Si el monto líquido de la suerte principal excede 200
mil pero es menor a 2 millones de veces el salario míni-
mo diario en el Distrito Federal, serán de hasta el 20%
sobre los primeros 200 mil y de hasta el 10% sobre el
excedente, y

III. Si el monto líquido de la suerte principal excede a 2
millones de veces el salario mínimo diario en el Distri-
to Federal, serán de hasta el 11% sobre los primeros 2
millones, y hasta el 3% sobre el excedente.

Si las partes llegaren a un acuerdo para poner fin al juicio
antes de la sentencia, los gastos y costas deberán estar con-
templados como parte de las negociaciones del convenio
de transacción judicial. En cualquier caso, los honorarios
del representante legal y del representante común que pac-
ten con sus representados deberán ajustarse al arancel má-
ximo previsto en este artículo.

Artículo 618. Los gastos y costas se liquidarán en ejecu-
ción de sentencia de conformidad con las siguientes reglas:

I. Los gastos y costas así como los honorarios de los re-
presentantes de la parte actora referidos en el artículo
anterior, serán cubiertos en la forma que lo determine el
juez, buscando asegurar el pago correspondiente. Dicho
pago se hará con cargo al Fondo a que se refiere el Ca-
pítulo XI de este Título, cuando exista un interés social
que lo justifique y hasta donde la disponibilidad de los
recursos lo permita.

II. En el caso de las sentencias que establezcan una can-
tidad cuantificable, la parte actora pagará entre el tres y
el veinte por ciento del monto total condenado por con-
cepto de honorarios a sus representantes según lo pre-
visto en el artículo anterior.

El juez tomará en consideración el trabajo realizado y la
complejidad del mismo, el número de miembros, el be-
neficio para la colectividad respectiva y demás circuns-
tancias que estime pertinente.

III. Si la condena no fuere cuantificable, el juez deter-
minará el monto de los honorarios, tomando en consi-
deración los criterios establecidos en el segundo párrafo
de la fracción anterior.

Capítulo X
De las Asociaciones

Artículo 619. Por ser la representación común de interés
público, las asociaciones civiles a que se refiere la fracción
II del artículo 585, deberán registrarse ante el Consejo de
la Judicatura Federal.

Artículo 620. Para obtener el registro correspondiente, di-
chas asociaciones deberán:

I. Presentar los estatutos sociales que cumplan con los
requisitos establecidos en este Título, y

II. Tener al menos un año de haberse constituido y acre-
ditar que han realizado actividades inherentes al cum-
plimiento de su objeto social.

Artículo 621. El registro será público, su información es-
tará disponible en la página electrónica del Consejo de la
Judicatura Federal, y cuando menos deberá contener los
nombres de los socios, asociados, representantes y aquellos
que ejerzan cargos directivos, su objeto social, así como el
informe a que se refiere la fracción II del artículo 623 de
este Código.

Artículo 622. Las asociaciones deberán:

I. Evitar que sus asociados, socios, representantes o
aquellos que ejerzan cargos directivos, incurran en si-
tuaciones de conflicto de interés respecto de las activi-
dades que realizan en términos de este Título;
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II. Dedicarse a actividades compatibles con su objeto
social, y

III. Conducirse con diligencia, probidad y en estricto
apego a las disposiciones legales aplicables.

Artículo 623. Para mantener el registro las asociaciones
deberán:

I. Cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior;

II. Entregar al Consejo de la Judicatura Federal, un in-
forme anual sobre su operación y actividades respecto
del año inmediato anterior, a más tardar el último día há-
bil del mes de abril de cada año, y

III. Mantener actualizada en forma permanente la infor-
mación que deba entregar al Consejo de la Judicatura
Federal en los términos de lo dispuesto por el artículo
621 de este Código.

Capítulo XI
Del Fondo

Artículo 624. Para los efectos señalados en este Título, el
Consejo de la Judicatura Federal administrará los recursos
provenientes de las sentencias que deriven de las acciones
colectivas difusas y para tal efecto deberá crear un Fondo.

Artículo 625. Los recursos que deriven de las sentencias
recaídas en las acciones referidas en el párrafo anterior, de-
berán ser utilizados exclusivamente para el pago de los
gastos derivados de los procedimientos colectivos, así co-
mo para el pago de los honorarios de los representantes de
la parte actora a que se refiere el artículo 617 de este Códi-
go, cuando exista un interés social que lo justifique y el
juez así lo determine, incluyendo pero sin limitar, las noti-
ficaciones a los miembros de la colectividad, la prepara-
ción de las pruebas pertinentes y la notificación de la sen-
tencia respectiva. Los recursos podrán ser además
utilizados para el fomento de la investigación y difusión re-
lacionada con las acciones y derechos colectivos.

Artículo 626. El Consejo de la Judicatura Federal divulga-
rá anualmente el origen, uso y destino de los recursos del
Fondo.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se adiciona un nuevo artícu-
lo 1934 Bis al Código Civil Federal.

Artículo 1934 Bis. El que cause un daño de los previstos
en este Capítulo a una colectividad o grupo de personas,
estará obligado a indemnizar en términos de lo dispuesto
en el Libro Quinto del Código Federal de Procedimientos
Civiles.

ARTÍCULO TERCERO. Se reforma el segundo párra-
fo al artículo 38 de la Ley Federal de Competencia Eco-
nómica.

Artículo 38. Aquellas personas que hayan sufrido daños o
perjuicios a causa de una práctica monopólica o una con-
centración prohibida podrán interponer las acciones en de-
fensa de sus derechos o intereses de forma independiente a
los procedimientos previstos en esta Ley. La autoridad ju-
dicial podrá solicitar la opinión de la Comisión en asuntos
de su competencia.

Las acciones a que se refiere el párrafo anterior podrán
ejercerse de forma individual o colectiva, estas últimas en
términos de lo dispuesto en el Libro Quinto del Código
Federal de Procedimientos Civiles.

…

ARTÍCULO CUARTO. Se reforma el artículo 26 de la
Ley Federal de Protección al Consumidor.

Artículo 26. Cuando se realicen actos, hechos u omisiones
que vulneren derechos e intereses de una colectividad o
grupo de consumidores, la Procuraduría, así como cual-
quier legitimado a que se refiere el artículo 585 del Código
Federal de Procedimientos Civiles, podrán ejercitar la ac-
ción colectiva de conformidad con lo dispuesto en el Libro
Quinto de dicho Código.

ARTÍCULO QUINTO. Se reforman las fracciones VI,
VII y se adiciona una nueva fracción VIII al artículo 53
y se reforman las fracciones XL, XLI y XLII y se adi-
ciona una nueva fracción XLIII al artículo 84, de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Artículo 53. Los jueces de distrito civiles federales cono-
cerán:
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I. a V. ...

VI. De las controversias ordinarias en que la Federación
fuere parte;

VII. De las acciones colectivas a que se refiere el Libro
Quinto del Código Federal de Procedimientos Civiles,
y

VIII. De los asuntos de la competencia de los juzgados
de distrito en materia de procesos federales que no estén
enumerados en los artículos 50, 52 y 55 de esta ley.

Artículo 81. Son atribuciones del Consejo de la Judicatura
Federal:

I. a XXXIX. ...

XL. Dictar las disposiciones necesarias para la recep-
ción, control y destino de los bienes asegurados y deco-
misados;

XLI. Designar de entre sus miembros a los comisiona-
dos que integrarán la Comisión de Administración del
Tribunal Electoral, en los términos señalados en el pá-
rrafo segundo del artículo 205 de esta ley;

XLII. Realizar las funciones que se le confieren en tér-
minos de lo dispuesto por el Libro Quinto del Código
Federal de Procedimientos Civiles y expedir las dispo-
siciones necesarias para el adecuado ejercicio de aqué-
llas, y

XLIII. Desempeñar cualquier otra función que la ley en-
comiende al Consejo de la Judicatura Federal.

ARTÍCULO SEXTO. Se adicionan los párrafos segun-
do y tercero del artículo 202 de la Ley General de Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Artículo 202. La procuraduría Federal de Protección al
Ambiente, en el ámbito de sus atribuciones, está facultada
para iniciar las acciones que procedan, ante las autoridades
competentes, cuando conozca de actos, hechos u omisiones
que constituyan violaciones a la legislación administrativa
o penal.

Cuando se realicen actos, hechos u omisiones que vulneren
derechos e intereses de una colectividad, la procuraduría
Federal de Protección al Ambiente, así como cualquier le-
gitimado a que se refiere el artículo 585 del Código Fede-
ral de Procedimientos Civiles, podrán ejercitar la acción
colectiva de conformidad con lo dispuesto en el Libro
Quinto de dicho Código.

Lo anterior también será aplicable respecto de aquellos ac-
tos, hechos u omisiones que violenten la legislación am-
biental de las entidades federativas.

ARTÍCULO SEPTIMO. Se adiciona una nueva frac-
ción V Bis al artículo 11; se adiciona un segundo párra-
fo al artículo 91 y se reforma el artículo 92 de la Ley de
Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financie-
ros.

Artículo 11. La Comisión Nacional está facultada para:

I. a V. ...

V Bis. Ejercitar la acción colectiva de conformidad con
lo dispuesto en el Libro Quinto del Código Federal de
Procedimientos Civiles, cuando se realicen actos, he-
chos u omisiones que vulneren los derechos e intereses
de una colectividad de usuarios.

VI. a XLII. ...

Artículo 91. Los defensores, durante el tiempo que desem-
peñen dicho cargo, no podrán dedicarse al libre ejercicio de
la profesión, salvo que se trate de actividades docentes.

En caso de que un asunto represente, en cualquier forma,
un conflicto de intereses para el defensor asignado por la
Comisión Nacional, aquél deberá excusarse para hacerse
cargo del mismo, y solicitar la asignación de otro defensor.

Artículo 92. Cuando se realicen actos, hechos u omisiones
que vulneren derechos e intereses de una colectividad de
Usuarios, la Comisión Nacional, así como cualquier legiti-
mado a que se refiere el artículo 585 del Código Federal de
Procedimientos Civiles, podrán ejercitar la acción colecti-
va de conformidad con lo dispuesto en el Libro Quinto de
dicho Código.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los seis
meses siguientes al día de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a lo previsto en el presente decreto.

Tercero. El Congreso de la Unión aprobará las modifica-
ciones presupuestales necesarias a efecto de lograr el efec-
tivo cumplimiento del presente decreto.

Cuarto. El Consejo de la Judicatura Federal, en el ámbito
de las atribuciones que le han sido conferidas, dictará las
medidas necesarias para lograr el efectivo cumplimiento
del presente decreto.

Quinto. El Consejo de la Judicatura Federal deberá crear el
Registro dentro de los noventa días siguientes a la entrada
en vigor del presente decreto. El requisito previsto en la
fracción II del artículo 620 del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles no será aplicable sino hasta después del
primer año de entrada en vigor del presente decreto.

Sexto. El Consejo de la Judicatura Federal deberá crear el
Fondo a que se refiere el Capítulo XI del Título Único del
Libro Quinto del Código Federal de Procedimientos Civi-
les dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vi-
gor del presente decreto. Mientras el Fondo no sea creado,
los recursos que deriven de los procedimientos colectivos
serán depositados en una institución bancaria y serán con-
trolados directamente por el juez de la causa.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 9 de diciembre de 2010.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbri-
ca), vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica) se-
cretaria.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia y de Eco-
nomía, con opinión de las Comisiones de Medio Am-
biente, Recursos Naturales y de Hacienda y Crédito Pú-
blico.
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